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Dictámenes de la Comisión de Asuntos Exteriores sobre Convenios Internacionales: 

Convenio entre el Reino de España y la República de Cuba sobre indemnización por los bienes de 10s españoles 
afectados por las leyes, disposiciones y medidas dictadas por el Gobierno de la República de Cuba a partir del 
primero de enero de 1959, hecho en la ciudad de La Habana el 16 de noviembre de 1986 (número de expedien- 
te 110/000067). 

Convenio internacional del Cacao, 1986, hecho en Ginebra el 25 de julio de 1986 (número de expedien- 
te 110/000081). 

convenio relativo a la expedición de certificados de diversidad de apellidos, hecho en La Haya el 8 de septiembre 
de 1982 (número de expediente 110/000082). 

Acuerdo entre el Gobierno de España y el Gobierno de la República de Túnez sobre transportes internacionales 
por carretera de personas y de mercancías, hecho en Túnez el día 19 de febrero de 1987 (número de expedien- 
te 110/000083). 

Tratado de extradición y asistencia judicial en materia penal entre el Reinode España y la República Argentina, 
hecho en la ciudad de Buenos Aires el 3 de marzo de 1987 (número de expediente 110/000084). 

Convenio número 102 de la Organización Internacional del Trabajo relativo a la norma mínima de la Seguridad 
Social, hecho en Ginebra el 28 de junio de 1952 (número de expediente 110/000085). 

Convenio sobre los conflictos de leyes en materia de forma de las disposiciones testamentarias, hecho en La Haya 
el 5 de octubre de 1961 (número de expediente 110/000086). 

Dictámenes de Comisión sobre iniciativas legislativas: 

- Proyecto de Ley por el que se autoriza la participación de España en el Organismo Multilateral de Garantía de 
inversiones (número de expediente 121/000039). 

- Proyecto de Ley de concesión de un crédito extraordinario, por importe de 193.102.01 1 pesetas, para financiar el 
déficit de la Compañía Trasmediterránea, S. A., no cubierto con las consignaciones presupuestarias correspon- 
dientes al Ejercicio 1984 (número de expediente 121/000048). 

- Proyecto de Ley Orgánica de reforma del Código Penal en materia de tráfico ilegal de drogas (número de expe- 
diente 12 1 looOo45). 

- Proyecto de Ley sobre Televisión Privada (número de expediente 121/oooO31). 

Votación de totalidad: 

- Del proyecto de Ley Orgánica de reforma del Código Penal en materia de tráfico ilegal de drogas. 

Declaración institucional: 

- Sobre la firma del Tratado de eliminación de misiles de alcance intermedio entre los Estados Unidos y la Unión 

bictámenes de Comisión sobre iniciativas legislativas: 

- Proyecto de Ley sobre Televisión Privada (continuación). 

Soviética. 

S U M A R I O  
Se reanuda la sesión a las nueve y veinte minutos de 

la manana. 
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Por el senor Presidente se abre la sesión con carácter 

secreto para tratar los dictámenes que se relacionan 
en el orden del día. 

Se reanuda la sesión con carácter público. 
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Sometidas a votación, se aprueban las enmiendas del 
Senado al referido proyecto de ley por 174 votos a 
favor, uno en contra y 54 abstenciones. 
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las competencias del Estado para la pro- 
tección del Archipiélago de las Islas 
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Sometidas a votación las enmiendas del Senado a esta 
proposición de ley, son aprobadas por 212 votos a 
favor y 19 abstenciones. 

Para explicación de voto interviene el señor Ramón Iz- 
quierdo, del Grupo Mixto. Expone que se ha abste- 
nido en la votación precedente debido a que las en- 
miendas del Senado no significan modificación al- 
guna de las líneas de este proyecto de ley, nacido por 
iniciativa de las Cortes Valencianas, pero que en el 
curso de su tramitación en este Congreso ha perdi- 
do gran parte de su contenido, hasta el punto de no 
tener prácticamente nada que ver con el texto pro- 
puesto en su día por las Cortes Valencianas. La Ley, 
tal como ha quedado, sólo hace una declaración rei- 
terativa de las facultades que ya competen al Esta- 
do, siendo por tanto innecesaria. Termina señalan- 
do que la tramitación de la Ley simplemente ha con- 
tribuido a que exista una frustración más por lo que 
se refiere al planteamiento de un proyecto de ley pre- 
sentado por una Comunidad Autónoma. 
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Se aprueban las enmiendas del Senado a este proyecto 
de ley por 174 votos a favor, uno en contra y 64 
abstenciones. 

Para explicacibn de voto interviene el señor Calero Ro- 
dríguez, del Grupo de Coalici6n Popular. Manifies- 
ta que se han abstenido en la votación de la enmien- 
da del Senado que viene a modificar la Ley del Im- 
puesto General sobre la Renta de las Personas Físi- 
cas, reduciendo al 2 por ciento lo que en el texto de 
la L q  de 1978 estaba en el 3 por ciento. Considera 
que la presente Ley no es el lugar adecuado para in- 
troducir esta reforma, aun reconociendo la inten- 
cibn elogiable del Senado de reducir la presibn fis- 
cal. Dicha modificación carece de sistemática, sin 
que pueda llegar a comprender la verdadera razón 
de ser de una ley que es censurable por otros moti- 
vos, que no va a reproducir ahora. 
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Convenio entre el Reino de Espana y la 
República de Cuba sobre indemniza- 
ción por los bienes de los españoles afec- 
tados por las leyes, disposiciones y me- 
didas dictadas por el Gobierno de la Re- 
pública de Cuba a partir del 1." de ene- 
ro de 1959, hecho en la ciudad de La Ha- 
bana el 16 de noviembre de 1986 

En turno en contra del dictamen interviene el señor 
Bemárdez Alvarez, del Grupo Mixto. Expone que, 
después de hablar con muchos afectados por este 
Convenio, Coalición Gallega no tiene más remedio 
que oponerse al mismo por considerarlo un  atrope- 
llo a los derechos de muchos españoles, en buena 
parte gallegos. Cree que la aceptación del Convenio 
supondría la legalización de una usurpación del ré- 
gimen de Fidel Castro. Aclara que el Convenio afec- 
ta a una parte mínima de los expropiados por el ré- 
gimen castrista, concretamente a unos tres mil y 
pico, cuando realmente la cifra de españoles afecta- 
dos es de cerca de 40.000, con un importe total de 
las expropiaciones que se calcula que asciende a 
unos 6.000 millones de dólares. Debe tenerse en 
cuenta que alrededor de 250 sodedades españolas 
fueron incautadas sin la más mínima indemniza- 
ción, entre las que destaca los centros asturiano y 
gallego. 
En  relación con el Acuerdo que hoy se somete a la 
Cámara para su ratificación, llama la atención so- 
bre los 40 millones de dólares que se establecen, que 
representan sólo el 12 por ciento de los 350 millo- 
nes reclamados hace treinta años, lo que ha hecho 
decir a algún afectado que es preferible no cobrar 
nada. Recuerda que el propio Fidel Castro ofreció a 
Franco 22 millones, que suponían bastante más que 
los 40 millones de hoy, no siendo aceptados. Agrega 
que la aceptación de esta cantidad supone la pérdi- 
da de todos los derechos, preguntándose si es correc- 
to que el Gobierno la acepte sin el consentimiento 
de los afectados. Señala finalmente el señor Bernár- 
dez que a lo exiguo de la indemnización se une el lar- 
go plazo de su pago, un. período de quince años, y 
el que una buena parte se abone en especie, con lo 
que muchos de los afectados, dada su avanzada 
edad, ni siquiera llegarán a percibirla. 

En turno a favor interviene, en nombre del Grupo So- 
cialista, el señor Puig i Oiivé, anunciando que vo- 
tarán a favor del Convenio, no sólo por su posición 
de apoyo a la acción del Gobierno, sino porque con- 
sideran que, dadas las circuntancias, es el mejor 
convenio posible a alcanzar con Cuba sobre esta 
materia. Puede criticarse el que contenga unas ci- 
fras que no son las que desean los afectados, ni si- 
quiera las que quisiera el Gobierno español y los 
Grupos de.1a Cámara, pero teniendo en cuenta el 
contexto histórico y político-diplomático en que nos 
encontramos, son las mejores cifras posibles, y muy 
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positivas en comparación con el pago de otras in- 
demnizaciones por parte de Cuba después de su re- 
volución. Añade que a lo largo de treinta años no se 
había podido cerrar el problema, pasando los años 
sin que los expropiados pudieran cobrar nada ni tu- 
viesen perspectivas de hacerlo. Con el presente con- 
venio, aunque no vayan a cobrar lo que todos de- 
searían, por lo menos van a cobrar algo, lo que de 
por sí es ya positivo, más aún comparándolo con lo 
que han cobrado los expropiados de otros países. Se 
trata, en suma, de la cifra a la que podemos aspi- 
rar, ya que no es cuestión de cobrar lo que dice el 
Gobierno español o los afectados, sino la cantidad 
que reconoce Cuba, que insiste en que es la más alta 
posible. 
Termina manifestando que votarán a favor del con- 
venio, porque. no sólo es positivo, sino pertinente 
para España. 

En turno de fijación de posiciones interviene el señor 
López Valdivielso, en nombre del Grupo de Coali- 
ción Popular. Expone que votarán a favor del pre- 
sente Convenio, justificándolo en el hecho de que no 
está en su ánimo entovpecer la recuperación, aun- 
que sea mínima, de los daños causados a muchos 
españoles por el.atropello cometido en su momento 
por el Gobierno de Castro. Aun considerando que el 
Convenio no es satisfactorio, al no garantizar las 
justas indemnizaciones, reconoce que mejora la si- 
tuacibn actual, en que, a pesar del tiempo trans- 
currido, los afectados por la expropiación no habían 
percibido nada. Desde el punto de vista jurídico, re- 
conoce también que es quizá lo menos malo que se 
podía haber logrado, habida cuenta de que el prin- 
cipio de indemnización de propiedades extranjeras 
nacionalizadas ha sufrido a partir del año 1960 gra- 
ve menoscabo, no siendo ya un principio de Dere- 
cho internacional universalmente reconocido. N o  
obstante, ello no debe impedirles mostrar su insatis- 
facción por la escasa cuantía de las indemnizacio- 
nes que van a percibir los españoles expropiados, 
máxime considerando que en su gran mayoría se 
trata de personas modestas que habían logrado, tras 
muchos esfuerzos y sacrificios, salir adelante en 
Cuba. Les preocupa, además, especialmente el pun- 
to 5 del Convenio, exigiendo al Gobierno español 
que renuncie a todo tipo de reivindicaciones futu- 
ras en perjuicio de los herederos de algunos titula- 
res de derecho ya fallecidos que en su día no formu- 
laron reclamación. 

Sometido a votación, se aprueba el Convenio anterior- 
mente debatido por 222 votos a favor, seis en con- 
tra y 25 abstenciones. 
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En defensa de las enmiendas del Grupo Vasco (PNV) 
interviene el señor Zubía Atxaerandio, manifestan- 
do que su Grupo formuk5 cinco enmiendas al pro- 
yecto objeto de debate, enmiendas que, desgraciada- 
mente, tiene que defender ahora en su totalidad al 
no haber sido aceptada ninguna en anteriores trá- 
mites. Expone su sensación de impotencia por no 
haber sabido convencer de la importancia no tanto 
del texto concreto de las enmiendas como de la filo- 
sofia que las inspira y anuncia que su Grupo está 
absolutamente abierto y receptivo a cualquier redac- 
ción transaccional en relación a aquellas. Asimis- 
mo aclara que su Grupo esperaba bastante más de 
este proyecto, y sigue esperándolo, ya que de la mis: 
ma exposición de motivos parece desprenderse más 
de lo que después queda plasmado en el articulado. 
Como una de las notas más importantes del proyec- 
to menciona la incorporación de un tratamiento ju- 
ddico-penal específico para la singular figura cri- 
minológica del drogodependiente que incurra en la 
comisión de algain hecho delictivo como d i o  de 
subvenir a la situacibn de toxicodependencia. Sin 
embargo, tal declaracibn de intenciones queda sim- 
plemente en eso, a la vista de io que después contie- 
ne el texto articulado. Desgraciadamente, este texto 
articulado gira casi exclusivamente en torno al as- 
pecto represivo, es decir, el endurecimiento de las pe- 
nas, y sólo marginalmente en su artículo tercero, y 
de manera claramente incompleta e insuficiente, 
trata de dar satisfacción a este principio general de 
prevención y rehabilitación. Precisamente la en- 
mienda del Grupo Vasco trata de dar un mayor peso 
específico a estos aspectos de prevención y rehabi- 
litacibn, sin olvidar, por supuesto, el aspecto repre- 
sivo o de endurecimiento de las penas. En este sen- 
tido fi~os6fico hay que buscar el eje de todas sus en- 
miendas, que no pueden entenderse separadamente, 
toda vez que forman un conjunto que gira en torno 
a los aspectos aludidos, 
A continuación, procede el señor Zubía a exponer el 
contenido concreto de cada una de dichas enmien- 

das y los argumentos que, a su juicio, existen en fa- 
vor de su aceptación. 

En defensa de las enmiendas del Grupo de Coalición 
Popular interviene el señor Huidobro Diez, señalan- 
do que no va a insistir sobre el tema de la necesi- 
dad de esta reforma y la tardanza del Gobierno en 
remitir el proyecto de ley a la Cámara, limitándose 
a defender la única enmienda que tienen presenta- 
da, que es de sustituci6n y va encaminada a mejo- 
rar un texto que no les gusta. Analiza la redacción 
que se da al artículo 344 del Código Penal, según la 
propuesta del Gobierno,-tipificándose como delitos 
todas las conductas humanas que se refieren a dro- 
gas, estupefacientes y sustancias psicotrópicas. De 
acuerdo con la redacción propuesta, nadie podrá de- 
dicarse a cultivar, elaborar, vender o proporcionar 
esas sustancias para fines médicos o científicas, 
porque puede ser considerado un delincuente. Sólo 
el hecho de estar autorizado privará a esta conduc- 
ta de su condición de delito tipificado en este ar- 
tículo. Las enmiendas de Coalición Popular se diri- 
gen a decir bien lo que realmente se desea, modifi- 
cando al efecto la redacción propuesta. Otro tanto 
hacen en relacibn con la calificación de consumo y 
uso ilegal de drogas, suprimiendo el primer término 
y sustituyéndolo por el de T USO^ por ser más am- 
plio, con lo que además se utiliza la terminología 
que generalmente se emplea por los organismos in- 
ternacionales al tratar esta materia. 
La segunda parte de su enmienda se refiere a las pe- 
nas previstas, al pensar que distinguir la gravedad 
de la pena por las sustancias a que se refiere la con- 
ducta tipificada no es correcto. No les gusta tampo- 
co la redacción propuesta a este respecto, por enten- 
der que el uso de todo tipo de drogas puede causar 
graves daños a la salud. 
Termina señalando que, no obstante lo expuesto an- 
teriormente, habida cuenta de que durante mucho 
tiempo han estado pidiendo que este proyecto vinie- 
ra a la Cámara y suponiendo que tiene valores im- 
portantes en el aspecto de la represión, se absten- 
drán en la votación. 
Agrega que si el Grupo Socialista considera que la 
enmienda presentada no es correcta gramaticalmen- 
te, no hay ningún inconveniente en su corrección, 
aunque deja constancia de que les gustaría que se 
recogieran los principios que han expuesto clara- 
mente tanto en Cornisibn como en este Pleno. 

El  señor Mardones Sevilla, del Grupo Mixto, expone 
a la Cámara el contenido de las tres enmiendas que 
ha presentado al proyecto de ley, así como los argu- 
mentos que a su juicio existen para considerarlas 
favmablemente. 

E l  señor Fraile Poujade da por defendida las enmien- 
das de la Agrupación del PDP por los mismos argu- 
mentos expuestos en Comisión, solicitando que se 
sometan a votación. 

5n defensa de las enmiendas del Grupo de Minoría Ca- 
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talana interviene el señor Trías de Bes i Serra. Ex- 
pone que tiene presentadas tres enmiendas a este 
proyecto de ley de reforma, que viene, no tarde, como 
ha dicho algún portavoz, sino como un parcheo 
más del Código Penal, actitud criticada por todos 
los Grupos de la oposición y muy debatida en  com- 
parecencias del señor Ministro de Jvsticia en  otros 
trámites parlamentarios. Es un parcheo más, aun- 
que bienvenido sea, al procurar mejorar el actual 
tratamiento al tráfico ilegal de drogas en nuestro 
territorio. Es éste un problema grave, también reite- 
radamente debatido en la Cámara, respecto del que 
la ley pretende introducir algunos temas preventivos 
y algún incremento importante de la penalidad. El 
Grupo de Minoría Catalana está de acuerdo con el 
conjunto de las reformas presentadas por el Gobiet- 
no y por ello han  presentado unas enmiendas que 
califica de menores y que sólo mantienen por con- 
siderar que vienen a completar o perfeccionar el 
proyecto. 
Destaca brevemente el señor Trías de Bes la impor- 
tancia y gravedad del tráfico ilegal de drogas, reco- 
nociendo que tal problema no va a resolverse exclu- 
sivamente con la agravación de las penas que se pre- 
vén en el proyecto de ley, para finalmente aludir al 
contenido concreto de las enmiendas de su Grupo. 

El señor Buil Gira1 defiende las tres enmiendas que 
mantiene el Grupo del CDS, considerando que las 
mismas tienen sustantividad suficiente como para 
insistir en su contenido. Reconoce que en  anterio- 
res trámites se aceptaron diversas sugerencias, si 
bien tienen que tratar nuevamente de un problema, 
que es el tráfico y consumo de d.rogas, que excede 
del ámbito penal y trasciende a aspectos de la vida 
social. 
Seguidamente expone el contenido de las enmiendas 
en cuestión, aludiendo brevemente a las razones 
que, a su juicio, existen para la aceptación de 
aquéllas. 

En turno en  contra interviene, en nombre del Grupo 
Socialista, el se ñor Luna Conzález. Comienza 
anunciando que se van a oponer a la totalidad de 
las enmiendas debatidas, excepto una, que espera 
que sea retirada por el representante de Minoría Ca- 
talana al haber sido asumida por el dictamen de la 
Comisión. Lamenta también que ésta no vaya a ser 
la última vez que discutan el artículo 344 del Códi- 
go Penal, una vez más objeto de reforma o de par- 
cheo, según ha dicho algún interviniente, ya que to- 
dos desean poder llegar a una situación definitiva, 
aunque ve grandes dificultades para alcanzar tal so- 
hción. Insiste en que la actual reforma se hace so- 
bre un artículo modificado hace cuatro años y que 
posiblemente dentro de dos o tres años haya que re- 
tocarlo de nuevo porque la realidad social así lo 
aconseje, como ha ocurrido en  la presente ocasión. 
Al tratarse de un tema tremendamente cambiante, 
la legislación penal tiene que ser, a su vez, también 

cambiante si no queremos quedar totalmente disfa- 
sados, cosa que cree que no desea nadie ,en la 
Cámara. 
Aclara después que, al no tener tiempo para contes- 
tar a muchas de las enmiendas defendidas, ni  si- 
quiera hará referencia a las que se han  calificado 
como menores, que, por otra parte, ya han sido su- 
ficientemente contestadas en  Comisión. Menciona 
a este respecto las enmiendas del señor Mardones 
Sevilla, de Minoría Catalana y de la Agrupación del 
PDP. 
Finalmente, se refiere el señor Luna González a los 
argumentos fundamentales y de fondo empleados 
por los portavoces del Grupo Vasco (PNV), CITS y 
Coalición Popular, también ampliamente debatidos 
en Comisión, reiterando las razones que el Grupo 
Socialista tiene para no acceder a 'las pretensiones 
de estos Grupos de la oposición. 

Replican los señores Zubía Atxaerandio, Huidobro 
Diez y Trías de Bes i Serra y duplica el señor Luna 
González. 

A continuación se procede a la votación de las enmien- 
das debatidas, siendo todas ellas rechazadas. 

Se procede igualmente a la votación del dictamen de 
la Comisión, que es aprobado por 169 votos a fa- 
vor, 30 en  contra y 78 abstenciones. 
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El señor Azcárraga Rodero defiende las enmiendas 

presentadas por el Grupo Mixto. Comienza refirién- 
dose a la número tres, al título de la ley, postulando 
el carácter orgánico de la misma, en coherencia con 
lo dispuesto en el artículo 81 de la Constitución. 
Respecto al objeto del proyecto, considera que debe 
restringirse a hacer posible el desarrollo de un dere- 
cho fundamental como es el de comunicar y recibir 
información, derecho que como tal pertenece a los 
ciudadanos. 
Seguidamente pasa a la defensa de las restantes en- 
miendas de su Grupo, que comprenden los números 
4 a 18, manifestando que las mismas giran en tor- 
no a la doble expresión «servicio públicou y «con- 
cesión administrativau que confiere este proyecto de. 
ley a la televisión privada. Añade que no discute la 
posibilidad de una televisión pública, aunque tiene 
que cuestionarse el modelo actual en  el que el con- 
cepto público no garantiza un bien de todos, sino 
los intereses del partido gobernante. Cree, por otra 
parte, que carece de sentido que el ejercicio de un de- 
recho fundamental por parte de los ciudadanos, 
como son los reconocidos en  el artículo 20.1 de la 
Constitución, quede sujeto a la lógica de la conce- 
sión administrativa y a las limitaciones que el pro- 
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yecto de ley encierra para aquellos que vayan a ser 
titulares de este derecho. 
Entiende que la calificación de servicio público que 
se establece y que su Partido rechaza es una carac- 
terización para justificar las restricciones del dere- 
cho y establecer las limitaciones inusitadas que 
contiene el proyecto de ley para un medio de comu- 
nicación tan poderoso como es la televisión. 
Señala, por otra parte, el señor Azcárraga que el pro- 
yecto de ley, con el pretexto de regular sólo tres con- 
cesiones de ámbito estatal, vulnera las competen- 
cias asumidas por las Comunidades Autónomas, o 
por lo menos por la Comunidad Autónoma vasca, 
sinque para ello exista, a su juicio, ningún tipo de 
justificación. Están ante una ley que va contra las 
Comunidades Autónomas, sin que pueda argumen- 
tarse para ello una sola razón técnica y sí de carác- 
ter político. Sobre este particular entiende que la re- 
dacción propuesta en las enmiendas 9 y 19 es más 
acorde con la actual configuración del Estado en 
Comunidades Autónomas, con la que desean ser res- 
petuosos. Finalmente, las enmiendas 11 y 16 pre- 
tenden sustituir el concepto «nacional» por el de 
«estatala, en congruencia, asimismo, con el texto 
constitucional. 
Termina manifestando que en el presente Capítulo 
primero de la ley se concentran las razones funda- 
mentales de su desacuerdo con el proyecto por los 
motivos anteriormente apuntados. 

En defensa de las enmiendas del Grupo de Coalición 
Popular interviene el señor Ramallo Carcía. Seña- 
la que el presente Capítulo se ocupa de los concep- 
tos esenciales de la llamada Ley de televisión priva- 
da, dando su definición, el modo de explotación a 
través de concesiones administrativas, número de 
canales, etcétera. Este Capítulo ha sido enmendado 
por su Grupo Parlamentario con enmiendas que 
comprenden los números 208 a 214. 
Comenzando, lógicamente, por el artículo 1." del 
proyecto, lo considera esencial al contenido de la 
ley, al facilitar el concepto que de la televisión se tie- 
ne. No obstante, será el contenido de todo el Capí- 
tulo primero la piedra angular de lo que va a ser el 
concepto de televisión privada que tenga el Gobier- 
no o que vaya a tener la legislación espanola cuan- 
do esta ley se haya aprobado. En su opinión, el pro- 
yecto del Gobierno es coherente con la doctrina so- 
cialista, determinando la televisión como un sewi- 
cio público esencial, haciendo titular de la misma 
al Estado y admitiendo la posibilidad de la gestión 
indirecta. Por el contrario, la enmienda de Coalición 
Popular pone en el frontispicio de la ley el artículo 
20 de la Constitucicín para asentar la televisión en 
la libertad de expresión reconocida en la misma 
Constitución y considerarla una actividad de inte- 
rés público y manifestación primaria de la libertad 
de expresión. Según la concepción del Grupo Popu- 
lar, la televisión privada no constituye un servicio 

público y ,  por tanto, su establecimiento y explota- 
ción se realizará en régimen de autorización admi- 
nistrativa y no de concesión. El sistema elegido por 
su Grupo es el que impera en Estados Unidos, don- 
de realmente existe una libertad o pluralidad de 
televisión. 
El Grupo Popular entiende que es inconstitucional 
considerar servicios públicos aquellas actividades 
cuya práctica constituye un derecho fundamental o 
son el soporte y presupuesto necesarios para su ejer- 
cicio. En otras palabras, el derecho a la libertad de 
expresión es algo que está en el ciudadano y no en 
el Estado y que, por tanto, en manera alguna puede 
el Estado concederlo si del hecho de que tenga que 
haber una concesión se deriva que se está limitan- 
do este derecho, que no debe tener limitaciones. El 
legislador puede, ciertamente, regular el ejercicio de 
estos derechos, pero no puede negarlos, y esto es jus- 
tamente lo que ocurre cuando se califica una acti- 
vidad como servicio público. No puede alegarse 
como argumento contrario la existencia del Estatu- 
to de Radiotelevisión de 1980, ya que este Estatuto 
no es inamovible, es un mal Estatuto y las leyes no 
son eternas. Las consecuencias de ese Estatuto es- 
tán, por otra parte, a la vista, con intromisiones 
constantes del Gobierno de turno. El que el proyec- 
to de ley que hoy se debate venga a continuar el mal 
planteamiento de ese Estatuto es suficiente motivo 
para modificarlo. 
Recuerda después el sefior Ramallo algunas verda- 
des elementales que luego en la vida práctica a ve- 
ces no se dan, resaltando a este respecto que la exis- 
tencia de fuerzas independientes, por un lado, y 
prensa libre, por otro, son elementos fundamentales 
para que el poder no se extralimite en un Estado de- 
mocrático. En una verdadera democracia el poder 
no debe tener posibilidad de inferir en el proceso de 
formación de la opinión pública, que es lo que está 
ocurriendo ahora. 
Agrega el seríor Ramallo que, de no modificarse, la 
ley nace muerta y su discusión sólo servirá para per- 
der el tiempo al constituir una vaciedad, además de 
una decisión caprichosa la limitación a tres cana- 
les y del olvido de la televisión por satélite y por ca- 
ble. La ley sería, por lo demás, progresista si acep- 
tara la posibilidad, que es una evidencia, de los ca- 
nales regionales y locales, con la consecuencia de 
ser más congruente con la Constitución española 
que hizo posible el Estado de las Autonomías. 
Termina manifestando el portavoz de Coalición Po- 
pular que la ley propuesta por el Gobierno no gusta 
a nadie, llega a destiempo y constituye un trágala 
que se les impone, estando todavía a tiempo para su 
reconsideración y hacer la ley que todos desean. 

En defensa de las enmiendas de la Agrupación del PDP 
interviene el serior Pérez Dobón. Comienza desta- 
cando la enorme trascendencia que en el campo de 
las libertades tiene un instrumento de difusión tan 
poderoso como la televisión, de lo que es buena 
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prueba el hecho de que el Pleno de la Cámara haya 
reclamado el conocimiento de este proyecto de ley, 
de carácter ordinario. Empezando por el título de la 
misma ley, denominada de televisión privada, nie- 
ga que dicha denominación responda a la realidad, 
ya que, a juicio de su Agrupación, no es exactamen- 
te la televisibn privada lo que se viene a regular. Por 
otro lado, el proyecto ha tenido una evolución aza- 
rosa, por la sencilla razón de que una materia tan 
importante no puede regularse a contrapelo de la 
opinión generalizada de los Grupos de la oposición. 
Antes al contrario, ha de hacerse con la generaliza- 
da concordancia de criterios sobre los pilares fun- 
damentales de una ley que no puede estar sujeta a 
cambios cada pocos años en función de las distin- 
tas mayorías que en cada momento gobiernen. Se 
hallan ante una ley que deberían hacer con voca- 
ción de una vida larga en bien de la estabilidad y de 
las garantías de las libertades. Sin embargo, tal 
como está redactado el proyecto del Gobierno su 
Agrupación no lo puede votar favorablemente por- 
que estaría desvirtuando los términos. 
Analizando el contenido del capítulo primero expo- 
.ne que éste, en primer lugar, dice que la televisión 
es un servicio público esencial de titularidad esta- 
tal, con lo que se está declarando que la televisión 
entra en el artículo 128 de la Constitución, olvidan- 
do por completo el artículo 20. Es  decir, que para 
el Partido Socialista prima un artículo que está re- 
gulando la vida económica y empresarial del país 
sobre otro que regula el régimen de los derechos y 
de las libertades, en una óptica que considera total- 
mente rechazable y que, desde luego, no pueden 
compartir. En concordancia con el anterior punto 
de vista, articula la técnica de la concesión y esta- 
blece la fórmula de la gestión indirecta a través de 
empresas concesionarias, aplicando a la televisión 
la misma técnica que a las obras públicas. Final- 
mente, marca un número de cadenas, concretamen- 
te el de tres. 
Como razones para su oposición rotunda al proyec- 
to de ley, expone que para el PDP la dialéctica que 
se establece entre los artículos 20 v 128 de la Cons- 
titución es una dialéctica falsa en los términos que 
la plantea el Partido Socialista. El artículo 128 se 
incluye en el título denominado «Economía y Ha-  
ciendan y es un precepto intervencionista para 
cuando tal intervención es necesaria. Sin embargo, 
a su entender, no es necesaria precisamente en la re- 
gulación de una esfera de libertades o de derechos 
como es la libre difusión del pensamiento y de las 
ideas. ARade que nurica puede utilizarse este artícu- 
lo constitucional para desvirtuar el contenido de un 
derecho fundamental o una libertad pública consti- 
tucionalmente reconocida, como se hace en el pro- 
yecto. Por el contrario, el artículo 20 constituve un 
punto de partida distinto, que es del que hav que 
arrancar al reconocer la rxpresión y difusión libre 
del pensamiento, ideas v opiniones, garantizando al 

mismo tiempo la comunicación o recepción libre de 
información veraz. Es decir, hay que invertir los tér- 
minos para no vulnerar profundamente el conteni- 
do de los derechos constitucionales. No vale ampa- 
rarse en la sentencia del Tribunal Constitucional, 
que no impide la televisión privada y que al dictar- 
la se encontró con un pie forzado que, naturalmen- 
te, no existirá en el momento en que esta ley se 
apruebe. 
Se refiere posteriormente el señor Pérez Dobón a otro 
tema que considera trascendental, cual es el de los 
tres canales, que fue ya objeto de amplio debate en 
Comisión. Sobre este particular menciona el conte- 
nido de la exposición de motivos para preguntarse 
si es serio establecer esa limitación en base a cálcu- 
los de viabilidad económica para las empresas 
concesionarias. 
Concluye manifestando el enmendante que el pro- 
yecto nace absolutamente envejecido y es franca- 
mente rechazable por parte de su Agrupación. 

En defensa de las enmiendas del Grupo del CDS inter- 
viene el señor Ysart Alcover. Empieza señalando 
que casi todos los Grupos y Agrupaciones de la Cá- 
mara mantienen similares puntos de vista sobre de- 
terminadas cuestiones de este proyecto de ley. A su 
juicio, aquí no se está hablando realmente del sis- 
tema de televisión privada que España puede tener, 
sino de una inmensa voluntad de diálogo y de con- 
certación sobre un tema que no es administrativis- 
ta, sino que hunde sus raíces en un derecho cons- 
titucional que a todos los ciudadanos ampara y no 
sólo a determinadas iniciativas empresariales. La- 
mentablemente, no'ha ha habido forma de llegar a 
un acuerdo sobre este particular. Recuerda que 
cuando el día anterior, a primera hora de la maña- 
na, se les hace entrega de unas presuntas enmien- 
das transaccionales, encuentra que, más que tran- 
saccionales, se les planteaba un ucase al no abor- 
darse en ellas los puntos claves del proyecto de ley. 
El Grupo del CDS, coincidiendo en el carácter de 
servicio público, que quizá sea el único punto en el 
que coinciden con el Grupo mayoritario, y compar- 
tiendo esa definición para la actividad televisiva en 
general, sea pública o privada, piensa que tal con- 
cepción de la televisión quedaría absolutamente des- 
virtuada si no recogiera a continuación el carácter 
de derecho preexistente que todos los espanoles tie- 
nen reconocido por la Constitución. Este es para 
ellos el quicio que hace que ésta sea una mala ley. 
Recuerda seguidamente su manifestación en Comi- 
sión respecto de que se había preferido mostrar el 
poder de la Administración a dejar que apareciera 
la libertad de la sociedad, que es 10 que significa el 
que, en virtud del concepto de servicio público, el 
Estado pueda conceder algo graciosamente, privan- 
do a los españoles de ser informados, divertidos e 
instruidos a través de iniciativas privadas. Es por 
ello por lo que entiende que la ley no puede salir ade- 
lante sin adjetivar a ese servicio público con la ex- 
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presión de que todos los españoles tienen previa- 
mente el derecho reconocido y am#arado por la 
Constitución en su articufo 20. 
De lo anteriormente expuesto se derivan, a su juicio 
y al de la mayorfa de la Cámara, todos los males de 
la ley, ya que no se puede contemplar únicamente, 
por ejemplo, el sistema concesional como método 
para ejercer este derecho, porque en puridad conven- 
dría más bien un sistema de mera autorización. Y 
ello porque no se trata de crear un derecho, sino de 
remover los obstáculos que hoy existen para el ejer- 
cicio de ese derecho a la información plural a tra- 
vés de- iniciativas privadas. 
Otro punto de la ley absolutamente vulnerable es que 
no tiene lógica reducir la expresión de televisión pri- 
vada al ejercicio indirecto de un servicio público 
únicamente a través de las ondas hertzianas, ya que 
hay muchos otros sistemas técnicos y muchas otras 
posibilidades. Tampoco tiene sentido circunscribir 
a tres las posibles concesiones que la ley concede 
únicamente en el mundo de las ondas hertzianas, 
porque hoy es ésta la realidad, pero puede que ma- 
ñana no lo sea. 
Finalmente, respecto al articulo 5." del proyecto, se 
pregunta si no tiene más sentido amparar esta ley 
como desarrollo del articulo 20 de la Constitución 
que configurarla siguiendo la concepción adminis- 
trativista y el afán reglamentista con que el Gobier- 
no suele contemplar en muchas ocasiones la regu- 
lación de estas materias. 
Por las razones antetiormente expuestas, todas ellas 
de fondo, no puedan dar el consentimiento al Capi- 
tulo primero del proyecto de ley. 

El señor Espasa Oliver defiende las enmiendas de la 
Agrupación Izquierda Unida-Esquerra Catalana. 
Comienza expresando su coincidencia con el Parti- 
do Socialista y el Grupo del CDS sobre el carácter 
de servicio público y titularidad estata! atribuida a 
la televisión y, por tanto, sujeta a concesiones y au- 
torizaciones. Ello no les impide, sin embargo, coin- 
cidir en muchas otras apreciaciones de otros Gru- 
pos de la oposición acerca del contenido de la ley, 
aun partiendo de una situación ideológicamente an- 
tagónica respecto de los mismos. Iziquierda Unida 
no cree que una actividad privada sea por defini- 
ción mejor que la pública, porque ésta ha supuesto 
muchas veces llegar a cotas de mayor libertad, de 
mayor democracia y mayor ejercicio de los derechos 
fundamentales de las personas, como sucede, por 
ejemplo, en las áreas de la justicia, la enseñanza o 
la sanidad. 
Sin embargo, aclarado lo anterior, tiene que decir 
en seguida que no comprende la posición del Grupo 
Socialista para apoyar una ley que, sin repetir ar- 
gumentos ya apuestos, nace absolutamente deva- 
luada y muerta. Sobre por qué tres canales y no más 
ya ha argumentado el señor Pérez Dobón acerca de 
la no contemplación de los progresos tecnológicos. 
También se ha hablado para señalar que se deja el 

margen la televisión por satélite y por cable, las te- 
levisiones locales, etcétera. Con la limitación de los 
tres canales, se está limitando, por otra parte, la po- 
sible expansión de otros canales públicos de televi- 
sión, como las televisiones locales y ,  sobre todo, las 
de las Comunidades Autónomas. 
La ley nace muerta, en fin, por el aspecto de opor- 
tunidad, en cuanto que la técnica ha superado com- 
pletamente lo que esta ley viene a regular. Cuando 
todo el arco parlamentario, desde posiciones distin- 
tas y con argumentos dispares, se opone a una ley, 
continuar considerando olimpicamente que están 
en lo cierto, como hace el Grupo Socialista, lo con- 
sidera un  tanto audaz. 
Desde otra perspectiva, como es la autonómica, 
correspondiente a un  Estado plurinacional y pluri- 
cultural, el proyecto es también terriblemente vulne- 
rable, y como miembro de la Asamblea legislativa 
de la Comunidad Catalana ya anuncia la promo- 
ción del correspondiente recurso de inconstitucio- 
nalidad por la invasión de competencias que el pro- 
yecto tiene en su artículo 4." 
Finaliza reiterando su oposición al presente capítu- 
lo tercero, por las razones anteriormente esgrimidas. 

El señor Olabarría Muñoz defiende, las enmiendas del 
Grupo Vasco (PNV). Señala que el proyecto está ju- 
gando de alguna manera contra el tiempo, sin duda 
porque ha recibido algunos goles de forma inopina- 
da. Aun asi, su Grupo tiene una identidad de crite- 
rios sustanciales con el Grupo Socialista, enten- 
diendo que se ajusta a la doctrina del Tribunal 
Constitucional en su conceptuación y esencia jurí- 
dica. Su Grupo está de acuerdo con la concepción 
de un  servicio público esencial, lógicamente de titu- 
laridad estatal y adjudicable a empresas privadas, a 
través de la concesión administrativa, coincidiendo 
que el sistema más generalizado en el Derecho com- 
parado. Es por ello, seguramente, por lo que fue el 
único Grupo que no presentó enmienda de to- 
talidad. 
Sin embargo, mantiene una discrepancia funda- 
mental con el Grupo Socialista respecto del concep- 
to de Estado, que va constriñendo el resto del arti- 
culado de la ley. Desgraciadamente, el proyecto 
identifica el concepto de Estado con el de Adminis- 
tración central, lo que les parece preocupante por 
cuanto significa desconocer competencias que la 
Comunidad Autónoma vasca tiene para, con carác- 
ter exclusivo, crear, regular y mantener su propia te- 
levisión, sin entrar a clarificar si es pública o pri- 
vada. En base a lo apuntado, han formulado una se- 
rie de enmiendas tanto al presente capítulo como a 
otros del proyecto, de naturaleza o carácter eminen- 
temente competencia[, que es el tema en el que pon- 
drán mayor énfasis. 

El señor López de Lerma i Lopez defiende las enmien- 
das números 277 a 279, del Grupo de Minoría Ca- 
talana, que proponen, en primer lugar, no reducir a 
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tres el número de concesiones, posibilitando, por el 
contrario, tantas emisoras privadas de televisión 
cuantas determine para cada momento el Plan Téc- 
nico Nacional. En segundo lugar, establecen dos ti- 
pos de cobertura para la emisión de programas, una 
de ámbito estatul y otra de ámbito autonómico. En 
tercer lugar, proponen que la delimitación territorial 
a que se refiere el artículo 4.0 del proyecto respete, 
en lo que sea posible, la orgaylización territorial del 
Estado. Por último, que se atribuya a las Cortes la 
aprobación, mediante ley, del llamado Plan Técnico 
Nacional de televisión privada. 
Acto seguido procede el señor López de Lerma a ex- 
poner los argumentos en que se apoya su Grupo Par- 
lamentario para formular tales propuestas. 

El señor Larrinaga Apraiz, del Grupo Mixto, defiende 
las enmiendas presentadas, postulando que el pro- 
yecto incorpore en su texto una realidad que está 
ahí, como son las televisiones locciles, y que asimis- 
mo incorpore los elementos suficientes para que el 
mismo sea respetuoso con las competencias de las 
Comunidades Autónomas. In'mediatamente procede 
a la.aposición de algunos de los muchos argumen- 
tos que, a su juicio, existen en apoyo de su actitud. 

El señor Camuñas Solís, también del Grupo Mixto, 
defiende brevemente las seis enmiendas que tiene 
presentadas al Capítulo primero del proyecto de ley, 
limitándose a exponer el contenido de aquéllas por 
entender que a estas alturas del debate está prácti- 
camente dicho todo en apoyo de lo que en las en- 
miendas se solicita. 

El señor Mardones Sevilla, igualmente del Grupo 
Mixto, defiende las dos enmiendas que tiene presen- 
tadas, cuyo contenido expone. Según anticipa, se 
circunscriben a la preocupación que el proyecto les 
plantea desde el ámbito de la Comunidad Autóno- 
ma Canaria. 

Se suspende la sesión a la una y cincuenta y cinco mi- 
nutos de la tarde. 

Se reanuda la sesión a las cuatro de la tarde. 
En turno en contra de las enmiendas al Capítulo pri- 

mero del proyecto de ley interviene, en representa- 
ción del Grupo Socialista, el señor Bofill Abeilhe. 
Partiendo de una concepción del Grupo Socialista, 
que efectivamente es diferente a la manifestada por 
algunos otros Grupos de la Cámara, intenta aclarar 
por qué'esta ley se concibe como un servicio públi- 
co esencial. Expone que la ley está basada efi unos 
principios y con una orientación socialista que de- 
fiende una filosofia de la libertad para todos. El 
Grupo Socialista coincide con otros Grupos de la 
Cámara en la definición de servicio público esen- 
cial, compartiendo una orientación que, desde su  
punto de vista, es básica,.cual es la orientación de 
no confundir dos principios igualmente constitu- 
cionales, pero de distingo rango, como son el prin- 
cipio de libertad de empresa y el principio de liber- 
tad de expresión, y especialmente el de libertad de in- 

formación. N o  serán los socialistas los que piensen 
que es igual la libre circulación de las ideas y de las 
creencias que la libre circulación de las mercancías. 
Esto sería una concepción estrecha y obsoleta, que 
se corresponde con una orientación y filosofía po- 
líticas afortunadamente superadas y que hunden 
sus raíces en el siglo pasado. 
La libertad que los socialistas están defendiendo, 
que se concreta en la gestión indirecta de los tres ca- 
nales de televisión, intenta conseguir precisamente 
la finalidad social de que todos los españoles poda- 
mos estar mejor informados, que el principio de la 
pluralidad política, social y cultural sea realidad en 
nuestro país, encontrando su concreción en una ley 
realista, viva y de futuro, que indudablemente, se va 
a corresponder con las aspiraciones de todos los ciu- 
dadanos españoles. Será precisamente la realidad la 
que venga a desmentir a aquellos agoreros que han 
dicho que esta ley nacía muerta, porque ello no es 
cierto. 
Por consiguiente, no pueden los socialistas aceptar 
lo que se ha dicho a lo largo de la mañana de que 
esta ley viene a contradecir los principios de liber- 
tad que contempla el artículo 20 de la Constitución. 
N o  puede serlo, especialmente cuando se argumen- 
ta en contra del servicio público esencial, donde no 
solamente les asisten las razones contempladas en 
la sentencia del Tribunal Constitucional, sino tam- 
bién los principios y criterios establecidos por la 
moderna doctrina, que en esta faceta también viene 
a coincidir con la posición del Grupo Socialista. 
El proyecto de ley hay que contemplarlo dentro de 
una labor iniciada por el Gobierno, con el respaldo 
del Grupo Socialista, en su voluntad decisiva de po- 
ner fin al monopolio de la televisión en España, es- 
tableciendo, por primera vez, la ley de los terceros 
canales. Cumple por ello al Grupo Socialista la sa- 
tisfacción y el honor de defender una ley que viene 
a ampliarél campo de las libertades públicas y las 
libertades individuales de todos los ciudadanos. De- 
searía, por ello, que existiera en la Cámara un con- 
senso sobre la misma para lo que el Grupo socialis- 
ta ha tenido y tiene los brazos abiertos a cualquier 
sugerencia que, efectivamente, no venga a limitar lo 
que son principios consustanciales con su filosofía 
socialista y con la filosofía moderna de lo que es la 
libertad de expresión. 
A continuación alude el senor Bofill Abeilhe a algu- 
nos argumentos concretos expuestos por los enmen- 
dantes, rebatiendo los mismos. 

E n  turno de réplica intervienen los señores Azcdrraga 
Rodero, Ramallo García, Pérez Dobón, Ysart Alco- 
ver, Espasa Oliver, Olabarría Muñoz, López de Ler- 
ma, Lawínaga Apraiz, Camuñas Solís y Mardones 
Sevilla. 

Duplica el señor Bofill Abeilhe. 
Se procede a las votaciones de las enmiendas debati- 

das en relación con el Capítulo primero del proyec- 
to de lev, siendo todas ellas rechazadas. 
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Se aprueba el texto del dictamen a dicho Capítulo pri- 
mero por 156 votos a favor, 25 en contra y dos 
abstenciones. 

Página 

Capítulo segundo. . . . . . . . . . . . . , . . . . , . . . . . . 4974 
El señor Azcárraga Rodero, del Grupa Mixto, defien- 

de las 35 enmiendas presentadas a este Capitulo, re- 
ferido al régimen juridico de la concesión. Señala 
que varias de ellas pueden considerarse defendidas 
por estar directamente relacionadas con otras pre- 
sentadas al Capítulo primero. 
Justifica la presentación de estas enmiendas en los 
poderes exorbitantes que se reserva el Gobierno y las 
limitaciones, que considera intolerables, respecto a 
la libre comunicación de información. Acto segui- 
do procede a la exposicibn del contenido concreto 
de varias de sus enmiendas. 

El señor Pérez Dobón defiende las enmiendas de la 
Agrupación del PDP. Comienza afirmando que, una 
vez observada la suerte que han corrido las enmien- 
das al Capítulo primero, que es el punto de partida 
y pilar fundamental del proyecto de ley, piensa que 
no procede entrar en un análisis o discusión teóri- 
cos sobre si la concesión debe tener más o menos re- 
quisitos, porque su marco sería la discusión de una 
reforma de la Ley de Contratos del Estado o algo si- 
milar. Desgraciadamente, respecto de este proyecto 
de ley se trata de aspectos secundarios al fallar lo 
principal. Se limita por ello a insistir en su discon- 
formidad con que aqui aparezca exclusivamente el 
término «concesión», que viene ya condicionado 
por lo que se ha decidido en relación con el Capítu- 
lo primero. Añade que entre concesión y autoriza- 
cibn hay una gran diferencia. El que ahora se ha- 
ble sólo de concesión puede ser ya congruente al ha- 
ber eliminado el derecho & los particulares y de la 
sociedad contenido en el artículo 20 de la Constitu- 
ción. Cree que no procede, por tanto, extenderse en 
la exposición de más argumentos, limitándose a so- 
licitar la votación de las enmiendas. 

El señor López de Lema i López, del Grupo de Mi-  
noría Catalana, defiende las enmiendas formuladas 
comprendidas entre los números 281 y 287, cuyo 
contenido pasa a exponer a la Cámara. Como resu- 
men de las mismas señala que pretenden, en primer 
lugar, una ley orgánica que regule el ejercicio de las. 
libertades reconocidas y protegidas en el artículo 20 
de la Constitución. En segundo lugar, que la ley po- 
sibilite el ejercicio de esos derechos mediante la te- 
levisión, cualquiera que sea su forma, es decir, on- 
das, cable o por satélite. Y, finalmente, que la ley ar- 
bitre ámbitos competenciales de autorizacidn o con- 
cesidn administrativa de esas emisoras televisivas. 

El señor Olabanía Munoz defiende las enmiendas del 
Grupo Vasco (PNV). Expone que, a estas alturas del 
debate, los argumentos pueden resultar repetitivos y 
que, de haberle contestado a las preguntas formula- 

das esta mañana, hubiese procedido a la retirada de 
la mayoria de las enmiendas a este Capitulo. Sim- 
plemente desea precisar que el contenido de las mis- 
mas hace referencia al mantenimiento de las com- 
petencias que su Grupo entiende que se deben reco- 
nocer en la ley a las Comunidades Autónomas que 
ya las ostentan, refiriéndose con amplitud, sobre 
este particular, a la Comunidad Autónoma vasca. 

El señor Larrínaga Apraíz, del Grupo Mixto, señala 
que de las doce enmiendas presentadas a este capi- 
tulo sólo a dos atribuye carácter fundamental, las 
relativas al artículo 8.' y que,*una vez más, hacen 
referencia al respeto de las competencias auto- 
nómicas. 

El señor Ramallo García defiende las enmiendas del 
Grupo de Coalicibn Popular, exponiendo que las de- 
fenderá brevemente, después de la experiencia habi- 
da en el Capítulo anterior, en el que se ha contesta- 
do en diez minutos a los múltiples argumentos ex- 
puestos por los portavoces de los Grupos enmendan- 
tes. Agrega que dichas enmiendas comprenden los 
números 215 al 227 y, en su opinión, intentan corre- 
gir lo que ya es calderilla del proyecto, una vez eli- 
minada la posibilidad de los múltiples canales que 
la técnica permite. Concluye haciendo una referen- 
cia breve al contenido de algunas enmiendas. 

El  señor Isart Alcover defiende las enmiendas del Gru- 
po del CDS. Expone que son 21 las enmiendas de 
su Grupo a este Capitulo segundo del proyecto, re- 
ferido al sistema concesional, a las limitaciones que 
a las sociedades concesionarias se imponen, a las 
condiciones de emisión, al régimen de cuantifica- 
ción o delimitación de la publicidad a través de di- 
chos medios y a lo que no duda en calificar de ex- 
propiación sin indemnización que se contiene en el 
articulo 14. 
Seguidamente procede al desarrollo de las anterio- 
res ideas fundamentales, con mención del conteni- 
do de algunas enmiendas concretas. 

E l  señor Espasa Oliver defiende las enmiendas del 
Grupo Izquierda Unida-Esquerra Catalana, en- 
miendas que agrupa en tres apartados: el primero 
de ellos intenta corregir lo que considera excesiva 
gubemamentalización de la concesión; un segundo 
bloque va en la línea de las criticas formuladas al 
proyecto en anterior intervención, y que le han lle- 
vado a anunciar o instar un recurso de inconstitu- 
cionalidad, y un último grupo de enmiendas tiende 
a limitar los posibles usos abusivos de la publicidad 
y prohibir la que tiene carácter directamente ideo- 
lógico o político, intentando con ello rellenar una la- 
guna que han encontrado en el proyecto de ley. 

51 señor Camuñas Solís, del Grupo Mixto, defiende 
las enmiendas números 11 2 a 11 9,  entrando en la 
defensa de aquellas a las que atribuye mayor impor- 
tancia, cuyo contenido expone a la Cámara. 

51 señor Mardones Sevilla, del Grupo Mixto, defien- 
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de la enmienda 367, al artículo 13, relacionada con 
la limitación del 10 por ciento del horario para la 
emisión de publicidad, lo que no deja de resultar ex- 
traño a la vista de que tal limitación no existe en 
otros países en los que emiten televisión privada. So- 
licita, por tanto, la supresión del límite en cuestión. 

Página 

Votación de totalidad .................... 4984 

Página 

Del proyecto de LeyOrgánica de reforma 
del Código Penal en materia de tráfico 
ilegal de drogas ........................ 4984 

Realizada la votación de totalidad, se aprueba la Ley 
Orgánica mencionada por 200 votos a favor, tres en 
contra y 37 abstenciones. 

Página 

Declaración institucional ................. 4985 

Página 

Sobre la firma del Tratado de eliminación 
de misiles de alcance medio entre los 
Estados Unidos y la Unión Soviética . . .  4985 

Por el señor Presidente se da lectura al contenido de 
dicha declaración institucional, que es aprobada 
por asentimiento de la Cámara. 

Página 

Dictámenes de Comisiones sobre iniciati- 
vas legislativas ......................... 4985 

Página 

Proyecto de Ley sobre Televisión Privada 

En turno en contra de las enmiendas al Capítulo se- 
gundo del proyecto de ley, interviene, en representa- 
ción del Grupo Socialista, el señoc López Riaño. 
Comienza señalando que, llegados a este momento 
del debate, tiene la impresión de que se les escapan 
algunos aspectos de extraordinario interés, en su 
opinión, debido quizás al planteamiento de los dis- 
cursos de la oposición. Se ha dedicado muy poco 
tiempo a exponer ante la Cdmara la decisión políti- 
ca del Gobierno al presentar el proyecto, el momen- 
to en que lo hace y los destinatarios últimos del mis- 
mo, es decir, la sociedad. En virtud del método que 
sigue la oposición en este asunto, el Grupo Socia- 
lista ha estado, como a1gL;in Diputado dice, sólo en 
la Cámara. Piensa, sin embargo, que más de uno de 
los integrantes de la oposición está más solo aún, 
por lo que no vale confundir con una imagen dicha 
soledad. Hay un juego cruzado y contradictorio en 
las ideas que demuestra que la soledad del Partido 
Socialista en este debate es, cuando menos, muy 
compartida por otros Grupos. 
Piensa que el hilo conductdv del debate, en relación 

(continuación) .......................... 4985 

con este Capítulo y con la totalidad dé1 proyecto, no 
puede ser otro que el que llaman progresismo y de- 
fensa de la libertad. Sobre este particular de pregun- 
ta quién es más progresista, el que cuando quieren 
aproximarse a un consenso huye hacia la ausencia 
de un modelo efectivo o quien, renunciando al di- 
seño utópico de una tecnología absolutamente 
avanzada y 'aoi-bitante, tiene que construir desde 
este momento histórico un reto hacia el futuro. El 
Grupo Socialista, como decía en Comisión, no quie- 
re encontrarse en mitad del camino con una selva, 
con una sociedad inmersa entre los cables, sino con 
un futuro tecnológico progresista, en cuyo camino 
hay que recordar de dónde venimos, que no es si no 
de una televisión pública del sistema anterior que 
era no sólo monopolista en lo económico y en lo po- 
lítico, sino sobre todo en lo cultural. 
Alude después a la insistencia de algunos Grupos de 
la oposición acerca de la definición contenida en el 
artículo 20 de la Constitución, preguntándose si 
después de diez años de vida parlamentaria es nece- 
sario recoger los artículos constitucionales en cada 
ley que producimos, o si no es el espíritu de la Cons- 
titución el que hay que respetar. Agrega que, desde 
una televisión pública, este Gobierno inicia, por pri- 
mera vez, la salida en contra de ese monopolio, si- 
guiendo la línea marcada por nuestro Tribunal 
Constitucional, que todos debemos asumir. El Par- 
tido Socialista ha asumido el reto de abrir la puerta 
al pluralismo de televisión, pero no puede hacerlo 
de cualquier manera, sino que tiene que construirlo 
constitucionalmente, jurídicamente, políticamente 
y ,  sobre todo, cultural y socialmente. 
Seguidamente procede el señor López Riano a con- 
testar a las enmiendas concretas de los Grupos de 
la oposición, fijando la posición del Grupo Socia- 
lista sobre las mismas. 

Replican los señores Azcárraga Rodero, Pérez Dobón, 
López de Lema i López, Olabarría Mufioz, Lanína- 
ga Apraiz, Ramallo García, Isart Alcover, Espasa 
Oliver y Camuñas Solfs y duplica el señor López 
Riafio. 

Se procede a las votaciones de las enmiendas del Ca- 
pítulo segundo del proyecto de ley, que son re- 
chazadas. 

Se aprueba dicho Capítulo segundo, conforme al texto 
del dictamen, por 160 votos a favor, 34 en contra y 
tres abstenciones. 

Se levanta la sesión a las nueve y cuarenta y cinco mi- 
nutos de ta noche. 

Se reanuda la sesidn a las nueve y veinte minutos. 
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DICTAMENES DE LA COMISION DEL ESTATUTO DE 
LOS DIPUTADOS (Sesión secreta) 

Por el señor Presidente se abre la sesión con carácter 
secreto para tratar los dictámenea: sobre incompatibili- 
dades de señores Diputados; sobre comunicación de la 
Mesa del Congreso de los Mputados acerca del nombra- 
miento del Excmo. Sr. D. Francisco Ramos Feniández 
Torrecilla como miembro del Consejo Asesor de Radio 
Televísión Espailola en Castílla-La Mancha, y sobre co- 
municación de la M e d e l  Congreso de los Diputados en 
relación con la segunda actividad del Diputado Excmo. 
Sr. D. Francisco Javier Rojo García. 

Se reanuda la sesión con carácter público. 

ENMIENDAS DEL SENADO: 

- AL PROYECTO DE LEY DEL IMPUESTO DE SUCE- 
SIONES Y DONACIONES 

El seíior PRESIDENTE: Enmiendas del Senado al pro- 
yecto de ley del Impuesto de Sucesiones y Donaciones. 

¿Enmienda al artículo 6.0? (Pausa.) ¿Al artículo 9."? 
(Páusa.)  LA^ artículo i ~ ?  (Pausa.) i ~ i  articulo 20? (Pau- 
sa,) ¿Al artículo 21? (Pausa.) ¿Al artículo 22? (Pausa.) ¿Al 
artículo 27? (Pausa.) ¿Al artículo 32? (Pausa.) ¿ A  la dis- 
posición adicional segunda? (Pausa.) ¿A la disposición 
adicional tercera? (Pausa.) ¿A la disposición transitoria 
tercera? (Pausa.) ¿A la disposición final primera? (Pausa.) 
¿A la disposición final tercera? (Pausa.) ¿ A  la exposición 
de motivos? (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitídos, 229; a favor, 174; en contra, uno; abstencío- 
nis, 34. 

El señor PRESIDENTE: Quedan aprobadas las en- 
miendas del Senado al 'proyecto de ley del Impuesto de 
Sucesiones y Donaciones. 

- A LA PROPOSICION DE LEY DE ORDENACION DE 
LAS COMPETENCIAS DEL ESTADO PARA LA 
PROTECCION DEL ARCHIPIELAGO DE LAS 1s- 
LAS COLUMBRETES 

El señor PRESIDENTE: Enmiendas del Senado a la 
proposición de ley de ordenación de las competencias del 
Estado para la protección del archipiélago de las Islas 
Columbretes. 

¿Al artículo l."? (Pausa.) ¿Enmienda consistente en la 
introducción de una disposición final? (Pausa.) ¿Enmien- 
da consistente en la introducción de un preámbulo? 
(Pausa.) 

Procedemos a la votación de estas enmiendas. 
Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 231; a favor, 212; abstencíones, 19. 

El señor PRESIDENTE: Quedan aprobadas las en- 
miendas del Senado a esta proposición de ley. (El señor 
Ramón izquierdo pide la palabra.) 

El señor Ramón tiene la palabra. 

El señor RAMON IZQUIERDO: Seíior Presidente, he le- 
vantado la mano, porque quería intervenir para consumir 
un turno de explicación de voto respecto a esta proposi- 
ción de ley que se acaba de aprobar. (Rumores.) 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor Ra- 
món Izquierdo para explicar el voto. 

El seíior RAMON IZQUIERDO: Muchas gracias, señor 
Presidente. 

Mi voto a las enmiendas del Senado, en nombre de 
Unión Valenciana, ha sido de abstención, y lo ha sido por- 
que las enmiendas introducidas en el trámite del Senado 
no significan modificación alguna de la línea seguida en 
el trámitedel Congreso de este proyecto de ley de las Cor- 
tes Valencianas, que lleg6 hace aproximadamente un año 
con el título de proyecto de ley de declaración de las Islas 
Columbretes como parque nacional' marítimo-terrestre y 
en el curso de la tramitación ha perdido todo el articula- 
do, su exposici6n de motivos e incluso el título. 

En estos momentos se ha aprobado una ley que no tie- 
ne absolutamente nada que ver con lo que propusieron 
las Cortes Valencianas. Por tanto, pienso que ésta es una 
razón más que suficiente para mantener en este momen- 
to una postura de abstención como la que he adoptado. 
Porque la realidad es que aquí únicamente se está hacien- 
do una declaraci6n reiterativa de las facultades que ya 
competen al Estado. Es decir, ésta es una ley perfecta- 
mente innecesaria porque se está hablando de las facul- 
tades que tiene el Estado en relación con las zonas marí- 
timo-terrestres y el entorno marítimo del archipiélago. Y 
solamente queda, en este tiro cruzado de las competen- 
cias, una posibilidad para las Cortes Valencianas de in- 
tervenir respecto del mínimo espacio interno de estas pe- 
queñas islas para, a lo sumo, considerarlo un parque na- 
tural, pero un parque natural sobre unos escasos metros 
cuadrados que con la ley de costas que se está anuncian- 
do resultara que ni eso va a ser posible. 
Yo entiendo que esta tramitación simplemente ha con- 

tribuido a que exista una frustración más por lo que se re- 
fiere al planteamiento de un proyecto de ley presentado 
por una comunidad autónoma. En definitiva, esta ley es 
un simple saco vacío. Muchas gracias. 

El seíior PRESIDENTE: Gracias, señor Ramón Iz- 
quierdo. 

- AL PROYECTO DE LEY POR EL QUE SE REGULAN 
LOS TIPOS DE GRAVAMEN DE LAS CONTRIBU- 
CIONES RUSTICA Y PECUARIA Y URBANA 
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El señor PRESIDENTE: Enmiendas del Senado al pro- 
yecto de ley por el que se modifican los tipos de grava- 
men de las contribuciones rústica y pecuaria y urbana. 

Enmienda consistente en la introducción de una dispo- 
sici6n adicional tercera. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 239; a favor, 174; en contra, uno; abstencio- 
nes, 64. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobada la enmienda 
al proyecto de ley referido. (El señor Calero pide la 
palabra.) 

Tiene la palabra el señor Calero. 

El señor CALERO RBDREGUEP Paca explicación de 
voto, señor Presidente. 

El Grupo Parlamentario Popular se ha abstenido en la 
votación de esta enmienda introducida en el Senado al 
proyecto de ley de tipos de las contribuciones rústica y pe- 
cuaria y urbana por razones sistemáticas y porque en el 
mensaje motivado remitido por el Senado se dice en esta 
enmienda, consistente en una reducción del 3 al 2 por 
ciento en el Impuesto General sobre el Impuesto de la 
Renta de las Personas Físicas de la llamada retribución 
en especie, que en los supuestos de utilización de vivien- 
da por razón de cargo o empleo público, se estimará en 
un 2 por ciento el valor por el que se halla computada o 
debería, en su caso, computarse a los efectos del Impues- 
to Extraordinario sobre el Patrimonio de las Personas Fí- 
sicas, y como máximo en un 10 por ciento del sueldo 
correspondiente. Lo que hace esta enmienda es modificar 
la Ley del Impuesto General sobre la Renta de las Perso- 
nas Físicas, reduciendo al 2 lo que en el texto de la Ley 
de 1978 estaba en el 3 por ciento. También existe otro 
párrafo en el que se habla de la utilización de una vivien- 
da propia, computándola, asimismo, al 2 por ciento. 

Nosotros entendemos que esta ley no era el sitio apro- 
piado para introducir esta reforma en el Impuesto Gene- 
ral sobre la Renta de las Personas Físicas. Más aún tenien- 
do en cuenta el propio mensaje motivado del Senado, que 
dice que la reforma se introduce teniendo en cuenta que 
se están subiendo las valoraciones catastrales, y dice exac- 
tamente ese mensaje que se introduce la disposición adi- 
cional nueva, que reduce del 3 al 2 por ciento el tipo que 
debe aplicarse el valor catastral de los inmuebles urba- 
nos en el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físi- 
cas, dado que se elevan las valoraciones catastrales apli- 
cables. La elevación de las valoraciones catastrales no de- 
pende de esta Ley, sino que son unos procesos adminis- 
trativos que se están siguiendo en todos los ayuntamien- 
tos de España en estos momentos. Pero esta es una ley de 
tipos, no de valores catastrales. Por tanto, esta introduc- 
ción del Senado está realizada con buena fe, porque de lo 
que se trata es de reducir la presión fiscal, y en ese sen- 
tido a nosotros nos parece una intención elogiable, pero 
desde luego carece por completo de sistemática y no ha 
comprendido la verdadera razón de ser de esta ley, que 

es censurable por otros motivos que yo ahora no voy a 
reproducir. 

Por eso, teniendo en cuenta la buena intención del Se- 
nado de evitar que se incremente la presión fiscal, pero 
no estando de acuerdo con los criterios que se han segui- 
do para añadir esta disposición adicional, que más que 
una adición es un pegote a esta ley que ahora definitiva- 
mente va a ser aprobada, nosotros nos liemos abstenido 
la votación. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Calero. 

DICTAMENES DE LA COMISION DE ASUNTOS EX- 
TERIORES SOBRE CONVENIOS INTERNACIONA- 
LES: 

- CONVENIO ENTRE EL REINO DE ESPAÑA Y LA 
REPUBLICA DE CUBA SOBRE INDEMNIZACION 
POR LOS BIENES DE LOS ESPAÑOLES AFECTA- 
DOS POR LAS LEYES, DISPOSICIONES Y MEDI- 
DAS DICTADAS PQR EL GOBIERNO DE LA REPU- 
BLICA DE CUBA A PARTIR DEL PRIMERO DE 
ENERO DE 1959, HECHO EN LA CIUDAD DE LA 
HABANA EL 16 DE NOVIEMBRE DE 1986 

El señor PRESIDENTE: Pasamos al siguiente punto del 
orden del día. 

Dictámenes de la Comisión de Asuntos Exteriores so- 
bre convenios internacionales. 

Convenio entre el Reino de España y la República de 
Cuba sobre indemnización por los bienes de los españo- 
les afectados por las leyes, disposiciones y medidas dic- 
tadas por el Gobierno de la República de Cuba a partir 
del primero de enero de 1959, hecho en La Habana el 16 
de noviembre de 1986. (Vados señores Diputados piden 
la palabra.) 

El señor Martín Tova1 tiene la palabra. 

El señor MARTIN TOVAL: ¿Se podría conocer, señor 
Presidente, el sentido de la intervención solicitada por los 
señores Diputados, si son turnos a favor o en contra del 
dictamen, o es simplemente fijación de posición? 

El señor PRESIDENTE: Señor Bernández, jes turno a 
favor o en contra del dictamen? 

El señor BERNARDEZ ALVAREZ: Turno en contra. 

El señor PRESIDENTE: El señor Bernárdez tiene la 
palabra. 

El señor BERNARDEZ ALVAREZ: Señor Presidente, 
señorías, después de haber hablado con muchos afecta- 
dos por este Convenio, Coalición Galega no tiene más re- 
medio que oponerse a él por considerarlo un atropello a 
los derechos de muchos españoles, en buena parte galle- 
gos. Nos parece que la aceptación de este Convenio entre 
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la República de Cuba y el Reino de España supondría la 
legalización de una usurpación hecha por el régimen de 
Fidel Castro. 

Convendría tener presente en este momento que esta. 
mos hablando de una parte mínima de los afectados por 
las expropiaciones del régimen de Castro. Este convenic 
afecta exclusivamente a tres mil y pico de esos afectados, 
cuando realmente han sido expropiados cerca de cincuen- 
ta mil españoles en el año 1959. Se habla de que asciende 
a seis mil millones de dólares el importe total de dichas 
expropiaciones. 

No olvidemos tampoco que alrededor de doscientas cin- 
cuenta sociedades españolas han sido incautadas sin la 
más mínima indemnización, sociedades como el Centro 
Asturiano, por ejemplo, con ciento diez mil socios y valo- 
rada en doscientos millones de dólares, o como el Centro 
Gallego, con ochenta mil socios, y así otras muchas que 
fueron fruto del trabajo de muchos españoles y de sus 
hijos. 

El 13 de octubre de 1960, la Gaceta Oficial de la Repú- 
blica de Cuba publicaba la Ley 890, firmada por Fidel 
Castro, ordenando la nacionalización de todas las empre- 
sas del país. En su artículo 7: aclaraba que por disposi- 
ción posterior se fijarlan las indemnizaciones. Solamente 
3.1.5 1 de entre los españoles expoliados pudieron presen- 
tar las correspondientes escrituras; los demás, unos ha- 
bían tenido que huir y otros habían sido desposeídos tam- 
bién de los avales de sus propiedades. Todas estas propie- 
dades fueron valoradas en su momento en 350 millones 
de dólares. Han pasado treinta años. En noviembre de 
1986, el Presidente González y el Ministro de Asuntos Ex- 
teriores viajaron a Cuba y aceptaron cuarenta millones 
de dblares, que es la cifra que se recoge hoy en este con- 
venio. Esto, más que una negociación, parece una broma 
pesada. 

El acuerdo entonces alcanzado llega hoy a esta Cáma- 
ra para su ratificación, y yo simplemente, señorías, quie- 
ro hacer dos consideraciones muy simples. Primera, cua- 
renta millones representan el 12 por ciento de los 350 re- 
clamados entonces. Pero si los actualizamos, al precio de 
hoy representan exactamente el 0,l por ciento. No me ex- 
traña que un portavoz de los afectados haya dicho que es 
preferible no cobrar nada a recibir un plato de lentejas. 
Sí me extraña, en cambio, que el señor Ministro de Asun- 
tos Exteriores haya dicho en esta Cámara, el 3 de diciem- 
bre de 1986, que el milagro es que vayamos a cobrar algo. 
Entiendo que esto revela una ineficacia absoluta por par- 
te de la diplomacia española. 

Señorfas, en 1967 Fidel Castro ofreció a Franco 22 mi- 
llones de dólares, que eran bastante más que hoy 40 mi- 
llones, y Franco no los aceptó. No sé cuánto le ofreció al 
ex Presidente Suárez, que también se interesó por este 
tema durante su mandato, pero me da la impresión de 
que igualmente prefirió el rechazo antes que la clau- 
dicación. 

Segunda consideracibn, señorías. La aceptación de esta 
cantidad supone la pérdida de todos los derechos, y yo 
me pregunto, jes correcto, no digo ya si legal, que el Go- 
bierno español acepte sin conocimiento, y sobre todo sin 

consentimiento de los afectados, una cantidad que aparte 
de ridícula lleva consigo la pérdida de todos los derechos? 

Termino, señorías, recordando que a lo exiguo de la in- 
demnización se añade el largo plazo, un período de .quin- 
ce años, y la entrega de una buena parte en especie. 

A la vista de la votación que, evidentemente, va a ser 
favorable al convenio, yo pediría al Grupo que sustenta 
al Gobierno que, por lo menos, le lleve el convencimiento 
y la realidad de que este dinero tiene que ser pagado in- 
mediatamente. Yo creo que esta gente, que tenía enton- 
ces treinta o cuarenta años y que hoy tiene cerca de ochen- 
ta, si va a esperar quince años para cobrar, no va a con- 
seguir ninguno esta indemnización; que por lo menos, si 
se les paga, que el Gobierno adelante este dinero. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Bernárdez. 
Turno a favor. El señor' Puig tiene la palabra. 

El señor PUIC 1 OLIVE: Muchas gracias, señor Pre- 
sidente. 

Consumo este turno a favor diciendo, para empezar, 
que naturalmente mi Grupo va a votar afirmativamente, 
pero no sólo porque es su posición la de apoyo a una ac- 
ción de Gobierno que consideramos positiva, sino porque 
Estamos convencidos de que éste es, dadas las circunstan- 
Eias, el mejor Convenio posible a alcanzar con Cuba so- 
bre esta materia. 

Se puede - e s  fácil- criticar un Convenio en el que se 
dan unas cifras que no son las que desean los afectados, 
que no son, naturalmente, el total de las valoraciones que 
iacen esos afectados, que no son lo que quisiera el Go- 
Jierno español, lo que quisieran los grupos parlamenta- 
-ios de esta Chmara. pero que si se tiene en cuetíta el con- 
.exto histórico y político-diplomático, si quieren ustedes, 
:n que nos encontrarnos, son las mejores cifras posibles 
I además muy positivas en comparación con lo que ha 
iido el pago de indemnizaciones por parte de Cuba des- 
~ u é s  de su revolución. 

Hay que tener en cuenta, por tanto, el contexto en que 
;e produce este Canvenio y cuáles son las cifras y los re- 
iultados de la acción del Gobierno español. 

En treinta anos no se había podido cerrar ese proble- 
na. Pasaban los años y los afectados, hasta el momento, 
10 sólo no habían cobrado nada, sino que no tenían ni si- 
piera expectativas de hacerlo. Pues bien, se lla logrado 
in Convenio por el que van a cobrar, aunque no sea lo 
ipetecible, lo que quisiéramos todos. Se ha desenterrado 
in tema que estaba pasando por el trance de llegar a que- 
lar enterrado. Esto por sí solo es positivo. Por desconta- 
lo que lo es más si comparamos las cifras y los porcen- 
ajes que van a cobrar los afectados españoles en relación 
I lo que han cobrado los de otros países. 

El setior Bernárdez nos hablaba de cifras que son espe- 
:ulativas; se refería a 6.000 millones. Nunca esta cifra es- 
uvo sobre ninguna mesa de negociación, la que estuvo 
ue la de los 350 millones de dólares, a la que ha aludido, 
lue era la petición de los afectados que pudieron presen- 
ar su reclamación, que era la cifra que defendió este Go- 
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bierno -y supongo yo que la defenderían Gobiernos an- 
teriores-, pero que tuvo que contrastarse con la cifra que, 
con respecto a los demás países, ofreció Cuba con unos 
dictámenes de funcionarios cubanos que en el caso espa- 
ñol fijó en 70 millones de dólares como parte que recono- 
cía a indemnizar a España. 

Si seguimos la actuación de Cuba con respecto a los de- 
más países -a grandes países, en algún caso, como diré-, 
ésa era la cifra a la que podíamos aspirar, puesto que no 
se trata de cobrar lo que dice el Gobierno español o lo 
que dicen los afectados, sino que, como muy bien saben 
S S .  SS., se trata de cobrar de la cantidad que reconoce 
Cuba, la cantidad-y valga la redundancia- más alta po- 
sible. De esa cifra, el Gobierno español ha conseguido el 
55 por ciento en la valoración en dólares que se hizo & 
el momento en que se firmó el Convenio, porque si lo cal- 
culamos ahora, gracias a la baja del dólar, resulta que en 
pesetas ese porcentaje habría aumentado. Pero, en cual- 
quier caso, se firmó con el 55 por ciento con respecto a la 
cantidad que Cuba aceptaba. Y si vemos lo que han acep- 
tado otros países (Francia, el 14 por ciento; Suiza, el 6,7; 
Gran Bretaña, el 3,9; Canadá; el 4 por ciento), el 55 por 
ciento en este contexto conseguido por España hemos de 
considerarlo positivo, y no desde las expectativas de los 
afectados, pero sí en comparación a otros países. 

Por lo demás, el Convenio mantiene una cláusula de na- 
ción más favorecida, En cualquier caso, si otro país me- 
jora el porcentaje que ha conseguido España, ésta va a 
conseguirlo igual. Hemos obtenido un control por parte 
de España de los productos en los que se va a pagar esa 
indemnización, con capacidad de aceptar o no las ofertas 
en productos, y además, por lo que se establece en este 
Convenio, no se excluye el derecho ni la acción de los par- 
ticulares, los cuales pueden seguir presentando su recla- 
mación ante el Gobierno de Cuba, ante las instancias in- 
ternacionales pertinentes. 

Dados estos datos, creemos, repito, que el Convenio es 
positivo. ¿Por qué se ha conseguido un 55 por ciento, en 
vez de un 14, un 4 o un 6, como han conseguido países 
como Gran Bretaria, Canadá, Francia, que enumeraba 
hace un momento? Simplemente, porque se trata de Es- 
paña. Ni siquiera es un mérito del Gobierno. Se trata de 
que con España el Gobierno de Cuba ha aceptado un de- 
terminado nivel de excepción y en lo que son hábitos in- 
ternacionales en ese tipo de transacciones, en lo que es há- 
bito diplomático en indemnizaciones por nacionalizacio- 
nes a través de un proceso político, de una decisión polí- 
tica, de una revolución, como es el caso cubano, hemos su- 
perado con mucho el tercio (que es el valor normal en ese 
hábito internacional) de la valoración del propio país, 
desde el punto de vista de lo que suele ser internacional- 
mente este tipo de transacciones. De lo que ha sido el pago 
de Cuba a países concretos, de lo que era la cantidad que 
había fijado el propio Gobierno cubano, hemos consegui- 
do una indemnización respetable, yo creo que aceptable 
y positiva teniendo en cuenta este contexto. 

En resumen, hemos querido llegar a ese acuerdo, no 
sólo porque no podian pasar ya más años (no sabe uno si 
llegan a pasar veinte años más, qué tipo de afectados iban 

a cobrar) sino que se trataba también de conseguir ya una 
indemnización que, por pequeña que pueda ser conside- 
rada, es mejor que la que ha conseguido cualquier otro 
país. Además, queríamos hacerlo con Cuba, porque era 
importante cerrar este Convenio. No se trata sólo de un 
país amigo, se trata, además, de nuestro primer cliente 
en América latina. 

Dadas las circunstancias, yo creo que votar a favor de 
este convenio, señor Presidente, no sólo es positivo, sino 
pertinente para España. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Puig. 
Señor López Valdivielso, tiene la palabra. 

El señor LOPEZ VALDIVIELSO: Señor Presidente, 
muy brevemente para fijar la posición de nuestro Grupo 
sobre este convenio internacional. 

Pasamos por alto sin ningún tipo de comentario la cro- 
nología, los antecedentes, el desarrollo de toda la historia 
que comienza con la arbitraria incautación en 1959 por 
el régimen castrista, por el Gobierno de la República de 
Cuba, de un importante número de bienes propiedad de 
españoles, y que termina el 28 de noviembre de 1986 con 
el acuerdo del Consejo de Ministros aprobando en refe- 
réndum la firma de este Convenio tras largas y duras 
negociaciones. 

Vamos a votar afirmativamente a este Convenio y en- 
tendemos que nuestro voto se justifica por cuanto que no 
está en nuestro ánimo entorpecer la recuperación, aun- 
que sea mínima, de los daños causados a muchos españo- 
les por el comportamiento arbitrario, por el atropello Ile- 
vado a cabo en su momento por el Gobierno castrista. 

Aun considerando que el Convenio cuya autorización se 
somete a la Cámara no es satisfactorio, que es insatisfac- 
torio por cuanto no garantiza justas indemnizaciones, re- 
conocemos que mejora la situación actual ya que, a pesar 
del tiempo transcurrido, los afectados no habían recibido 
absolutamente nada, y reconocemos que desde el punto 
de vista jurídico es quizá lo menos malo que se podía ha- 
ber logrado, ya que somos conscientes de que el piincipio 
de indemnización de propiedades extranjeras nacionali- 
zadas ha sufrido, a partir de 1960, graves menoscabos, no 
siendo ya un principio de Derecho internacional univer- 
salmente reconocido, habiendo quedado su licencia limi- 
tada solamente a la esfera de los estados occidentales de- 
mocráticos. Habiéndose consagrado por la jurisprudencia 
internacional (me refiero al acuerdo del Tribunal de Jus- 
ticia de La Haya en relación con el asunto Congo-USA y 
de las propiedades de Clayton), habiéndose trasladado, 
decía, la arbitrariedad en esta materia, privando a los 
súbditos de los estados extranjeros afectados de cualquier 
mecanismo de garantía. Por tanto, insisto que reconoce- 
mos que jurídicamente es aceptable, pero a pesar de este 
reconocimiento, queremos destacar nuestra insatisfac- 
i ó n  por la escasa cuantía de las indemnizaciones que van 
3 percibir los españoles expropiados. 

Hay que tener en cuenta -aunque en ningún caso ha- 
oría justificación- que no se trataba de grandes empre- 
sarios, ni de grandes capitalistas, ni de miembros de nin- 
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guna élite económica. En su mayoría eran españoles mo- 
destos que con decisión, con arrojo, habían logrado, tras 
mucho esfuerzo y mucho sacrificio, salir adelante en 
Cuba, no siendo, además, sus negwios o sus propiedades 
expropiadas por grandes industrias que pudieran ser de 
interés para el Gobierno o para la nación. 

La realidad es que el importe de la indemnización, 
5.416 millones de pesetas, según las valoraciones más ob- 
jetivas supone únicamente algo más de la cuarta parte de 
lo que tendría que corresponderles. Esto realmente es 
poco, además, una parte va a ser en especie y el plazo de 
pago es muy dilatado. 

De todo ello nos preocupa especialmente el punto quin- 
to del Convenio, en el que se exige al Gobierno de España 
que renuncie a todo tipo de reivindicaciones futuras. Y yo 
aquí querría señalar que, en funci6n del tiempo trans- 
currido desde que se agotó el plazo para formular recla- 
maciones, se han producido, y aún podrían producirse, fa- 
llecimientos de titulares de derechos que en su día no re- 
clamaron, y que en estos momentos sus herederos podrían 
estar interesados en hacerlo. Quizá se tendría que haber 
conseguido alguna flexibilidad en este punto. 

Por último, quiero decir que dados los estrechos lazos 
de amistad, casi fraternales, entre el dictador cubano, Ge- 
neral Castro, y el señor González, quizá podría habérsele 
exigído una mayor generosidad. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor López Val- 
divielso. 

Vamos a proceder a la votación de este Convenio. Con- 
venio entre el Reino de España y la República de Cuba so- 
bre indemnización por los bienes de los españoles afecta- 
dos por las leyes, disposiciones y medidas dictadas por el 
Gobierno de la República de Cuba a partir del primero, 
d e  enero de 1959. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 253; a favor, 222; en contra, seis; abstencio- 
nes, 25. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el Convenio. 

- CONVENIO INTERNACIONAL DEL CACAO, 1986, 
HECHO EN GINEBRA EL 25 DE JULIO DE 1986 

El señor PRESIDENTE: Seguidamente, votamos el 
Convenio internacional del cacao, 1986, hecho en Gine- 
bra el 25 de julio de 1986. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dlo el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 254; a favor, 239; en contra, uno; abstenclo- 
nes, 14. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el Convenio. 

- CONVENIO RELATIVO A LA EXPEDICION DE 
CERTIFICADOS DE DIVERSIDAD DE APELLIDOS, 
HECHO EN LA HAYA EL 8 DE SEPTIEMBRE 
DE 1982 

El señor PRESIDENTE: Convenio relativo a la expedi- 

Comienza la votación. (Pausa.) 
ción de certificados de diversidad de apellidos. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 255; a favor, 245; en contra, uno; abstencio- 
nes, nueve. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el Convenio. 

- ACUERDO ENTRE EL GOBIERNO DE ESPANA Y 

BRE TRANSPORTES INTERNACIONALES POR 
CARRETERA DE PERSONAS Y DE MERCANCIAS, 
HECHO EN TUNEZ EL DIA 19 DE FEBRERO 
DE 1987 

EL GOBIERNO DE LA REPUBLICA DE TUNEZ SO- 

El señor PRESIDENTE: Acuerdo entre el Gobierno de 
España y el Gobierno de la República de Túnez sobre 
transportes internacionales por carretera de personas y 
de mercancías. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 255; a favor, 246; abstenciones, nueve. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el Acuerdo 
referido. 

- TRATADO DE EXTRADICION Y ASISTENCIA JU- 
DICIAL EN MATERIA PENAL ENTRE EL REINO 
DE ESPAÑA Y LA REPUBLICA ARGENTINA, HE- 
CHO EN LA CIUDAD DE BUENOS AIRES EL 3 DE 
MARZO DE 1987 

El señor PRESIDENTE: Tratado de extradición y asis- 
tencia judicial en materia penal entre el Reino de España 
y la República Argentina. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 255; a favor, 245; abstenciones, diez. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el Tratado 
referido. 

- CONVENIO NUMERO 102 DE LA ORGANIZACION 
INTERNACIONAL DEL TRABAJO RELATIVO A LA 

CHO EN GINEBRA EL 28 DE JUNIO DE 1952 
NORMA MINIMA DE LA SEGURIDAD SOCIAL, HE- 
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El señor PRESIDENTE: Convenio número 102 de la Or- 
ganización Internacional del Trabajo, relativo a la norma 
mínima de la Seguridad Social. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 256; a favor, 246; abstenciones, 10. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el Convenio. 

- CONVENIO SOBRE LOS CONFLICTOS DE LEYES 
EN MATERIA DE FORMA DE LAS DISPOSICIO- 
NES TESTAMENTARIAS, HECHO EN LA HAYA E& 
5 DE OCTUBRE DE 1961 

El señor PRESIDENTE: Convenio sobre los conflictos 
de leyes en materia de forma de las disposiciones tes- 
tamentarias. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 256; a favor, 247; abstenciones, nueve. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado cl Convenio 
referido. 

DICTAMENES DE COMISION SOBRE INICIATIVAS 
LEGISLATIVAS: 

- PROYECTO DE LEY POR EL QUE SE AUTORIZA 
LA PARTICIPACION DE ESPANA EN EL ORGA- 

VERSIONES 
NISMO MULTILATERAL DE GARANTIA DE IN- 

El señor PRESIDENTE: Dictamenes de Comisión so- 
bre iniciativas legislativas. Proyecto de ley por el que se 
autoriza la participación de España en el Organismo Mul- 
tilateral de Garantía de Inversiones. 

No hay enmiendas mantenidas a este proyecto de ley. 
Procedemos, por tanto, a la votación del mismo. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 258; a favor, 246; abstenciones, 12. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el proyecto 
de ley por el que se autoriza la participación de España 
en el Organismo Multilateral de Garantía de Inversiones. 

- PROYECTO DE LEY DE CONCESION DE UN CRE- 
DITO EXTRAORDINARIO, POR IMPORTE DE 

CIT DE LA COMPANIA TRASMEDITERRANEA, 
S. A., NO CUBIERTO CON LAS CONSIGNACIONES 
PRESUPUESTARIAS CORRESPONDIENTES AL 
EJERCICIO 1984 

193.102.01 1 PESETAS, PARA FINANCIAR EL DEFI- 

El señor PRESIDENTE: Proyecto de ley de concesión 
de un crédito extraordinario, por importe de 193.102.01 1 
pesetas, para financiar el déficit de la Compañía Trasme- 
diterránea, S. A., no cubierto con las consignaciones pre- 
supuestarias correspondientes al ejercicio 1984. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 258; a favor, 240; en contra, seis; abstencio- 
nes, 12. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el proyecto 
de ley de concesión de un crédito extraordinario para fi-  
nanciar el déficit de la Compañía Trasmediterránea 
correspondiente al ejercicio 1984. 

- PROYECTO DE LEY O ~ C A N I C A  DE REFORMA 
DEL CODIGO PENAL EN MATERIA DE TRAFICO 
ILEGAL DE DROGAS 

El scñor PRESIDENTE: Proyecto de ley orgánica de re- 
forma del Cbdigo Penal en materia de tráfico ilegal de 
drogas. 

Enmiendas del Grupo Parlamentario Vasco. Tiene la 
palabra el señor Zubía. 

El señor ZUBIA ATXAERANDIO: Gracias, señor Pre- 
sidente. 

Señor Presidente, señorías, mi Grupo Parlamentario 
presentó en su momento un total de cinco enmiendas al 
proyecto de ley orgánica de reforma del Código Penal en 
materia de tráfico ilegal de drogas, y desgraciadamente 
se ve en la necesidad de tener que defenderlas todas ellas 
en este trámite parlamentario que ahora iniciamos, ob- 
viamente, porque ninguna de ellas ha sido aceptada en 
trámites previos. Y creánme, señor Presidente, señoras y 
señores Diputados, que siento una cierta sensación de im- 
potencia por no haber podido o no haber sabido conven- 
cerles, cuando menos hasta ah;ra, de la importancia que 
a nuestro entender tíene la aceptación no tanto de las en- 
miendas tal cual sino de la filosofía que las inspira. Que- 
de, pues, claro ya desde ahora que mi Grupo está absolu- 
tamente abierto y va a ser absolutamente receptivo a 
cualquier redacción transaccional que se proponga como 
consecuencia de estas enmiendas nuestras. 

Quisiera también desde un principio dejar constancia 
de que mi Grupo esperaba bastante más de este proyec- 
to, y sigue esperándolo, pese a la redacción actual del tex- 
to articulado, porque de la propia exposición de motivos 
parece desprenderse más de lo que ha quedado después 
plasmado en este texto articulado. 

Según la propia exposición de motivos del proyecto que 
ahora debatimos, una de las novedades más importantes 
que introduce esta ley orgánica la constituye la incorpo- 
ración de un tratamiento jurídico-penal específico para 
esa singular figura criminológica del drogodependiente 
que incurre en la comisión de algún hecho delictivivo 
como medio de subvenir a la situación de toxicodepen- 
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dencia. Esto, señorías, es lo que dice expresamente en la 
exposición de motivos el texto que ahora debatimos. 

Sin embargo, tal declaración de intenciones queda, a 
nuestro juicio, simplemente en eso, a la vista de cómo 
quedó plasmado después el texto articulado. Dicho de 
otra manera, entendemos que el texto articulado gira ex- 
clusivamente en torno al aspecto represivo, es decir, en 
torno al endurecimiento de las penas, y sólo marginal- 
mente en su artículo 3:* y de manera claramente incom-* 
pleta o insuficiente, trata de dar satisfacción a este prin- 
cipio general recogido en la exposición de motivos de pre- 
vención y rehabilitación. 

Nuestras enmiendas tratan, pues, de dar un mayor peso 
específico a estos dos aspectos precisamente de preven- 
ción y de rehabilitación o de reinserción, por supuesto sin 
olvidar en modo alguno el aspecto represivo o de endure- 
cimiento de las penas. En ese sentido filosófico hay que 
buscar el eje de todas nuestras enmiendas, que no pue- 
den entenderse separadamente, sino que constituyen to- 
das ellas un conjunto y que giran, como digo, en torno a 
esta filosofía de remarcar más el aspecto preventivo de la 
ley que el aspecto de endurecimiento de las penas. 

El artículo central del proyecto lo constituye, a nuestro 
juicio y en función de esta filosofía, el artículo 3." Recor- 
demos que ese artículo 3.", según la exposición de moti- 
vos, constituye una de las novedades más importantes del 
proyecto. 

iEn qué consiste realmente este artículo 3."? [En qué 
consiste, en definitiva, esta novedad tan importante que 
según la exposición de motivos propone el proyecto? Pues 
consiste en la posibilidad de que el juez o tribunal apli- 
quen el beneficio de la remisión condicional a los conde- 
nados a penas de privación de libertad cuya duración no 
exceda de dos años y ,  además, con una serie de condicio-- 
nes que se establecen en el propio artículo. Ya de inicio 
cabe destacar que quedan excluidos, por supuesto, de 
cualquier otra modificación, los preventivos. 

Pero, además, no cabe ninguna duda de que este ar- 
tículo 3: hay que contemplarlo unido lógicamente con el 
propio artículo l:, que define los tipos delictivos, y a la 
vista del artículo 1 .U, tal como está redactado, resulta evi- 
dente que los que ejecuten actos de cultivo, elaboración 
o tráfico, o de otro modo promuevan, favorezcan o facili- 
ten el consumo ilegal de drogas tóxicas, estupefacientes o 
sustancias psicotrópicas, o las posean con aquellos fines, 
serán castigados con la pena de prisión menor en su gra- 
do medio a prisión mayor en su grado mínimo, aparte, 
por supuesto, de la pena de multa correspondiente. Es dc- 
cir, que la pena que corresponde a estos casos sería entre 
dos años, cuatro meses y un día a ocho años. Quiere esto 
decir que todos aquellos que hayan sido penados o que co- 
metan un delito de los tipificados en este presente pro- 
yecto no van a ser lógicamente afectados por este artícu- 
lo 3." Creo que es un tema ciertamente importante a des- 
tacar y señalar, habida cuenta de que fundamentalmen- 
te, en consecuencia, no va a afectar este artículo 3:) al con- 
sumidor pequeño traficante fundamentalmente. 

Como digo, por eso creemos que hay una limitación im- 
portante y clara en la redacción actual de este artículo 3:' 

y precisamente por tratar de que la aplicación del artícu- 
lo 3: sea mucho más amplia y ,  en consecuencia, pueda 
ser también de aplicación al consumidor pequeño trafi- 
cante es por lo que mi Grupo ha presentado una serie de 
enmiendas tanto al artículo 1 .Y como al artículo 2:, que, 
en definitiva, no pretenden, señorías, y eso lo querría de- 
jar muy claro, una reducción como tal de las penas; lo 
que pretenden es, eso sí, ampliar el abanico de las mis- 
mas por abajo, de tal manera que exista una mayor dis- 
crecionalidad par el juez, posibilitando así, como decía, 
una aplicación mucho más amplia del artículo 3.", que 
con la redacción actual, unida a la redacción del artículo 
l:, por supuesto, queda muy constreñida y sería aplica- 
ble a unos casos muy concretos y muy delimitados. En- 
tendemos por eso, señorías, que no es realmente cierta la 
modificación importante que se dice en la exposición de 
motivos se pretende con este texto articulado. 

En cualquier caso, nuestras enmiendas están justifica- 
das además, en primer lugar, por la propia Constitución, 
artículo 25 de la misma, que, como saben SS. S S . ,  señala 
que las penas privativas de libertad estarán siempre 
orientadas hacia la reeducación y reinserción social, prin- 
cipio éste importante que está después ratificado por el 
propio artículo 1 ." de la Ley General Penitenciaria. 

En segundo lugar, nuestras enmiendas en su conjunto 
están justificadas por la actual situación penitenciaria 
que, a nadie se nos escapa, es absolutamente grave. 

En tercer lugar, están justificadas nuestras enmiendas 
en su conjunto por la necesidad de buscar penas sustitu- 
tivas a las de prisión, en las cuales ya la doctrina está in- 
cidiendo considerablemente en las últimas fechas, a las 
cuales ha hecho referencia también el Defensor del Pue- 
blo en sus últimos informes anuales y,  en definitiva, es- 
tán basadas, sobre todo, nuestras enmiendas en el con- 
vencimiento de que este proyecto no soluciona una serie 
de problemas y ,  fundamentalmente, no resuelve el pro- 
blema del consumidor pequeño traficante. Estamos ante 
un proyecto de ley que está pensado en exclusiva en el 
gran traficante, pero hay que preguntarse, cuántos gran- 
des traficantes hay yl sobre todo y fundamentalmente, 
cuántos son cogidos, cuántos son detenidos, porque, en 
definitiva, a la yista de este proyecto, quienes ciertamen- 
te van a ir a prisión van a ser como siempre los consumi- 
dores pequeños traficantes y nunca los grandes trafican- 
tes a quienes en principio parece estar dirigida la Ley. 
Además, señorías, hay que saber y conocer que es mucho 
más importante la certidumbre de ser cogido o detenido 
que la pena, más o menos grave, que pueda imponérsele. 

Es importante tener en cuenta los datos que la propia 
DirecciOn de Estudios y Documentación de la Secretaría 
General del Congreso de los Diputados nos ha remitido, 
en fecha todavía reciente, con motivo de un informe ela- 
borado sobre la aproximación al problema de la droga 
desde un planteamiento económico. En este informe de la 
Dirección de Estudios y Documentación se recoge, en un 
momento determinado, algo tan importante como lo si- 
guiente. Se dice: ((Se calcula que las aprehensiones poli- 
ciales de droga representan entre un 5 y un 10 por ciento 
del tráfico ilegal dc estupefacientes». Creo, señor Presi- 
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dente, señorías, que es una cifra ciertamente escalofrian- 
te, pero que, en definitiva, lo que pone de manifiesto es 
que, con la redacción de ese proyecto, en modo alguno va 
a resolverse el problema del tráfico de las drogas. 

Entendemos que nuestras enmiendas se hallan justifi- 
cadas o, de alguna manera, mejor recogidas, habida cuen- 
ta de que tenemos la experiencia reciente del Congreso 
vasco de drogodependencias, celebrado én San Sebastián, 
que ha contado con la participación de importantes ex- 
pertos, tanto nacionales como internacionales. También 
lo hacemos desde la experiencia y el esfuerzo que ha sido 
realizado por la Comunidad Autónoma vasca, porque, 
como consta en el propio informe -al que hace un mo- 
mento me refería- de la Dirección de Estudios y Docu- 
mentación de la Secretaría General del Congreso dc los 
Diputados, durante el año 1986 la Comunidad Autónoma' 
vasca ha dedicado a acciones de prevención, asistencia, 
reinserción, formación e investigación contra la droga 
nada más y nada menos que 1.151 millones 600.000 pe- 
setas, lo cual representa el 30 por ciento de las cantida- 
des destinadas por las 17 Comunidades Autónomas. 

Estas son, en definitiva, señor Presidente, señoras y se- 
ñores Diputados, las razones que avalan en su conjunto 
la totalidad de las enmiendas que mi Grupo ha presenta- 
do y, telegráficamente, quisiera ceñirme expresamente a 
algunos aspectos fundamentales de las mismas. La en- 
mienda número 2, que hace referencia al artículo 344, 
consta de varias partes bien diferenciadas, pero, funda- 
mentalmente, lo que pretende nuestra enmienda es elimi- 
nar de la redacción actual del proyecto un tirmino que a 
nuestro modo de ver es absolutamente impropio, cual es 
la utilización de la frase «O de otro modo)). Entendemos 
que la seguridad jurídica mínima que debe cxigirsc a un 
proyecto de ley requiere la retirada de esta frase y, con- 
secuentemente, una redacción más acorde con el princi- 
pio de la tipificación. 

En segundo lugar, esta misma enmienda número 2 pre- 
tende, al hilo de la teoría general o filosofía que inspiran 
nuestras enmiendas y a la que me refería en un  principio, 
atender las circunstancias del sujeto, la cantidad de dro- 
ga poseída o que el tráfico se realice para atender al pro- 
pio consumo. Son aspectos que creemos que no han sido 
tenidos en cuenta a la hora de la redacción del texto ar- 
ticulado y por ello pretendemos la introducción de una 
distinción en el tratamiento penal de los consumidores 
traficantes, tal y como se exigc desde la propia doctrina, 
dando un mayor arbitrio al juez en relación con los 
mismos. 

Esta misma enmienda número 2 pretende salvar lo que 
entendemos es una laguna importante por parte de la ley. 
Pretende solucionar el problema que en la actualidad 
plantea la confluencia de una doble posibilidad de incri- 
minación en muchos supuestos; concretamente me estov 
refiriendo al artículo 344 del Código Penal Y a la Ley de 
Contrabando. Es por ello que pretendernos tambitin que 
se haga una referencia expresa a ese concepto. 

Y,  brevísimamente, senor Presidente, para terminar, 
por cuanto que la luz roja se ha encendido, una refcrcn- 
cia a dos enmiendas que para nosotros tienen cspccial 

trascendencia e importancia, que son las enmiendas nú- 
meros 4 y 5 .  La enmienda número 4 consta de dos par- 
tes bien delimitadas: la primera pretende la reforma del 
artículo 9.u.2.d del Código Penal, y de forma que dc igual 
manera que en la actualidad se tiene en cuenta la embria- 
guez a los efectos de atenuar la responsabilidad, se tenga 
en cuenta, a los mismos efectos, la posible intoxicación 
de otra índole -por supuesto me estoy refiriendo a la in- 
toxicación por droga. Es una redacción la que propone- 
mos que estimamos ha sido perfectamente matizada y 
que procede, además, de la propuesta de anteproyecto del 
nuevo Código Penal de 1983. 

Esta enmienda ticne una segunda parte, consecuencia 
de la primera, que propone una modificación del artículo 
93, párrafo último, del vigente Código Penal, completan- 
do la actual formulación de la remisión condicional de la 
pena, haciendo expresa referencia a esta nueva atenuante 
que se introduciría como consecuencia de la primera par- 
te de la enmienda a que he hecho referencia. 

Por último -y con esto termino, señor Presidente- 
nuestra enmienda número 5 también tiene para nosotros 
especial trascendencia. Es una enmienda que va en la lí- 
nea de la necesidad de buscar y ofrecer penas alternati- 
vas o sustitutivas de las de prisión, y máxime en aspectos 
y en temas como el que nos ocupa. En definitiva, esta en- 
mienda pretende dar nueva redacción al artículo 33 del 
Código Penal, de manera que se permita al toxicómano 
delincuente computar como tiempo efectivo en el momen- 
to de la condena el transcurrido en tratamiento en un cen- 
tro terapéutico. (El señor Vicepresidente Carro Martínez 
ocupa la Presidencia). 

Sí rogaría aquí al portavoz socialista que en el trámite 
de contestación no hiciera una oposición en cuanto a la 
Eorma de redacción de la enmienda, sino más bien en 
cuanto al fondo, porque estamos abiertos, corno decía en 
un principio, a cualquier redacción transaccional. A no- 
sotros nos preocupa y nos interesa que quede constancia 
de la filosofía quc debe inspirar este proyecto y nunca de 
la forma en que ha sido redactada la enmienda como tal. 

Estas son, senor Presidente, senorías, las enmiendas ge- 
nerales que mi Grupo ha presentado al proyecto de ley de 
modificación del Código Penal en materia de tráfico ile- 
gal de drogas que hemos defendido en la creencia y en la 
confianza de que en este trámite van a ser aceptada y ,  con- 
secuentemente, van a ser votadas a favor. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Carro Martínez): Gra- 

Para la defensa dc las enmiendas del Grupo Popular tie- 
cias, señor Zubía. 

ne la palabra el señor Huidobro. 

El señor HUIWBRO DIEZ: Señor Prcsidcnte, señorias, 
subo a esta tribuna para dcfender la única enmienda que 
el Grupo de Coalición Popular ha presentado a este pro- 
yecto de ley. No voy a insistir en este trámite sobre la ne- 
cesidad de esta reforma. sobre la tardanza del Gobierno 
en remitir este provecto de ley a la Cámara, v tampoco 
voy a insistir en que, de nuevo. el Ministro de Justicia, se- 
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ñor Ledesma, ha vuelto a reformarse a sí mismo. Voy a 
limitarme en esta ocasión a defender la enmienda presen- 
tada, e intentaré hacerlo desde perspectivas distintas de 
las utilizadas en Comisión, aun cuando la posición que 
mantengamos sea la misma. 

¿Por qué se enmienda algo? Porque no nos gusta. ¿Qué 
es una enmienda de sustitución? La oferta que se hace con 
el fin d%mejorar el texto que no nos gusta. ¿Y por qué no 
nos gusta la redacción que hace el proyecto de ley del ar- 
tículo 344 del Código Penal? Porque en dicko artículo se 
considera delincuente al que ejecute actos de cultivo, ela- 
boración o tráfico de drogas tóxicas, estupefacientes o sus- 
tancias psicotrqpicas. También considera delincuente a 
los que de cualquier otro modo promuevan, favorezcan o 
faciliten el consumo ilegal de drogas tóxicas, estupefa- 
cientes o sustancias psicotrópicas. Y también considera 
delincuentes a los que posean las drogas tóxicas, estupe- 
facientes o sustancias psicotrópicas con aquellos fines. 
Son, pues, tres los tipos definidos en este artículo 334 
como delito: los que cultivan, elaboran o trafican, uno; 
los que, de cualquier otro modo, promueven, favorecen o 
facilitan el consumo ilegal, dos; y los que las posean con 
los fines de cultivar, elaborar o traficar, o promover, fa- 
vorecer o facilitar el consumo ilegal. 

Todas estas conductas humanas que se tipigican como 
delitos se refieren siempre a drogas tóxicas estupefacien- 
tes y sustancias psicotrópicas. 

¿Qué sucederá si el artículo queda redactado como está 
en el proyecto de ley? Que nadie podrá dedicarse a culti- 
var, elaborar, vender o proporcionar esas sustancias para 
fines médicos o científicos, porque puede ser considerado 
un delincuente. dQué es lo que hace que su condena no 
sea delictiva? Que está autorizado para cultivar, elaborar 
o traficar; que es legal. Ya que si no fuera así, quien se 
dedica a cultivar o a cualquiera de las actividades enu- 
meradas, si no tuviera una autorización para realizar esas 
actividades, estaría incurso en esa tipificación que el ar- 
tículo 334 hace de las conductas referentes a las drogas. 

Por lo tanto, la legalidad, el hecho de estar autorizado 
es lo que priva a estas conductas de su condición de de- 
litos tipoficados en este artículo. Sólo el cultivo, la elabo- 
ración o tráfico ilegales constituyen el delito. Nuestra pri- 
mera enmienda va dirigida o bien a decir lo que hemos 
dicho en la misma: «Los que ilegalmente ejecuten actos 
de cultivo, elaboración o tráfico». O nos da exactamente 
igual decir: rLos que jecuten actos de cultivo, elaboración 
o tráfico ilegalmente)). Referido en todos los casos a las 
tres actividades. 

Otra de las conductas tipificadas como delito es pro- 
mover, favorecer o facilitar, de otro modo distinto del cul- 
tivo, elaboración o tráfico, el consumo ilegal de drogas 
tóxicas, estupefacientes y sustancias psicotrópicas. No en- 
contramos un supuesto en el que el consumo de una dro- 
ga sea legal, es decir expresamente autorizado por una 
ley, ya que si se habla de un consumo ilegal, necesaria- 
mente tiene que haber un consumo legal. Tiene que exis- 
tir este consumo autorizado por la ley, una ley en la que 
se diga que el consumo de una droga es legal, si no no pue- 
de haber nada ilegal. N o  se ría el señor portavoz del Gru- 

po Socialista, porque es así. Cuando hay una cosa que es 
legal, tiene que haber algo que es ilegal. Sólo puede ser 
legal si la ley lo autoriza, y si no no es legal. En todo caso 
es un uso indebido, tal como se hace referencia en todo 
los textos internacionales que se refieren a la droga. Uso 
indebido de drogas, tráfico ilícito, porque el tráfico sí que 
está legalmetne prohibido. Se podría decir tráfico ilegal, 
pero no se puede decir uso ilegal o consumo ilegal de dro- 
gas. De ahí que pretendamos suprimir esa calificación de 
ilegal del consumo. Nosotros pretendemos que se hable 
única y exdusivamente del consumo o del uso, sustitu- 
yendo el término «consumo» por el de UUSO», ya que este 
último es más amplio. Como decía el señor Luna en Co- 
misión: consumir es agotar una sustancia por el uso. Y 
añadía: pero no hay uso sin consumo en esta materia. 
¿Y las inhalantes? ¿Se consumen cuando se están uti- 

lizando, cuando se están usando? ¿Se consumen o se 
usan? ¿Quién nos dice que no aparecerán nuevos produc- 
tos de características semejantes a los inhalantes en los 
que no va a existir un real consumo y, sin embargo, si va 
a existir la utilización de la droga, un uso de la droga? 

Antes de terminar la defensa de esta primera parte de 
la enmienda no quiero dejar de recordar, de nuevo, que 
la terminología utilizada generalmente por los organis- 
mos internacionales en todos sus textos al tratar de esta 
materia es la de uuso indebido y tráfico ilícito de drogas». 
Precisamente inspirados en estos principios y en esta ter- 
minología es en la que se ha inspirado nuestra enmienda, 
si bien adaptándola al texto que el Gobierno ha remitido 
a esta Cámara. 
Y aunque no venga en la enmienda sí quiero dejar cons- 

tancia en esta Cámara de que el término droga en los paí- 
ses latinos no significa lo mismo que en los países sajo- 
nes. De ahí a la confusión que existe en algunos textos, 
En los países latinos, cuando se habla de droga en el am- 
biente popular, lo que entiende el pueblo por droga no es 
que sea tóxica, porque tóxico es venenoso, no se necesita 
añadir que sea ilícita, porque no hay ninguna droga Iíci- 
ta o legal. Lo único que se necesita decir es droga, o, me- 
jor dicho, quizá con la expresión estupefacientes y sustan- 
cias psicotrópicas estuvieran comprendidas todas las sus- 
tancias a que este artículo se refiere. En los textos de los 
países sajones a la palabra «droga» se le añade «ilicita», 
y en cambio en los textos de los países latinos no se debe 
añadir ningún calificativo a la palabra «droga» para dis- 
tinguir una droga de otra. Lo único que introduce esta ter- 
minología es confusión -confusión de la que el Partido 
Socialista, el Grupo Socialista y el Gobierno Socialista no 
han querido salir- respecto a la distinción entre drogas 
duras y blandas, problema que se habría resuelto -y con- 
fesamos que no hicimos especial mención a ello, porque 
quizá en los debates es donde nos hemos dado cuenta de 
la trascendencia que esto podía tener, aunque ya pensa- 
mos en introducirlo; pero el problema se habría resuelto 
admitiendo la que en todo el mundo está admitido. Hay 
una calificación de las drogas, hay unos convenios de los 
años 1971 y 1972 que clasifican las drogas en cuatro lis- 
tas. Por el Grupo Parlamentario Vasco se ha hecho la pe- 
tición de que se tenga en cuenta esto para la calificación 
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del delito e incluso para las penas. Y con esto habríamos 
solucionado el problema, aunque no del todo, porque es 
necesario dejar claro que el consumo o el uso de drogas 
es tan grave cuando se trata de drogas duras como de dro- 
gas blandas. 

En la comparecencia del señor Ministro de Sanidad 
hace muy pocos días en el Senado, el portavoz socialista 
volvió a hacer referencia, aunque de manera velada, a esta 
distinción y a la escasa importancia que podía tener el 
consumo de algunas drogas, el uso de algunas drogas. Y 
utilizo conscientemente y a propósito las palábras «USO» 

y «consumo» para referirme a algunos tipos de drogas, 
como el cannabis. 

La segunda parte de nue2tra enmienda se divide en dgs. 
No estamos de acuerdo con la redacción dada a es? 
párrafo. En nuestra enmienda se dice que se castigará 
«con la pena de prisión menor en su grado medio, a pri- 
sión mayor en su grado mínimo y multa de un millón a 
cien millones de pesetas, si el hecho punible causare gra- 
ve daño a la salud, y de arresto mayor en su grado máxi- 
mo, a prisión menor en su grado medio y multa de qui- 
nientas mil a cincuenta millones de pesetas en los demás 
casos N. 

Aquí de nuevo se introduce que de la sustancia, la dro- 
ga, depende que se cause más o menos daño, que el daño 
causado sea mayor o menor. El daño, de acuerdo con esta 
redacción, está en relación con la sustancia, pero noso- 
tros pensamos (y además está recogido en múltiples tex- 
tos internacionales y por la mayor parte -yo creo que por 
la totalidad, por lo menos por lo que yo he leido- de los 
médicos, de las opiniones científicas) que el daño que se 
produce por el uso de una droga está en relación con la 
sustancia, con 1a.personalidad del usuario y con sus cir- 
cunstancias personales, sociales y culturales. Por tanto, 
intentar distinguir la gravedad de la pena por la sustan- 
cia a que se refiere la conducta tipificada nos parece que 
no es correcto; al menos es la conclusión a la que ha Ile- 
gado el Grupo Popular, tras un minucioso examen o es- 
tudio de las muchas opiniones que existen sobre esta 
materia. 

Tengo datos para pensar que el Grupo Socialista no opi- 
na lo mismo, y de nuevo insisto, y debo parecer pesado, 
en que todos los grupos políticos, el Gobierno, todas las 
instancias, deberían tener claro que el uso de drogas de 
cualquier tipo puede causar un grave daño a la salud. Por 
tanto, debe tener un tratamiento igual y no se deben ha- 
cer distinciones en este tema. Por eso es por lo que nues- 
tro Grupo insiste, quizá demasiado, sobre este tema. 

¿Por qué digo esto? Porque el portavoz socialista, el día 
de la comparecencia del Ministro de Sanidad en el Sena- 
do, el 26 de noviembre de 1987, decía: «La reforma del ar- 
tículo 344 del Código Penal tiene dos partes: aplicar la ju- 
risprudencia definida por el Tribunal Supremo y distin- 
guir entre drogas que causan un nocivo daño a la salud, 
aspecto éste que no ha sido enmendado por ningún grupo 
parlamentario en la actual tramitación del proyecto de 
ley en el Congreso de los Diputados)). 

Pues bien, queremos dejar constancia de que no nos 
gusta la redacción que se ha dado a este texto, queremos 

dejar constancia de que el uso de todo tipo de drogas pue- 
de causar grave daño a la salud. Nuestra enmienda va di- 
rigida a dejar claro este tema. 

Decía el señor Luna en la Comisión ... 

El señor VICEPRESIDENTE (Carro Martínez): Vaya 
terminando, señor Huidobro. 

El señor HUIDOBRO DIEZ: Termino en seguida, señor 
Presiden te. 

Decía el señor Luna que, tal como ha quedado redac- 
tada nuestra enmienda, quedarían sin penalizar todo tipo 
de actos de cultivo, elaboración, transformación o cual- 
quier otro que promoviera o facilitara el'consumo ilegal 
de drogas. 

Para hacer ese razonamiento, me decía: Usted querrá 
decir lo que quiera decir, pero lo que literalmente dice su 
tnmienda respecto al terna de las drogas duras o blandas 
2s: «si el hecho punible causare grave daño a la salud)), y 
no «si el hecho punible pudiere causar grave daño a la sa- 
lud». Ha convertido usted un delito de riesgo en un delito 
de resultado. 

Yo opino que no es así. Pienso que podíamos haber dado 
una mejor redacción a esta enmienda; pienso que podía- 
mos haber hecho un mejor trabajo, pero, por lo menos, 
westro Grupo reconoce que, a lo largo del debate, tanto 
m Comisión como en el Pleno, hemos llegado a la conclu- 
sión de que nuestro trabajo puede ser mejorado y tene- 
mos una idea clara de lo que queremos. 

Lo que sí que es cierto es que lo que decía el señor Luna, 
?o conozco muy bien cuál es su formación gramatical, no 
:s correcto. Cuando utilizamos la palabra «causare» es- 
amos utilimndo un potencial del subjuntivo y éste nun- 
:a se refiere a un resultado cierto, siempre se refiere a un 
-esultado incierto. Me da lo mismo decir: «si causare un 
yave daño a la salud» que «si pudiere causar». ¿Que es 
nás fácil de entender? Sí; estudie usted una gramática. 
SI potencial de subjuntivo hace referencia a un hecho po- 
iible, que puede ocurrir, pero que no ha ocurrido y que 
io debe entenderse como sucedido. Este es el significado 
:xacto del potencial del subjuntivo; es decir; me da lo 
nismo: «si causare», que (4 pudiere causan. 

Pero no voy a hacer una defensa de esta palabra exac- 
amente en los términos que la hemos Utilizado, sino que 
nc importa mucho más otra cosa. Me importa mucho 
nás que ustedes quieran recoger los principios que ins- 
iiran nuestra enmienda, que son dos: primero, hay que 
k ja r  muy claro que lo que se está tipificando como deli- 
o es la conducta del uso indebido, no ilegal, y del tráfico 
legal o de los otros actos ilegales; segundo, queremos de- 
a r  muy claro que lo que queremos hacer constar en esta 
tnmnienda es que no estamos de acuerdo con que se siga 
nanteniendo, ni de manera velada, la distinción entre 
irogas duras y drogas blandas. 

Cualquier otra redacción que se dé al texto del artícu- 
o 344 que recoja estos principios satisfaría nuestras 
)re tensiones. 

N o  obstante, corno durante mucho tiempo hemos esta- 
lo pidiendo que este proyecto de ley venga a la Cámara, 
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como suponemos que tiene valores importantes en el as- 
pecto de la represión - q u e  no es todo, pero es una parte 
en el tratamiento del uso y tráfico de drogas-, nosotros 
vamos a abstenernos en la votación de este proyecto de 
ley. Si el Grupo Socialista piensa que nuestra enmienda 
no es correcta gramaticalmente, no tenemos ningún in- 
conveniente en cambiarla, pero sí, repito, nos gustaría 
que se recogieran los principios que hemos dejado claros 
en la Comisión y en el Pleno. Se trata de un uso indebido, 
no de un uso ilegal, y se trata de un tráfico ilegal y de que 
no existe distinción del daño que se causa con el uso de 
todo tipo de drogas. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Carro Martínez): Muchas 

Tiene la palabra el señor Mardones, del Grupo Mixto, 
gracias, señor Huidobro. 

para la defensa de sus enmiendas. 

El señor MARDONES SEVILLA: Con la venia, señor 
Presidente. 

Señorías, nosotros hemos mantenido para su exposi- 
ción final en el Pleno tres enmiendas a este importante 
proyecto de ley orgáaica de reforma del Código Penal en 
materia de tráfico ilegal de drogas, y voy a pasar a 
defenderlas. 

La primera de ellas es el artículo 344 bis, a), en su nú- 
mero 1 .U, cuando dice que se impondrán estas penas en el 
grado superior cuando use faciliten a menores de diecio- 
cho años o disminuidos psíquicos o se introduzcan o di- 
fundan en centros docentes, en centros, establecimientos 
y unidades militares o en establecimientos penitencia- 
riosn. Con relación al texto primitivo de nuestra enmien- 
da aceptamos la sugerencia del Grupo Socialista de man- 
tener «a menores de dieciocho años» y no, como propo- 
níamos nosotros, solamente ra menores de edad)), por una 
referencia a la Constitución española. Pero sí queremos 
mantener que estas penas que se imponen en grado supe- 
rior se reconozcan específicamente no sólo cuando se dis- 
tribuyen en centros docentes, penitenciarios o miiitares, 
sino que se tipifiquen aquí los acentros asistencia1es.o be- 
néficosu. Hay casuística, señorías, en que la acción de los 
traficantes de drogas se ha dirigido fundamentalmente a 
centros asistenciales o benéficos. De lo contrario, no ten- 
dría sentido que en el texto del proyecto de ley haya un 
reconocimiento a los deficientes mentales o disminuidos 
psíquicos. 

Señorías, si los menores están en centros docentes, si 
hay otro tipo de personal recluso o sirviendo en las Fuer- 
zas Armadas, sería equivalente a que los deficientes men- 
tales o disminuidos psíquicos estén también recogidos en 
centros asistenciales o benéficos, que pueden ser, por su 
concentración, una apetencia ilícita para los traficantes 
de drogas. Nosotros entendíamos que la protección que 
debe la ley prestar a los disminuidos psíquicos o deficien- 
tes mentales debe también tener en cuenta cuando las ins- 
tituciones benéficas los concentran en unos centros espe- 
cializados, ya que allí va a haber una materia estadísti- 

camente más sensible a la acción de los traficantes de 
drogas. 

La segunda enmienda, señorías, es un poco más delica- 
da, si es que queremos hacer lecturas que no es el sentido 
de nuestra enmienda. Me estoy refiriendo a la enmienda 
que presentamos al número 7: del artículo 344 bis, a), 
que dice: «Cuando el culpable fuere Autoridad, facultati- 
vo, funcionario público, trabajador social, docente o edu- 
cador». Estamos hablando aquí también de que se im- 
pondrán penas superiores. Nuestra enmienda, señorías, 
dice: uCuando el culpable fuere Autoridad o agente de la 
misma, facultativo, funcionario público, docente o educa- 
dor, o perteneciere a las Fuerzas Armadas o Institutos de 
Orden Público)). 

Señorías, yo quiero que se entienda claramente la in- 
tencionalidad de esta enmienda. Esta enmienda no va en 
contra de ninguna institución, porque, si no, tendríamos 
que decir que parecería que el texto fuera en contra de 
aquellas instituciones, de los facultativos, de los colegios 
profesionales o de los funcionarios públicos, docentes o 
educadores. La casuística, señorías, y basta leer la pren- 
sa, nos está evidenciando muchas veces los lamentables 
casos de algunos miembros -excepciones, por supuesto, 
lo que honra a los Institutos- que están complicados en 
el tráfico ilegal de drogas. Ahí están las denuncias que los 
medios de comunicación social han hecho, acusando con 
nombres y apellidos a miembros de estas instituciones 
que están en el tráfico de drogas, porque están en el eco- 
sistema sociológico en que se mueven 10s traficantes. Y 
desde luego, si hay medios disciplinarios - c o m o  incluso 
se ha llegado a evidenciar por actuaciones del Ministerio 
del Interior- para aclarar o depurar las responsabilida- 
des correspondientes con ta expulsión incluso del Cuerpo, 
es necesario que el 'Código Penal los recoja, de la misma 
manera que se cita aquí, sin que los colectivos de funcio- 
narios, sindicales o profesionales se rasguen las vestidu- 
ras, a facultativos, funcionarios públicos, docentes o edu- 
cadores. Sabemos que la casuistica está evidenciando que 
hay miembros, indignos de llevar uniforme o de llevar 
una placa, que forman parte de las Fuerzas Armadas o de 
los institutos de orden público; si hay tráfico de drogas 
en cuarteles o hay tráfico de droga en medios de las ma- 
fias que se dedican a este tema para pagar confidentes, há- 
gase uso de la calificación y de la denominación dentro 
del Código Penal. 

La última enmienda, señorías, que defiendo aquí es la 
referente al artículo 546 bis, apartado g), en cuyo párrafo 
segundo que habla de las personas que actúen dentro de 
organizaciones mafiosas, etcétera, quieren ser señaladas 
-precisamente como lo están por la opinión pública- 
por las sentencias judiciales, nosotros en nuestra enmien- 
da proponemos la adición de una frase. Dice el dictamen: 
«Se impondrán las penas superiores en grado a los reos 
habituales de este delito y a las personas que pertenecie- 
ren a una organización dedicada a los fines señalados en 
este artículo*, y yo solicito que se añada: « O  colaborasen 
activamente o tuvieran connivencia con la misma». 

Señorías, la casuística de los informes ae los fiscales, 
la casuística que señala en su informe anual el Fiscal Ge- 
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neral del Estado, las incidencias que nos vienen relatan- 
do periódica y frecuentemente los medios de comunica- 
ción, todo ello nos dice que son muchos los que no perte- 
neciendo a una organización, todo ello nos dice que son 
muchos los que no perteneciendo a una organización de- 
dicada a estos fines reprobables, sí son colaboradores ac- 
tivos o tienen connivencia con la misma. La figura del 
connivente, la figura del que tiene una colaboración acti- 
va o pasiva con las organizaciones del tráfico ilegal de 
drogas, debe ser una de las preocupaciones del legislador, 
para asfixiar totalmente todo el entramado de intereses 
que actúan dentro de ese mundo. 

Nada más y muchas gracias, señorías. 

El señor VICEPRESIDENTE (Carro Martínez): Gra- 

Para la defensa de las enmiendas de la Agrupación del 
cias, sefior Mardones. 

PDP, el señor Fraile tiene la palabra. 

El señor FRAILE POUJADE: Señor Presidente, las tres 
que tenemos las damos por defendidas por los mismos ar- 
gumentos que empleamos en Comisión, y solicitamos 
sean sometidas a votación. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Carro Martínez): Gra- 

Para la defensa de las enmiendas del Grupo de Minoría 
cias, señor Fraile. 

Catalana, el señor Trías tiene la palabra. 

El señor TRIAS DE BES 1 SERRA: Señor Presidente, 
señorías, subo a la tribuna para defender tres enmiendas 
de nuestro Grupo Parlamentario al proyeto de ley orgá- 
nica de modificación del Código Penal, sobre los delitos 
del tráfico de drogas, es decir, sobre la modificación del 
artículo 344 del Código Penal. 

Ante todo, yo quisiera que quedara clara la postura dc 
nuestro Grupo ante tal modificación presentada por el 
Gobierno a la Cámara: es otra reforma que viene, no tar- 
de, como se ha dicho por algún otro portavoz, sino que 
viene como un parcheo más del Código Penal; actitud ésta 
criticada ya por todos los Grupos de la oposición, incluso 
archidebatida tanto en comparecencias del señor Minis- 
tro de Justicia como en otros trámites parlamentarios. 

Pero aunque así sea, aunque sea un parcheo más, aun- 
que sea una modificación de aquella modificación que se 
trajo, al principio de esta legislatura, como promesa de 
gran cambio e innovación del Código Penal o de adapta- 
ción de éste a nuestra Constitución; aunque venga tarde, 
aunque sea un parche, bienvenida sea, puesto Que va a 
mejorar el actual tratamiento del tráfico ilegal de drogas 
en nuestro Código. 

Estamos de nuevo ante un problema importante, gra- 
ve, reiteradamente debatido en la Cámara, cual es el tra- 
tamiento que debe darse al tráfico de drogas, a su rcpre- 
sibn y a su prevención. Este proyecto de ley prctcndc in- 
troducir algunos temas preventivos y algún incremento, 
importante, de la penalidad del tráfico de drogas. 

Ya dice la exposición de motivos del proyecto de ley 

que se basa en una «estructura piramidalu de estos deli- 
tos; en la cúspide se castigaría al gran tráfico de estupe- 
Facientes y en la base se contemplaría otro tipo de delitos 
3 aquellos hechos que tienen una menor capacidad lesi- 
va. Además, se constituyen otros nuevos supuestos de ti- 
picidades agravadas. 

Nuestro Grupo Parlamentario está de acuerdo con el 
Eonjunto de la reforma que nos presenta el Gobierno,' de 
ahí que nuestras enmiendas sean tres y de título menor, 
tomo habrán comprobado S S .  S S .  Las hemos mantenido 
para Pleno porque consideramos que vienen a completar 
D a perfeccionar el texto. Pero nos es muy dificil huir de 
comentar, o al menos hacer un reflexión, sobre la proble- 
mática que nos ocupa. 

Se trata aquí de reprimir, agravando las penas, el trá- 
fico ilegal de drogas. Ya sé que sólo con este proyecto no 
vamos a atajar el gran problema de la droga en España, 
que todo ello está inmerso en un plan mucho más amplio, 
rn lo que el Gobierno llama Plan Nacional contra la Dro- 
ga, plan multidisciplinar en el que está trabajando mu- 
chísima gente, en el que se está poniendo mucha más vo- 
luntad, quizá, que eficacia, pero espero que pronto llegue 
la eficacia. Dentro de poco se van a celebrar unas jorna- 
das sobre la droga en Madrid en las que vamos a partici- 
par, en las que espero que se llegue a conclusiones y en 
Las que espero también que se inspire el legislador para 
que en esa reforma global y definitiva que tanto nos ha 
anunciado el Ministro de Justicia que va a traer a esta Cá- 
mara, se incluya de nuevo un perfeccionamiento de lo que 
hoy vamos a hacer. 

No sé si esta modificación va a ser provisional o defi- 
nitiva, pero por lo menos viene a mejorar el tratamiento 
que se incluyó en la redacción anterior del artículo 344 
del Código Penal. Espero que sea provisional, para que 
con todo el conjunto de conclusiones que se extraigan de 
los debates que se lleven a cabo sobre el tratamiento del 
tráfico de drogas, llegue también a perfeccionarse un fu- 
turo texto legal que, inserto en todo ese conjunto al que 
me he referido, consiga un tratamiento mejor y más pre- 
ciso de la prevención y represión de este tipo de delitos. 

Para no cansar a S S .  SS., voy a referirme concretamen- 
te a las tres enmiendas que he enunciado. 

Por lo que se refiere al artículo 344 bis, letra a), núme- 
ro S:, dice que se impondrán penas superiores en grado 
a las respectivamente senaladas en el artículo anterior, y 
hace entonces una enumeración de supuestos. En el nú- 
mero 5." nuestra enmienda trata de introducir uno de es- 
tos supuestos que se refiere a la adulteración de las dro- 
gas. El punto 5: dice: «Cuando hubieren sido adultera- 
das, incrementando el posible daño a la salud». Nosotros 
decimos: ucuando el culpable las haya adulterado)). 

¿Por qué introducir en este caso la palabra «culpableu? 
Se podría dar por supuesto, efectivamente, como con sus 
gestos señala el portavoz socialista señor Luna. Pero es 
que la adulteración de drogas, y cn este supuesto concre- 
to, a veces puede no haberse producido por el culpable, 
la droga puede ser adulterada en todo el proceso. El se- 
ñor Luna, que conoce mucho el tema y ha profundizado 
en él, sabe que la droga puede ser adulterada no precisa- 
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mente por el presunto autor del delito al que se refiere 
este artículo, sino que se puede haber adulterado en el 
proceso de tráfico hasta el momento del consumo. Si no 
introducimos la palabra uculpabletb, podrta diluirse la 
responsabilidad. 

Ya sé la contestación del señor Luna, porque ya me la 
proporcionó en Comisión y supongo que reiterará, como 
reiteramos nosotros la defensa, sus argumentaciones en 
Pleno, aunque nosotros insistimos en nuestra enmienda. 

Otra de ellas, también de carácter menor pero que tie- 
ne su importancia, se refiere a la difusión de las drogas. 
El artículo 2." del proyecto, en el apartado a) punto 1: 
habla de cuando las drogas tóxicas, estupefacientes ... se 
introduzcan en centros docentes, en establecimientos o 
unidades militares, etcétera. Nosotros creemos que sería 
positivo ampliar el concepto de «introducir» y añadir: "y 
difundir». Si S .  S .  me convence de que en el texto ya está, 
nosotros no insistiremos-en la enmienda y la retiraremos, 
como es obvio, señores de la mayoría. 

Nuestra última enmienda introduce la palabra uo ex- 
habituados* añadida a la de urehabilitadosn en el apar- 
tado 4: del artículo 344 bis, a). 

Estas son las tres únicas enmiendas que nuestro Grupo 
ha mantenido para su defensa ante el Pleno y, como ve- 
rán SS. SS., son.enmiendas de carácter menor. Quizá no 
haya reparado este portavoz en que alguna de ellas, como 
la segunda que he defendido, está contemplada en el pro- 
yecto. Yo creo que no lo está, pero si así es, este Grupo 
no la sometería a votación y la retiraría en este mismo 
acto, en el supuesto de que el señor Luna me convenza de 
que está recogida. 

Quisiera terminar mi interyención insistiendo en que 
se trata de una reforma más del Código Penal que nos vie- 
ne como parcheo, como siempre, ante situaciones que se 
van produciendo y ante la preocupación de la opinión pú: 
blica por problemas como el de la droga. Nuestro Grupo 
Parlamentario desearía que finalmente algún día pudié- 
ramos estar debatiendo aquí esa reforma definitiva que 
pudiera introducir una mejor redacción y coherencia en 
todo el capítulo del tráfico de drdgas. 

Nada más, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Carro Martínez): Gra- 

Para la defensa de las enmiendas del Grupo del CDS, 
cias, señor Trías. 

e1 sefior Buil tiene la palabra. 

El señor BUIL GIRAL: Muchas gracias, señor Presiden- 
te. Para defender tres de las enmiendas que nuestro Gm- 
PO presenta al proyecto de ley de reforma del Código Pe- 
nal en materia de tráfico ilegal de drogas, ya que noso- 
tros hemos considerado que estas tres enmiendas tenían 
sustantividad suficiente como para insistir una vez más 
en sus contenidos. Del cuerpo de enmiendas que nosotros 
habíamos presentado fueron aceptadas algunas que noso- 
tros considerábamos importantes y otras, por el contra- 
rio, también importantes para nosotros, no han sido acep- 
tadas; curiosamente, no las que se referían a los aspectos 
penales de agravación de penas, dedefinición de tipos y 

de circunstancias, sino las que en rleaiidad tenían un con- 
tenido más en la línea criminológica, y que para nosotros 
es un problema, como todo el del tráfico y consumo de 
drogas, que excede al ámbito penal y que trasciende a as- 
pectos de la vida social, incluso de la sanidad. 

Por esto, con nuestra enmienda número 14 al artículo 
3:, párrafo 1, por el que se introduce un artículo 93 bis, 
pretendemos elevar el beneficio de remisión condicional 
de la pena desde los dos aíios que se proponen en el pro- 
yecto a los cuatro años. 

Las razones para mantener esta posición son de dos ti- 
pos: una primera es la de justificación del beneficio, por- 
que se ha puesto de relieve a lo largo de este debate, igual 
que en Comisión, la sensibilidad de los señores Diputados 
en relación a los efectos directos e indirectos del consu- 
mo de drogas y la drogodependencias o drogadicción. Es 
bien claro que el influjo de la droga, tanto en sus momen- 
tos eufóricos como en las frases de abstinencia, es tan 
fuerte que da lugar a la aplicación ya incluso de la exi- 
mente primera del artículo 8:, aunque ello haya sido en 
muy raras ocasiones; creo que no han sido más que dos 
las ocasiones en que nuestro supremo Tribunal lo acep- 
tado, pero ya ha sentado jurisprudencia en ese aspecto. 
También, con mucha más frecuencia, se ha aplicado la 
atenuante primera del artículo 9.0, y, la más corriente, la 
de analogía, la del número 10 de este mismo artículo. 

Estas circunstancias se vienen apreciando con una gran 
profusión, bien como simples o bien como muy cualifica- 
das. Y hago este distingo, esta distinción, porque, con la 
aplicación de estas atenuantes como muy cualificadas, ve- 
nían los Tribunales aplicando el último párrafo del artí- 
culo 93, esto es, la extensión de los beneficios de la con- 
dena condicional hasta penas de dos años, inclusive. Y así 
se hace en el proyecto; es un avance, y vamos a reconocer 
que es así, porque es dejar explícito algo que estaba im- 
plícito; se ha concretado algo que era genérico y que se 
deducía del propio sistema de atenuantes y de eximentes. 
Pero también tiene ciertos defectos, ciertas carencias, por- 
que la concesión del beneficio sigue siendo potestativa. El 
texto dice «podrán, exactamente igual que el texto vigen- 
te del artículo 92. Afectará a un porcentaje de delitos de 
práctico cumplimiento de penas realmente escaso, por- 
que se dice que casi el 60 por ciento de los delitos que se 
ven en los tribunales llevan finalmente una pena inferior 
a dos años. Lo cierto es que, por otras razones de benefi- 
cio de todo tipo, incluso penitenciarios, el cumplimieiito 
efectivo de prisión no alcanza más que a poco más allá 
del 20 por ciento. Entonces, a mí me parece, y le parece 
a nuestro Grupo, que este proyecto de ley se ha quedado 
escaso. Cuando pedíamos los cuatro años no era por un 
prurito de avanzar más allá en lo que son corrientes nor- 
males -normales, digo, en nuestro entorno, o empiezan 
a serlo- para el tratamiento de este tipo de delitos, sino 
por una verdadera necesidad, No vamos a decir que éstos 
puedan suponer un retroceso, pero nos hemos quedado 
muy cortos en la mejora. Quizá la reforma nos lleve en el 
futuro a un más amplia aplicación, a profundizar en este 
sentido, y a mi Grupo le alegraría mucho, y cuando subi- 
mos a la tribuna lo recordamos constantemente, que den- 
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tro de ese prometido, deseado por todos, Código Penal, 
cuyo proyecto tantas veces se nos ha anunciado, se aco- 
jan estas tendencias más progresistas y, en definitiva, más 
justas, que nosotros propugnamos. 

La segunda enmienda es la número 16 del orden gene- 
ral, que va en el mismo sentido de ampliar los beneficios. 
Entre las condiciones para aplicar lo que se predica en el 
artículo 93 bis, y acaso por mimetismo con el artículo 93 
existente, se exige la no reincidencia; esto es algo que si 
en otros ámbitos del derecho penal quizá se puede pedir 
y será normal encontrar en muchos delincuentes prima- 
rios, precisamente en el mundo de la droga es más bien 
la excepción. La reincidencia es un hecho, desgraciada- 
mente, muy abundante en todo el mundo de las toxi- 
comanías. 

Tampoco vemos muy clara la razón de eximir, de des- 
plazar de este beneficio a los que ya hubieran disfrutado 
anteriormente de él; no vemos clara esta razón. 

En el mismo sentido hemos presentado la enmienda 17, 
que redondearía todo este cuerpo de intenciones por nues- 
Era parte, que no se han visto coronadas por el éxito. Esta 
enmienda tienen un primer aspecto, cuya trascendencia 
puede parecer que no va más allá de lo que revelaría su 
texto, pero mejoraría las posibilidades de tratamiento. En 
realidad, estamos siempre buscando una alternativa a la 
pena de prisión para todos aquellos toxicómanos que, in- 
fluidos de una u otra forma por el consumo de drogas, co- 
metan algún delito. 

Nosotros creemos que se va a conseguir en parte el ob- 
jetivo de la Ley, lo hemos reconocido, pero hay aspectos 
que no llegan a perfeccionar lo que se podría conseguir 
con esta reforma, que es realmente importantísima. Hay 
una sola frase, que dice: «que quede acreditada la desha- 
bituaciónu. Acreditar la deshabituación es, en primer lu- 
gar, algo que muy pocos profesionales se atreverán a ha- 
cerlo, salvo que ya haya un periodo de carencia posterior 
muy importante. Las recaídas son muy frecuentes; ya sa- 
bemos que el índice de curación definitivo está en el 27 
por ciento, después del tratamiento primario. Hay mu- 
chas recafdas. Nos podemos encontrar con que no se pue- 
da acreditar; por eso nosotros proponíamos una fórmula 
que, dentro del mismo espíritu, decía: #sin que se haya in- 
terrumpido el tratamientou. Creo que esto nos da una ma- 
yor seguridad en el tratamiento de todos estos casos. 

En cuanto al sistema de cumplimiento, algo que se po- 
dría incorporar no ya a esta figura, sino a cualquier otra 
del Código Penal, que era el hacerlo en un establecimien- 
to aad hocu en libertad condicional tutelada, una figura 
que está ganando espacio -es así- en los países limítro- 
fes con España; incluso me consta que en Cataluña, de 
una manera prudente, ha habido algunos casos en que se 
ha aplicado y, desde luego, en la mayoría de las ocasio- 
nes con un resultado positivo. 

Vemos, señorías, que estamos ante una Ley verdadera- 
mente importante, una Ley esperada que se ha quedado 
corta. Ha sido, por así decirlo, de una gran intenci6n úl- 
tima, pero en su desarrollo tambidn de una notable 
timidez. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Carro Martfnez): Gra- 

Turno en contra de las enmiendas. El señor Luna tiene 
cias, señor Buil. 

la palabra. 

El señor LUNA CONZALEZ: Muchas gracias, señor 
Presidente. 

Señorías, subo a la tribuna para oponerme a la totali- 
dad de las enmiendas que han sido defendidas por los gru- 
pos de la oposición, menos a una, que espero que retire 
el representante de la Minoría Catalana, porque está asu- 
mida en el dictamen de la Comisión. Y quiero empezar 
por decir que lamento que ésta no vaya a ser la última 
vez que discutamos el artículo 344 del Código Pena). Al- 
gunas de SS. SS. se han lamentado aquí de que ésta es la 
reforma de una reforma que se hizo en el año 83, de que 
esto es un parche (aunque es verdad que han reconocido 
que mejora) y que a ver cuándo vamos a llegar a una si- 
tuación definitiva. Yo creo que no vamos a llegar a una 
situación definitiva. Esta reforma se hace sobre un ar- 
tículo que se reformó hace cuatro años y posiblemente, 
dentro dos, tres, cuatro u ocho años, volvamos a tener que 
reformar nuevamente el artículo 344 del Código Penal 
porque la realidad social así lo aconseje, como ha ocurri- 
do en este caso. Por consiguiente, al tratarse de un tema 
tremendamente cambiante, la legislación penal tendrá 
que ser, a su vez, tremendamente cambiante, si no que- 
remos quedarnos totalmente desfasados, cosa que yo creo 
que no desea nadie en esta Cámara. 

Como no dispongo de demasiado tiempo para contes- 
tar a muchas enmiendas, diré que no voy a hacer referen- 
cia a aquellas que alguna de SS. SS. ha calificado como 
enmiendas menores, y que ya han sido contestadas, yo 
creo que suficientemente y con la misma argumentación 
que yo podría utilizar aquf ahora, en Comisión. Quiero ha- 
cer referencia, por ejemplo, a las enmiendas del señor 
Mardones -que no está presente en este moment-, a 
las enmiendas de la Minoría Catalana, una de las cuales 
ha sido aeptada y las otras dos fueron contestadas yo 
creo que suficientemente, y a las enmiendas del Partido 
Demócrata Popular, que no.han sido defendidas aquí y, 
por consiguiente, tampoco yo atacaré en mi intervención. 

Por tanto, yo creo que hay dos núcleos políticos impor- 
tantes a la hora de debatir las enmiendas que quedan pen- . 
dientes en este artículo 344. El primero de ellos sería el 
planteado por las enmiendas del Partido Nacionalista 
Vasco. El Partido Nacionalista Vasco empieza diciendo 
que este proyecto se ha quedado corto, que no sirve para 
aquellas funciones de prevencibn que se postulan en la ex- 
posici6n de motivos del proyecto y que, por consiguiente, 
hay que enmendar 4 1  dice con sus enmiendas- casi la 
totalidad del proyecto. Sin perjuicio de que posteriormen- 
te aludiré a la filosofía de fondo cuando discuta las en- 
miendas del CDS, le diré que la mayoría de sus enmien- 
das no van en ese sentido. El Partido Nacionalista Vasco 
lo único que hace es recomponer totalmente el conjunto 
de circunstancias básicas y de circunstancias agravantes, 
con unos resultados que no son nada satisfactorios, por- 
que suponen una posible ampliaci6n tremenda del abani- 
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co de la penalidad, como ya le dije en Comisión y como 
le tendré que repetir ahora. Si aceptamos sus enmiendas, 
un mismo hecho puede ser castigado con penas que van 
desde uno - e n  una escala de graduación- hasta 280, en 
el supuesto de sustancias que causen grave daño a la sa- 
lud. Y en el supuesto de las otras sustancias, con una es- 
cala que va desde uno a 5.350. Es decir que por traficar 
con hachís un ciudadano puede tener un día de castigo 
por la justicia penal 6 5.350 días. Ese es el contenido de 
fondo de sus enmiendas: esa ampliacihn del abanico de 
penalidad, que nosotros consideramos que no es en abso- 
luto conveniente. Por lo demás, a mí me gustaría de ver- 
dad que S .  S. pudiera explicar desde esta tribuna o desde 
cualquier otra por qué razón se atenúa como agravante 
el hecho de ser el jefe, el encargado o el responsable de 
una organización que se dedica a gran escala al tráfico de 
drogas, o por qué razón se suprime como agravante el he- 
cho de que sea una autoridad la que se dedica al tráfico 
de drogas. Verdaderamente, el sentido de sus enmiendas 
no se compadece con esos propósitos que usted ha expre- 
sado desde esta tribuna y que, desde luego, yo creo que 
están bastante mejor representados en el texto del pro- 
yecto de ley. 

Otro tema político de fondo plantea la enmienda de 
Coalición Popular, la única enmienda que se ha presen- 
tado a este proyecto de ley por parte de Coalición Popu- 
lar. Yo no entraré en lo que dice el señor Huidobro sobre 
si el consumo es o no legal, si puede haber producción ile- 
gal o legal de drogas. Su señoría está tratando de plan- 
tear aquí problemas que no se le han planteado a la ju- 
risprudencia española con la misma redacción que se está 
postulando desde el proyecto de ley. Por tanto, me parece 
un ejercicio iníttil de buscarle tres pies al gato cuando no 
los tiene. No ha habido una sola sentencia, no ha habido 
una sola intervención de abogados ante el Tribunal Su- 
premo español que hayan planteado la posibilidad su- 
puesta por S. S. de que haya consumo legal o no legal de 
drogas. Naturalmente, el término legal tiene aquí un sen- 
tido muy específico. Claro que hay un consumo de drogas 
que está dentro de los reglamentos. Aquel médico psiquia- 
tra que receta un psicotropo a un paciente le está autori- 
zando a que, con arreglo a la ley, efectúe el consumo de 
una sustancia que está dentro de las listas de los conve- 
nios internacionales suscritos por España. Ese es un con- 
sumo legal, con consumo con arreglo a los reglamentos. 
Esa misma sustancia utilizada sin esa cobertura médica 
o fuera de tratamiento médico y adquirida ilegalmente re- 
presentaría un consumo ilegal, es decir, fuera de las pre- 
visiones reglamentarias de drogas comprendidas en las 
listas de los convenios internacionales suscritos por Es- 
paña. 
Yo sólo tendría que destacar aquí una frase que ha di- 

cho S. S.: *Podríamos haber dado una mejor redacción a 
la enmiendan. Usted mismo reconoce que la redacción de 
la enmienda deja bastante que desear, Pero yo no quiero, 
agarrándome a esta situación que usted mismo reconoce, 
hurtar el debate de fondo que usted quiere plantear: el 
por qué de la distinción entre drogas duras y drogas blan- 
das o entre sustancias que causan grave daño a la salud 

y aquellas que no lo causan tan grave. Hay una razón muy 
sencilla, señor Huidobro. El problema es que hay que ana- 
lizar cuál es el bien jurídico que se pretende proteger con 
este artfculo del Código Penal, y el bien o los bienes jurí- 
dicos podrían ser dos: la salud pública y el bienestar o la 
integración social. 

Yo creo que no es ninguna locura admitir que no afec- 
tan igualmente a la salud pública ni al bienestar social 
sustancias como las derivadas del «cannabis», que sus- 
tancias como las derivadas de la amapola del opio; por en- 
tendernos, sustancias como el «hachis» o sustancias como 
la heroína. Naturalmente, el ([hachisn hace daño a la sa- 
lud, y nosotros lo decimos, y por eso está castigado su trá- 
fico. Naturalmente, el consumo de «hachis» puede provo- 
car problemas serios de bienestar social y de convivencia 
ciudadana, y por eso está castigado su tráfico, pero no son 
comparables en absoluto los daños a la salud y al bienes- 
tar social que puede provocar el consumo de «hachis» que 
aquellos que puede provocar el consumo de la heroína, y, 
por consiguiente, si hay dos realidades sociales distintas, 
la legislación española, el Código Penal, tendrá que apli- 
car dos raseros distintos para medir esas dos situaciones 
que son distintas. Lo contrario es cerrar los ojos a la rea- 
lidad que está ahí, que hay desgraciadamente, y recalco 
lo de desgraciadamente, muchos miles de consumidores 
de uhachisn en este país que no están planteando proble- 
mas de salud y problemas sociales y ,  sin embargo, no se 
puede decir quizá lo mismo de consumidores de heroína. 

Por tanto, no se puede pretender que se dé un trata- 
miento penal igual a situacines que san distintas y que tie- 
nen efectos distintos sobre la sociedad que pretendemos 
proteger con el Código Penal. 

Solamente le diré, para terminar, que, por aquella in- 
vitación a la gramática que me hacía S. S.,  naturalmente 
que no es igual la redacción que da a su enmienda que la 
redacción que está en el texto del proyecto, porque, efec- 
tivamente, los dos son condicionales, pero en la suya se 
exige para poder procesar al traficante demostrar que el 
tráfico de su sustancia, el hecho punible que dice usted, 
ha causado un grave daño a la salud, mientras que en el 
texto del proyecto basta con que pueda haber causado ese 
daño a la salud para que se pueda procesar al traficante. 
Por consiguiente, usted convierte - como le decía en Co- 
misión- un delito de riesgo en un delito de resultados, y 
un delito de resultados en esta materia haría ineficaz la 
acción policial y la acción de la justicia penal. 

El segundo gran tema político que hay detrás de todo 
este conjunto de artículos invitan a entrar en él las en- 
miendas del CDS y la enmienda del Partido Nacionalista 
Vasco, que hacen referencia al atenuante, a la introduc- 
ción de un nuevo apartado 2 en el artículo 9.0 del Código 
Penal. Creo que los dos conjuntos de enmiendas, el que so- 
licita que se considere siempre el consumo de drogas 
como atenuante y el que solicita que se amplíen las con- 
diciones para la remisibn condicional de la pena, se ba- 
san en una realidad que no es tal; se basan, desgraciada- 
mente, en la representación de la realidad que estándan- 
do en España los medios de comunicación, y no lo digo 
yo, lo dicen estudios bastante serios que se han publica- 
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do recientemente en este país; por ejemplo, el de Mila- 
gros Oliva o el de Prieto, ambos en la revista uComuni- 
dad y Drogas)), del Plan Nacional sobre Drogras del Go- 
bierno, estudios que analizan exhaustivamente el conte- 
nido de 2.600 informaciones que aparecen en la prensa es- 
pañola en el último año. Esa representación de la reali- 
dad, que es la que utilizan SS. SS. para basar sus enmien- 
das, viene a decir lo siguiente: El consumo de drogas pro- 
voca una fuerte compulsión a su repetición, por consi- 
guiente, anula la voluntad del individuo y empuja al in- 
dividuo a cometer delitos para sufragar u obtener el di- 
nero que necesita para consumir esas drogas. Creo que 
esto es, en líneas generales, falso, y voy a decir por qué. 

Se podría citar una corriente doctrinal, que no voy a ha- 
cer mía porque no es mía, naturalmente, la corriente doc- 
trinal de las uactiones libera in causan, que estudiaban 
los penalistas y que recogen algunas sentencias del Tri- 
bunal Supremo español, para decir que aquél que es li- 
bre en la causa, es decir, aquel que libremente decida ini- 
ciar el consumo de drogas responda de las situaciones que 
va a provocar a continuación. Pero yo no diré eso. Diré 
que no se puede hablar sin más del consumo de la droga, 
que es lo que se dice; que este problema se plantea casi 
exclusivamente con el consumo de la heroína, y con el 
consumo de la heroína que se hace en España, no en Tai- 
landia, sino en España. ¿Por qué digo en España? Porque 
en España la heroína no tiene esa capacidad de compul- 
sión que a veces pretendemos que tenga; la heroína no 
empuja de tal manera a hacer lo que sea para conseguir- 
la, porque es una heroína que no va más allá del 5 por 
ciento la que está en la calle y, por consiguiente, que en- 
gancha falsamente y, por tanto, que comprime la volun- 
tad de los consumidores falsamente. Creo que por una vez 
hay que empezar a decir ya las cosas que de verdad están 
pasando en el sustrato sociolbgico que hay detrás del con- 
sumo de drogas, y hay que acabar con el mito de que el 
consumidor o adicto a la heroína hace cualquier cosa para 
conseguirla, porque es falso. Creo que la dependencia de 
las drogas, la dependencia de la heroína se ha convertido 
en un argumento justificador o autojustificador de un 
montón de conductas, y nosotros, desde el Código Penal, 
no podemos seguir dando respaldo a esa tesis. Es muy 
corriente el caso del chaval al que se recoge y se le pre- 
gunta: *Y usted, ¿por qué atraca? Atraco porque soy con- 
sumidor de heroína. ¿Y qué? Como soy consumidor de he- 
roína, tengo que atracar porque todos los consumidores 
de heroína atracanu. Esta es la creencia que están en la 
calle, que es falsa y que hay que acabar con ella. No po- 
demos dar carta de naturaleza a una atenuante que va a 
justificar siempre como constreñidora de la voluntad el 
consumo de heroína. 

Creo que hay conductas desviadas previas a ese consu- 
mo, que se potencian quizá con ese consumo, pero que no 
se pueden justificar con ese consumo. Se me dirá que con- 
tinuamente aparecen en los atestados de comisaría, en los 
juzgados como delincuentes aquellos que son consumido- 
res de heroína. Naturalmente, es lo primero que dicen 
cuando llegan a un comisaría: *Yo soy drogadicto y por 
eso tengo que cometer delitosu. Y creo, sinceramente, que 

tenemos que hacer un esfuerzo entre todos para acabar 
con esta situación y para dejar de dar cobertura a esta si- 
tuación. Por ello nos vamos a oponer a ese atenuante, y 
por eso nos vamos a oponer a las enmiendas que plantea 
el CDS, porque éstas van dirigidas a algo así como lo si- 
guiente: Si se atraca o se delinque con motivo del consu- 
mo de drogas, vamos a facilitar al máximo, incluso redu- 
ciendo todo lo posible el cumplimiento en carcei de la 
pena, que se deje de consumir drogas y de esta manera de- 
jará de haber delito. Esto no se corresponde con lo que e s  
la Historia de la Humanidad. La plaga del consumo de 
drogas ha empezado hace muy poco tiempo y delitos ha 
habido siempre, para empezar. Pero es que, además, tam- 
poco la realidad social demuestra que eso sea efectiva- 
mente así. Lo cierto es que los consumidores de drogas 
que llegan a delincuentes por el hecho de ser consumido- 
res de drogas, es decir, lo que técnicamente se llama dro- 
gadictos delincuentes, por distinguirlos de los delincuen- 
tes drogadictos -es decir, aquellos otros que son previa- 
mente delincuentes y que después llegan al consumo de 
drogas-, normalmente no llegan a cometer grandes de- 
litos; e insisto y recalco lo de normalmente. Son gente que 
no tienen ni la iniciativa ni el entrenamiento ni la capa- 
cidad de decisión para realizar grandes delitos: son gente 
que trapichea, que hacen pequeños hurtos, que engañan 
a sus amigos, que dan sablazos a sus familiares, pero que 
difícilmente van a llegar a cometer un delito que lleve 
aparejada una penalidad superior a los dos años. Porque 
un delito, para llevar una penalidad superior a los dos 
años, tiene que ser, por ejemplo, un robo con lesiones que 
suponga más de treinta días de hospitalización del agre- 
dido. Y yo creo, sinceramente, que la mayorfa de los dro- 
gadictos que hacen lo que pueden para conseguir sufra- 
garse la droga no son capaces de cometer un atraco y no 
son capaces de producir lesiones que requieran más de 
treinta días para su duración. 

Por consiguiente, no sirven para la mayoría de este tipo 
de delincuentes las enmiendas que el CDS quiere plan- 
tear. Y digo que estas enmiendas tienen que ajustarse a 
lo que es la normalidad, porque es verdad que hay otros 
delincuentes que sí que son capaces de hacer este tipo de 
atracos o acciones que provocan más daño en el ofendi- 
do. Pero también es verdad, y S. S. me tiene que recono- 
cer, que hay otros instrumentos en el Código Penal, como 
son, por ejemplo, el artículo 65, que S. S .  no ha citado 
aquí, pero que yo sí se lo cito, que permiten un tratamien- 
to muy especffico para los menores de dieciocho años, 
como son, por ejemplo, las previsiones del artículo 9.0, nú- 
mero uno, segundo párrafo del Código Penal, que ha ci- 
tado S .  S .  y que está recogido en multitud de sentencias. 
Y, desde luego, como es el conjunto de las atenuantes y 
de las eximentes incompletas que están aplicando ya los 
tribunales españoles y que permiten, para aquellos casos 
excepcionales en los que se aprecie de verdad que pueden 
ser beneficiados ellos y la sociedad por esta remisi6n con- 
dicional de la pena que se les aplique este tipo de medi- 
das del Código Penal. 

Yo simplemente terminaré diciendo en este caso que en 
el tema de para quién está pensada la remisión condicio- 

, 
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nal de la pena, que es en todos los casos o en casi todos 
-yo diría que en todos los que yo conozco, o en casi to- 
dos, por no llegar a lo absolutc- para delincuentes pri- 
merizos, como en el caso español, y, desde luego, que es 
en casi todos los casos para delitos que llevan aparejadas 
penas de dos o menos afios como en el caso español, este 
argumento del Derecho comparado nos mueve a recono- 
cer que las enmiendas que presenta el CDS a este aspecto 
del proyecto de ley lo único que harían sería permitir que 
fuera utilizado fraudulentamente por delincuentes que no 
tienen voluntad de rehabilitarse y que utilizarían esta fi- 
gura exclusivamente para escapar de la prisión. 
Su señorta ha dicho aquí que a lo mejor en el futuro 

hay que modificar esta regulación o redacción que aquí 
se plantea. Yo le digo que tal vez sea así, pero esta figura 
nueva que sería equivalente a una de las modalidades de 
la {(aprobation)) que existe en Inglaterra, vamos a instau- 
rarla así, vamos a seguir su funcionamiento, vamos a ver 
qué éxito tiene, y posteriormente nos plantearemos si con- 
viene ampliar ese plazo o si conviene aplicarla a los no 
reincidentes. No  vaya a ser que por querer avanzar dema- 
siado deprisa vayamos a dar una traspié demasiado gran- 
de y vayamos a dar con nuestras narices, que en este caso 
serían las narices de la sociedad española en su conjunto, 
en el suelo. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Carro Martínez): Gra- 
cias, señor Luna. En turno de réplica, tiene la palabra el 
señor Zubía. 

El señor ZUBIA ATXAERANDIO: Gracias, sehor Pre- 
sidente. Resulta ciertamente difícil, pero al mismo tiem- 
po casi innecesario, hacer uso, en sus justos términos, de 
este trámite de réplica. En primer lugar, por cuanto que 
el ponente socialista se ha referido en concreto únicamen- 
te's dos de las enmiendas presentadas por mi Grupo. En 
cualquier caso es innecesario porque también es cierto 
que estamos repitiendo un debate que ya tuvo lugar en Po- 
nencia, se repitió, nuevamente, en el trámite de Comisión, 
se ha vuelto a repetir ahora y, obviamente, conocemos 
cada uno de los portavoces cuál es la postura. de cada gru- 
po parlamentario. 

Simplemente poreso poco más podemos decir. Que se 
mantengan las enmiendas para votación, y reafirmarnos 
en dos principios fundamentales: uno, primero, en cuan- 
to a considerar que existe.una clara diferencia entre lo 
que está diciendo la exposición de motivos del proyecto 
que estamos debatiendo y lo que, posteriormente, se plas- 
ma en el texto articulado. Es una realidad evidente y 
prueba de ello es que hemos coincidido la casi totalidad 
de los portavoces que hemos intervenido en el trámite 
anterior. 

En segundo lugar, quiero dejar constancia, también, de 
nuestra postura clara, maridiana de que hay que dar ma- 
yor énfasis, mayor importancia al aspecto preventivo, al 
aspecto de reeducación y no al de agravación de las pe- 
nas. Sé que el portavoz socialista ha hecho especial hin- 
capié en el aspecto de agravación de las penas. N o  esta- 

mos, vuelvo a repetirlo, en desacuerdo con esa agrava- 
ción. Ha hecho referencia concreta a un aspecto, que pue- 
de ser ciertamente llamativo, cual es la eliminación que 
nuestra enmienda hace del agravante para el caso de je- 
fes o autoridades. No es esta la filosofía o el aspecto fun- 
damental de nuestra enmienda. Tan es así que en este 
punto concreto estaríamos dispuestos a admitir la expli- 
cación del portavoz socialista. No es éste, en modo algu- 
no, el meollo principal de nuestra enmienda como tal. 

No podemos, tampoco, aceptar la explicación dada por 
el portavoz socialista en cuanto al rechazo de nuestra en- 
mienda número 4, referente a la modificación que propo- 
nemos del artículo 9.", pese a la argumentación dada, ya 
que en función de la misma resulta evidente que sobra, o 
en este momento estaría de más, la atenuante segunda del 
artículo 9: del Código Penal. Con la explicación dada por 
el portavoz socialista resulta evidente que tampoco la em- 
briaguez debía ser considerada, a ningún efecto, como 
atenuante. 

Por ello, repito, señor Presidente, mi grupo va a man- 
tener para votación las enmiendas presentadas. Unica- 
mente, y para terminar, quisiera dejar constancia de que 
mi G N ~ o ,  con la presentación de estas enmiendas, no está 
inventando absolutamente nada, no está manteniendo 
una postura partidista, particular 'o solitaria, sino que 
está defendiendo una postura que la doctrina ya la está 
aceptando de manera mayoritaria. 

Quisiera en este momen'to y con ello termino, señor Pre- 
sidente, hacer una somera referencia a un artículo que ha 
sido publicado hace unos días, concretamente en una re- 
vista que se denomina «Poder y control», publicado por 
el Catedrático, profesor de la Universidad de Barcelona, 
Carlos González Zorrilla, con el cual coincidimos expre- 
samente en cantidad de aspectos que en el mismo se con- 
templan. Quisiera decirle al portavoz socialista que hay 
un artículo -se lo remitiré con muchísimo gusto por si 
no lo conoce- y en uno de sus capítulos que se titula «La 
ilusión represiva)) se hace referencia a esta pretendida 
modificación del Código Penal. Se dicen cosas tan curi<r- 
sas y llamativas, por no llamarlas de manera distinta, 
como las siguientes: La represión penal no ha supuesto 
un descenso en el consumo de drogas ilegales. Añade: Pue- 
de resultar útil recordar que el mayor uboomn, en cuanto 
a la difusión del consumo de drogas ilegales en nuestro 
país, coincidió con la aprobación, en el año 1981, de un 
endurecimiento considerable de las penas previstas para 
el tráfico de drogas, como consecuencia de la ratificación 
por España del Convenio Unico de las Naciones Unidas. 
Y añade, para terminar, este artículo que a pesar de la ex- 
cusa legal para que este aumento sea la persecución de 
los traficantes y no el de los consumidores, de hecho, al 
centrarse únicamente en los eslabones inferiores de la ca- 
dena de distribución, va a suponer la penalización de mu- 
chos toxicómanos dedicados al tráfico para atender las 
necesidades derivadas de su propio consumo. 

Esto es lo que nosotros decimos. Lo hemos manifesta- 
do en la tribuna y no ha sido contradicho, en modo algu- 
no, por el portavoz socialista. Este es un proyecto de ley 
que está dirigido al traficante, pero que, en definitiva, 
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afecta terriblemente y no soluciona por ello el problema 
del pequeño traficante consumidor. 

Nada más, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIQENTE (Carro Martínez): Gra- 

Por el Grupo Popular, tiene la palabra el señor Hui- 
cias, señor Zubía. 

dobro. 

El señor HUIDOBRO DIEZ: Gracias, señor Presidente. 
Vamos a replicar más por razones de forma que por 

otros motivos, puesto que, como se acaba de decir, las pos- 
turas de cada grupo están claras a lo largo del debate de 
totalidad, el informe de la ponencia y los debates de Co- 
misión e, incluso, en el día de hoy. 

Se ha hecho mención especial a que nosotros quería- 
mos, con un problema semántico, resolver el problema de 
fondo. Si bien es cierto que para resolver cualquier pro- 
blema de fondo es necesario acudir a los términos, no es- 
tamos dispuestos a mantener esos términos si con cuales- 
quiera otros se llega a la misma conclusión que nosotros 
pretendemos. Esa es la razón por la que he dicho en la tri- 
buna que podíamos haber redactado mejor la enmienda. 
Nuestro Grupo entiende que no es perfecto, que sus tra- 
bajos pueden ser mejorados como consecuencia del deba- 
te, está dispuesto a escuchar, y no sólo está dispuesto a 
escuchar, sino a ser convencido cuando los argumentos 
que se empleen de contrario sean suficientemente buenos 
como para poder ser convencido. Lo que ha ocurrido aho- 
ra es que nos han demostrado que podíamos haberlo he- 
cho mejor, claro que sí; pero estamos hablando de cues- 
tiones semánticas, no de la cuestión de fondo, y en el fon- 
do se nos sigue diciendo que este delito está incluido den- 
tro de la rúbrica de daños contra la salud que una vez ti- 
pificado el delito, para penalizar la conducta tipificada 
como delito, se tiene en cuenta el mayor o menor daño 
que se causa a la salud, y para decir a los tribunales cómo 
pueden calcular ese daño, si ha sido mucho --o puede ser- 
le- el que cause o puede ser poco, lo que se les dice es: 
atenderán ustedes a la sustancia a la que se haya referido 
esa actividad, a la sustancia que esté cultivando, elabo- 
rando o con la cual estk traficando. 

Lo que nosotros estamos diciendo es que no se trata de 
que la sustancia sea el único elemento del que depende 
que cause más o menos daño; hay otros elementos que in- 
fluyen también en que se cause un mayor o menor daño, 
más o menos grave, a la salud. Queremos suprimir de este 
artículo esa única alusión a que el tipo de droga es lo úni- 
co que se tiene en cuenta para determinar el daño que se 
causa. Ese es - c r e o  que lo be dicho ya  de todas las  for- 
mas posibles- el fondo de la enmienda. ¿Que no les gus- 
ta cómo la hemos redactado? Estamos dispuestos a cam- 
biarla, siempre que lo que se haga sea introducir otros ele- 
mentos para valorar esta gravedad que se ha causado en 
la salud. 

¿Que nuestra enmienda es semántica, que nuestro con- 
dicional, causare o pudiere causar no es lo mismo? No 
quiero entrar en esa discusión en este debate porque creo 
que no tiene importancia, pero sigo manteniendo que un 

condicional en subjuntivo nunca da por supuesto que el 
hecho se ha realizado. De todas maneras, digo que no ten- 
go ningún interés en mantener los términos que he utili- 
zado; tengo interés en que quede constancia dentro de 
esta definición, de esta agravación de la pena, el hecho de 
que el grave daíio a la salud no depende sólo de la sus- 
tancia fabricada, usada o de la sustancia con la que se ha 
traficado, depende de otras muchas cosas, y el portavoz 
socialista, en el debate de totalidad, puso de manifiesto 
-y podría buscar el «Diario de Sesiones»-, no solamen- 
te una vez sino en varias ocasiones, que el daño causado 
a la salud dependía de otras muchas circunstancias, no so- 
lamente de la droga. Recójanse estas manifestaciones en 
el texto del artículo 344 y nuestro grupo se dará por 
satisfecho. 

Se ha dicho, y con esto termino porque creo que ya lle- 
vamos mucho tiempo con este debate y hemos dicho todo 
lo que teníamos que decir, que esta reforma -no sé si iba 
por nuestro grupo, pero, por si acaso, voy a hacer referen- 
cia a ello- responde, ha dicho concretamente, a que la 
realidad social así lo requiere; porque la realidad social 
ha cambiado se reforma ahora el artículo 344. Desde el 
año 1983 al año 1987 la realidad social sobre esta mate- 
ria no ha cambiado, por lo menos lo que era previsible en 
aquel momento. Lo único que puede haber cambiado es 
la idea que el Gobierno o el Grupo Socialista tienen so- 
bre esa realidad social, pero la realidad social estaba ahí 
ya tal como está hoy, y lo que debemos hacer es ver esa 
realidad social tal como está para que, dentro de dos o 
tres años, como y a  se ha puesto de manifiesto por otros 
grupos, no tengamos necesidad de volver a reformarlo. 
Vamos a ver la realidad social tal cual es, vamos a ver 
aquello que tenemos delante de nosotros, en unos breves 
años y vamos a hacer un artículo que no sea necesario re- 
formar mañana o pasado mañana otra vez, sino que pue- 
da cumplir con su misión, no digo toda la vida, pero por- 
lo menos diez, doce o quince años. 

Ese es el problema, y no podemos andar a pequeños tra- 
mos, tenemos que hacer no solamente todo aquello que es- 
tamos contemplando, sino aquello que razonablemente es 
previsible. Nosotros pensamos que hay cosas previsibles 
que no se resuelven con este artículo. 

Por supuesto que este artículo supone un gran avance, 
así se lo hemos reconocido; por supuesto que la postura 
del Grupo Socialista supone un gran avance, respecto a 
la del año 1983, así se lo hemos reconocido, pero nos gus- 
taría que diera un paso más, porque creemos que este pro- 
blema afecta a todos losespañoles y que todos los Gru- 
pos debemos estar de acuerdo y prestar nuestro apoyo 
para resolver este problema. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Carro Martínez): Muchas 

Tiene la palabra el señor Trías de Bes. 
gracias, señor Huidobro. 

El señor TRIAS DE BES 1 SERRA: Señor Presidente 
para decir que no deseamos someter a votación y vamos 
a retirar en este acto la enmienda de mi Grupo Parlamen- 
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tario, número 37, puesto que está recogida en el dicta- 
men de la Comisión. 

El señor VICEPRESIDENTE (Carro Martínez): Gra- 

Para turno de réplica en contra tiene la palabra el se- 
cias, señor Trías de Bes. 

ñor Luna. 

El señor LUNA GONZALEZ: Muchas gracias, señor 
Presidente. 

Voy a replicar de forma breve a los representantes del 
Partido Nacionalista Vasco y al de Coalición Popular. 

Mire, señor Zubía, nosotros estamos de acuerdo con us- 
ted en que hay que trabajar en la prevención. El proble- 
ma es que la prevención, desde el Código Penal, sólo se 
puede hacer de una manera: con las penas en la mano. 
La prevención fuera del Código Penal se hace de otras mu- 
chas maneras; pero dificilmente se va a prevenir si S .  S. 
pretende rebajar las penas, si S. S. pretende que el con- 
sumo de drogas sea atenuante en todo caso, con lo cual 
el delicuente que no sea consumidor de drogas va a em- 
pezar a serlo, porque siempre se podrá beneficiar de esa 
atenuante, etcétera, Así no hay manera de prevenir desde 
el Código Penal. 

No me hable S .  S .  del caso de la embriaguez, porque le 
tengo que recordar simplemente que el Código habla de 
la embriaguez no habitual -le recalco lo de no habi- 
tual-, cosa que difícilmente se puede aplicar en los ca- 
sos de oonsumo habitual de drogas que son los que esta- 
mos aludiendo en estos momentos. 

Respecto del fenómeno de la influencia de la modifica- 
ción penal en cuanto al consumo de drogas del artículo a 
que usted hace referencia, que yo ya conocía, le tengo que 
decir a usted y a todos los penalistas que hacen la misma 
comparación, que éste no es un problema unicausal. El 
consumo de drogas no se produce exclusivamente porque 
el -&digo Penal esté redactado en unos términos u otros, 
se produce por otras muchas razones. Por consiguiente, 
hay que hacer un análisis multicausal de por qué avanza 
o disminuye el consumo de drogas. Nose puede hacer ese 
análisis simplista y lineal de decir que justamente cuan- 
do aumentan las penas aumenta el consumo de drogas, 
porque al mismo tiempo que aumentan las penas, se pro- 
ducen otra serie de cambios en la sociedad, que sería muy 
prolijo relatar aquí, que son los que verdaderamente in- 
ciden en el aumento del consumo de drogas. 

Finalmente, respecto al señor Huidobro le diré dos co- 
sas: Primero, es falso que sólo se tenga en cuenta el tipo 
de droga a la hora de establecer la pena, porque se olvida 
que en el texto del proyecto están incluidas una serie de 
agravantes. Por consiguiente primero se objetiva el tema 
en relación a la sustancia y después se producen otra se- 
rie de moficiaciones de la pena a aplicar en hinción de la 
personalidad del sujeto pasivo que sufre ese tráfico de 
drogas. 

Señor Huidobro, la realidad social claro que ha cam- 
biado desde el año 1983 al año 1987; ha cambiado y bas- 
tante, por eso tiene que cambiar el artículo 344 del Có- 
digo Penal. Fíjese si habrá cambiado que hasta el dicta- 

men del Parlamento Europeo recomienda un tratamiento 
muy especial para los derivados de la ucannabis». En este 
tema lo único que no ha cambiado es el pensamiento de 
S .  S .  o el pensamiento de su grupo, y le voy a decir por 
qué: porque es un pensamiento que no está en función de 
la realidad social y en función del bien jurídico que hay 
que proteger en esta sociedad. Es un pensamiento que tie- 
ne profundas raíces morales y para ustedes cualquier dro- 
ga es mala por el hecho de ser droga. No distinguen y no 
discriminan. Nosotros decimos que el consumo de drogas 
es malo para la sociedad y para el individuo, pero somos 
capaces de'discriminar porque estamos en la realidad so- 
cial y en los problemas reales que ocasiona a esta socie- 
dad el consumo de drogas. Somos capaces de discriminar 
y decir que este tipo de sustancias causasn un perjuicio y 
este otro tipo de sustancias cuasan otro perjuicio más gra- 
ve, Solamente desde una posición de inmovilismo moral, 
como es la suya, se puede mantener la otra tesis. 

Muchas gracias. (Varios señores DIPCITADOS: ¡Muy 
bien!) 

El señor VICEPRESIDENTE (Carro Martínez): Gra- 

Vamos a proceder a las votaciones. 
Votamos, en primer lugar, las enmiendas del Grupo del 

Comienza la votación. (Pausa.) 

cias, señor Luna. 

PNV. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 273; a favor, 40; en contra, 162; abstencio- 
nes, 71. 

El señor VICEPRESIDENTE (Carro Martínez): Que- 
dan, por consiguiente, rechazadas las enmiendas que aca- 
ban de ser votadas. 

Votamos, a continuación, la enmienda número 10, del 
Grupo de CoalicMn Popular. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votaci6n, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 275; a favor, 83; en contra, 164; abstencio- 
nes, 28. 

El señor VICEPRESIDENTE (Carro Martínez): Queda 
rechazada la enmienda número 10, que acaba de ser 
votada. 

Votamos, seguidamente, las enmiendas defendidas por 
el señor Mardones. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 276; a favor, 46; en contra, 166; abstencio- 
nes, 64. 

El señor VICEPRESIDENTE (Carro Martínez): Quedan 

Votamos, a continuación, las enmiendas de la Agrupa- 

Comienza la votación. (Pausa.) 

rechazadas las enmiendas que acabamos de votar. 

ción del PDP, que han sido dadas por defendidas. 
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Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 276; a favor, 43; en contra, 164; abstencio- 
nes, 69. 

El señor VICEPRESIDENTE (Carro Martínez): Quedan 
rechazadas las enmiendas que acaban de ser votadas. 

Votamos seguidamente las enmiendas de Minoría Ca- 
talana, salvo la 37 que se da por retirada. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación) dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 276; a favor, 58: en contra, 165; abstencio- 
nes, 53. 

El señor VICEPRESIDENTE (Carro Martínez): Que- 
dan, pues, rechazadas las enmiendas que acaban de ser 
votadas. 

Votamos finalmente las enmiendas del Grupo Parla- 
mentario del CDS. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 277; a favor, 64; en contra, 166; abstencio- 
nes, 47. 

El señor VICEPRESIDENTE (Carro Martínez): Quedan 
rechazadas las enmiendas que acaban de ser votadas. 

Votadas todas las enmiendas, y no aceptada ninguna, 
procede a continuación votar el texto de la Comisión. (El 
señor Martín Tova1 pide la palabra.) 

¿Señor portavoz del Grupo Socialista? 

El señor MARTIN TOVAL: El dictamen de la Comi- 
sión, señor Presidente, pero el Grupo Socialista solicita- 
ría que la votación de totalidad, en todo caso, se pos- 
pusiera ... 

El señor VICEPRESIDENTE (Carro Martínez): No se 
va a producir ahora, se ha adelantado el señor portavoz. 

Votamos exclusivamente el dictamen de la Comisión, y 
esta Presidencia anuncia que la votación de totalidad que 
corresponde a este texto orgánico se producirá no antes 
de las siete y en torno a las siete de la tarde. 

Votamos, pues, el dictamen de la Comisibn del proyec- 
to de Ley Orgánica de reforma del Código Penal en ma- 
teria de tráfico ilegal de drogas. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 277; a favor, 169; en contra, 30: abstencio- 
nes, 78. 

El seiior VICEPRESIDENTE (Carro Martínez): Queda 
consiguientemente aprobado este texto legal, pendiente 
de la votación de totalidad que se producirá en el tiempo 
y hora anunciados. (El senor Vicepresidente, Torres Bour- 
sault, ocupa la Presidencia.) 

- PROYECTO DE LEY SOBRE TELEVISION PRI- 
VADA 

El seiior VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Dic- 
tamen de la Comisión Constitucional al proyecto de Ley 
sobre Televisión privada. 

rio Mixto, suscritas por el señor Azcárraga. 

do guste, señor Azcárraga. 

Enmiendas al Capítulo primero del Grupo Parlamenta- Capítulo 
primero 

Tiene la palabra S. S. para defenderlas. (Pausa.) Cuan- 

El señor AZCARRAGA RODERO: Gracias, señor Pw- 
sidente. 

A este Capítulo primero, referido a las disposiciones ge- 
nerales, en nombre del partido Eusko Alkartasuna, hemos 
presentado 16 enmiendas. Con el permiso de la Presiden- 
cia, defenderé también la enmienda número 3, que se re- 
fiere al propio título de la ley. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): La or- 
denación que se había previsto del debate -sin perjuicio 
de que pueda incluirlo en su intervención, señor Azcárra- 
ga- era por Capítulos, dejando el Título y el preámbulo 
como última parte del debate. No obstante, puede orga- 
nizar su intervención como guste. 

El señor AZCARRACA RODERO: En un minuto defen- 
deré esta enmienda número 3.. Nosotros en esta enmien- 
da defendemos el carácter de orgánica para la Ley y lo ha- 
cemos así porque el artículo 81 del texto Constitucional 
es claro al respecto cuando dice que toda ley que desarro- 
lle un derecho fundamental o el propio concepto de las li- 
bertades públicas, debe tener carácter de orgánica. 

Esta naturaleza orgánica que pretendemos para esta 
Ley, va unida al propio concepto que nosotros tenemos so- 
bre el objetivo que debe perseguir el proyecto de ley de 
televisión privada. El objeto de este proyecto de ley debe 
restringirse, desde nuestro punto de vista, a hacer posi- 
ble el desarrollo de un derecho fundamental, como es el 
de comunicar y recibir informacibn, derecho que, como 
tal, pertenece a los ciudadanos. 

Se podrá argumentar en contra de esta enmienda y en 
contra de este planteamiento que este derecho a comuni- 
car y a recibir información no puede ejercerse directa- 
mente a partir de la Constitucibn, porque la comunica- 
ción se hace utilizando el espacio, que es un bien limita- 
do, de titularidad pública, que está sujeto a regulación y 
que, además, reconozco, señorías, que tiene incluso gran 
incidencia internacional. Pero reconociendo que esto es 
así, señorías, pese a ello entiendo que únicamente la re- 
gulación de esta materia puede ser objeto de ley ordina- 
ria. A la vez entiendo que la propia conexión directa exis- 
tente entre ese bien limitado de titularidad pública, suje- 
to a regulacibn por la utilizacibn que se realiza para ello 
del espacio y el derecho fundamental de comunicar y re- 
cibir informacibn, hace razonable, señorías, que todo lo 
que haga referencia al mismo tenga también ese carácter 
orgánico. Estas son, brevísimamente, las razones de esta 
enmienda número 3 al Título de la Ley. 



- 4945 - 
CONGRESO 10 DE DICIEMBRE DE 1987.-NÚM. 77 

El resto de las enmiendas, en concreto las números 4, 
5,7, 8, 10, 12, 13, 14, 15, 17 y 18, giran en torno a la do- 
ble expresión uservicio público)) y uconcesión administra- 
tivan que confiere este proyecto de ley a la televisión 
privada. 

Nosotros no discutimos -no lo hacemos ahora ni lo hi- 
cimos cuando se debatió la enmienda a la totalidad- la 
posibilidad de una televisión pública, aunque tengamos 
que cuestionarnos el modelo actual en el que el concepto 
público no garantiza un bien de todos, sino los intereses 
de los partidos gobernantes. En cambio, señorías, carece 
de sentido que el ejercicio de un derecho fundamental por 
parte de los ciudadanos, como son los reconocidos en el 
artículo 20.1 de la Constitución, queden sujetos a la lógi- 
ca de la concesión administrativa y a las limitaciones que 
el proyecto encierra para aquellos que vayan a ser titula- 
res de este derecho. 

Pero, señorías, lo grave de este Capítulo primero no es 
tanto, en cualquier caso - c o n  la gravedad que tiene-, la 
calificación de servicio público que se hace y que noso- 
tros rechazamos porque es una caracterización para jus- 
tificar la restricción del derecho y a partir de esta restric- 
ción hacer prácticamente una televisión estatal gestiona- 
da por privados, sino, incluso más grave que todo esto, es 
la propia regulación que se hace y las restricciones inusi- 
tadas que se establecen en el proyecto de ley. 

Entendemos, señorías, que la utilización de un bien de 
dominio público, como pueden ser el expectro radioeléc- 
trico que requiere de ordenación por su carácter de bien 
limitado, no es motivo suficiente para justificar restric- 
ciones que el concepto de servicio público permite, como, 
por ejemplo, son el período de concesión limitado a diez 
años, los controles y tutelas estatales, las limitaciones del 
accionariado o la propia limitación a tres canales. 

Por ello, entendemos, setíorías que conceptuar la tele- 
visión privada en el esquema de servicio público sólo per- 
sigug un objetivo, y es que el Gobierno no se resigna a per- 
mitir que un medio tan poderoso de comunicación no esté 
sometido a desorbitados controles administrativos. Está 
claro que la vía que puede hacer posible este control es 
la de mantener el concepto de servicio público al que me 
refería anteriormente. 

Pero además, señorías, no puede aceptarse conforme al 
artículo 128.2 de la Constitución española, al cual se re- 
fiere la exposición de motivos, que la televisión privada 
sea un servicio público de titularidad estatal. En este ar- 
tículo de la Constitución se reconoce la iniciativa pública 
en la actividad económica, y dice textualmente: uMedian- 
te ley se podrá reservar al sector público recursos o ser- 
vicios esencialesa. Pero la idea de actividad económica no 
puede extenderse hasta el infinito, porque todo tiene o 
puede tener un cierto sentido económico. 

Repito lo indicado anteriormente: Es importante mati- 
zar que el objeto de la regulación de la televisión privada 
no es tanto la regulación de una actividad económica, sino 
que debe ser sobre todo la articulaci6n de la forma de ejer- 
cicio de un derecho fundamental, que como tal derecho 
fundamental pertenece a los ciudadanos; que este dere- 
cho no afecta únicamente a aquellos ciudadanos que pue- 

dan participar en algún tipo de sociedad titular de una te- 
levisión privada, sino que afecta también a otros muchos 
ciudadanos, que son la inmensa mayoría, que no partici- 
pan económicamente de ninguna sociedad titular de este 
servicio, pero que tienen derecho a recibir libremente in- 
formación, derecho que por cierto no tiene ningún tipo de 
contenido económico. 

Estas son, en definitiva, señorfas, las razones de nues- 
tro rechazo a la doble expresión uservicio públicou, «con- 
cesión administrativan. 

Asimismo, señorías, tal como indicamos en la enmien- 
da número 9 a este capítulo primero, tampoco se respeta 
en este proyecto de ley el orden de competencias de las 
comunidades autónomas. Este proyecto de ley, so pretex- 
to de regular sólo tres concesiones de ámbito estatal, vul- 
nera las competencias asumidas por las comunidades au- 
tónomas, por lo menos por la Comunidad Autónoma Vas- 
ca, sin que para ello, desde nuestro punto de vista, exista 
ningún tipo de justificación. De esta forma, puede ocurrir 
que una cadena de difusión estatal se organice en tantos 
centros emisores como comunidades autónomas existan, 
sin que éstas hubieran intervenido absolutamente para 
nada en la concesión del permiso de emisión. 

Estamos, por tanto, ante una ley que va contra las co- 
munidades autónomas, y a tal efecto no puede argumen- 
tarse ni una sola razón técnica. La excl'usión de las comu- 
nidades autónomas es única y exclusivamente una razón 
de carácter político, y una vez más, desde mi punto de vis- 
ta, obedece exclusivamente al miedo a la libertad, al mie- 
do a que el pluralismo político informativo refleje tam- 
bién ese pluralismo político y social, y'al miedo asimis- 
mo a que tal reflejo debilite a Televisión Española como 
aparato ideológico al servicio del poder. 

Consideramos, señorías, que la nueva redacción que 
proponemos a través de las enmiendas números 9 y 19 es 
más acorde con la actuación configuración del Estado en 
comunidades autónomas, porque si deseamos ser respe- 
tuosos con esta configuración del Estado, es imprescindi- 
ble que el plan técnico concrete, como solicitamos en es- 
tas enmiendas, el concepto de zonas territoriales en fun- 
ción de esta nueva estructura organizativa del Estado. So- 
lamente de esta forma estaremos reflejando el pluralismo 
político y también el pluralismo cultural y lingüístico de 
este Estado. 

Por ello, señorías, a través de nuestra enmienda de adi- 
ci6n al apartado 3 del artículo 4, pretendemos que las au- 
torizaciones para la emisión de programas con cobertura 
estatal deban de prever también la emisión de programas 
para cada una de las zonas territoriales. 

Por último, las enmiendas números 11 y 16 entendemos 
que son congruentes con el propio texto constitucional. 
Por ello pretendemos sustituir el concepto unacionaln por 
el de uestataln. No se puede ignorar, señorías, que la Cons- 
titución española habla de nacionalidades y regiones y 
que ambas conforman el Estado. De la misma forma que 
en los estados federales se designa a los instrumentos ju- 
rídicos generales como federales, en nuestro caso enten- 
demos que la redacción idónea sería la de denominarlos 
estatales. 



- 4946 - 
CONGRESO 10 DE DICIEMBRE DE 1987.-NÚM. 77 

Señorías, para finalizar, diría que en este capítulo pri- 
mero se concentran las razones fundamentales de nues- 
tro desacuerdo con el proyecto de ley. Primero, por el ata- 
que que este proyecto de ley supone para las propias co- 
munidades autónomas; en segundo lugar, porque enten- 
demos que el papel de los poderes públicos ha de consis- 
tir sobre todo en garantizar y en hacer posibles los dere- 
chos fundamentales y que, por el contrario, el contenido 
de este capítulo primero plantea tan exorbitantes contro- 
les a través del concepto «servicio público», «concesión 
administrativa», que se convierte en un camino de difi- 
cultades que hace imposible la práctica de este derecho. 
Difícilmente va a ser posible, señorías que los privados en- 
tren a invertir en un proyecto que es tan Iimitativo y con 
tan exorbitantes controles por parte de los poderes pú- 
blicos. 

Muchas gracias. 

E,l señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Gra- 

Enmiendas del Grupo Parlamentario Popular al Capí- 

Tiene la palabra para su defensa el señor Ramallo. 

cias, señor Azcárraga. 

tulo Priniero. 

El señor RAMALLO GARCIA: Con la venia, señor Pre- 
sidente. El Capítulo Primero de este proyecto se ocupa de 
conceptos esenciales de la llamada Ley de Televisión Pri- 
vada. Nos da su definición, nos da el modo de explotación 
a través de concesión administrativa, el número de cana- 
les, el plan técnico y las clases de televisión en cuanto a 
su localización geográfica. Este capítulo ha sido enmen- 
dado por mi Grupo con un conjunto de enmiendas que 
van desde la reseñada con el número 208 a la 214. 

Senorías, el articulo 1 .” de la ley que presenta el gobier- 
no es esencial al contenido de la misma, en cuanto que. 
nos facilita el concepto que de la televisión se tiene. Por 
tanto,.el contenido del Capítulo Primero va a ser la pie- 
dra angular de lo que va a ser el concepto de la televisión 
privada que tenga el Gobierno, o que vaya a tener la le- 
gislación española en su conjunto cuando esta ley se haya 
aprobado. 

El proyecto del Gobierno, coherente con la doctrina del 
Grupo que lo apoya, del Grupo Socialista, considera la te- 
levisión como servicio público esencial, haciendo titular 
del mismo al Estado, y admitiendo la posibilidad de la 
gestión indirecta de la televisión. Por contra, nuestra en- 
mienda, coherente con lo que en su día fue enmienda de 
totalidad con texto alternativo, pone en el frontispicio de 
la Ley el artículo 20 de la Constitución española para 
asentar la televisión en libertad de expresión reconocida 
en la Constitución, y considerarla actividad de interés pú- 
blico y manifestación primaria y primigenia de la liber- 
tad de expresión. 

El Grupo Popular establece la diferencia entre La tele- 
visión pública y la privada en cuanto que la primera se 
encuentra ya regulada en el Estatuto de Radiotelevisíón, 
que entendemos que habrá de ser modificado en cualquier 
circunstancia, pero sobre todo después de la aprobación 
de esta ley, si es que nuestras enmiendas merecen la con- 

sideración de la Cámara, y la segunda que esta ley queda 
exclusivamente para la televisión privada, para toda la te- 
levisión privada, haciendo ese mérito al título de la ley. 

De otra parte, y conforme a nuestra concepción de que 
no se trata de un servicio público, el establecimiento y la 
explotación de la televisión privada se realizará en régi- 
men de autorización administrativa y no de concesión. 

Entre los dos sistemas básicos que sirven para ordenar 
esta materia, el de la libertad regulada que conduce a la 
iniciativa privada con la autorización administrativa 
como elemento básico, que es la que defiende mi Grupo, 
y el de la reserva al Estado en régimen de servicio públi- 
co, que hace de la televisión pública el centro del siste- 
ma, nosotros hemos optado por el primero. 

El sistema elegido por nuestro Grupo es el sistema que 
impera en Estados Unidos, en donde de verdad hay una 
libertad de televisión o una pluralidad de televisión. 

El segundo, más común en Europa, tan sólo ha sufrido 
la rebelión por la vía de hecho en Italia, tal cual está 
ocurriendo ya en España. 

El Grupo Parlamentario Popular entiende que hoy en 
España es anticonstitucional considerar servicio público, 
es decir, que se reserva el Estado, actividades cuya prác- 
tica constituye un derecho fundamental o son el soporte 
y presupuesto necesarios para su ejercicio. 

En otras palabras, mi Grupo Parlamentario entiende 
que el derecho a la libertad de expresión es algo que está 
eii el ciudadano y no en el Estado, y que en manera algu- 
na puede el Estado concederlo, sí del hecho de que tenga 
que haber una concesión se deriva que se está limitando 
ese derecho que no debe tener limitación. El legislador 
puede efectivamente regular el ejercicio de estos dere- 
chos, pero no puede negarlo, y eso es lo que ocurre cuan- 
do se califica una actividad como servicio público: que se 
está negando de forma originaria el ejercicio de estos 
derechos. 

No se puede alegar como argumento de contrario la 
existencia del Estatuto de la Radio y la Televisión de 
1980, ya que el estatuto no es algo inamovible -se trata 
de un mal estatutc+, ni las leyes pueden ser eternas. Di- 
cho estatuto configura la televisión española de forma no 
adecuada, a nuestro entender, y las consecuencias están 
a la vista -y nunca mejor dicho, en el caso de la televi- 
sión, a la vista-: intromisión constante del Gobierno de 
turno (hoy son ustedes, mañana serán otros, no vamos a 
alegar que haya de verdad ángeles en esta cuestión), por- 
que el Gobierno de turno interviene cada vez que le viene 
en gana. La tentación, señorías, es superior a la virtud de- 
mocrática y seria conveniente ir pensando en la creación 
de un órgano de control de los medios de comunicación, 
contemplado también en el estatuto, independiente real- 
mente del Gobierno de turno, y en atribuir a los jueces la 
decisión sobre las materias más trascendentales de las 
empresas autorizadas para explotar la televisión y la ra- 
dio; es decir, no sería malo judicializar el control de la te- 
levisión y el de la radio, puesto que si no, ocurrirá lo que 
viene ocurriendo. 

La ley que ahora debatimos viene a continuar en el mal 
planteamiento del Estatuto de la Radio y la Televisión y 
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se ampara para ello en el Tribunal Constitucional. Pero, 
señorías, las sentencias en que se apoyan el texto y las ar- 
gumentaciones del Partido del Gobierno no tienen un fun- 
damento importante, ni siquiera han entrado a solucio- 
nar el fondo de la cuestión; sólo han gustado al poder y 
estamos seguros de que incluso éste también piensa que 
ha de ser modificado. De cualquier forma, lo que no son 
es un obstáculo para nuestra afirmación de libertad del 
artículo 20 de la Constitución, que no consiste en otra cosa 
que en un derecho fundamental reconocido y protegido 
en dicho artículo y que no puede limitarse más allá de lo 
que exijan las limitaciones físicas de los medios emplea- 
dos, ya que las jurídicas las da la propia Constitución en 
el número 4 del artfculo 20. Las limitaciones jurídicas no 
debe darlas uná ley, las está dando la propia Constitución 
-como digo- en su articulado, concretamente en el nú- 
mero 4 del artículo 20. 

Quizá fuera conveniente recordar hoy verdades elemen- 
tales que luego en la vida práctica a veces no se dan. Jue- 
ces independientes, por un lado, y prensa libre, por otro, 
son elementos fundamentales para que el poder no se ex- 
tralimite en un Estado democrático. En una verdadera de- 
mocracia el poder no debe tener posibilidad de interferir 
en el proceso de la formación de la opinión pública, y eso 
es lo que está ocurriendo hasta ahora, que sí interviene, 
aunque no en los medios escritos ni en la radio, porque 
ahí hay una pluralidad, que es la que querríamos hoy para 
televisión. No entendemos cómo hay miedo al progresis- 
mo que significa eso. No es un miedo exclusivo del Go- 
bierno español, reconozcámoslo hoy, aquí y ahora, es un 
miedo que también se da en otros Gobiernos de Europa. 
Copiemos lo bueno de Estados Unidos, no nos limitemos 
a aconsejarles lo que deben hacer en otras cuestiones, trai- 
gamos aquí lo que se hace allí. En Italia, por las bravas, 
han cogido un camino, lo mismo que algunos amigos del 
Partido Socialista de Elche o el de otros partidos en Ca- 
ta\,uña, donde están funcionando ya 70 emisoras de tele- 
visión, que supongo que serán privadas, al menos parece 
que así son. 

Cuando pensamos en cuál es la razón de la sinrazón que 
ha llevado al Gobierno a negar la posibilidad de hacer 
una Ley para la libertad, la contestación que se nos 
ocurre, desechadas las frivolidades que se alegan, es bien 
sencilla: el poder es la verdadera razón del monopolio de 
hecho de la televisión por el Estado. Con ello no se hace, 
desde el punto de vista democrático, otra cosa que poner 
en manos más peligrosas que la privada el poder social, 
y hemos de convenir en que ello constituye una verdade- 
ra amenaza a la libertad. 

Por eso no encontramos mejor camino para limitar esa 
amenaza -1imitaci6n que va en beneficio de todos, abso- 
lutamente de todo el pueblo al que en el conjunto de la 
Cámara representamos- que repartir ese poder, Fíjense 
bien: ¿Cuál es la situación, hoy en España, en los medios 
de comunicaci6n del Estado y, como consecuencia, cuál 
es la situación respecto a los medios de comunicación que 
ejerce el Gobierno? Hay dos únicos canales nacionales de 
televisión en poder del Estado, como consecuencia, del 
Gobierno de turno. Hay dos cadenas importantfsimas, Ra- 

dio Nacional de España y Radiocadena Española, más la 
participación en otras cadenas privadas, que también son 
del Gobierno, ahí está la participación en la SER o en 
cualquier otra. La Agencia EFE es la agencia de noticias 
más importante que existe a nivel nacional, por tanto, la 
que puede producir un mayor volumen de noticias. Hay 
16.000 trabajadores de la información en la información 
pública. Televisión Española absorbe tanta publicidad 
como todos los demás medios del conjunto. Por lo tanto, 
la consecuencia es que en la industria de la información 
en España existe un monopolio de hecho: monopolio que 
ejercita el Estado a través del Gobierno. Y no se enfaden 
conmigo, porque será a través del Gobierno de turno 
-tengo que admitirlo-, porque la propensión de los go- 
biernos es ejercer el poder en beneficio propio, y eso se ve 
cada día. 

Esta situación ha llevado a la insubordinación civil y a 
la política de los hechos consumados. Esta ley, señorías, 
nace muerta. Desde la televisión de Calviño a las emiso- 
ras locales, por cable o por onda, que ya se encuentran 
funcionando, esta ley sólo servirá para perder el tiempo, 
porque no es otra cosa que una vaciedad. La limitación a 
tres canales la encontamos caprichosa No entendemos 
por qué deben ser tres canales, por qué no cero, por qué 
no uno, por qué no 80. Sería conveniente que el plan téc- 
nico para la televisión se hubiera hecho antes para saber 
cuántos canales son posibles, porque si no, pensamos que 
es un capricho del Gobierno poner el número tres, como 
hubiera podido poner siete, porque cuando demandamos 
razones no se nos ofrece ninguna. 

Se han olvidado de la televisión por satélite y por ca- 
ble. El señor Calviño no se ha olvidado de la televisión 
por satélite, por supuesto; ustedes sí. El plan técnico -re- 
pito- debía ser anterior, ya que pensamos que no está de 
acuerdo con las condiciones técnicas que se dan hoy en la 
práctica. Son posibles muchos más canales. Cuestión dis- 
tinta es que con esta ley el Gobierno no encuentre clien- 
tes a quien colocarle los canales; pero no se trata de po- 
ner una tienda de vender canales, señor Ministro. Se tra- 
ta de tener una verdadera televisión privada en España. 

Fíjese, señor Ministro -hoy lo digo yo en un artículo-, 
si cuando se hizo la ley de la reforma política, por la cual 
las fuerzas retrógradas de siempre trajeron la libertad a 
España y hoy nos podemos sentar aquí, se hubiera dicho 
-fíjese bien-: las condiciones que se dan hoy en el país 
sólo permiten la existencia de tres partidos políticos ... Se 
podría haber dicho igual, pero se dejó en libertad para 
que fueran tantos cuantos quisiera el pueblo. Y eso es lo 
que queremos, que se pueda apretar el botón de la tele- 
visión, que tiene un montón de ellos, y el ciudadano le sa- 
que el producto a la inversión que ha hecho en su 
televisor. 

Canales nacionales, regionales y locales. ¿Por qué el 
miedo a aceptar la Constitución en su conjunto? (Por qué 
el miedo a regular de una vez por siempre la existencia 
no de la posibilidad, sino ya de la evidencia de los cana- 
les regionales y locales en televisión privada? Las conse- 
cuencias serfan mucho más congruentes con la Constitu- 
ción española. Y seria niucho más progresista, porque si 



- 

CONGRESO 
4948 - 

10 DE DICIEMBRE DE 1987.-NÚM. 77 

progresista es una Constitución en tanto en cuanto hace 
posible el Estado de las autonomías, no es progresista esta 
ley en cuanto niega tal condición a esos canales. Es más 
consecuente con la realidad. ¡Naturalmente!, hoy se anun- 
cia que antes de salir esta ley habrá ptra emisora emi- 
tiendo ya en Cataluña. El Canal 10 coincide con nuestra 
enmienda de totalidad. ¿Por qué? Porque ustedes, seño- 
res del Gobierno -y tengo que referirme a esto en la en- 
mienda al Capítulo primero-, no han hecho una ley pata 
la televisión privada; nos han traído una ley para regular 
tres canales en régimen de concesión a empresas priva- 
das, pero se les ha olvidado la televisión por cable, la te- 
levisión por satélite, la existencia de canales, al lado de 
los nacionales, regionales y locales. Por tanto, nosotros 
coincidimos con el seíior Calviño, porque lo que él hace 
no es televisión privada. El señor Calviño coincide con no- 
sotros, y creo que ha tenido una buena iniciativa, porque 
ha abierto los ojos a muchos respecto a que eso se puede 
hacer, y nos ha enseñado que, como en el caso del aborto, 
hay que ir a hacerlo-a Londres porque aquí el legislador 
no lo permite. Nosotros hubiéramos hecho dos variacio- 
nes a eso: que se pueda emitir desde aquí, naturalmente, 
porque no entendemos por qué se debe limitar la posibi- 
lidad de trabajo en España en un momento en que hace 
falta trabajo y hay que ir a darlo a Londres y,  por otro 
lado, por qué no deben ser estas personas que han tenido 
relación con el poder las que lo pongan en marcha. No- 
sotros creemos que ha sido una burla a la Cámara, y así 
lo hemos manifestado. 

La situación de hecho está ahí. Cada día las informa- 
ciones en los periódicos y en las revistas de más solven- 
cia se hacen eco de la aparición de nuevos fenómenos de 
televisión, bien por medio de cable, satélite o televisión 
convencional de ondas hertzianas. Uno aprieta el boton- 
cillo del televisor y aparece la imagen. Eso está ahí y esta 
ley lo olvida. No creo que ustedes tengan capacidad para 
acabar con todo ello. 

El plan técnico va a ser un documento genérico por el 
que nunca sabremos las frecuencias disponibles. Lo que 
requiere el uso público es transparencia y publicidad, y 
no debe estar en manos del Gobierno. ¿Qué hacen uste- 
des en el articulo que lo regula, y de ahí que lo enmende- 
mos? Resulta que el plan técnico lo hace el Gobierno, lo 
aprueba el Gobierno. Como Juan Palomo, yo me lo guiso, 
yo me lo como, y yo doy las condiciones técnicas por las 
que esto se hace. ¿Cuál es nuestra propuesta, señores del 
Gobierno? Muy sencilla: remítanlo ustedes a las Cáma- 
ras, previo dictamen del Consejo de Estado, que para eso 
está (porque de tanto no usar los órganos consultivos de 
la Administración del Estado, creo que va a llegar el mo- 
mento de cerrarlos, porque no se usan), dictamen vincu- 
lante del Consejo de Estado, aprobación por el Congreso 
y por el Senado. No entendemos por qué el Plan energé- 
tico se aprueba en esta Cámara y no aprobamos el plan 
técnico de la televjsión. Por la vía del plan técnico van a 
hacer ustedes lo que quieran, y lo saben. De momento, le 
van a poner las etiquetas a los tres canales. Naturalmen- 
te, lo harán los técnicos que ustedes designen. 

Nosotros creemos que hay que tener un sistema de 

transporte que hubiera sido necesario que no fuera de pro- 
piedad pública en cuanto a las señales, pero eso lo han 
consagrado ustedes también en la LOT, con lo cual le dan 
ustedes el título de televisión privada a esta ley, pero re- 
sulta que acabamos de aprobar una ley, con las enmien- 
das del Senado, que es la LOT, que es la que verdadera- 
mente complementa esta ley, y estamos legislando el mis- 
mo día, a la misma hora prácticamente, para confundir 
al ciudadano, televisión privada aquí, televisión privada 
en la LOT. Yo creo que es poco serio haberlo hecho de 
esta manera. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Vaya 
concluyendo, señor Ramallo. 

El señor RAMALLO GARCIA: Concluyo, señor Pre- 
sidente. 

En definitiva, nosotros creemos que esta ley no es una 
ley para la televisión privada tal cual se define, y de ahí 
que la enmendemos en el Capítulo primero, sino contra 
la televisión privada, entiéndaseme bien. Puede hacer po- 
sible que, junto a la televisión pública «strictu sensu», 
exista otra que con el nombre de privada esté controlada, 
no digo por el Gobierno socialista, digo por el Gobierno 
de turno, y entiéndaseme bien lo que digo: lo que estoy 
diciendo es en beneficio de la democracia y de la con- 
vivencia. 

Esta ley no gusta a nadie. Hasta la Directora de Tele- 
visión ha dicho que es restrictiva, ha dicho que viene a 
destiempo. Es una opinión, supongo, autorizada, cuando 
ustedes la han hecho Directora General de Televisión. Es 
un trágala, en definitiva, que se nos impone, y nosotros 
lo que deseamos es una buena ley para la televisión pri- 
vada. Creo que todavía están a tiempo de hacer que esta 
ley sea lo que querernos, es decir, una ley para la televi- 
sión privada y no  la imposición de un Gobierno. Repito 
que no es el Gobierno de ahora, porque tengo que decir, 
en honor a la verdad, que ustedes han traído una ley que 
otros gobiernos antes no trajeron; eso es claro y meridia- 
no, una ley que, al menos, nos ha dado la ocasión para de- 
batir, para discernir, como hay que hacerlo en una Cáma- 
ra, sobre la conveniencia o no de esta ley, pero nosotros 
creemos que la ley que han traído ustedes no es adecua- 
da, que la ley que han enviado ustedes la han enviado a 
destiempo, y me temo mucho que eso no sea bueno para 
las próximas elecciones. Hoy se sabe que para la forma- 
ción de la voluntad electoral, o la voluntad de un pafs, es 
esencial la televisión. Ahí está el país, lavado el cerebro 
con «OTAN non, la televisión hizo NOTAN sin. Vemos 
cómo una televisión pública, sin una televisión verdade- 
ramente privada, puede hacer que se vote a un partido en 
el Gobierno a perpetuidad, sea el que sea. Y eso es lo que 
no queremos, señores del Gobierno. Lo que queremos es 
que pueda haber alternancia, porque en la alternancia, 
esté mi partido o el que esté, está la verdadera esencia de 
la democracia, y en la pluralidad informativa está tam- 
bién la esencia de la democracia. 

No es bueno aconsejar a nadie si no se piden consejos, 
pero yo les sugiero que si ustedes no reparten el poder, el 
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poder a ustedes, señores socialistas, se les volverá en 
contra. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Gra- 

Enmiendas de la Agrupación de Diputados del PDP. 
Tiene la palabra el señor Pérez Dobón. 

cias, señor Ramallo. 

El señor PEREZ DOBON: Sefior Presidente, señoras y 
señores Diputados, creo que no hace falta resaltar la enor- 
me trascendencia que en el campo de las libertades tiene 
un instrumento de difusión tan poderoso como la televi- 
sión y hay una prueba evidente: incluso un proyecto de 
ley que el Partido Socialista presenta como proyecto de 
ley ordinaria, es decir, no como proyecto de ley orgánica, 
ha sido avocado para su conocimiento por el Pleno de la 
Cámara. El mismo Partido Socialista, rompiendo el cri- 
terio que le es habitual en las peticiones de avocación, no 
ha podido resistirse a dar sus votos para que sea el Pleno 
de la Cámara el que conozca del proyecto de ley, lo cual 
indica la fundamental importancia de este tema. 

Digo un proyecto de ley que el Partido Socialista pre- 
senta como proyecto de ley ordinaria y no orgánica. Y no 
es orgánico este proyecto de ley que presenta el Partido 
Socialista de manera congruente con lo que el Partido So- 
cialista piensa sobre la televisión privada. El Partido So- 
cialista es perfectamente coherente con lo que él piensa. 
Lb que sucede es que nosotros no compartimos sus crite- 
rios sobre la televisión privada. ¿Por qué? Este proyecto 
de ley tiene el título equivocado. Tendrfa que llamarse 
proyecto de ley de creación de tres nuevos canales de te- 
levisión, o bien proyecto por el que se autoriza la gestión 
indirecta de UM televisión que sigue siendo pública, pues- 
to que es este proyecto de ley y no otro el que califica a 
la televisión privada extrañamente como servicio público 
y le da carácter, por tanto, también público. Para el Par- 
tido Socialista es privada la gestión; no es privada la te- 
levisibn. Por tanto, primera incongruencia. Podrfan uste- 
des cambiar el título a esta norma, y estaríamos discu- 
tiendo otra cosa; pero el hecho es que no lo cambian. ¿Por 
qué no lo cambian? Porque esa repentina conversión del 
Partido Socialista a la televisión privada, entre comillas, 
que nos presenta nos extrañaba un poco, pero ahora ya he- 
mos despejado la incógnita. Su postura actual es exacta- 
mente la misma que mantenía hace unos años, lo que su- 
cede es que utiliza un tremendo eufemismo y llama tele- 
visión privada a algo que no es exactamente televisión 
privada. 

El proyecto de ley ha tenido una evolución azarosa. 
¿Por qué? Porque un proyecto de ley con tanto alcance, 
una materia como ésta, no puede regularse, en opinión de 
la Agrupación a la que represento en este momento, a con- 
trapelo de la opinión generalizada de todos los grupos de 
la oposición. Una regulación de la televisión privada tíe- 
ne que hacerse con una generalizada concordancia de cri- 
terios sobre pilares fundamentales de una ley que no pue- 
de estar sujeta a cambios cada pocos años, en función de 
las distintas mayorías que gobiernen en un momento de- 

terminado. Es una ley que debe nacer con una vida muy 
larga en bien de la estabilidad y en bien de la garantía de 
las libertades. Pero -insisto- el Gobierno presenta un 
proyecto de ley que no es exactamente de televisión pri- 
vada, y nuestra Agrupación no puede votar favorablemen- 
te este proyecto, porque estaríamos desvirtuando los 
términos. 

(Qué dice el proyecto de ley que presenta el Partido So- 
cialista en este Capítulo Primero y que ha sido enmenda- 
do por la Agrupación del PDP?, y me remito a las enmien- 
das de nuestro Grupo que figuran en el Boletín correspon- 
diente de la Cámara. El proyecto de ley dice lo siguiente: 
La televisión es un servicio público esencial de titulari- 
dad estatal. Eso es lo primero que dice después del enca- 
bezamiento: *Proyecto de ley de televisión privadan. Us- 
tedes están declarando que la televisión entra en el artf- 
culo 128 de la Constitución y se olvidan por completo del 
artículo 20 del texto constitucional, Es decir, para un Par- 
tido Socialista quizá por el arrastre de sus preocupacio- 
nes econ6micas, prima más en este tema un articulo de 
la Constitución que está regulando la vida económica y 
empresarial del país que un artículo de la Constitución 
que está regulando el régimen de los derechos y de las li- 
bertades. Es una óptica, a nuestro entender, totalmente 
rechazable y que no podemos compartir. 

Seguidamente, en coherencia con este punto de parti- 
da, articulan la técnica de la concesión (luego me referiré 
al tema de la concesión, porque hubo un interesante de- 
bate en Comisión sobre el alcance de este concepto) y atri- 
buyen la fórmula~.de la gestión indirecta a través de em- 
presas concesionarias. Ustedes se están confundiendo, en 
cierto modo, o quizás aplican la misma técnica a la tele- 
visión que a las obras públicas, es decir, que lo mismo 
que hay empresas que hacen carreteras para el Estado y 
son empresas privadas, piensan que es igual para la tele- 
visión privada, o sea, se privatiza, hay privacidad en fun- 
ción de que es privada la empresa que construye, que 
hace, que difunde o que transmite. Y, finalmente, marcan 
un número de cadenas, que es el número de tres, y hablan 
de un plan técnico nacional de la televisión privada redu- 
cido, curiosa y lógicamente, a ese número de tres. 

¿Por quC nos oponemos rotundamente a este proyecto 
de ley? Quiero recordar que el PDP ha solicitado formal- 
mente que este proyecto de ley se retire y se elabore uno 
nuevo que sea un proyecto de ley de televisión privada, 
petición a la que el Gobierno no ha sido sensible y, por 
supuesto, tampoco el Partido mayoritario. Para el PDP la 
dialéctica que se establece entre el artículo 20 y el ar- 
tículo 128 de la Constitución es una dialéctica falsa en los 
términos que plantea el Partido Socialista. El artículo 128 
del texto constitucional se incluye dentro de un título que 
se llama *Economía y Hacienda.. Y quisiera leerles su- 
cintamente lo que dice el apartado 2, ffjense: use recono- 
ce la iniciativa pública en la actividad  económica^, y si- 
gue: *Mediante ley se podrá reservar al sector público re- 
cursos o servicios esenciales, especialmente en caso de 
monopolio y asimismo acordar la intervención de empre- 
sas cuando así lo exigiere el interés generala. 

Es decir, este precepto, que figura en todas las Consti- 
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tuciones avanzadas del mundo y que tiene que regularse, 
desde luego de lo que habla es de un tema económico. Fí- 
jense las palabras que utiliza: «especialmente en caso de 
monopolio y acordar la intervención de empresas». Pero 
antes señala la reserva al sector público de recursos o ser- 
vicios esenciales. Es un precepto intervencionista para 
cuando esa intervención, valga la redundancia, sea ncce- 
saria. Pero es que, a nuestro entender, donde no es nece- 
saria precisamente es en la regulación de una esfera de li- 
bertad o de derecho, como es la libre difusión del pensa- 
miento de las ideas. 

La aplicación de este precepto puede justificar que el 
Estado se reserve para sí dos cadenas de televisión, las 
dos cadenas que hay. Pero ustedes no pueden utilizar nun- 
ca este artículo constitucional para desvirtuar el conteni- 
do de un derecho fundamental o una libertad pública 
constitucionalmente reconocida, y eso es lo que están ha- 
ciendo en virtud de este proyecto de ley. Y no menciona 
al articulo 20, no encaja en el artículo 20. Nuestro punto 
de partida es distinto. El artículo 20 de la Constitución re- 
conoce la expresión y difusión libre del pensamiento, 
ideas, opiniones, etcétera. Partamos de ahí. Garantiza 
también la comunicación o recepción libre de informa- 
ción veraz. Partamos de ahí. Garanticemos el ámbito de 
la libertad, y luego, si quiere el Gobierno, que haga uso 
del artículo 128 de la Constitución para que un sector de 
ese ámbito de libertades se lo reserve. Es decir, hay que 
invertir los términos y no colocarlos en la situación que 
los coloca el Partido Socialista, porque entonces se vul- 
nera profundamente el contenido de los derechos cons- 
ti tucionales. 

Se invoca frecuentemente, y así lo ha aludido alguno 
de los que me han precedido en el uso de la palabra, la 
sentencia del Tribunal Constitucional. Quiero recordar 
que esta sentencia del Tribunal Constitucional, natural- 
mente, no impide la televisión privada. El Tribunal Cons- 
titucional considera todas las circunstancias que rodea- 
ban ese recurso de amparo, pero es que de lo que parte 
es de la regulación que existía en la Ley del Estatuto de 
la Radio Televisión, en la que ya se hacia uso del artícu- 
lo 128 de la Constitución. Existe un pie forzado del Tri- 
bunal Constitucional, pide forzado que naturalmente no 
existirá en el momento que este proyecto, que desgaja el 
campo de la televisión de los demás medios de comuni- 
cación, diga que no haga uso de la facultad que le conce- 
de el artículo 128 de la Constitución. No es la Constitu- 
ción la que está imponiendo al Tribunal Constitucional 
esa serie de consideraciones; es simplemente la previa de- 
claración del legislador ordinario, a través y haciendo uso 
del artículo 128 de la Constitución en lo que se recoge en 
el Estatuto de la Radio y de la Televisión. Por eso pensa- 
mos que la dialéctica que ustedes plantean es una dialéc- 
tica falsa y es un pie forzado equivocado. 

Voy a entrar seguidamente en algo que me parece de es- 
pecial trascendencia. Es que incluso desde el punto de vis- 
ta del buen uso de la técnica de la reserva al Estado de 
los servicios esenciales hay algo que no llego a entender, 
y que es, como tuve ocasión de exponer en Comisión, el 
tema de los tres canales. No quisiera reiterar los argu- 

mentos que ya han sido expresados, pero si quiero decir 
lo siguiente para que conste en el «Diario de Sesiones». 

En primer lugar, ¿qué es lo que dicen ustedes en el 
preámbulo? Porque en el artículo 4 del proyecto de ley di- 
cen: «El número de las concesiones será de tres». En el 
preámbulo existe una auténtica perla que dice lo siguien- 
te: *En cuanto al número de tales concesiones, la Ley, 
considerando conjuntamente cálculos de viabilidad eco- 
nómica para las empresas concesionarias, exigencias o li- 
mitaciones técnicas hoy existentes y el interés del públi- 
co por una programación diversificada, ha fijado el nú- 
mero de tres». Yo quisiera saber si es serio, a la hora de 
regular esta materia, que se diga que la razón de que sean 
tres es un cálculo de viabilidad económica para las em- 
presas concesionarias. La televisión privada de este país 
está condicionada, según el Partido Socialista, a la viabi- 
lidad económica de las empresas concesionarias. Parece 
ser que hay unas empresas concesionarias y a su medida 
se les hace la ley. 

Por otra parte se dice: <( ... exigencias o limitaciones téc- 
nicas hoy existentes». ¿Qué exigencias o limitaciones téc- 
nicas? El tema del canal 10 ahí está, y no me gustaría 
abundar en los razonamientos que se han expresado. Es 
evidente. (Cómo vamos a impedir esto? Lo que no recoja 
la ley en esta materia, jestá prohibido? ¿Está permitido? 

Finalmente, habla de algo que resulta sorprendente: 
«... y el interés del público por una programación diver- 
sificada, ha fijado el número de tres». Que yo  sepa no se 
ha hecho un referéndum en este país para aprobar tres ca- 
nales de televisión. ¿A quién le han preguntado? A mí no, 
y estoy seguro que a ustedes tampoco. 

Esta es la argumentación que se da en el preámbulo 
para justificar el número de tres canales de televisión. 

iQué sucede con el proyecto de ley? Ustedes no lo quie- 
ren reconocer, pero el proyecto de ley nace absolutamen- 
te envejecido. Una norma, por naturaleza, tiene que in- 
novar el ordenamiento jurídico, pero en una evolución 
como la actual, en un momento como este en que nos en- 
contramos, todavía innovación del ordenamiento jurídi- 
co debe ser a mejor, debe ser un paso adelante, y éste es 
un proyecto de ley regresivo. Están perdiendo ustedes una 
oportunidad que cabría calificar de histórica. 

¿Qué va a pasar con esas pequeñas emisoras que están 
emitiendo? Ustedes se remiten siempre en este proyecto 
a la ley de Ordenación de las Telecomunicaciones. (Qué 
va a pasar con las facultades que le atribuye esta ley a 
las autoridades gubernativas? (Quién va a impedir eso? 
Al final resulta que las castigadas con la ley que están us- 
tedes intentando aprobar en esta Cámara son esas peque- 
ñas emisoras de televisión, esos pequenos centros. 

Por tanto, el proyecto de ley es francamente rechaza- 
ble. Este capítulo primero resume los puntos fundamen- 
tales del proyecto de ley, y en él es incongruente el título 
con el contenido. 

Voy a entrar algo en el tema de la concesión, aunque 
el capítulo siguiente también se refiere ... 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Tiene 
que ir terminando, señor Pérez Dobón. 
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El señor PEREZ DOBON: Termino en un minuto, se- 
ñor Presidente. Muchas gracias. 

Se dijo por parte del señor López Riaño, si mal no re- 
curdo, que la concesión suponía un avance y que hoy en 
día la distinción entre la autorización y la concesibn no 
era tan sencilla. Yo estoy de acuerdo con él. El térmimo 
autorización ha cambiado muchtsimo. No es una figura 
única, es muy compleja y con múltiples variedades. Pero 
en lo que están de acuerdo todos los autores, incluso aque- 
llos que usted citó en la Comisión, es en lo siguiente: lo 
que caracteriza a la autorización es algo inalterable, es el 
dato de la existencia de una prohibición general previa 
que actua sobre actividades que la norma considera como 
propias de los particulares. Ahí está el meollo. Hay acti- 
vidades propias de los particulares, y éste es el caso de la 
televisión, que son previas. Lo que distingue la cokcesión 
de la autorización sigue siendo que mientras en la auto- 
rización hay un campo que es del dominio de los priva- 
dos, aunque tenga todo tipo de prohibición y limitacio- 
nes, en el campo de la conc,esión es el dominio público el 
que se atribuye, el que se concede a los particulares, aun- 
que según su opinión, dominio públio es todo, es decir, 
desde que se da al botón hasta que se recibe en casa. Pero 
ése no es el espacio de ondas radioeléctricas. Ese es otro 
tema distinto. 

Finalmente, quisiera decir que me alegra saber que por 
lo visto tanto el Partido Socialista como la Agrupación a 
la que represénto son grandes admiradoras de Thomas 
Hobbes. Creo que Hobbes, cuando creó el uLeviatan» en 
aquella época supuso un avance tremendo, porque en el 
siglo en que él escribía suponía una defensa de los dere- 
chos de los individuos y de las libertades individuales. 
Pero es que el ~Leviatann de Hobbes se construye cuando 
se construye. Y yo creo que ustedes están intentando en 
este momento montar un nuevo Leviatán en el campo de 
la televisión, en un momento y en un siglo en que ya no 
se justifica aquello a lo que Hobbes quería llegar. 

El sefior VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Gra- 

Enmiendas del Grupo Parlamentario del CDS. Tiene la 
cias, señor Pérez Dobón. 

palabra el señor Ysart. 

El señor YSART ALCOVER: Señor Presidente, seño- 
rtas, casi todos los grupos parlamentario y agrupaciones 
que en esta Cámara tienen asiento mantienen similares 
puntos de vista sobre determinadas cuestiones de este 
proyecto de ley. Sin embargo, nuestro Grupo se resiste a 
entrar en la dinámica que la contextura de este proyecto 
de ley está marcándonos inevitablemente. 

Habría que preguntarse, para empezar, de qué estamos 
hablando hoy aquf, en el tercer trámite parlamentario en 
el que se trata este proyectó. (Estamos hablando del sis- 
tema de televisión privada que España puede tener? ¿Es- 
tamos hablando de la televisibn pública? ¿Estamos ha- 
blando de hasta qué punto la televisión pública puede 
coexistir con la privada, que es de lo que debertamos, se- 
guramente, estar hablando también? Resulta que no, que 
estamos hablando -y no ha habido forma de sacar al 

Grupo mayoritario de la Cámara de este contexto- úni- 
ca y exclusivamente, como han dicho quienes me han pre- 
cedido en el uso de la palabra, de una ley reguladora de 
un sistema concesional de un servicio público indirecta- 
mente, a través de tres autorizaciones a iniciativas priva- 
das. De eso estamos hablando, ni más ni menos. Y ha ha- 
bido por nuestra parte, en todos los trámites hasta ahora 
parlamentariamente vividas, una inmensa voluntad de 
diálogo, de concertación, porque este tema no es adminis- 
trativista, sino que hunde sus raíces en un derecho cons- 
titucionalmente consagrado que a todos los ciudadams 
ampara, no a iniciativas empresariales solamente, a to- 
dos los ciudadanos. Y no ha habido forma de llegar a ese 
acuerdo. 

Cuando ayer, a primera hora de la mañana, entendien- 
do por primera hora las diez o cosa así, se nos hace en- 
trega «generosan - e n t r e  comillas, señores taquígrafos- 
de unas presuntas enmiendas transaccionales, era un acu- 
se más que un transacción lo que se planteaba, y los pun- 
tos claves de este proyecto de ley, para nuestro Grupo Par- 
lamentario, no están precisamente abordados en ellas. 
¿Qué es lo clave para nosotros? Que, coincidiendo - q u i -  
zá sea el único punto en que coincidimos con el Grupo ma- 
yoritari- en el carácter de servicio público -servicio de 
interés público nos gustaría decir, pero no es un término 
técnico jurtdicamente elaborado en España-, compar- 
tiendo esa definición para la actividad televisiva en gene- 
ral, sea pública o privada, sin embargo, quedaría absolu- 
tamente desvirtuada nuestra concepción de la televisión 
si no recogiéramos a cointinuación, absolutamente liga- 
do a ese concepto, el carácter del derecho preexistente que 
todos los ciudadanos espaiioíes tienen reconocida por la 
Constitución. Eso, para nosotros, es el quicio que hace de 
esta ley una mala ley, una muy mala forma, señores de 
la mayoría, de conmemorar el noveno universario de 
nuestra Constitución, que fue hace tres o cuatro dias. 

He dicho en la Comisión hace muy pocos días que us- 
tedes habían preferido mostrar aquí el poder de la Admi- 
nistración a dejar que apareciera la libertad de la sacie- 
dad. Esta no es una frase vacía de sentido. Es decir, cuan- 
do ustedes están únicamente reconociendo, en virtud de 
ese concepto de servicio público, que el Estado graciosa- 
mente puede conceder algo a lo que no tenemos derecho 
los españoles por ser españoles, sino en tanto en cuanto 
hay una voluntad política que así lo decida, como el de- 
recho a ser informados, a ser divertidos y a ser instruidos 
a través de iniciativas privadas que utilicen el medio te- 
levisivo como tal, cuando eso ocurre, señores de la mayo- 
rta, estamos haciendo una ley absolutamente chata. Este 
es el sentido de nuestra enmienda al artículo 1 de este pri- 
mer capítulo. Esta ley no puede seguir adelante sin adje- 
tivar a ese servicio público con la expresión de que todos 
los españoles tenemos previamente el derecho reconoci- 
do y amparado por la Constitución en el artículo 20. 

De ahí se derivan, a nuestro juicio y al de toda la Cá- 
mara, todos los males de la ley. No se puede contemplar 
únicamente por ejemplo, el sistema concesional como me- 
tido para ejercer este derecho, porque, además, en puri- 
dad, convendría más bien un sistema de mera autoriza- 
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ción. Porque no se trata de crear un derecho, sino de re- 
mover los obstáculos que hoy existen para el ejercicio de 
ese derecho a la información plural, privada, etcétera, a 
través de iniciativas privadas. 

Hay otro punto en la ley absolutamente vulnerable y 
que de consagrarlo estaremos cayendo no en la utopía de 
escribir sobre el agua, sino en la ceguera de creer ver que 
estamos abarcando todo lo que la sociedad española pue- 
de dar de sí para la televisión privada a través de esta ley. 

Señores diputados, no tiene ninguna lógica reducir la 
expresión de televisión privada al ejercicio indirecto de 
un servicio público únicamente a través de las ondas hert- 
zianas. Hay muchos otros sistemas técnicos. Hay muchas 
posibilidades. Por tanto, no se crea ninguna selva, no tie- 
ne por qué crearse ningún marasmo, si regulamos, a tra- 
vés de una articulación legal, seria, flexible, moderna, et- 
cétera, el derecho a difundir todo esto de lo que estamos 
queriendo hablar por medio de otros sistemas portadores 
técnicos, ya sea el cable o el satélite de comunicación. 

Tampoco tiene sentido circunstribir a tres las posibles 
concesiones que esta ley concede en el mundo de las on- 
das hertzianas. No tiene sentido porque hoy ésta es la rea- 
lidad, pero puede que mañana no la sea. Tampoco hoy lo 
es ustrictu sensun. Estamos reservando al Estado otro ca- 
nal. Pero es esto lo que dice el proyecto de ley. 

Por último, me voy a referir al artículo 5. Fruto de esta 
concepción administrativista del proyecto legislativo y 
fruto del afán reglamentista con que ustedes y su Gobier- 
no, señores de la mayoría, suelen contemplar en muchas 
ocasiones las regulaciones de estas materias, jno sería 
mucho más noble amparar esta ley como un desarrollo 
del artículo 20 de la Constitución? En el seno de su Gru- 
PO y de su Gobierno tienen varias, por no decir muchas, 
manifestaciones en este sentido. {Por qué no reconocer 
que esto es el desarrollo de un artículo de la primera par- 
te de la Constitución? 

Pues bien, toda la autoridad, toda la policía de este sis- 
tema concesional de tres canales de televisión queda en 
manos del Ministro de Transportes y de un organismo au- 
tónomo, presidido por el Ministro de Transportes en teo- 
ría, y con cuatro miembros vocales nombrados por el mis- 
mo señor Ministro de Transportes. Esto, señorías, sí que 
no tiene precedentes demasiado exhibibles. 

Nosotros pensamos, y no sólo nosotros sino que lo pien- 
san los ingleses, los franceses, por ejemplo, sin ir más le- 
jos -hay otros que no piensan nada y no regulan esto, de 
paso lo diré-, que sería mucho más congruente que pues- 
to que de regular una iniciativa privada se trata en este 
proyecto de ley, sería mucho más coherente que una ex- 
presión de la propia sociedad, directamente elegida a tra- 
vés de quienes representan la soberanía nacional, es de- 
cir, de esta Cámara, y no precisamente entre personali- 
dades de partidos políticos, no precisamente entre miem- 
bros del Parlamento, sino entre personalidades de rele- 
vantes méritos en el mundo académico, cultural, de la po- 
Iitología o de la jurisprudencia, formara una alta autori- 
dad, un instituto nacional de televisión que llevara la po- 
licía - e n  el sentido administrativo del término, del con- 
cepto- de todo este tema de la televisión privada. 

Señores de la mayoría, nuestro Grupo Parlamentario, 
por todas estas razones de fondo, piensa que no podemos 
entrar en este Capítulo primero en cuestiones adjetivas, 
cuestiones de matices técnicos, y no podemos dar nuestro 
consentimiento, porque además de cuanto he dicho, y con 
ello acabo, tiene, a nuestro modo de ver, una profunda li- 
mitación. Si ésta o cualquier otro tipo de ley mejor que 
ésta es un día realidad -esperemos que pronto- y la te- 
levisión privada es un hecho social en España -un he- 
cho, no un proyectw, nos plantearemos entonces otro 
problema, y eso es tan cierto como que ahora es de día, 
nos plantearemos el problema, sin duda, del futuro de la- 
televisión pública. En el CDS pensamos que sería muy 
conveniente, sin perjuicio de Estatutos, etcétera, en vigor, 
que en esta ley, que evidentemente no es de televisión pri- 
vada, pero que según su denominación lo es, se recogiera 
la necesaria coexistencia con la pública. Eso es lo que es- 
tán discutiendo hoy en otros lugares donde la televisión 
privada no es una expectativa de futuro, eso es lo que hace 
exactamente un año, un mes y seis días el Tribunal Cons- 
titucional de Karlsruhe en Alemania, y a instancias del 
Grupo Parlamentario del SPD, informó o sentenció, como 
ustedes prefieran, hace exactamente esas fechas que les 
he dicho. Y es una responsabilidad, señores de la mayo- 
ría, señoras y señores Diputados de esta Cámara, garan- 
tizar la dinámica que esta ley imprima, si es capaz esta 
ley de imprimir alguna dinámica, cosa que dudo si uste- 
des persisten en el inmovilismo con que haii estudiado el 
problema, y que dentro de muy poco tiempo no nos esté 
llevando a cuestionarnos la viabilidad de la propia tele- 
visión pública. 

Señoras y señores Diputados, con ello queda claro que 
por no reconocer el derecho preexistente que todo ciuda- 
dano tiene no solamente a emitir información a través de 
la televisión, sino a recibirla; que por el carácter regla- 
mentista intervencionista del próyecto de Ley y por las li- 
mitaciones que se autoimpone al no contemplar otros sis- 
temas técnicos que el de las ondas hertzianas, estamos en 
absoluta disconformidad con este Capítulo primero del 
proyecto de Ley. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Gra- 

Enmiendas de la Agrupación de Diputados de Izquier- 

Tiene la palabra el señor Espasa. 

cias, señor Ysart. 

da Unida-Esquerra Catalana. 

El señor ESPASA OLIVER: Señor Presidente, señoras 
y señores Diputados, siguiendo el trámite parlamentario 
defender6 todas las enmiendas de Izquierda Unida a este 
primer capítulo de la ley llamada de televisión privada, 
pero mejor sería llamarla, conto otros oradores ya han he- 
cho, la ley de los tres canales o la ley de concesi6n admi- 
nistrativa de los tres canales. 

Quisiera, para empezar, señalar nuestra posición en un 
aspecto coincidente con la del Grupo Socialista, y con la 
del Grupo Parlamentario del CDS en el reconocimiento 
que nosotros hacemos también del espacio público tele- 
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visivo, es decir, el entender la televisión como un servicio 
público de titularidad estatal y, por tanto, sujeto a con- 
cesiones y autorizaciones. En este aspecto queremos se- 
ñalar nuestra posición de fondo, de partida, distinta a la 
de otros Grupos, aunque después, como se verá, coincidi- 
mos en muchas otras apreciaciones en cuanto a la opera- 
tividad, en cuanto a la virtualidad, en muchos aspectos 
concretos, del contenido de la ley con otros Grupos que, 
por lo demás, en otros aspectos doctrinales, sociales y po- 
líticos son adversarios nuestros, o nos consideramos no- 
sotros en una situación antagónica a la suya ideológica y 
políticamente. 

Por tanto, estamos de acuerdo en considerar la televi- 
si6n como un servicio público, de acuerdo en considerar- 
la como de titularidad estatal, y de acuerdo con entender 
que a través de autorizaciones y concesiones se debe y se 
puede regular este bien común. Nosotros no creemos que 
privado sea por definición mejor que público, porque 
creemos que lo público ha supuesto muchas veces el Ile- 
gar a cotas de mayor libertad, de mayor democracia, de 
mayor ejercicio de los derechos fundamentales de la per- 
sona cuando estos derechos se han garantizado a través 
de sistemas públicos de protección o de prestación de es- 
tos mismos derechos, como por ejemplo la justicia, la en- 
señanza o la sanidad. Es decir, desde el punto de vista 
doctrinal, privado no es por definición, desde nuestra óp- 
tica, desde nuestra posición política, superior a público, 
ni mucho menos; antes al contrario, muchas veces lo pú- 
blico garantiza mucho mejor el amparo de los derechos 
fundamentales de las personas, de los individuos y tam- 
bién de los colectivos. 

Dicho esto para sentar nuestra posición general, he de 
decir en seguida, señores del Gobierno, señores del Gru- 
po que da soporte al Gobierno, con toda franqueza y des- 
de la proximidad ideológica que no entiendo en absoluto 
su posición. Es una ley -no voy a repetir argumentos- 
que nace absolutamente devaluada y muerta. ¿Por qué 
tres concesiones y no más? Y no voy a repetir los argu- 
mentos del señor Pérez Dobón. Es una ley que no contem- 
pla en absoluto toda la realidad que el progreso tecnoló- 
gico permite: canal satélite, canal 10, televisiones locales, 
televisión por cable, vídeos comunitarios, etcétera. Todo 
esto está absolutamente al margen de la concepción de 
esta ley, y es una ley que, además, a través de las conce- 
siones, limita la posible expansión del espacio público te- 
levisivo, y ahí sí que, desde posiciones de izquierda, quie- 
ro combatirla y criticarla. Ustedes mismos, cuando esta- 
ban en posiciones que nosotros también hemos tenido, 
cuando decían que no querían de ninguna manera (lo de- 
cía el seiior Bofill desde esta misma tribuna) plantearse 
la posibilidad de la televisión privada, daban como gran 
argumento la escasez del medio. Pues bien, este mismo ar- 
gumento que se utilizaba entonces, se vuelve ahora con- 
tra ustedes, contra esta ley y contra su formulación escri- 
ta. Porque si es verdad que con los actuales soportes ma- 
teriales terrestres hay una escasez de soporte comunica- 
tivo, si dan tres concesiones a entidades privadas y pri- 
vadas comerciales, están ustedes limitando la posible ex- 
pansi6n de otros canales públicos de televisi6n. Me estoy 

refiriendo a las televisiones locales -lo veremos de nue- 
vo en el artículo 3 1 y mencionaré un famoso video que ha 
circulado por esta casa y que muchos han podido ya ver 
sobre las televisiones locales de Cataluña-, pero, sobre 
todo, a la posible emisión de terceros canales en otras Co- 
munidades Autónomas que aún no los tienen plenamente 
regulados y concedidos, como, por ejemplo, las Comuni- 
dades Autónomas de Madrid, Valencia y Andalucía. 

Ustedes nos vienen a decir que el pluralismo en televi- 
sión se garantiza s610 a través del pluralismo externo y 
que éste lo entienden sólo como la entrada de entidades 
comerciales en la emisión de televisión. 

Hemos dicho ya que no estamos dogmáticamente en 
contra de la posibilidad de emisiones privadas de televi- 
sión, pero sí lo estamos de que esta posibilidad limite la 
expansión de otros emisores, de otros productores de in- 
formación, a través del medio televisivo, de carácter 
público. 

En este sentido, la exclusión de otras formas que no 
sean las sociedades anónimas comerciales de la concesión 
nos parece arbitraria y,  evidentemente, absolutamente 
distinta a lo que han sostenido otros oradores que me han 
precedido en el uso de la palabra. 

¿Por qué han de ser sólo comerciales? ¿Por qué no po- 
dían ser otro tipo de entes los que' optasen a la concesión 
de los tres canales? Esta es una discriminación, aparente, 
en la concesión, no tanto en la resolución posible, que no 
se entiende y que incluso puede, por razones totalmente 
distintas a las que ha argumentado la derecha, entrar en 
colisión con el artículo 20 de la Constitución. Me refiero 
concretamente al hecho de discriminar una u otra forma 
de acceder a la concesión de cadenas privadas de televi- 
sión o emisión de estos tres canales. 

ES una ley que nace muerta por el aspecto de oportu- 
nidad. La tecnología ha superado completamente lo que 
esta Ley viene a regular: satélite, cable, televisiones loca- 
les por ondas hertzianas y, en definitiva, la demanda de 
la población de una información más próxima a donde 
está localizada, donde vive y, por tanto, la concesión en 
la ley de sólo tres canales de ámbito estatal nos parece 
una reducción excesiva de toda la compleja situación en 
la que hoy se sitúa el mundo de la comunicación te- 
levisiva. 

¿Por qué tanta prisa? ¿Por qué un «iter» legislativo tan 
peculiar como el que se ha producido? En el debate de to- 
talidad se nos dice: «Ya debatiremos y haremos transac- 
ciones en Ponencia*. En Ponencia se nos dice: «Ya hare- 
mos transacciones en la Comisión)). En la Comisión no se 
hace nada y se dice: «Bueno, ya se harán en el Pleno». 

Creo que aquí hay una prisa -y voy a dar un argumen- 
to más- por parte de los posibles concesionarios, Otros 
oradores han dicho: *¿Por qué sólo tres canales?)) ¿Es que 
es un traje a medida? ¿Es que sólo hay tres posibles op- 
tantes, o quizá menos de tres?». Pero es que, además de 
que el traje sea a medida -idea que comparto y, por tan- 
to, me opongo radicalmente a la forma en que está con- 
cebida esta Ley-, el concesionario ha dicho que el traje 
lo quiere ya, en seguida, porque si no el pastel comunica- 
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cional español se va a deteriorar desde el punto de vista 
de los intereses del posible concesionario privado. 

¿A qué me estoy refiriendo? A la emisión por terceros 
canales de las Comunidades Autónomas de Madrid, de Va- 
lencia y de Andalucía, que son las comunidades autóno- 
mas de mayor densidad de población que aún no dispo- 
nen de terceros canales como Cataluña, Euzkadi y Gali- 
cia y si estos terceros canales de Madrid, Valencia y An- 
dalucía empiezan a emitir, es evidente que además de to- 
dos los otros argumentos que han dado otros oradores, la 
iniciativa, el posible reparto del pastel comunicacional, 
publicitario, etcétera, en manos del peticionario del traje 
particular, es decir, del concesionario, se le queda un poco 
anticuado, se le pasa de moda, y ésa es una de las razo- 
nes fundamentales de por qué se nos hace andar, casi di- 
ría, al paso de la oca, porque ahora al Gobierno le han en- 
trado prisas de aprobw una ley llamada «de televisión 
privadan, una ley con tantos defectos como se está vien- 
do que tiene, a juicio de todos los portavoces de todos los 
Grupos de la Cámara. 

No pienso nunca -por lo menos, intento no hzicerlo- 
que uno defiende toda la verdad. Pero, realmente, seno- 
res del Partido Socialista Obrero Español, cuando todo el 
arco parlamentario, desde posiciones distintas, con argu- 
mentos distintos, se opone a esta ley, continuar conside- 
rando olímpicamente que están ustedes en lo cierto, y que 
esto es lo que más conviene a la televisión, a los medios 
de comunicación y a España, es realmente un poco au- 
daz, cuanto menos. Ustedes están viendo tranquilamente 
cómo desde todas las posiciones se dan argumentos de 
peso importantes -a veces contradictorios, es cierto- 
contra esta ley, su forma y su oportunidad, sus defectos y 
sus limitaciones, y se queden absolutamente impasibles. 

Veo que se me termina el tiempo y quisiera tocar un se- 
gundo argumento que corresponde al capítulo primero y 
que hace que esta ley sea desde otra perspectiva, la auto- 
nómica, cultural, de un estado plurinacional y pluricul- 
tural como es el Estado espafiol, también terriblemente 
vulnerable y para la que anuncio (no tanto en cuanto a 
Grupo Parlamentario, pero sí en cuanto a miembro de un 
partido que puede incidir en una asamblea legislativa de 
una Comunidad Autónoma, la de Cataluña) un recurso de 
inconstitucionalidad promovido desde el Parlamento de 
Cataluña, al menos por mi partido, el SUP, por lo siguien- 
te: el artículo 4.0 produce una invasión inconstitucional 
de competencias exclusivas de las comunidades autóno- 
mas, en este caso me estoy refiriendo a las de Cataluña, 
Euskadi y Galicia, que tienen competencia exclusiva en 
cultura y en lengua propia. 

El plan técnico que dice que debe diseñar el organismo 
autónomo y lo que prevé el artículo 4.0 de que las emi- 
siones han de ser de ámbito estatal y después de ámbito 
territorial, y que la dimensión y los límites de este terri- 
torio corresponde marcarlos a un organismo guberna- 
mental, sea el Ministerio de Transportes, sea un organis- 
mo autónomo, es una invasión flagrante y absolutamente 
inconstitucional de competencias que, o bien están en esta 
Cámara, o bien están en las Cámaras de las comunidades 
autónomas a las que me he referido. Por tanto, dejar en 

la ley la posibilidad de que esta delimitación territorial 
no se superponga o no respete los espacios culturales, que 
son al menos las Comunidades Autónomas de Cataluña, 
Euskadi y Galicia, es una gravfsima lesión de inconstitu- 
cionalidad para la que, repito, anuncio un recurso de in- 
consti tucionalidad promovido desde el Parlamento de 
Cataluña. 

También lo es en la medida en que, según el artícu- 
lo 149.27 de la Constitución ésta debería ser una ley de 
normas básicas, no una ley detallada y detallista sobre la 
concesión administrativa de tres canales de televisión pri- 
vada. Por tanto, también se invaden competencias de las 
comunidades autónomas. 

Para terminar, como decía el señor Ramallo, cuando 
aducía que otros planes, como el Plan Energético Nacio- 
nal, son vistos, debatidos y discutidos en esta Cámara, evi- 
dentemente, caso de existir un plan técnico sobre televi- 
sión privada y sus áreas de difusión estatales y territoria- 
les, es lógico que esto no podría ni debería ser nunca una 
competencia gubernamental, sino que, en todo caso, de- 
bería ser una cuestión debatida y discutida en esta 
Cámara. 

Por todas estas razones, 30s oponemos a todo el capí- 
tulo primero de esta ley y, en general, a la ley, por su con- 
cepción de restringir, por la vfa de dar unas determina- 
das concesiones, la posible expansión del espacio público 
televisivo, sin negar por esta posición la posibilidad de 
que, además del espacio público televisivo, pueda haber 
emisiones privadas de televisión. Pero para nosotros apri- 
vado» no es equivalente a «comercial», y hay otras for- 
mas de emisión privada de televisih, entre las que in- 
cluimos también la comercial, no como hace el proyecto 
de ley, que sólo contempla la posibilidad de tres grandes 
emisores comerciales, ignorando, sobre todo, la realidad 
diversa y pluriforme que se da en este mundo. 

Tendremos ocasión de profundizar más en alguno de 
los argumentos que he señalado ahora en los restantes ca- 
pítulos de la ley que estamos debatiendo. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Gra- 

Enmiendas del Grupo Parlamentario Vasco, PNV. Para 
cias, señor Espasa. 

su defensa tiene la palabra el señor Olabarría. 

El señor OLABARRIA MUÑOZ: Señor Presidente, se- 
ñorías, voy a intervenir con brevedad, pero no sin afirmar 
previamente algo que ha sido comentado por otros por- 
tavoces y que también preocupa a nuestro Grupo Par- 
lamentario. 

Parece que esta ley en su discurrir histórico, en su tra- 
mitación en este Parlamento, ha ido perdiendo progresi- 
vamente importancia. Parece que es una ley que está ju- 
gando de alguna manera contra el tiempo. A cualquiera 
se le ocurre el símil de esos partidos de fútbol que tienen 
que ser empatados en el último cuarto de hora y, para ha- 
cerlo, no basta el nervio, sino que hay que cambiar la es- 
trategia. Y éste es un poco un símil que a cualquiera se 
le ocurre aplicar a esta ley, porque he recibido algunos 
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golpes de forma inopinada, al menos, en opinión de nues- 
tro Grupo. 

De todas formas, en esta ley -y por eso digo que nues- 
tra intervención va a ser breve-, nosotros tenemos una 
identidad de criterios sustancial con el Grupo Socialista, 
con el Grupo proponente. Entendemos que esta ley se 
ajusta a la doctrina del Tribunal Constitucional en su con- 
ceptuación, en su esencia jurídica. Nosotros concebimos 
esta ley como un servicio público esencial, lógicamente 
de titularidad estatal, y adjudicable a empresas privadas 
a través del trámite de la concesión administrativa, y en- 
tendemos que éste es el sistema más generalizado en el 
Derecho Comparado. Por eso, curiosamente, en el debate 
de totalidad iniciamos una carrera en solitario y fuimos 
el único Grupo que no presentó enmienda de totalidad a 
este proyecto de ley. 

No obstante nuestra discrepancia fundamental como 
Grupo nacionalista empieza en la segunda oración. Ser- 
vicio público esencial, sí, y de titularidad estatal, tam- 
bién, pero discrepamos del concepto de Estado que va 
constriñendo el resto del articulado de la Ley. 

Desgraciadamente en esta Ley se identifica al concepto 
de Estado con el concepto de Administracibn Central del 
Estado, y eso nos parece preocupante. El Estado, incluso 
en su acepción constitucional del término, tanto la Admi- 
njstración Central del Estado como las Administraciones 
autonómicas con competencia compartida, con soberanía 
política y jurídica compartida, y en esta materia la cues- 
tión es clara, y lo es especialmente para la Comunidad Au- 
tónoma de Euskadi, cuyo artículo 19 atribuye a esta Co- 
munidad competencia de carácter exclusivo para crear, 
regular y mantener su propia televisión. Su propia tele- 
visión, punto, sin calificar esta televisión como pública o 
como privada. 

Por estas razones nosotros tenemos una serie de en- 
miendas tanto a este capítulo como a otros, de carácter 
competencial, que son las enmiendas en las cuales vamos 
a‘ poner un mayor énfasis en su defensa, 

Nuestro grupo tiene una duda metódica que no ha po- 
dido ser resuelta en los anteriores trámites tanto de Po- 
nencia como de Comisión. Nos gustaría recabar del Gru- 
po proponente, del Grupo socialista, mayoritario en esta 
Cámara, cuál es su posición respecto de una cuestión pun- 
tual, de una cuestión concreta. 

¿Esta ley la tenemos que calificar, tal como ha sido ya 
calificada por los portavoces de otros grupos parlamen- 
tarios, como una ley reguladora exclusivamente de tres 
canales de televisión privada de ámbito territorial coin- 
cidente con el Estado? ¿Es una ley sólo para regular esto? 
Esto es poco ortodoxo desde una perspectiva de técnica 
jurídica, dada la función de generalidad que toda ley debe 
tener; pero si esto es así, nos llevaría a la conclusión de 
que quedan expeditas las potestades legislativas, en su 
caso, de determinadas comunidades autónomas, las que 
poseen competencia exclusiva en materia de televisión. 
20 es una ley que pretende regular el ejercicio de la tele- 
visión privada con esta naturaleza jurídica, con carácter 
de generalidad para todos, para la Administración cen- 
tral y para las comunidades aut6nomas? 

Esta es la duda metódica que nuestro Grupo tiene, y de 
la resolución de esta duda, 16gicamente va a depender 
nuestra actitud en el trámite parlamentario de esta ley. 

Nosotros estimamos que si ésta es una Ley que Única- 
mente va a regular tres canales privados de televisión, con 
esta conceptuación jurídica que nosotros aceptamos, que- 
darían expeditas potestades legislativas de determinadas 
comunidades autónomas con competencia de naturaleza 
exclusiva, y de no ser así, nuestro Grupo sí entiende gra- 
vemente lesionadas competencias autonómicas que ex- 
presamente reconocen diversos Estatutos de autonomía, 
concretamente el de Euskadi, así como posiblemente 
otros, porque esta ley se está debatiendo en un concepto 
de cierto caos, de cierta confusión informativa. 

Nos han llegado recientemente noticias a través de cier- 
tos medios de comunicación, de pretensiones políticas de 
determinados líderes, incluso de presidentes de ciertas co- 
munidades autónomas, basándose en informes jurídicos, 
al parecer bien documentados, no sólo de crear terceros 
canales u otro canal público de televisión, si no de, inclu- 
so en el mismo sentido que se prevé en este proyecto de 
ley, la adjudicación de un canal privado de televisión, 
aceptando sp preceptuación jurídica previa, es decir, la 
de servicio público esencial de titularidad estatal. En este 
caso, esta confusión informativa que está afectando a este 
proyecto de ley parece que, de alguna forma, desvirtúa 
criterios de otros portavoces parlamentarios que han in- 
tervenido. No sabemos cuáles son las posiciones claras 
respecto a este proyecto de ley de los distintos partidos 
políticos aquí representados. Por esta razón vamos a man- 
tener una cierta cautela en el debate de esta Ley. 

Respecto a las dos enmiendas puntuales presentadas a 
esta ley, son similares a las que han mantenido otros gru- 
pos parlamentarios que me han precedido en el uso de la 
palabra. Con la enmienda que presentamos al artículo 4.” 
pretendemos que la posibilidad de emisión sea en ámbi- 
tos territoriales diferentes del Estado; por eso en el nú- 
mero 2 de esta enmienda estimamos que se podrá prever 
simultáneamente la emisión de programas de cobertura 
nacioinal. Creemos que no se debe aapriorizarn esta cues- 
tión, que deben ser las empresas optantes las que deter- 
minen expresamente el ámbito territorial de emisión. 

Otro tema importante en esta enmienda, que ya ha sido 
citado por otros portavoces, es que no nos parece correc- 
to tabular a tres el número de concesiones, ya que éstas 
han de ser las que las posibilidades técnicas admitan. 
Esta imposición nos parece escasamente ajustada a los 
criterios más 16gicos de técnica jurfdica. 

La segunda enmienda se refiere al plan técnico nacio- 
nal. Estimamos que éste debe ser aprobado por una ley, 
se debe elevar el rango jurídico formal de la norma que 
apruebe el plan, porque éste no sólo regida cuestiones o 
aspectos técnicos de control, de tutela de las empresas ad- 
judicatarias, sino que regula cuestiones políticas impor- 
tantes -tal como han sido referidas por el señor Ramón 
Espasa-, cuestiones de la trascendencia de los ámbitos 
territoriales de emisión, no coincidentes con el ámbito del 
Estado. 

En primer lugar, nos gustaría saber si esos ámbitos 
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territoriales de emisión son coincidentes con los de comu- 
nidades autónomas, son superiores a los de comunidades 
autónomas, pero coincidentes con comunidades lingüísti- 
cas o culturales, o son otros ámbitos diferentes. Esta es 
una cuestión de trascendencia política esencial y, en su 
caso, el plan técnico nacional, al no estar preconcebido, 
debería ser aprobado por una ley de este Parlamento. 

Esta es la justificación de las dos enmiendas; éstos son 
los criterios generales que nuestro Grupo quería exponer. 

Con esto doy por terminada mi primera intervención. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Gra- 

Enmiendas del Grupo Parlamentario Minoría Catala- 
cias, señor Olabarría. 

na. Tiene la palabra el señor López de Lerma. 

El señor LOPEZ DE LERMA 1 LOPEZ: Señor Presiden- 
te, señorías, a este primer capítulo de la ley que nos ocu- 
pa, nuestro Grupo Parlamentario tiene presentadas o 
mantenidas, en su caso, tres enmiendas, que son las nú- 
meros 277, 278 y 279. 

(Qué dicen estas enmiendas del Grupo Parlamentario 
de la Minoría Catalana? En primer lugar, proponen no re- 
ducir a tres el número de concesiones, sino, por el contra- 
rio, posibilitar tantas emisoras privadas de televisión 
cuantas determine para cada momento el plan técnico na- 
cional. En segundo lugar, establecen dos tipos de cober- 
tura para la emisión de programas: una de ámbito esta- 
tal, otra de ámbito autonómico. En tercer lugar, señalan 
que la delimitación territorial a la que se refiere el ar- 
tículo 4: del proyecto respete, en lo que sea posible, la or- 
ganización territorial del Estado, es decir, que la emisión 
de programas territoriales que realicen las empresas con- 
cesionarias se adapte a los territorios que la concepción 
autonómica del Estado ha posibilitado y este Congreso, 
junto con el Senado, es decir, las Cortes Generales, tienen 
aprobado. En cuarto lugar, otorgan a las Cortes la apro- 
bación, mediante ley, del llamado plan tkcnico nacional 
de televisión privada. 

¿Señorías, en qué nos basamos para proponer estas sus- 
tanciales, estas importantes modificaciones? En primer 
lugar, en las sentencias 12/82 y 74/82, del Tribunal Cons- 
titucional. En ellas, esta alta institución del Estado pare- 
ce entender que el instrumento legislativo apropiado para 
contener la decisión política de establecer la televisión 
privada era una ley orgánica, ya que, cito textualmente 
nsólo esta Ley» -dice el Tribunal Constitucional- ((PO- 

drá considerar el conjunto de problemas suscitados y dar- 
les una solución armónica» -c ie r ro  la cita- en desarro- 
llo -y vuelvo a abrirla- «de alguno de los derechos cons- 
titucionalizados en el artículo 20 de la Constitución 
española )). 

A ello ya se ha referido alguno de los intervinientes de 
esta mañana y,  por tanto, creo ya suficiente el contenido 
de esta base. Pero quería señalar a continuación que el 
Tribunal Constitucional señala expresamente que la re- 
gulación de la televisión privada debe hacerse al amparo 
de los derechos reconocidos y protegidos en el citado ar- 
tículo 20 de nuestra Ley fundamental, coincidiendo ple- 

namente en cuanto señala su homónimo de la Repiiblica 
Federal alemana que, en sentencia dada el afio 1961 el Tri- 
ounal Constitucional alemán, calificaba a la radiofelevi- 
jióii como importante factor de la formación de la opi- 
iión pública, por lo que la libertad radiotelevisiva es 
-c i to  textualmente-: «un elemento constitutivo por an- 
tonomasia del orden democrático.» 

Estamos, pues, señorías, ante el desarrollo de un dere- 
iho constitucional, reconocido y protegido, que no exige 
m a s  limitaciones que aquellas surgidas de los condicio- 
namientos técnicos y socio-económicos que acompañan a 
la actividad televisiva, como todos ustedes señalan. Y es- 
tos condicionamientos no los señalo yo, aunque sí los 
mantengo en esta tribuna, sino que los citó en su día, con 
mayor autoridad jurídica, el profesor Tomás de la Cua- 
dra Salcedo, precisamente en el otoño de 1982, a través 
de un importantísimo trabajo publicado en la Revista de 
Derecho Político de la Universidad Nacional de Educa- 
ción a Distancia. Creo innecesario recordar que el profe- 
sor De la Cuadra Salcedo, además de Ministro del primer 
Gobierno socialista, es hoy Presidente del Consejo de Es- 
tado. Coincidimos plenamente en su parecer, en el senti- 
do de que la regulación de la televisión privada debería 
hacerse por ley orgánica y no precisamente por ley ordi- 
naria. Repito que es el parecer de un ex ministro socia- 
lista y el actual Presidente del Consejo de Estado, a tra- 
vés de un artículo publicado en la Revista de Derecho Po- 
lítico de la UNED. 

Nosotros, fieles a esa doctrina, no ponemos otra limi- 
tación que la técnica al ejercicio del derecho a expresar y 
difundir libremente los pensamientos, las ideas, las opi- 
niones que -repite+ reconoce y a la vez protege el ar- 
tículo 20 de la Constitución. De ahí, por tanto, que remi- 
tamos, a través de nuestras enmiendas, al plan técnico na- 
rional y a su permanente ajuste con las posibilidades téc- 
nicas del momento el número de concesiones que posibi- 
lita la ley. Una ley que, repito, deberfa ser orgánica y no 
ordinaria, al regular derechos de las personas tan elemen- 
tales como el relativo a la libertad de expresión. 

En definitiva, señor Presidente, cabe dudar de la cons- 
titucionalidad de una regulación de la gestión concesio- 
nal del llamado servicio público de televisión, limitado 
única y exclusivamente a tres concesiones de cobertura 
nacional, como expresamente sc señala en el artículo 4: 
de este proyecto que debatimos. El Tribunal Constitucio- 
nal, al tratar de la televisión privada, ha dado primacía 
a la dimensión institucional de los derechos contempla- 
dos en el reiteradamente citado artículo 20 de la Consti- 
tución sobre la individualidad, precisamente por razón de 
la escasez de frecuencia, es decir, por razones técnicas que 
limitan el ejercicio de sus derechos. Pero ha recordado 
también el Tribunal Constitucional las indeclinables exi- 
gencias del pluralismo que el legislador -es decir, noso- 
tros- debe -debemos- tener presente en el momento 
de regular al televisión privada. Por eso, en nuestra mo- 
desta opinión, no otorgar todas las concesiones técnica- 
mente posibles, tanto para las emisoras de cobertura es- 
tatal como para las emisoras de cobertura autonómica, 
como también las emisoras de cobertura comarcal o mu- 
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nicipal, supone la creación de una situación de privilegio 
que, por supuesto, es contraria, abiertamente contraria, 
al espfritu y a la letra de nuestra Ley fundamental. Toda- 
vía más cuando, como hace el proyecto enviado por el Go- 
bierno, se elige la vía de la concesión como instrumento 
de acceso de los particulares al ejercicio de los derechos 
contenidos en el reiteradamente citado artículo 20 de la 
Constitución. En ese supuesto se impone la regla de igual- 
dad en el ejercicio o disfrute de los mismos derechos, sin 
privilegios, que, como saben SS. SS. se encuentra reite- 
radamente proclamada en nuestra jurisprudencia cons- 
titucional. 

Pero hay más, y éste es un segundo fundamento de nues- 
tras enmiendas: algunas comunidades autónomas, mu- 
chas de ellas, tienen la potestad de crear su propia tele- 
visión, que no es ciertamente ni la televisión estatal ni la 
televisión estatal concedida a esa Comunidad Autónoma, 
sino su propia televisión. Véanse como ilustración de mis 
palabras las sentencias 10/83, 26/82 y 44182, del Tribunal 
Constitucional, las cuales han otorgado la máxima rele- 
vancia al artículo 2:, 3, del Estatuto de la Radioteievi- 
sibn, precepto que, a juicio del alto Tribunal, no se refie- 
re a una, sino a dos competencias autonómicas, cuya re- 
gulación remite a la potestad legislativa de cada una de 
las comunidades autónomas. 

Una primera competencia es la organización y el pos- 
terior control parlamentario del llamado comúnmente 
tercer canal de televisión; la otra competencia es la orga- 
nización y control de la radiodifusión y televisión en el 
mismo ámbito territorial. Fue esa segunda competencia 
la que permití6 saldar a favor del País Vasco o de Cata- 
luña el contencioso de las concesiones administrativas de 
emisoras de radio, y será posiblemente, por analogía, este 
parecer del Tribunal Constitucional el que permitirá en 
su dfa el reconocimiento de competencias televisivas para 
las comunidades aut6nomas, al menos aquellas que en sus 
estatutos de una manera expresa tengan reconocida esa 
facultad de otorgar licencias de emisoras de televisión en 
su propio ámbito. 

Este proyecto, me dirán ustedes, sólo pretende un efec- 
to innovador mínimo sobre el Estatuto de la Radio y la 
Televisión, cual es el de regular la gestión indirecta de un 
servicio público esencial, como es la televisión, cuya titu- 
laridad ostenta el Estado. De acuerdo, pero quisiera re- 
cordarles algo. Ya en los albores del Estado de las auto- 
nomías surgió la duda de si las comunídades autónomas 
competentes para el desarrollo legislativo de las bases es- 
tatales habían de esperar el dictado de éstas para poder 
actuar o bien podían libremente actuar sin ese marco es- 
pecífico de ley de bases. El Tribunal Constitucional se per- 
cató enseguida de que de aceptarlo así, es decir las Co- 
munidades aut6nomas después de la ley de bases, las co- 
munidades autónomas quedaban en manos del Estado, 
que es tanto como decir que al Gobierno, o a la mayoría 
que ampara al Gobierno, le bastaría con no dictar leyes 
de bases para reducir a la nada las competencias terri- 
toriales. 

Consecuentemente, en 1981, quisiera recordar a 
SS. SS., el Tribunal Constitucional declaró que - c i t o  tex- 

tualmente- ula inactividad de los poderes centrales en 
el ejercicio de sus competencias propias no puede ser mo- 
tivo para privar a las comunidades autónomas del ejerci- 
cio de las suyas)>, de lo que nosotros deducimos que si us- 
tedes no quieren establecer el marco legal, el marco de ca- 
rácter básico para las televisiones privadas de ámbito au- 
tonómico, ello no es obstáculo, según la doctrina del Tri- 
bunal Constitucional, para que las comunidades autóno- 
mas ejerzan directamente y de manera plena sus compe- 
tencias en esta materia. Es decir, para que nos entenda- 
mos, no porque esta ley obstaculice la posibilidad, al no 
establecer la normativa de bases, de futuros cuartos o 
quintos canales de televisión autonómicos, o bien de ca- 
nales privados de ámbito autonómico, con concesión au- 
tonómica, va a poder imposibilitar que las comunidades 
autónomas con competencia plena, como es el País Vasco 
o como Cataluña, podamos ejercer directamente nuestras 
competencias estatutarias, al margen, como dice la pro- 
pia sentencia del Tribunal Constitucional, de si este Par- 
lamento legisla o no en materia básica. 

Finalmente, señor Presidente, tenemos dos enmiendas 
que hacen referencia a la delimitación de zonas territo- 
riales. Entendemos que la posibilidad de que, a través de 
un plan técnico nacional, se altere la organización auto- 
nómica del Estado a efectos televisivos es negativa, no 
sólo para la concepción pluricultural - como ha señala- 
do el Diputado sexior Espasa- y plurinacional del Esta- 
do, sino porque entraría en colisión directa con las com- 
petencias que en materia de radio y televisión tienen las 
Comunidades Autónomas, no únicamente porque sus res- 
pectivos Estatutos ast lo señalan, sino porque la jurispru- 
dencia del Tribunal Constitucional manifiestamente lo ha 
remarcado. 

Pensamos, por tanto, que la delimitación de las zonas 
territoriales a que se refiere el artículo 4? debería adap- 
tarse en lo que sea posible a la organización territorial 
del Estado entre las distintas Comunidades Autónomas 
que la integran. 

Por otra parte, nuestra propuesta de añadir un tercer 
apartado al artículo 6: 

En la enmienda 278 proponemos que el plan técnico na- 
cional de televisión privada no sea aprobado por el Go- 
bierno, como dice el proyecto de ley, sino que sea apro- 
bado, mediante ley, por estas Cortes Generales. Entende- 
mos que es una cuestión de amplia trascendencia. Desde 
nuestro prisma, ese plan técnico nacional de televisión 
privada debería posibilitar en cada momento el mayor 
número posible de canales de televisión para que fuera lo 
más plural posible la oferta. Por ello pensamos que estas 
Cortes Generales deberían, por ley, aprobar el instrumen- 
to que va a posibilitar, de hecho, el ejercicio de la liber- 
tad de expresión, de información y de opinión a través de 
un medio tan importante como es la televisión. 

Nada más, señor Presidente. Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Gra- 

Enmiendas del Grupo Parlamentario Mixto suscritas 
cias, señor L6pez de Lerma. 

por el señor Larrínaga, que tiene la palabra. 
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El señor LARRINAGA APRAIZ: Señor Presidente, se- 
ñorías, Euskadiko Ezkerra está intentando, a lo largo de 
este trámite parlamentario -y tengo que confesar que 
hasta ahora sin ningún éxito-, que el proyecto de ley que 
hoy seguimos discutiendo incorpore en su texto esa rea- 
lidad, que está ahí, que son las televisiones locales, y que 
asimismo incorpore en su texto los elementos suficientes 
para que el mismo sea respetuoso con las competencias 
de las Comunidades Autónomas. 

Creemos que hay numerosos argumentos, en los cuales 
ya he insistido tanto en el debate de totalidad como en el 
debate en Comisión, para fundamentar lo que digo. Por 
una parte, ahí están los derechos reconocidos en determi- 
nados estatutos a algunas Autonomías en materia de de- 
sarrollo legislativo y ejecución en materia de televisi6n; 
ahf están también las necesidades de mantenimiento de 
la idiosincracia cultural de numerosas Comunidades Au- 
tónomas; ahí'está un elemento, que a nosotros nos parece 
importante y que en el caso de la Comunidad Autónoma 
vasca quizá lo sea más por la especificidad de su lengua, 
que es la posibilidad de utilización de la televisión como 
un instrumento para el asentamiento de la lengua en la 
Comunidad Autónoma vasca; y, por ÚJtimo, ahí está la 
utilización de las televisiones como un instrumento, so- 
bre todo a nivel local, de socialización de la vida local. 
Creo que son argumentos suficientes que no se recogen en 
el texto que viene en esta ley. 

Nos encontramos ante un proyecto de ley que, tal y 
como hoy se encuentra, no sirve ni para fijar en tres el nú- 
mero de televisiones que van a tener cobertura estatal 
-ahí están los proyectos vía satélite- y tampoco da ca- 
bida a una realidad que ya está funcionando, como son 
las televisiones locales. Nos encontramos, pues, hasta hoy 
a,nte un texto legal que, en realidad, es un texto muy poco 
útil. 

Por eso entiendo que las enmiendas que ha presentado 
Euskadiko Ezkerra a los artículos 4.0 y 5," de este capítu- 
lo, son enmiendas que completan el texto y recogen estas 
realidades a las que antes me refería; son además enmien- 
das respetuosas con las coinpetencias de las Comunida- 
des Autónomas. 

A nuestro entender, el artículo 4: debe de contemplar, 
como ámbito geográfico de actuaci6n de las televisiones 
privadas, también el ámbito autonómico y el ámbito lo- 
cal; se deben de suprimir las zonas territoriales, en cohe- 
rencia con lo que antes proponía, y francamente no se en- 
tiende la limitación del número de tres. Creemos que el 
número de concesiones únicamente debe estar limitado 
por las posibilidades técnicas, y además creo que la pro- 
pia realidad en este caso está yendo por delante de la ley. 
Ahí está, si no, la televisión vía satélite; ahí está el Canal 
10; ahí están otros proyectos de canal que, vía satélite, se 
van a imponer. Es decir, que lo que no permite la ley lo 
van a permitir en este caso íos satélites. 

Y también, en coherencia con lo que proponía, enten- 
demos que el Bmbito geográfico que debe de contemplar 
esta ley no es el de las zonas territoriales, sino que es ex- 
clusivamente el ámbito de las comunidades autónomas. 

No compliquemos más todavía el mapa autonómico de 
este pafs, que ya está suficientemente complicado. 

Entiendo que las enmiendas que propone Euskadiko 
Ezkerra son enmiendas que completan el texto, son en- 
miendas que recogen la realidad de las televisiones loca- 
les y son enmiendas respetuosas con los estatutos de au- 
tonomía; por eso, yo las voy a seguir manteniendo. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursaul t): Gra- 

Enmiendas del Grupo Parlamentario Mixto suscritas 
cias, señor Larrínaga. 

por el señor Camuñas, que tiene la palabra. 

El señor CAM~JÑAS SOLIS: Señor Presidente, señoras 
y señores Diputados, voy a ser brevísimo en la defensa de 
mis enmiendas, pues prácticamente está todo dicho ya a 
esta altura del debate. Pero sí querría hacer una interven- 
ción previa, a la defensa de las enmiendas números 105, 
106 y 107, que yo presento al artículo 4: 

Señoras y señores del Grupo Parlamentario Socialista, 
cuando se elaboró en esta Cámara entre todos la Con:ti- 
tución hubo el sano principio y el sano acuerdo de que 
ésta tenía que elaborarse de común acuerdo, por consen- 
so entre todas las fuerzas políticas. Y ese necesario con- 
senso llevaba implícito el que, naturalmente, las leyes que 
desarrollaran esa Constitución y que afectaran a los de- 
rechos fundamentales también tenían que ser consensua- 
das por todos los grupos políticos. 

Estamos, evidentemente, ante el desarrollo de un dere- 
cho fundamental. Y en caso de no hacerse con ese nece- 
sario acuerdo, señorías, ustedes saben muy bien que toda 
ley es modificable. Y, por tanto, yo entiendo que las leyes 
fabricadas por un partido y no por la Cámara serán na- 
turalmente modificadas cuando gobierne otro grupo po- 
lítico. Sinceramente pienso que eso no es bueno para la 
estabilidad democrática. Hoy se han vertido desde esta 
tribuna opiniones de todos los grupos parlamentarios y 
todos coincidían en las mismas tesis, en la defensa de unos 
proyectos que nada tienen que ver con el que nos presen- 
ta hoy en día el Gobierno. 

Escuchaba ayer la televisión y oía -por eso soy poco 
optimista respecto al consenso y vengo a avivar el senti- 
do de la necesariedad del consenso- que el Grupo Parla- 
mentario Socialista iba a presentar unas enmiendas so- 
bre aspectos no fundamentales de la ley. Señorías, yo creo 
que lo que los grupos parlamentarios esta mañana han 
querido decir es que lo que están esperando son enrnien- 
das sobre los aspectos fundamentales de la ley y no sobre 
los aspectos accesorios. Por cuanto sabemos de lo que ha 
ocurrido en Ponencia y lo que hemos presenciado en Co- 
misión, pocas esperanzas ya nos quedan de que se pueda 
obtener esa aproximación necesaria entre el Grupo que 
apoya al Gobierno y los de la oposición en los temas fun- 
damentales de la ley que hoy debatimos. 

Permítanme que les diga que espero un cambio de su 
actitud y que oigan a los grupos parlamentarios más im- 
portantes de esta Cámara. Espero un cambio de posición 
porque yo no deseo que esta ley pase como la ley de tele- 
visión privada del Partido Socialista Obrero Español y 
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que sea modificada por el próximo Grupo que gobierne 
en nuestro país; en caso de no obtener ese necesario con- 
senso o bien pasará con ese título o, lo que es peor, como 
normas para restringir los derechos constitucionales. 

Referente a las enmiendas que presento en el número 
1 del artículo 4: pido que se añada un párrafo, con lo que 
ese número 1, diría: uEl objeto de la concesión adminis- 
trativa será la emisión de programas de una cobertura na- 
cional e independientemente las posibles empresas que 
puedan crearse y emitir regionalmente)). Entiendo que re- 
sulta discriminatorio que restrinjan el sistema de difusión 
a la cobertura nacional, en la emisión de cualquier futu- 
ro canal de televisión. Lo que ustedes están prohibiendo 
con esta ley es que mañana pueda ponerse en marcha una 
televisión regional en cada una de las comunidades autó- 
nomas, siempre y cuando haya iniciativas en el sector pri- 
vado que así lo deseen. 

Estoy absolutamente convencido de que a este Parla- 
mento le parecería chocante y grotesco que hoy, por ejem- 
plo, estuviésenios discutiendo que sólo debertan de exis- 
tir tres periódicos nacionales, tres radios nacionales. Por 
eso me pregunto por qué tres televisiones nacionales. Di- 
cen ustedes que las condiciones técnicas obligan a que so- 
lamente haya tres canales. No quiero remitirme al «Dia- 
rio de Sesiones*, pero he oído esas explicaciones técnicas 
ppr parte del Grupo Parlamentario Socialista, para decir- 
nos que sólo podían existir dos canales, en una ocasión, y 
ahora parece que son tres. 

Propongo que modifiquen el punto 3 para que diga: uE1 
número de concesiones serán todas aquellas que las con- 
diciones técnicas de bandas, canales, frecuencias o poten- 
cias sean posiblesn. Entiendo, sedorías, que el principio 
de libertad en una ley de televisión privada es permitir 
que existan cuantos canales sean posibles, tanto para el 
territorio nacional, como para zonas territoriales concre- 
tas. Asimismo, pienso que ese principio de libertad debie- 
ra de permitir no sólo todas las televisiones nacionales o 
regionales posibles, sino aquellas que por cable o por vía 
satélite puedan crearse. Y cuando se afirma que el Go- 
bierno desea ampliar al máximo el disfrute de la plurali- 
dad, yo me pregunto por qué hablamos de tres canales de 
televisión. 

Por ello, si ustedes de verdad quieren defender que haya 
tantos canales como posibilidades técnicas, recojan exac- 
tamente eso en el articulado: que haga tantos canales 
como posibilidades técnicas existan, no sólo tres. Porque 
yo soy, como decía en Comisión, de los que piensan que 
las ciencias adelantan hoy en día que es una barbaridad. 
Quizá lo que estemos discutiendo como tres puedan ser, 
dentro de muy pocos meses, seis, siete u ocho. 

Por todo ello, si ustedes no quieren limitar la plurali- 
dad necesaria de nuestra sociedad, espero que, por lo me- 
nos, consideren ustedes el texto que yo les propongo. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Gra- 

Enmiendas del Grupo Parlamentario Mixto, suscritas 
cias, señor Camuñas. 

por el señor Mardones, que tiene la palabra. 

El señor MARDONES SEVILLA: Señor Presidente, se- 
ñorías, en representación de las Agrupaciones Indepen- 
dientes de Canarias, a este capitulo primero hemos pre- 
sentado dos enmiendas. Las hemos circunscrito a lo que 
nos preocupa desde el ámbito de la Comunidad Autóno- 
ma de Canarias. 

Aceptamos plenamente el principio que se recoge en sus 
artículos l.", 2: y 3.", fundamentalmente en los dos pri- 
meros, de que se trata de un servicio público esencial. Nos 
reafirmamos en ese principio. Creemos también que tie- 
ne que ser objeto de un régimen de concesión administra- 
tiva, como gran marco jurídico que regule todo este tema. 
Esto es una definición política de compromiso, en este as- 
pecto de la regulación administrativa. 

Dicho esto, observamos que el texto del proyecto de ley 
que se somete a debate tiene una limitación técnica. Nues- 
tras dos enmiendas, la 364 y 365, son concadenadas y van 
dirigidas al artículo 4." en sus apartados 1 y 3; la primera 
se refiere a la emisión de programas con una cobertura 
nacional. No entramos en la discusión de si tres canales 
son muchos o pocos, ya lo han dicho otros oradores, nues- 
tro problema es técnico; porque seguirta siendo técnico 
hubiera una concesión o catorce, si no aclaramos aquí qué 
se entiende por cobertura nacional. 

Si ponemos la palabra «nacional)) tras «cobertura», in- 
dudablemente hemos de pensar que el archipiélago cana- 
rio está dentro de la cobertura nacional; según la Consti- 
tuci6n española, somos parte constituyente del territorio 
nacional español. Pero nosotros entendemos que con las 
limitaciones técnicas a la televisión privada por vía hert- 
ziana -la que estamos regulando aquí. No estamos ha- 
blando de televisión por cable ni por satélite; me referi- 
ría, en el caso canario, a la de satélite-, va a ser un im- 
posible técnico la percepción, por los telespectadores que 
estén en el archipiélago canario, de una televisión priva- 
da por vía de cualquiera de estas concesiones. El aparta- 
do 2 del artículo 4." dice: uLa concesión deberá, asimis- 
mo, prever la emisión de programas para cada una de las 
zonas territoriales que se delimiten en el Plan Técnico Na- 
cional de la Televisión Privadan, pero dicho plan no nos 
garantiza que unas emisoras, que van a tener - e n  este 
:aso, según el proyecto de ley- solamente tres concesio- 
nes administrativas, estén técnicamente presentes en el 
archipiélago canario. 

La evolución que ya en su día hubo en el Ente Público 
RTVE, que tuvo que dotar de toda una infraestructura 
rompleta a sus centros de emisión -son auténticas emi- 
soras aisladas; solamente con motivos muy específicos, 
iomo los uTelediariosn o algunos programas, conectan 
:on la emisora central en Madrid para, por vía satélite, 
:mitir allt, en hora real, el programa que se está emitien- 
io-, en la televisión privada es imposible, sobre todo 
:uando va a tener una serie de limitaciones, fundamen- 
!almente basadas en la publicidad, que aquí se limita al 
10 por ciento. Señorías, la publicidad de una gran mayo- 
-ía de productos comerciales es distinta en el archipiéla- 
30 canario, las marcas que allí se ofrecen son distintas de 
as que se ofrecen en la Península, sobre todo en produc- 
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tos alimenticios. Esto hace fundamentalmente restrictivo 
el proyecto. 

Por todo ello, entendemos nosotros que el proyecto debe 
especificar técnicamente -no lo discutimos constitucio- 
nalmente- el significado de ((cobertura nacional IU. Yo 
dije en comisión que si por cobertura nacional se entien- 
de el territorio de soberanía nacional para aplicar un plan 
técnico nacional de televisión privada, habría que supo- 
ner que si en este momento histórico Filipinas, Cuba o 
Fernando Po0 hubieran sido de soberanía española toda- 
vía, allí no hubiera llegado la televisión privada por la 
vía de este proyecto. 

Esto nos hace, pues, mantener, dentro de un criterio ge- 
neral de territorio autonómico, la necesidad de que haya 
concesiones administrativas de carácter territorial, de co- 
munidades autónomas o de carácter regional. Incluso por 
el propio régimen económico y fiscal, el actual o el futu- 
ro, que tiene Canarias, que queda fuera incluso de la nor- 
mativa del Tratado de Adhesión a las Comunidades Eu- 
ropeas por el Protocolo número 2, ¿por qué una serie de 
empresas periodísticas, que tienen su racionalización eco- 
nómica y funcional en Canarias, no pueden optar a pre- 
sentar su solicitud de creación de una empresa -o las que 
sean, las que permitan las frecuencias radioeléctricas-, 
para cubrir con televisión privada el ámbito de Canarias? 

Cuando nosotros vemos los problemas que se pueden 
derivar de las decisiones políticas que va a tener que 
adoptar el Ministerio de Transporte, Turismo y Comuni- 
caciones en la determinación de cuántas y cuáles serán 
las áreas geográficas en las que tendrán que emitir dia- 
riamente cada uno de los tres canales privados de televi- 
sión que con este proyecto de ley se aprueben; cuando el 
plan técnico nacional de la televisión privada no ofrece 
ninguna garantía de cobertura técnica, porque la ley no 
la ofrece ya ni siquiera administrativa, para que una zona 
del territorio nacional español, tan íntima y constitucio- 
nalmente unida a él como es Canarias, pero tan separada 
geográficamente por miles de kilómetros, vemos que qui- 
zá tengamos que soportar una imposibilidad que podía 
rozar los derechos de todos los ciudadanos españoles Que 
garantiza la Constitución para disponer de todos sus bie- 
nes y servicios. 

Repito, sedorías, que nosotros para decir esto tenemos 
que apoyarnos en una declaración de principio que ya he 
hecho y vuelvo a repetir: aceptamos el carácter de servi- 
cio público esencial y el régimen de concesión adminis- 
trativa. Si en la ley no figurara el principio de servicio pú- 
blico esencial, nos despreocuparíamos directamente de 
este asunto y no haríamos una reivindicación poíítico- 
parlamentaria, que es la que nosotros tenemos que man- 
tener aquf. 

Señorlas, cuando se lee un pequeño opúsculo que han 
editado las Comunidades Europeas aHacia la Europa de 
la Televisión*, y se recuerda lo que aqui ha dicho mi an- 
tecesor del Grupo Mixto, el señor Camuñas, de que hoy 
las ciencias adelantan que es una barbaridad, se da uno 
cuenta de la dimensión impresionante en que aquí nos 
encontramos. 

Nosotros hemos presentado esta enmienda con el me- 

jor sentido de racionalidad, con el mejor sentido común 
que nos ha parecido precisamente para que las palabras 
aservicio públicou tengan la extensión constitucional que, 
a nuestro juicio, no garantiza una parte técnica de la ley. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Gra- 

El Pleno se reanudará a las cuatro de la tarde. Se sus- 
cias, señor Mardones. 

pende la sesión. 

Era la una y cincuenta y cinco minutos de la tarde. 

Se reanuda la sesión a las cuatro de la tarde. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Se 

Turno en contra de las enmiendas al Capítulo 1. 
Por el Grupo Parlamentario Socialista, tiene la palabra 

reanuda la sesión. 

el señor Bofill. 

El sedor BOFILL ABEILHE: Señor Presidente, seño- 
rías, me cumple, en nombre del Grupo Parlamentario So- 
cialista, el honor de tener que contestar a las diversas en- 
miendas que los distintos grupos parlamentarios han pre- 
sentado al Capítulo 1 de una importantísima ley, como es 
la de la televisión privada. 

intentaré, en nombre de mi Grupo y partiendo de una 
concepción que, efectivamente, es diferente a la de algu- 
nos otros grupos que hoy se han manifestado aquí, expre- 
sar por qué esta ley se concibe como un servicio público 
esencial. Intentaré, por tanto, dar una explicación cum- 
plida de lo que es el concepto, de lo que es una ley que 
está basada, efectivamente, en unos principios, con una 
orientación socialista que defiende una filosofía de la li- 
bertad, la libertad para todos. De ahí que cuando se de- 
cía esta maiiana desde esta misma tribuna que el servi- 
cio público esencial que califica la ley como el servicio de 
la radio y de la televisión era una limitación a ese crite- 
rio, a esos principios, y que este derecho que hoy se con- 
creta como consecuencia de la libertad de expresión, y no 
solamente de la libertad de expresión e información, sino, 
también, desde la pluralidad y desde el principio de igual- 
dad, que se contempla en el artículo 1.0 de la Constitu- 
ción, venía a ser restrictivo, no es cierto. Nada más lejos 
de la realidad. 

Hoy el Grupo Parlamentario Socialista, junto con otros 
grupos de la Cámara que también han expresado aquf que 
coinciden con la definición de servicio público esencial 
-afortunadamente somos más los grupos que defende- 
mos esta posición que aquellos otros que hoy se han ma- 
nifestado contrarios a la misma-, hemos de compartir 
una orientación que, desde nuestro punto de vista, es bá- 
sica, la orientación de no confundir dos principios igual- 
mente constitucionales, pero de distinto rango: el princi- 
pio de la libertad de empresa con lo que es el principio 
de la libertad de expresión y, especialmente, el principio 
de la libertad de información. No seremos los socialistas, 
desde luego -y estamos seguros de que nos arropan dis- 
tintos Grupos Parlamentarios-, los que creamos que es 
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igual la libre circulación de las ideas y de las creencias 
que la libre circulación de la mercancía. Eso sería una 
concepción estrecha, obsoleta, superada, que se corres- 
ponde con una orientación y filosofla política afortunada- 
mente superada y que tiene sus raíces en el siglo pasado. 

Esta libertad que los socialistas estamos defendiendo, 
este derecho que nosotros concretamos de la gestión in- 
directa de tres canales de televisión, basada en esa liber- 
tad de información, intenta, precisamente, esa finalidad 
social de que todos los españoles podamos estar mejor in- 
formados, mejor formados; que el principio de la plura- 
lidad política, social y cultural sean realidades en nues- 
tro país, encuentren precisatnente su concreción en una 
ley realista, en una ley viva, en una ley de futuro que, in- 
dudablemente, se va a corresponder con las aspiraciones 
de todos los ciudadanos españoles. Será la realidad la que 
venga a desmentir las palabras, la que venga a desmentir 
a aquellos agoreros que han dicho que ésta era una ley 
que nacía muerta, porque no es cierto. Esa ley encontra- 
rá SU cuerpo cuando esté aprobada a través de aquellas 
personas que ejerciten ese derecho creando y asumiendo 
la gran aventura de ampliar los cauces de la información, 
los cauces, en definitiva, de una gestión indirecta cuya ti- 
tularidad corresponde al Estado y que posibilita la comu- 
nicación entre los ciudadanos libres mediante la imagen. 

Por tanto, no podemos nosotros los socialistas aceptar 
lo que se ha dicho esta mañana desde aquí en cuanto que 
ésta viene a ser una ley que contradice los principios de 
libertad que contempla el artículo 20 de la Constitución. 
No puede ser, especialmente cuando se argumenta en con- 
tra del servicio público esencial. Porque no solamente nos 
asisten las razones contempladas en la sentencia del Tri- 
bunal Constitucional, sino que también nos asisten los 
principios y los criterios establecidos por la reciente y mo- 
derna doctrina que en esta faceta también viene a coinci- 
dir con la posición de nuestro Grupo Parlamentario. 
' ' Un proyecto de ley, por tanto, que hay que contemplar- 
lo dentro de una labor iniciada por el Gobierno de la Na- 
ción, que encuentra su respaldo en el Grupo Parlamenta- 
rio Socialista, y que se inicia con una voluntad decisiva 
de poner fin al monopolio de la televisión en España y 
que hay que contemplarla cuando se establece por prime- 
ra vez la ley de los terceros canales, No se puede contem- 
plar esta ley -y aquí yo creo que el señor Espasa encon- 
trará algunas respuestas a sus dudas y alegaciones- 
como si fuera algo que viene al margen, que está aislado 
de todo un proceso iniciado por el Gobierno de la Nación, 
por este Gobierno de mayoría socialista. 
Nos cumple, por tanto, el honor, y nos satisface al Gru- 

po Parlamentario Socialista, venir hoy aquí a defender 
una ley que viene a ampliar el campo delas libertades pú- 
blicas y de las libertades individuales. Pero desde la res- 
ponsabilidad, porque la libertad, los principios constitu- 
cionales y los derechos que encuentran su expresión en el 
desarrollo de esos principios ha de ser contemplado para 
todos los ciudadanos, no solamente para unos cuantos, 
como he dicho en el frontispicio de esta intervención. 
Yo quisiera, señorías, que aquel consenso que existii, en 

esta Cámara, aquel consenso que ha motivado que la ley 

que viene aquí sobre la gestión indirecta de la televisión 
privada, se volviera a restablecer. No vale decir desde 
aquí que ha habido un grupo inflexible. El Grupo Parla- 
mentario Socialista ha tenido sus brazos abiertos a cual- 
quier sugerencia para que, efectivamente, no viniera a li- 
mitar lo que son principios consustanciales con la filoso- 
fía socialista, con la filosofía moderna de lo que es la 1i- 
bertad de expresión. 

Porque -insist- esta libertad, que para los socialis- 
tas se concreta en la libertad de todos,' encuentra su pro- 
tección, su marco legal en esta ley. Y lo encuentra basán- 
dose, como he dicho anteriormente, en aspectos que con- 
templa la sentencia del Tribunal Constitucional. Pero lo 
encuentra también, señorías, amparado en la coinciden- 
cia que un día hubo en esta Cámara de que, efectivamen- 
te, la televisión era un servicio público esencial, y lo po- 
nen de manifiesto la distintas iniciativas que presentaron 
grupos parlamentarios que hoy se sientan a la derecha de 
esta Cámara que en aquel entonces también lo contem- 
plaron. Uno no llega a entender por qué han roto una fí- 
losofía que hasta hace bien poco tiempo venían ellos de- 
fendido ni qué cambio se ha producido para que esta evo- 
lución se haya podido llevar a efecto. 

Recuerdo, como recordarán muchas de las señorías que 
se sientan hoy aquí, que hubo un,día en que desde esta 
misma tribuna tuvimos la ocasión de debatir iniciativas 
como aquella de:l Real Decreto de 14 de mayo de 1982, y 
digo bien, real decreto, porque se intentaba incluso per- 
mitir la posibilidad de gestión indirecta de la televisión 
a través del real decrett, como fue la iniciativa de la 
Unión de Centro Democrático. Muchas de las señorías que 
hoy han subido a esta tribuna a defender el criterio con- 
trario estuvieron presentes, formaban parte de esos gru- 
pos y apoyaban esa filosofía. Asimismo se recogió en aque- 
llas proposiciones no de ley, tanto de febrero de 1983 
como de septiembre de 1983, presentadas por la Coalición 
Popular y defendidas desde esta tribuna también por per- 
sonas que hoy estarían posiblemente encuadradas en la 
agrupación electoral del Partido Demócrata Popular. 

Todos coincidíamos. Pero es más, cuando se dice aquí 
que la consideración de servicio público supone no tener 
una concepción clara de lo que es la televisión privada, 
en Europa, como ya fue expuesto brillantemente por mi 
compañero Martín Tova1 y por el señor Ministro de Cul- 
tura en el debate de totalidad, los ministros de Cultura 
de la Comunidad Econdmica Europea acordaron en la 
reunión de Viena en diciembre de 1986 considerar la te- 
levisión también como un servicio público. 

¿Por qué, señorías, ahora, cuando se habla de servicio 
público esencial - q u e ,  insisto, afortunadamente es un 
principio compartido por la mayoría de los Grupos Par- 
lamentarios-, hay Grupos, o al menos Diputados que en 
nombre de sus Grupos quieren de alguna norma descaii- 
ficar esta ley, tacharla de inconstitucional, incluso, por- 
que define la televisión corno un servicio público, tal 
como hacen los países de nuestro entorno cultural y 
geográfico? 

El tono cortés de esta matíana nos permite debatir un 
tema efectivamente importante para todos no desde la ve- 



- 
CONGRESO 

4962 - 
1 O DE DICIEMBRE DE 1987.-NÚM. 77 

hemencia del corazón, sino desde ia reflexión que impo- 
ne la inteligencia de las personas. Por tanto, no haré nin- 
gún tipo de valoración de qué se pueda ocultar detrás de 
estos cambios. Pero sí me gustaría oír por parte de quie- 
nes han intervenido en sentido contrario, cambiando una 
posición que era comúnmente compartida, qué factores 
han incidido para que ahora se produzca un posiciona- 
miento tan radical, 

Si alguien ha roto el consenso han sido aquellos que, 
cuando un Gobierno de mayoría socialista ha dado el paso 
importante para la sociedad española de que haya la po- 
sibilidad de la gestión indirecta de canales de televisión 
privada, se han venido a situar en la frontalidad de prin- 
cipios anteriormente compartidos, que encuentran su 
base también en la sentencia del Tribunal Constitucional, 
que dice que tanto la televisión como la radiodifusión son 
un vehícuio esencial de información y de participación 
política de los ciudadanos, de formación de la opinión pú- 
blica, de cooperación con el sistema educativo, de difu- 
sión de la cultura española y de sus nacionalidades y re- 
giones y de medio de contribución para que la libertad y 
la igualdad sean efectivas. Todo ello permite afirmar que 
la configuración de la televisión como servicio público, 
aunque no sea una afirmación necesaria en nuestro orde- 
namiento jurídico político, se encuentra dentro de los po- 
deres del legislador. 

Además, señoría, hacía referencia anteriormente a que 
la doctrina más moderna también lo avala. Una persona 
poco sospechosa de compartir nuestros principios políti- 
cos e ideológicos como Adolfo Serrano (tuve ocasión ya 
de referirme a esta afirmación del profesor Serrano en la 
Comisión Constitucional) nos dice que, con todo ello, es 
difícil negar, sobre todo teniendo a la vista los textos po- 
sitivos, incluso de máximo rango legal, el carácter que a 
la radiodifusión incumbe de servicio público. Todos los 
elementos consecuenciales le son aplicables. 
Por tanto, señorías, si hay coincidencias de definición 

de la televisión como un servicio público esencial en la 
doctrina, si hay coincidencia también en las distintas sen- 
tencias de tribunales constitucionales de otros países que 
yo, por no ser prolijo, no leeré (pero estaría dispuesto a 
hacer referencia a ellas en el turno de réplica), si ha ha- 
bido coincidencia en la filosofía compartida por esta Cá- 
mara anteriormente, ¿por qué hoy día se intenta descali- 
ficar a una ley porque desde el principio de la esenciali- 
dad venga como servicio público a defender los derechos 
de todos, a defender la libertad para todos? Así se expre- 
sa por los distintos tribunales constitucionales. 

En coherencia con esa definición del artículo í.", el ar- 
tículo 2." prevé el mecanismo a través del cual se conce- 
de esa gestión indirecta. A nosotros nos parece, siguiendo 
el profesor Carcía de Enterría, que es la figura adecuada 
porque se dan varias características. La primera de ellas 
viene de una situación de monopolio; la segunda de ellas, 
estamos hablando de un servicio, de la concesión, no so- 
lamente habla de obras, tambien de servicios, tasa ade- 
cuadamente lo que es, son, o deben ser los comportamien- 
tos para la defensa del interés social último y queda la po- 
sibilidad del rescate cuando esas obligaciones y esas cir- 

cunstancias no se den. Por tanto, a nosotros nos parece 
que ésa es la figura, pero nos extraña mucho más ver que 
haya Diputados que se suban a esta tribuna, que defien- 
dan o que se manifiesten en contra de la concesión como 
servicio público y después, en sus enmiendas, como ha 
ocurrido con la 244 de la Agrupación del PDP, nos hablen 
de la concesión administrativa; respete la figura, no la 
ponga en cuestión, no la enmiende; al contrario, lo rea- 
firme dentro de su enmienda y en la redacción general 
del artículo la figura de la concesión. Además, y abundan- 
do en cuanto al Grupo conservador de la Cámara, tam- 
bién ellos, a \aves de una enmienda de un Diputado suyo, 
firmada en nombre del Grupo Parlamentario de la Coali- 
ción Popular, nos hablan de concesión administrativa. 

Por tanto, tenga que pedir coherencia en los posiciona- 
mientos. Ya sé que alguien me podrá decir que es una en- 
mienda particular de un Diputado del Grupo, pero idón- 
de está entonces la estructura, la coherencia interna que 
permita también descalificar a la Ley porque en ella se 
habla de concesión? Señorías, nosotros pensamos que en 
esta Ley que es importante, y dentro de este capítulo, hay 
cuestiones que también se vienen abordando y han sido 
objeto esta mañana de discusión, entre ellas el tema de la 
territorialidad. Se nos ha dicho aquí: hay dos factores fun- 
damentales para entender que esta ley no pueda satisfa- 
cer a determinados Grupos Parlamentarios. Para unos, no 
les satisface que sea servicio público, para otros muchos, 
afortunadamente, sí vale esa definición. Hay otros que di- 
cen: No nos interesa la ley porque es restricftiva al fijar 
tres canales. Tres canales se fijan desde la comprensión y 
la responsabilidad que el Gobierno tiene para hacer efec- 
tivo un derecho que viene de la libertad de información. 
¿Quién nos asegura a nosotros, señorías, que dada la 
cuantía de los costos de estas operaciones, la limitación 
del mercado, si dejáramos abierta la posibilidad, sin re- 
guiar el número de canales, iba a tener esa ley los frutos 
e iba a responder a las esperanzas que tiene la sociedad 
española de poder hacer realidad, a través de un botón 
de televisión, el que salgan imágenes distintas a los cana- 
les que hasta hoy se emiten en España? 

Creo que cuando SS. SS. hacen esas afirmaciones -ya 
tuve ocasibn de referirme a ello en la Comisión Constitu- 
cional- lo hacen posiblemente desde la posición de que 
ellos no tienen la responsabilidad última que le concede 
el ser el Gobierno de la nación, el hecho de que efectiva- 
mente tenga que responder a unas exigencias como las 
que se derivan de una ley de estas características. Tanto 
el Tribunal Constitucional español, como el alemán, han 
hecho referencias a estas cuestiones y nos han dicho: hay 
que limitar. Se decía esta mañana desde esta tribuna por 
parte del representante del Grupo de Coalición Popular, 
con gran sorpresa para el Grupo Parlamentario Socialis- 
ta, que es igual que cuando se autoriza a un partido po- 
lítico. Si tanto el Tribunal Constitucional espafiol, como 
el alemán, como el italiano, ven que existe una limitación 
de los recursos para la explotacibn de los canales priva- 
dos, el que hayan aumentando y sigan aumentando lo que 
son las tecnologías modernas, pero eso no quiere decir que 
por la cuantía de estos canales, de estas empresas, lo que 
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lleva de inversión y por lo limitado de esa tecnología, se 
pueda ampliar y abrir, creando una gran desorientación 
y posiblemente la ausencia por parte de aquellos que 
quieran asumir ese gran reto que es la televisión privada. 
Es la responsabilidad de Gobierno la que nos lleva a ello; 
inicluso en la figura y en la sentencia del Tribunal Cons- 
titucional se hace referencia clara y nítida a otros medios 
de comunicación. Un periódico lo puede abrir cualquie- 
ra, no hay una limitación; en la televisión, sí. Hay otras 
limitaciones importantes, sigue diciendo la sentencia del 
Tribunal Constitucional, que por haberlo ya expresado en 
el transcurso de la Comisión Constitucional, no volveré a 
repetir hoy aquí. 

En cualquier caso, señorías, cuando se habla de por qué 
en esta ley no se contempla la posibilidad de emisión de 
canales regionales, tengo que decir que hoy no estamos 
discutiendo esa cuestión, porque en este tema de las fa- 
cultades, también el Tribunal Constitucional, ante senten- 
cias de los Parlamentos de Cataluña y el País Vasco, ha 
venido a definir cuáles son las competencias del Estado 
y las de las comunidades autónomas. Compete al Estado 
precisamente regular lo que son canales de cobertura na- 
cional. Por eso hoy estamos hablando aquí de esta cues- 
tión y no incluimos dentro del proyecto de ley lo que son 
los canales de ámbito regional. 

No nos vale la argumentación del señor López de Ler- 
ma. No nos vale, porque anunciar la inconstitucionalidad 
desde la sentencia de 1981, leída por él, viene, al contra- 
rio, a reafirmar que este proyecto de ley no tiene por qué 
ser inconstitucional, porque no está invadiendo las com- 
petencias de las comunidades autónomas. Y también y 
ampliamente fue expuesto el argumento de forma brillan- 
te y suficiente por nuestro compañero y presidente de 
Grupo señor Martin Tova1 en el debate de totalidad. (El 
míor Presidente ocupa la Presidencia.) 

Por tanlo, yo creo que no podemos estar confundiendo 
continuamente lo que es el sentido último de una ley. Este 
proyecto de ley no lleva aperlasn de ningún tipo y, si las 
lleva, son aquellas que quieren ver algunos señores 
Diputados. 

Este proyecto de ley abre una orientación importante, 
aunque quizá no para todas las empresas que quieran ac- 
ceder a tener un canal de televisión, pero no estamos re- 
gulando los derechos de las empresas. Estamos regulan- 
do los derechos de los ciudadanos, a los que todos repre- 
sentamos, estamos cuidando y vigilando lo que son la con- 
creción y el desarrollo de sus libertades. 

Hoy, cuando los socialistas iniciamos ya en 1982 una 
andadura importante en el desarrollo de las libertades pú- 
blicas, podemos decir que gracias a una ley socialista, que 
traemos aquí, ese marco de libertades se amplía nueva- 
mente. Yo creo que hay más que motivo para felicitarnos 
en el noveno aniversario de la Constitución. Porque ini- 
ciamos esta andadura desprivatizando los periódicos de 
la antigua cadena del Movimiento, establecimos los ter- 
ceros canales regionales de televisión, establecimos el de- 
recho de réplica y de rectificación, y hoy venimos a po- 
nerlo en mano de los ciudadanos, a través de la tutela que 
corresponde al Estado, en cuanto que el servicio que hoy 

ofrecemos está basado en un derecho, en el derecho que 
desarrolla esa libertad de expresión y esa libertad de in- 
formacibn, que además conecta clarísimamente con el 
pluralismo político y la igualdad que se contempla en el 
artículo 1 .O de la Constitución. Es por ello por lo que los 
socialistas votaremos en contra de aquellas enmiendas 
que, lejos de venir a beneficiar ese interés y ese objetivo 
último, que es el interés de todos, puedan constreñirse y 
podamos estar creando, en vez de una ley que posibilite 
la aparición de imágenes, una nueva frustración en el pue- 
blo español. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor 
Elorriaga. 

El señor ELORRIAGA FERNANDEZ: Es para solicitar 
que tenga por retirada la enmienda 363, a que se ha re- 
ferido el señor Bofill, en la que se incluye la palabra ucon- 
cesión» por error mecanográfico. (Rumorea.) 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Elorriaga. 
El senor Azcárraga tiene la palabra. 

El señor AZCARRACA RODERO: Gracias, señor Pre- 
sidente. 

Desde el escaño para agilizar el debate, después de la 
intervención del señor Bofill, he de manifestar que me ra- 
tifico en todos los extremos de mi intervención anterior, 
tanto desde el punto de vista de lo que consideramos un 
ataque a las competencias que tienen asumidas las comu- 
nidades autónomas, como con respecto a los planteamien- 
tos sobre el concepto de servicio público. 

Este proyecto de ley, señor Bofill, señores socialistas, 
vuelvo a repetir, ignora absolutamente las competencias 
que el artículo 19.3 del Estatuto de Autonomía de Guer- 
nica mantiene para la Comunidad Autónoma Vasca. 

El desarrollo de este proyecto de ley va a permitir, 
como decía anteriormente, que cualquier cadena de tele- 
visión se pueda organizar en tantos centros emisores 
como comunidades autónomas existan, pueda plantear la 
visión en estas comunidades autónomas sin que éstas ha- 
yan tenido nada que ver con los permisos de emisión y vi- 
sión. Por tanto, entiendo que es un ataque a las compe- 
tencias que el articulo 19.3 del Estatuto confiere a la Co- 
munidad Autónoma del País Vasco. 

En relación al tema del concepto de servicio público, 
yo he dicho, señor Bofil, que nuestra oposición no es tan- 
to al propio concepto de servicio público, sino que funda- 
mentalmente es a que, basándose en el concepto de ser- 
vicio público, existen una serie de controles exorbitantes 
que el Gobierno o los poderes públicos se reservan para 
sí. Esa es nuestra oposición, no tanto al concepto de ser- 
vicio público, sino a los exorbitantes controles que se re- 
serva el poder público, 

Por tanto, este proyecto de ley, desde nuestro punto de 
vista, condiciona de esta forma la posibilidad de una in- 
formación en libertad. Es muy difícil entender, señorías, 
que ustedes sigan defendiendo que el concepto de servi- 
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cio público, tal como se plantea en este proyecto de ley, 
no limita un derecho fundamental, cuando aprovechán- 
dose de ese concepto -y es ahi donde está nuestra opo- 
.sición- intentan domesticar la información. En primer 
lugar, cuando se limita, por ejemplo, el período de con- 
cesión a diez años, sin que se plantee la posibilidad de 
que no pueda ser renovado ese periodo de emisión de diez 
años. En segundo lugar, cuando se plantean unos contro- 
les y tutelas incomprensibles por parte de los poderes pú- 
blicos. Y, en tercer lugar, cuando se plantean la limita- 
ción de la finalidad o la limitación a los tres canales. 

En definitiva, señorías y para terminar, diré que el po- 
der no está legitimado de ninguna forma para interferir 
en el proceso de la libre formación de la opinión pública. 

Muchas gracias. 

El señor ,PRESIDENTE: Gracias, señor Azcárraga. 
Tiene la palabra el señor Ramallo. 

El señor RAMALLO GARCIA: Con la venia, señor 
Presidente. 

En primer término quiero agradecer las amables pala- 
bras y la contestación del portavoz del Grupo Socialista. 
A renglón seguido tengo que manifestar, señor Bofill, que 
no nos ha satisfecho su contestación en una larga mafia- 
na de intervenciones de todos los grupos, sino también 
porque usted se ha referido a las enmiendas que hemos 
defendido esta mañana y en tan corto espacio de tiempo 
es difícil contestar a todas ellas. 

Quiero insistir en lo que esta mañana he venido dicien- 
do. Disentimos del Grupo de la mayoría, y quizá también 
de otros, del concepto de las televisiones privadas como 
servicio público esencial. Nosotros, disintiendo de uste- 
des, entendemos que el progreso hoy, el día la de diciem- 
bre de 1987, consiste en no considerar a la televisión como 
un servicio de interés público que se va a otorgar median- 
te concesión. 
Es cierto que el Grupo Comunista, a la izquierda de us- 

tedes, piensa exactamente igual, y nosotros lo entende- 
mos. Es cierto que desde el centro hay una postura híbri- 
da que está a caballo entre el servicio público y algo que 
no es el servicio público. Y no es menos cierto que noso- 
tros entendemos el progresismo de otra manera y ahora 
hoy lo que se necesita es una televisión plural, lo que se 
necesita es que cuando se apriete el botón del televisor PO- 
damos usar de todas las condiciones que hay. YO pregun- 
taría a la CBmara qué es lo que entiende más progresista: 
estar en Estados Unidos, donde el otro día en una emi- 
si6n que habla en Radiocadena estábamos el señor López 
Riaíio, mi antiguo condiscípulo, y yo  y se nos decía desde 
Nueva York que había 300 emisoras de televisión que po- 
dían conectarse o, por el contrario, las dosis de libertad 
que ustedes nos dan para tres. 

Se nos ha dicho que tres canales desde la responsabili- 
dad, porque ustedes tienen hoy las tareas de gobernar. Yo 
lo comprendo, pero no se nos da una razón técnica para 
decir que tres. Desde la responsabilidad del Gobierno no 
se nos dan otras, y ello por una razón: si ahora mismo fué- 
ramos a ver qué canales podemos tener y ésta fuera una 

ley para la televisión privada de verdad, por televisión 
convencional o terrestre, a lo mejor es verdad lo que US- 
tedes dicen a nivel nacional; a lo mejor resulta que en 
UHF sólo hay cuatro canales y la posibilidad que queda 
es aún para menos de los que ustedes dicen y se han ca- 
llado. Para canales regionales -y esto es de un catedrá- 
tico de la Escuela de Telecomunicaciones, lo ha elabora- 
do él teniendo en cuenta el Convenio de Ginebra y el de 
Estocolmo- en UHF existen un máximo de nueve cana- 
les, de ellos seis están totalmente libres. En UHF son seis 
los canales y cuatro están totalmente libres. En la televi- 
sión por cable, que a ustedes se les ha olvidado en este 
proyecto, se pueden admitir hasta treinta canales según 
el Convenio de Ginebra. Y en televisión por satélite cinco 
canales con cobertura nacional, según el Convenio de 
Ginebra. 

En cuantos a emisoras locales, que nosotros en nuestro 
proyecto damos entrada, se admitirfan todas las posibles 
hasta la saturación en UHF. Es decir, lo que está ocurrien- 
do de hecho en Cataluña, en Elche y en algunos otros si- 
tios. En definitiva, en eso fuimos precursores desde Ex- 
tremadura. Yo diría ahora, en vez de ¡Viva la Pepa!, ¡Viva 
Tele-Coria!, que fue precursora en esto. Al fin y al cabo 
los extremeños en algo salimos por delante. 

Se ha referido usted al concepto de verdad. Nosotros en- 
tendemos que no. En cuanto a traer el tema del Tribunal 
Constitucional, yo  no quiero que sea a través de mis pa- 
labras, sino las del profesor Ariño. Hay catedráticos y pro- 
fesores que están a favor de una u otra tesis, pero lo que 
voy a repetir es lo que decía el señor Ariño, que la reite- 
ración de la doctrina del -Tribunal Constitucional, como 
si fuera éste el oráculo divino, no es admisible. El Tribu- 
nal Constitucional yema en esta materia hasta el fondo, 
no sabe lo que dice, s610 copia; los razonamientos son 
inadmisibles hoy para un jurista. Hay que tener en cuen- 
ta cuándo se producen las sentencias del Tribunal Cons- 
titucional. El artículo 20 queda ignorado si no se les re- 
conoce a los españoles lo que es más importante, que es 
la libertad de antena. 

Por otro lado, el 25 de noviembre de 1983 el Presidente 
de la Sala de lo Contencioso-administrativo de la Audien- 
cia Nacional, señor Gabaldón, presentaba una cuestión de 
inconstitucionalidad al artículo 1 :, apartado segundo, de 
la Ley 4/1980, y en un planteamiento impecable, pueden 
ustedes recorrer las alegaciones del abogado del Estado 
porque desde luego son todo un poema. El Tribunal Cons- 
titucional rehúye el planteamiento0 definitivo, como ha 
hecho siempre que ha tocado el tema de la televisión; no 
ha ido nunca al fondo, no hay doctrina sobre el fondo. Lo 
que dice es que es una decisibn polftica. j h e s  tomen us- 
tedes la decisión política, puesto que tienen una gran ma- 
yoría, de hacer la televisión en libertad! Hoy, que ya se 
ha asumido en otros paráinetros de la Administración que 
eso de la separación de poderes ya no existe porque Mon- 
tesquieu murió, pues maten ustedes también al servicio 
público y tendremos una televisión en libertad. El Tribu- 
nal Constitucional rehúye el planteamiento definitivo y 
después de siete años y medio y tras múltiples procesos 
en el Tribunal Constitucional seguimos sin saber si es 
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constitucional o no el régimen de televisión en España. 
La doctrina del Tribunal Constitucional, dicho sea con 
todo respeto, es decepcionante. 

El señor Jiménez de Parga, otro profesor, nos dice que 
el Derecho padece de la inercia; la norma llega, casi siem- 
pre, cuando los acontecimientos ya están presentes. Hace 
unos dfas, el señor Jiménez de Parga se refería en un sim- 
pósium a la célebre resolución sobre «Antena 3» y decía 
que se le habían enviado desde Televisión Española -y 
conste que no estaban ustedes en el Gobierno- unos in- 
formes relativos al pleito que eran inciertos (lo decía el se- 
fior Jiménez de Parga, no yo), que la sentencia de «Ante- 
na 3, pertenece ya a la edad de piedra de la televisibn, 
que desde luego queda fuera de la técnica de hoy día, y 
que se pierde una gran oportunidad de hacer lo que hay 
que hacer. Como consecuencia, nosotros entendemos que 
no ha quedado rebatido ni uno solo de los argumentos. 

Respecto al plan técnico, señor Bofill, usted no me ha 
hecho ni una sola alegación de por qué no esperan a te- 
ner el plan técnico para decimos el número de canales. 
¿Por qué el plan técnico no se aprueba por las Cortes Ge- 
nerales, es decir, por el Congreso y por el Senado? Por- 
que estamos vaciando, no sólo de público en muchas oca- 
siones, sino también de competencias a las Cámaras. Se-. 
rfa menester que así como el Plan Energético se aprueba 
por las Cámaras, este plan técnico se aprobara aquí tam- 
hién. Yo le he dicho que con ese plan técnico no vamos a 
saber siquiera el plan de írencuencias. Ustedes pueden sa- 
ber cómo es el plan técnico, pero nosotros estamos ha- 
ciendo una ley para la televisión privada completamente 
en tinieblas. Desde luego no sé cuál va a ser el plan téc- 
nico, es posible que el señor Ministro lo sepa, pero sería 
conveniente que en un Estado democrático lo supiéramos 
todos, cuando estamos debatiendo algo que es para todos. 

En cuanto a los canales locales y nacionales, desde lue- 
go, señores Diputados que apoyan al Gobierno, no se nos 
da ninguno de los requisitos que nosotros entendemos que 
hacen posible entender que sean necesarios. Miren uste- 
des: hay algo que va por delante del Derecho, que es la 
vida misma. Nosotros podemos estar legislando aquf, y se 
ha dicho con acierto que estamos legislando en el agua; 
yo añado que estamos legislando en vacío. (De qué servi- 
rá para aquellos que esta noche a lo mejor en una co- 
nexión de esas piratas que hay, conecten con Televisión 
Española y a través de una de estas muchas televisiones, 
que según esta ley no debfan existir, nos vean aquí deba- 
tiendo sobre una ley que ellos ya se la han pasado por al- 
gún sitio ... (La míora Bdletb6 Puig pronuncia palabrar 
que IIO se perciben.), por un sitio de la memoria, señora 
Balletb6, que no por cualquier otro sitio malo, natural- 
mente, jfaltarfa más!; se la han pasado por la memoria al 
decir que les interesa poco lo que aquí hagamos, puesto 
que ellos ya tienen su televisión privada. Es decir, a 10 
que se ve, la instauración de la televisión privada en Es- 
paña -y tienen ustedes que convenir conmigo que es 
asf- ha sido una cuesti6n de pícaros y no otra cosa. 

Tengo que decir, y con ello voy a acabar señor Presi- 
dente, que no encuentro razones suficientes para que us- 
tedes sigan abundando en el concepto que tienen de la te- 

levisión con esas restricciones. (No creen ustedes que el 
pueblo español estaría mucho más satisfecho si nosotros 
saliéramos de aquí diciéndole que como somos un pueblo 
que nos hemos dado una Constitución, que cree en la li- 
bertad, en lo único que vamos a coartar la libertad, en 
cuanto a televisión se refiere, es en cuanto a las condicio- 
nes técnicas que limiten la autorización de canales y tam- 
bién en cuanto a los tratados internacionales que haya- 
mos suscrito? 

Naturalmente que mi Grupo Parlamentario no está por 
el caos en las comunicaciones, no creo que en Estados 
Unidos lo haya. Con toda seguridad que no lo hay. Noso- 
tros lo que decimos es si no estarfa el pueblo mucho más 
satisfecho, en lugar de decir «esto no se parece en nada a 
otros sitios». Si hasta en Chile -según leía esta maña- 
na- hay muchos canales de televisión, aunque yo creo 
que eso no puede ser. 

Con el permiso del señor Presidente, siquiera consumir 
un par de minutos más para decir qué es lo que ocurre. 
El impacto de la televisión produce unos cambios tremen- 
dos sobre todo en las instituciones. La televisión nos dice 
qué cuestiones tenemos que hacer y cuáles no hacer, y hay 
que admitir que hoy su vigencia está en la vida de cada 
uno. Es un medio ubicuo, está en todas partes y es un ele- 
mento básico de la vida actual. Nosotros entendemos que 
la influencia de la televisión hoy es total. La vida política 
es impensable hoy sin televisión, supone un desaffo a la 
teoría clásica de la democracia, el Parlamento tiende a 
ser sustituido como foro -tienen que convenir ustedes 
conmigo que es así- por la televisión. Hoy vale más cual- 
quier palabra que se haya dicho con acierto en televisión 
que estar aquí horas y horas discutiendo cualquier pro- 
yecto de ley de muy buena fe. 

La influencia extraordinaria en las elecciones ... 

El señor PRESIDENTE: Señor Ramallo, le ruego con- 
cluya. 

El señor RAMALLO GARCIA: Termino, señor Presiden- 
te. La influencia extraordinaria en las elecciones o en las 
campañas ha sido total. Por eso, señores de la mayoría, 
en esta disyuntiva que se ofrece para una televisión libre, 
cuando la televisibn es o puede ser un instrumento del sis- 
tema, nosotros decirnos que queremos una televisión para 
la liberación. 

Hay dos teorlas - c o n  estas dos palabras concluyo, se- 
fior Presidente-: una, que es la teoría del libre flujo de 
la comunicación, y, otra, que es la teorfa de la soberanía 
informativa, que nosotros consideramos que de progresis- 
ta tiene poco. Nosotros estamos por la primera porque es- 
tamos por una televisión libre y por la teoría del video- 
pluralismo. Ustedes pueden administrarnos como quie- 
ran la libertad; tienen perfecto derecho a hacerlo porque 
tienen la mayoría, pero me temo mucho que no van a te- 
ner ni la razón ni la comprensión del pueblo espaAol. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Ramallo. 
Tiene la palabra el señor Pérez Dobón. 
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El señor PEREZ DOBON: Señor Presidente, señoras y 
señores Diputados, la contestación que ha dado el porta- 
voz del Grupo Socialista en el turno conjunto en contra 
de las intervenciones de los demás grupos parlamentarios 
responde a las expectativas, es decir, no esperábamos otra 
cosa, aunque seguimos pensando que una reflexión pro- 
funda sería conveniente por parte del Partido del Gobier- 
no. Pero ha dicho el señor Bofill una serie de extremos 
que sí me interesaría aclarar e intentar profundizar. 

Ha dicho, si mal no recuerdo, que no hay que confun- 
dir el principio de libertad de empresa con el principio 
de libertad de expresión. Totalmente de acuerdo. En la 
Constitución no se confunden, y por ello el legislador no 
tiene ningún derecho a confundirlos, pero es que aquí es- 
tamos hablando de un tema de libertad de expresión y lo 
que se pone en duda es que este proyecto de ley socialista 
garantice mejor la libertad de expresión que la alternati- 
va que plantean una serie de grupos y, en concreto, la 
Agrupación del PDP. ¿Por qué? Porque hay algo en esta 
interesantísima exposición de motivos de la ley que reve- 
la un poco el subconsciente del partido del Gobierno y 
que conviene analizar. 

El Tribunal Constitucional, efectivamente, cuando ana- 
liza en su sentencia el problema de la televisión privada 
en el ámbito de un recurso de amparo -y no conviene sa- 
carlo de estos límites- habla de que, a veces, por limita- 
ciones técnicas, las que había en aquella época, hay que 
evitar la tendencia oligopolística. Utiliza una frase pare- 
cida a ésta. En concreto, habla el Tribunal Constitucio- 
nal de que, cuando los bienes que se utilizan en un medio 
de reproducción pertenecen a esta última categoría, s u  
grado de escasez natural o tecnológica determina una ten- 
dencia oligopolística que condiciona el carácter de los ser- 
vicios que se pueden prestar y el «statu que», etcétera. 
Muy bien. Ustedes en cierto modo dicen: vamos a hacerle 
caso al Tribunal Constitucional y vamos a combatir ese 
oligopolio que puede darse por el libre juego de la fuerza 
del mercado. Al presunto oligopolio producido en el ám- 
bito de la libertad ustedes contraponen un oligopolio ins- 
titucional, porque si tres canales no es un oligopolio, dí- 
ganme qué es un oligopolio. Monopolio es uno y oligopo- 
lio, dos, tres o cuatro, pero es oligopolio marcado en una 
ley que ustedes presentan ante esta Cámara. Es decir, us- 
tedes sustituyen un presunto oligopolio por un oligopolio 
real y establecido legislativamente. 

Con respecto a otro argumento que ha utilizado S. S . ,  
hablando de la evolución de la posición de una serie de 
grupos en relación con el tema de la televisión privada, 
yo tengo que decir, en primer lugar, que las Cámaras nun- 
ca están condicionadas por lo que han hecho las Cámaras 
anteriores, El principio fundamental de la democracia es 
que cada Cámara, en cada legislatura, es soberana; eso es 
evidente. También hay que tener en cuenta una cosa y es 
que, a nivel legislativo y político, hay que aplicarse muy 
bien algo que se utiliza en el mundo del Derecho, la cláu- 
sula arebus sic stantibuss, es decir, si las condiciones si- 
guen siendo las mismas. Usted no me podrá decir que las 
condiciones en el ámbito tecnológico eran las mismas 
hace cinco o seis años que ahora, luego eso es algo que 

iay que tener muy en cuenta y de sabios es rectificar, tam- 
Dién en el piano de las iniciativas legislativas. 

En otro punto usted ha hecho referencia, al hablar del 
tema de la concesión, a que en concreto las enmiendas 
que había presentado el PDP pecaban de incongruencia 
porque se regulaba la concesión. Señor Bofill, no practi- 
que usted -ya sé que con buena intención y es estrategia 
parlamentaria- el truco de extrapolar las enmiemhs. 
Nosotros en nuestras enmiendas decíamos: hay una red 
técnica de difusión actual y aplíquese a la misma la téc- 
nica de la concesión, pero luego no excluimos otras t6c- 
nicas, evidentemente, y ahí están las enmiendas de la 
Agrupación del PDP. Una cosa es la red técnica actual y 
otra es el sistema de autorizaciones para todo lo que sea 
lo demás; es decir, para lo que es propiamente el ámbito 
de la libertad informativa y de televisión privada. 

Me gustaría poner de relieve que también resulta cu- 
rioso que se vaya a aprobar un plan técnico nacional de 
televisión privada referente a estos tres canales exclusi- 
vamente y que ustedes no hayan presentado el plan antes 
de traer la ley, puesto que las posibilidades del plan con- 
dicionarán incluso el número de canales que se podrían 
zonceder. 

Finalmente, me parece que hay un problema de base y 
es que ustedes siguen confundiendo lo que es el servicio 
público de titularidad estatal y el concepto del derecho 
de libertad de información y de comunicación. 

Aquí nadie está discutiendo que haya una televisión pú- 
blica que se pueda articular a través de una gestión di- 
recta o indirecta; estamos hablando de otro tema, esta- 
mos hablando de la televisión privada. Usted me dice en 
varias ocasiones que ésta es la ley de la gestión indirecta 
de la televisión privada. No; es ley de la gestión indirecta 
de un servicio público, que es la televisión; no es la ley 
de gestión indirecta de la televisión privada. Porque le ha- 
yan puesto a este proyecto de ley la rúbrica de atelevisión 
privada)) no entiendan que se va a salvar todo lo que vie- 
ne detrás en el articulado. 

En concreto, y por hablar de lo que ya señalaba el Tri- 
bunal Constitucional, me interesaba también decir algo 
que ustedes olvidan y es que el Tribunal Constitucional, 
en su sentencia 12, de 31 de marzo de 1982, también dice 
algo que no han planteado ustedes en el transcurso de 
todo el debate y es lo siguiente: la implantación de la te- 
levisión privada no es una exigencia jurídico-constitucio- 
nal, sino una decisión política que puede adoptarse den- 
tro del marco de la Constitución por la vía de una ley or- 
gánica, en la medida en que afecte al desarrollo de algu- 
no  de los derechos constitucionalizados en el artículo 20. 
Luego si ustedes no traen a esta Cámara una ley orgánica 
es señal de que, en la práctica, olvidan algo que, en cam- 
bio, repiten, pero en la pura palabra, y es que aquí se es- 
tán respetando los derechos individuales. 

Ustedes excluyen del ámbito del artículo 20 la televi- 
sión privada y traen a esta Cámara un proyecto de ley que 
no garantiza el respeto al derecho a la libertad de infor- 
mación y de comunicación. 

Por tanto, me reitero en los argumentos anteriores y no 
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podemos estar, en absoluto, conformes con lo que plan- 
tean en este proyecto de ley. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Pérez Dobón. 
El señor Ysart tiene la palabra. 

El señor YSART ALCOVER: Señor Presidente, seño- 
rías, he de rectificar necesariamente un par de interpre- 
taciones que se han producido, una en el turno de contes- 
tación por parte del Grupo mayoritario y otra, en el tur- 
no de réplica, por parte de Coalición Popular. 

Señores de la mayoría, el hecho de que nosotros tenga- 
mos en el texto alternativo y en las enmiendas subsiguien- 
tes al artículo 1: del capítulo primero de este proyecto 
de ley la definición de servicio público con respecto a la 
actividad televisiva, no empece -y he de repetir lo que 
esta mañana expuse- que ese concepto, sin la puntuali- 
zación, sin la adjetivación de que todo haya de entender- 
se sin perjuicio del derecho preexistente de los ciudada- 
nos en el que les ampara la Constitución, sea letra muer- 
ta. Por tanto, no somos compañeros de viaje en ese tema 
si no reconocen ustedes el derecho preexistente. En algún 
trámite parlamentario han venido ustedes a decir que les 
será más incómodo a la hora de otorgar concesiones; es 
posible, pero no se trata aquí de salvaguardar la comodi- 
dad del Ejecutivo, sino el ejercicio de una libertad. 

Punto segundo, Ha hablado el representante del Grupo 
mayoritario, como ha venido siendo también tónica ha- 
bitual en las réplicas del Partido Socialista en esta mate- 
ria, del derecho a la libertad de expresión. Pensamos en 
nuestro Grupo -y lo venimos reiterando- que en tanto 
en cuanto el derecho a la información no sea el eje cen- 
tral de este asunto (no el derecho o no a la libertad de ex- 
presión, sino el derecho que todos los ciudadanos tienen 
a ser informados, divertidos, instruidos, etcétera, no el de- 
rqcho de quienes vayan a concurrir mediante empresas 
económicas a un ejercicio, sino el de todos los ciudada- 
nos a recibir esa información, divertimento, etcétera), 
mientras no entendemos que el derecho a la información 
es la pieza sustantiva, el eje, el pivote de un proyecto de 
ley o de una ley de televisión privada, estaremos hablan- 
do de otra cosa, no exactamente de televisión privada. 

No me digan ustedes, señores de la mayoría, que qui- 
sieran que aquel consenso - c r e o  que cito textualmente 
sus palabras- ase volviera a restablecer», uhemos tenido 
los brazos abiertos,, etcétera. Es posible que los brazos 
hayan estado abiertos, pero, en absoluto -perdónenme, 
es una mera forma de expresión-, la cabeza para inten- 
tar asumir otros postulados diferentes de los de ustedes. 
En modo alguno, ni una sola enmienda, aportación o pun- 
to de vista sustantivo ha sido no sólo admitido, sino sim- 
plemente tomado en consideración a la hora de un diálo- 
go que podía haberse producido, pero que no se ha hecho 
en modo alguno; no ha habido ningún diálogo fuera de 
esta Cámara, ninguno. 

Por iiltimo quisiera - e n  cuanto a la réplica de los ar- 
gumentos de la mayoría- aconsejarles -y no es nuestra 
función, evidentemente-, dicho de otro modo, denunciar 

lo que a nuestro juicio puede ser interpretado como un 
rjeKcicio paternalista, protector de iniciativas cconómi- 
cas. ¿Por qué son tres, o veintinueve? ¿Para proteger in- 
tereses? O confiamos en la inteligencia, medios, etcétera, 
de los promotores de estas empresas o, evidentemente, no 
estamos pensando correctamente, creo, sobre este país. 
LPor qué vamos a proteger nosotros unos hipotéticos de- 
rechos futuros de nadie? Creo que el primer derecho, la 
primera exigencia de la libertad es la responsabilidad y 
el riesgo de equivocarse. N o  queramos proteger tanto, 
porque seguramente nadie lo querrá. 

Evidentemente, se pueden citar sentencias del Tribunal 
Constitucional, y lo hace en demasía la mayoría, pero po- 
díamos citarlas enteras. Que esto es una Ley de desarro- 
llo constitucional en el sentido del artículo 20, también 
está inserto en esas sentencias, y le doy las páginas 107 
a 136, del tomo 1, de las sentencias del Tribunal Consti- 
tucional, en el cual el derecho a crear los medios mate- 
riales que hacen posible la difusión televisiva forma par- 
te del derecho a la libertad de información, y el derecho 
a la libertad de información está amparado precisamente 
en el artículo 20. Leamos enteras las sentencias, y no que- 
ramos argumentar una cosa, con la que pueda haber 
quien esté de acuerdo o no, pero ocultando una parte que 
para nosotros es esencial, y que es, el reconocimiento de 
ese derecho previo. 

Y termino, pero antes no querría dejar sin respuesta 
una expresión que no sé si, únicamente, es fruto del afán 
dialéctico o, por el contrario, es muestra de otro síntoma 
que juzgaría peligroso, porque no creo que sea el camino, 
y es la alusión a una hipotética mixtificacibn, hibridismo, 
o no sé qué palabra empleó el representante de la Coali- 
ción Popular sobre nuestra postura. Señor Ramallo, los 
híbridos lo único que producen es esterilidad, como us- 
ted bien sabe. Pensamos que si esta ley acaba así, tal como 
el partido mayoritario la tiene programada desde que 
asumió la necesidad de ir por este camino, en gran parte 
es por culpa de ustedes que tienen mucho más peso aquí. 

No entendemos en absoluto a qué viene calificar de ab- 
solutamente rechazable algo que para nosotros es mucho 
más democrático, pluralista, progresista, todas esas pala- 
bras que usted suele emplear para calificar la televisión 
privada. 

Señor Ramallo, no creo que seamos nosotros los que ha- 
yamos de ser blanco de las críticas de ustedes. Me parece 
que eso corresponde a quien ha hecho la Ley; nosotros he- 
mos participado en ella en absoluto. Como se verá más 
adelante, hoy mismo, tenemos mayores discrepancias con 
el Gobierno que ustedes. Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Ysart 
Tiene la palabra el señor Espasa. 

El señor ESPASA OLIVER: Señor Presidente, señoras 
y señores Diputados, en primer lugar y para puntualizar 
una vez más nuestra posición genérica en cuanto al tema 
de televisión pública-televisión privada. Nuestro acuerdo, 
desgraciadamente quizá el único - e l  señor Bofill ya ha 
insistido suficientemente en subrayarlo, le interesaba, es 
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legítimo, no nos duele compartir posiciones con el Grupo 
Socialista--, es considerar la televisión como un servicio 
público esencial y, como he dicho esta mañana, conside- 
rar que muchas veces lo público ampara mucho mejor los 
derechos individuales y colectivos, que no la iniciativa 
privada. Y no son palabras, no es retórica, a los hechos 
me remito. Desde que la justicia es pública y gratuita, des- 
de que la enseñanza es pública y gratuita, desde que la sa- 
nidad es pública y gratuita, todos los ciudadanos, en este 
caso todos los españoles, están más y mejor amparados 
en el ejercicio de estos derechos. 

Desde la derecha se ha dicho que la televisión es un 
gran poder político. Claro que sí, y porque es un gran po- 
der político en nuestra sociedad nosotros queremos que 
esté siempre bajo control democrático. Por eso coincidi- 
mos -desgraciadamente sólo en esto, pero al menos en 
esto sí- con el proyecto del Gobierno al entender que es 
un servicio público esencial y que debe estar sujeto a con- 
cesiones, porque si es un poder político inmenso, y lo es, 
ha de estar controlado democráticamente por los intere- 
ses de la mayoría que se expresan ... (Rumores.) 

El señor PRESIDENTE: Un momento, señor Espasa. 
Ruego silencio a S S .  S S .  (Pausa.) 

El señor ESPASA OLIVER: Decía que ha de estar con- 
trolado por los intereses de la mayoría que se expresan 
en el libre juego de la democracia y de las mayorías que 
esta democracia constituye. 

Dicho esto, continúan nuestras profundas discrepancias 
no sólo con el contenido de la ley, sino como decía esta 
mañana, señor Bofill, señores del Grupo Socialista, con el 
ínter legislativo de la ley. No es de recibo, señor Martín 
Tova1 y señor Bofill, que una ley tan importante como 
ésta llegue al Pleno con 500 enmiendas vivas. Algo suce- 
de, señores del Grupo Socialista, porque cuando se pre- 
gunta qué pasa con la ley de televisión privada y por qué 
se ha roto el consenso, lo que ha pasado es que viene una 
ley con 500 enmiendas, una ley que ha pasado por tres se- 
siones de Ponencia, que ha pasado por una fantasmagó- 
rica sesión de Comisión y que sigue con 500 enmiendas vi- 
vas. Algo políticamente muy profundo está sucediendo, 
señores del Gobierno, señores del Partido Socialista, us- 
tedes sabrán qué es lo que pasa. Desde los distintos gru- 
pos de oposición no acabamos de entenderlo. 

Y voy a pasar a contrarreplicar algunas de sus afirma- 
ciones, señor Bofill. Usted preguntaba por qué desde la 
oposición se criticaba tanto el tema de los tres canales, si 
había motivos de operatividad, de funcionalidad, y, sobre 
todo, económico-funcionales. Yo le contestaría, señor Bo- 
f i l l ,  que desde el punto de vista de los derechos fundamen- 
tales y desde el punto de vista de la ley no tienen por qué 
limitarse los tres canales. Yo estoy de acuerdo en que ope- 
rativamente, a lo mejor, es preferible que sean tres, pero 
esta carga llévenla ustedes como Gobierno, no nos hagan 
compartir a todos, como Cámara soberana, la limitación 
a tres canales. Y en eso coincido con algunas otras posi- 
ciones de otros grupos. Las limitaciones serán técnicas, 
esta técnica la interpretará el Gobierno en el momento de 

la concesión, estoy de acuerdo con ustedes en eso, pero lle- 
ven ustedes como Gobierno esa carga, no nos obliguen a 
asumirla a todos en la ley. Por tanto, no debería ser la ley 
de los tres canales. Es una ley de concesión de canales pri- 
vados de televisión y ya se decidirá en cada momento, se- 
gún el nivel tecnológico y según el Gobierno de turno, con 
criterios políticos y democráticos, evidentemente, si son 
tres, si son dos o si son veintidhs. Ustedes quieren hacer- 
nos compartir sus criterios, y no lo han conseguido, por- 
que, hasta ahora, todos los grupos, desde posiciones dis- 
tintas, no están con ustedes, y éste es un tema fundamen- 
tal para esta ley y para sus preocupaciones políticas. Na- 
die está con ustedes en esta ley, esto es importante ano- 
tarlo en el haber del camino legislativo de esta ley. 

No voy a insistir de nuevo en el tema de la ignorancia 
del progreso tecnológico en la medida en que esta ley ig- 
nora el tema del satélite, del cable, etcétera, para centrar- 
me en otro tipo de argumentación al que usted, señor Bo- 
MI, no ha contestado. La verda es que yo pensaba que ten- 
dría otro contraopinante en este tema, quizá en otro mo- 
mento procesal lo tenga. Me estoy refiriendo a la cuestión 
de inconstitucionalidad por el tema de la territorialidad. 
Usted ahí no ha entrado al trapo, como se dice vulgar- 
mente, señor Bofill. Aquí regulamos no sólo canales esta- 
tales, como usted dice, sino canales estatales que además 
pueden emitir en zonas territoriales, y ahí es donde está 
la cuestión de inconstitucionalidad, señor Bofill. ¿Quién 
delimita estas zonas territoriales? ¿Con qué criterios?, 
ilingüísticos, culturales, técnicos? ¿Por qué esta delimi- 
tación no pasa por las Cámaras cuándo tenemos un Esta- 
do plurinacional y pluricultural? Después de la emisión 
estatal está la emisión territorial y la lengua y el ámbito 
territorial son absolutamente decisivos, pero no decisivos 
desde un punto de vista técnico, sino desde un punto de 
vista político y cultural fundamental, 

Señores del Gobierno, con esta ley con la configuración 
administrativa de quién delimita estos territorios de se- 
gunda emisión de los canales estatales, no digo que uste- 
des lo quieran hacer, pero con esta ley ustedes pueden des- 
pertar guerras lingüísticas y culturales de nuevo, ustedes 
o los concesionarios, y ésta es una responsabilidad que re- 
cae sólo sobre ustedes. Quiero señalar con el máximo én- 
fasis esta cuestión; por eso les he anunciado un recurso 
de inconstitucionalidad si esto queda así, porque esto es 
revivir y despertar, de nuevo, guerras lingüístico-cultura- 
les en el Estado español. Puede serlo; de la forma en que 
ustedes lo tratan puede serlo, y usted no ha dicho ni una 
palabra de esto en su réplica, ni una. 

Espero que, de alguna manera, me contesten política- 
mente de forma que puedan aclararme esta duda. Creo 
que no, porque la forma en que está regulado deja abso- 
lutamente a criterio gubernamental, no de esta Cámara, 
que se pueda producir este tipo de problemas lingüístico- 
culturales en determinadas áreas del territorio español, 
que, repito, es un Estado plurinacional y pluricultural. 

La concesión de sólo tres canales también atenta a otro 
tipo de emisión televisiva, no como ha dicho el ilustre di- 
putado, representante de la derecha, al hablar de las te- 
levisiones locales que las ha calificado de privadas; al me- 
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nos las emisiones de las que me he convertido de alguna 
forma en su defensor, aunque no soy el único, estas emi- 
siones que yo he deíendido son emisiones de televisión lo- 
cales, municipales por ondas hertzianas, dependientes 
muchas de ellas de municipios con equipos de gobierno 
socialista o de coalición de socialistas con comunistas, 
otras de equipos de gobierno de Convergencia i Unió, 
otras son entidades culturales sin ánimo de lucro y en SU 

propia conceptualización estas televisiones locales se de- 
finen como una parte del sector público televisivo, es de- 
cir, tienen vocación de sector público, no de televisión pri- 
vada. Pues bien, estas televisiones locales, de las cuales 
funcionan 90 en Cataluña -posteriormente en relación 
con otra enmienda me referiré a ellas y al video que han 
elaborado estas televisiones-, pueden ser borradas de un 
plumazo con la ley que estamos aprobando ahora si se 
hace en los términos en que ustedes parece que la quie- 
ren mantener. 

El señor PRESIDENTE: Señor España, le ruego con- 
cluya. 

El señor ESPASA OLIVER: Termino, señor Presidente, 
señalando, una vez más, la preocupación fundamental 
que me embarga, como representante de Izquierda Uni- 
da -y creo que hablo en nombre de toda la Cámara-, 
consistente en que, tratándose de una ley tan importante, 
ustedes están solos, absolutamente solos y estamos en el 
Pleno con quinientas enmiendas vivas. Algo debe de su- 
ceder cuando estamos en estas condiciones. 

El señor PRESIDENTE: El señor Olabarría tiene la 
palabra. 

El señor OLABARRIA MUNOZ: Señor Presidente, voy 
a intervenir muy brevemente y, si me lo permite, lo voy 
a hacer desde el escaño porque posiblemente me llevaría 
más tiempo desplazarme a la tribuna que el que voy a 
consumir a esta intervención. He de decir al señor Bofill 
que, tras sus palabras, nuestro grupo empieza a respirar 
con cierto alivio. Ya, el debate, el discurso competencial 
de esta ley empieza a depurarse, empieza a decantarse. 

Hay dos alternativas competenciales claras específica- 
mente desde la perspectiva del Grupo Nacionalista Vas- 
co; la atribución competencial es compleja en materia de 
televisión privada y no en vano empiezan a proliferar dic- 
támenes que, además, paradójicamente parece que justi- 
fican posiciones políticas en algunas comunidades autó- 
nomas, incluso contradictorias con las posiciones que es- 
tos grupos mantienen en este Parlamento, pero el discur- 
so polftico es doble: por una parte, la atribución compe- 
tencial no se contiene en el listado (que es un listado 
cerrado de competencias exclusivas, en el caso del Esta- 
tuto de autonomía de Euskadi serían las competencias se- 
ñaladas en el articulo to), sino que la atribución de com- 
petencias se contiene en el artículo 19, un artículo con 
ubicación sistemática en otro capítulo diferente. Esto nos 
permite llegar a una doble conclusión: o la competencia 
que se regula en el artículo 19, y me estoy refiriendo al 

Estatuto de autonomía de Euskadi, es una competencia 
de carácter exclusivo similar a las que se regulan en el ar- 
tículo 10, lo que conferiría a la Comunidad Autónoma 
Vasca potestades o competencias legislativas (parece que 
ésa es la tesis del señor Bofill y, si no, que me rectifique 
en su réplica, en su dúplica; parece que ésa es la tesis por- 
que él ha afirmado expresamente que esta ley que regula 
los tres canales de televisión estatal sin vulnerar o sin in- 
cidir en las competencias autonómicas), o, si no, alterna- 
tivamente, este proyecto de ley sería vulnerador expreso 
de competencias autonómicas y nos obligaría a mantener 
sistemáticamente cautelas competenciales en cada ar- 
tículo de este proyecto de ley, que atribuye a la Adminis- 
tración, al Gobierno, al Ministerio de Transportes o al or- 
ganismo autónomo competencias de naturaleza adminis- 
trativa. Ese es el doble discurso. 

Entendemos que el señor Bofill ha fijado expresamente 
la posición de su grupo, Esta ley conserva, mantiene y res- 
peta las competencias que nosotros interpretamps como 
legislativas, incluso, de las comunidades autónomas con 
competencia exclusiva en la materia. 

Tácticamente, quizá esto nos obliga a rectificar la po- 
sición de nuestro grupo y nos bastaría -y me gustaría 
que me responda a esto el señor Bofill-, con una única 
cautela competencial, una disposición adicional o una 
disposición final que reconozca la naturaleza de esta com- 
petencia, al menos para la Comunidad Autónoma Vasca, 
que, como sabe el señor Bofill, es de naturaleza diferente 
a otras comunidades autónomas; no en vano ETB no está 
basada en la figura de los terceros canales sino que es una 
televisión pública «strictu sensun, basada en una compe- 
tencia de naturaleza exclusiva. Esto posibilitaría que el 
Grupo Vasco retire todas las cautelas puntuales relativas 
a artículos concretos individuales que reconozcan a la Ad- 
ministración competencias de naturaleza administrativa. 

Rogaría, señor Presidente, y con esto acabo, que si ésta 
es la tesis del Grupo Socialista nos lo comunique, porque 
incide de forma notable en la estrategia parlamentaria 
política de nuestro grupo en este debate. 

Rápidamente y terminando, respecto a las dos enmien- 
das que nuestro grupo tiene presentadas a este capítulo, 
siento decirle, señor Bofill, que no han resultado excesi- 
vamente satisfactorias sus respuestas o su réplica. En pri- 
mer lugar, indicar que la regulación o la tabulación de 
tres concesiones basada en que más o menos canales 
-porque no ha dicho usted si es un problema de más o 
de menos- quizá iban a generar actitudes renuentes o di- 
suasorias respecto a otras posibles optantes, no nos pare- 
ce justificable, porque es algo que ua prioriv no está ba- 
sado en ningún dato objetivo, nosotros no sabemos que 
sea disuasorio y, desde luego, nuestro grupo mantiene la 
opinión de que hay otras actitudes que sí son disuasorias, 
no la tabulación expresa del número de concesiones a 
realizar. 

Respecto a la segunda enmienda, la presentada al ar- 
tículo 5:, nosotros seguimos manteniendo que el Plan téc- 
nico nacional debe elaborarse por una norma de rango ju- 
rídico formal de ley y que en este Plan técnico no sólo se 
contienen cautelas administrativas o mecanismos de tu- 
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tela y de control administrativo sino cuestiones políticas 
claras, como las citadas por el señor Espasa, en materia 
de ámbitos territoriales de emisión diferentes al estatal 
que no son cuestiones técnicas, son cuestiones políticas, 
son cuestiones vinculadas a competencias de fomento de 
la cultura, de fomento de las lenguas que, en algunos ca- 
sos, estaban en franca situación de deterioro y que requie- 
ren ser especialmente cauteloso y sensibles, por parte de 
todos los grupos, en esta materia. 

Por estas razones nuestro grupo mantiene sus dos en- 
miendas y agradecería al señor Bofill que con su elocuen- 
cia y su lucidez nos explique si la que yo he interpretado 
es la tesis del Grupo Socialista. 

Gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Olabarría. 
Tiene la palabra el señor López de Lerma. 

El señqr LOPEZ DE LERMA 1 LOPEZ: Señor Presiden- 
te, señorías, mi buen amigo y distinguido Diputado, el se- 
ñor Bofill, ha hecho un auténtico canto a la libertad de ex- 
presión, de información, de comunicación, que ha ocupa- 
do nueve minutos y medio de sus casi doce minutos de in- 
tervención. Un canto que entiendo es del todo innecesa- 
rio en esta Cámara, si no fuera por dos cuestiones: una, 
que está detrás el proyecto, que es una evolución ideoló- 
gica que se ha dado en el Grupo Socialista, evolución des- 
de luego lícita, respetable y, por otra parte, cuanto se ha- 
lla, de hecho, dentro del contenido de esta ley. Un canto 
a la libertad, cuando este proyecto de ley no  hace otra 
cosa que regular de manera absolutamente deficiente los 
derechos del artículo 20 de la Constitución; no hace otra 
cosa que limitar, de hecho, esos derechos; no hace otra 
cosa, a través del articulado, que controlar y fiscalizar 
posteriormente la aplicación de esa ley y, por tanto, los 
derechos que intenta, según el señor Bofill, desplegar esa 
ley. El proyecto también hace una lectura negativa del de- 
recho de las comunidades autónomas, al menos de algu- 
nas de ellas, muy numerosas por cierto, de regular su pro- 
pia televisión y, por tanto, otorgar licencias, concesiones 
administrativas, dentro de su ámbito a sociedades pri- 
vadas. 

El señor Bofill nos dice: esta ley permite usar unos de- 
rechos constitucionales, como el derecho a la libertad de 
información, de expresión, de comunicación. Estoy de 
acuerdo con lo dicho por el señor Bofill, es más, creo que 
el señor Bofill está convencido de eso, lo que ocurre es 
que la articulación de esa creencia suya y mía no es con- 
vergente. (Rumores. Un señor DIPUTADO: ;Afortunada- 
mente!) Afortunadamente, claro, afortunadamente para 
nosotros, por supuesto; afortunadamente. (Rumores.) 
Pero, para que ustedes sean coherentes, ya que no quie- 
ren ser convergentes, sean coherentes (Rumores.), me per- 
mito indicarles, señalarles o solicitarles que cambien la 
exposición de motivos que acompaña al proyecto de ley 
enviado por el Gobierno. En esa exposición dicen: «El Go- 
bierno, de acuerdo con su programa de ampliar al máxi- 
mo el disfrute y la pluralidad de los medios de comuni- 
cación y la difusión de la información que a través de ellos 

,e canaliza, ha adoptado la decisión de regular la gestión 
ndirecta de la televisión, de acuerdo con los principios se- 
ialados por el Tribunal Constitucional y los que se deri- 
ran necesariamente de su carácter de servicio público 
:sencial». 

Pues bien, háganlo. Del Tribunal Constitucional hay 
ientencias que dicen que debe regularse por Ley Orgáni- 
:a. Háganlo. Ustedes lo hacen por ley ordinaria. El Tri- 
>unal Constitucional dice que no puede haber otras limi- 
aciones que las técnicas o las socio-económicas. Pues 
)ien, ¿por qué nos limitan caprichosamente tres canales 
;in avalar esa limitación con supuestos técnicos? Hágan- 
o. El señor Bofill añade: Esta ley, de hecho -dice-, vie- 
le a regular tres canales privados de ámbito estatal, por 
.anto, señor López de Lerma -me ha dicho-, no se preo- 
:upe de los contenidos concernientes a las comunidades 
iutónomas. De acuerdo. Cambien el título del proyecto; 
:ambien la csposición de motivos que encierra una filo- 
;ofía no coherente con el contenido; cambien el título, ya 
Jue contiene una advertencia que no es coherente con el 
:ontenido del proyecto. Sean, por tanto, coherentes entre 
o que dicen y lo que hacen. 

Desde luego, sus argumentaciones no nos convencen; 
iintiéndolo mucho, no nos convencen. Por eso, precisa- 
mente en la misma línea que ha expuesto el señor Bofill, 
hemos de denunciar aquí que este proyecto de ley no se 
ajusta con la propuesta de Directiva del Consejo Europeo, 
Zonsejo de las Comunidades Europeas, que el Parlamen- 
to Europeo, con los votos de sus propios compañeros, ha 
iprobado. Esa Directiva dice que el derecho individual de 
realizar, sin restricciones, emisiones de radio y televisión 
:stablecidos en los Estados miembros es una manifesta- 
2ión específica en derecho comunitario de un principio 
:uropeo más general, que es el derecho del hombre a la 
libertad de expresión que conlleva la libertad de recibir 
3 comunicar informaciones o ideas sin que pueda haber 
injerencia de las autoridades públicas y sin consideración 
de fronteras, y que está consagrado -subraya esa Direc- 
tiva, que ustedes también han aprobado- en el aparta- 
do 1 del artículo 10 del convenio de salvaguardia de los 
derechos del hombre y de las libertades fundamentales, 
Firmado en Roma en 1950 y ratificado por todos los Esta- 
dos miembros. 

De ese convenio, de esos derechos del hombre y de li- 
bertades del hombre nacen los derechos protegidos en el 
artículo 20 de la Constitución. Por tanto, sean coherentes, 
no sólo con la exposición de motivos, sino también con 
cuanto sus compañeros han aprobado en el Parlamento 
Europeo con esta propuesta de Directiva al Consejo de las 
Comunidades Europeas. 

Nosotros que estamos en la misma línea que ha seña- 
lado el señor Bofill en sus nueve minutos y medio de in- 
tervención de canto de alabanza a las libertades, porque 
estamos en la misma línea, vamos a ser, somos, coheren- 
tes entre lo que decimos y lo que hacemos y voy a anun- 
ciarles que, precisamente para proteger esos derechos, 
para proteger la libertad de información, para proteger 
la libertad de expresión, para proteger la libertad de co- 
municación, nuestros Partidos van a impulsar en Catalu- 
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ña un recurso de ,inconstitucionalidad, no sólo para de- 
fender unas competencias propias, unas competencias re- 
guladas en el Estatuto de Cataluña, sino, repito, para de- 
fender la libertad de información, de expresión y de 
comunicación. 

Nada más, señor Presidente, muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor López de Ler- 

El señor Larrfnaga tiene la palabra. 
ma 

El señor LARRINAGA APRAIZ: Primero quería acla- 
rar que esta mañana no me habfa referido al contenido 
del artículo l?, artfculo que no ha sido enmendado por 
nuestro grupo, porque suscribimos en este sentido la opi- 
nión del Gobierno; compartimos que la televisión es ante 
todo un servicio público. Lo que sí quería señalar es que 
las explicaciones que ha dado el señor Bofill sobre cómo 
él entiende el tema competencia1 y cómo entiende él que 
esto solamente afecta a la ley de los tres canales (opinión 
que, por cierto, también había oído yo en Comisión de 
otro miembro de la Ponencia) creo que resultan insufi- 
cientes. Francamente creo en sus buenas intenciones y 
creo en la lectura que ustedes hacen de esta ley, pero me 
sentiría mucho más satisfecho y mucho más tranquilo si 
ustedes acabaran traduciendo esas intenciones en textos 
legales. Nuestras enmiendas así lo hacen, y ustedes tie- 
nen oportunidad bien de asumirlas o bien de proponer 
textos transaccionales. 

Por último, quiero señalar simplemente que nos sigue 
pareciendo que el número de tres es un tope que no se aca- 
ba de entender, que la propia práctica y la propia diná- 
mica técnica están diciendo que en este país va a haber 
más de tres canales privados, ya sea emitiendo desde el 
territorio nacional o emitiendo desde el exterior y que, 
por tanto, entendemos que es una cifra que en este texto, 
de hecho con la propia realidad, está ya de sobra. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Larrínaga. 
El señor Camuñas tiene la palabra. 

El señor CAMUÑAS SOLIS: Señor Presidente, también 
muy brevemente. Al ver que reiteradamente el grupo ma- 
yoritario viene a esta Cámara con una posición predeter- 
minada sinceramente hace cansina la labor de los grupos 
de la oposición de ir reiterando una tras otra las argu- 
mentaciones, para ver cómo se nos contesta luego en tro- 
pel a todas y cada una de las que hemos hecho los grupos 
parlamentarios. 

Voy a hacer el último esfuerzo (y no queriendo cansar, 
precisamente, a la Cámara, lo haré lo más brevemente po- 
sible) por intentar racionalizar una vez'más lo que esta 
mañana he defendido. 

Proponta en mi enmienda que el número de concesio- 
nes fuesen todas aquellas que las condiciones técnicas de 
bandas, canales, frecuencias o potencias hicieran posible. 
Ustedes dicen que hay dos razones fundamentales para 
no aceptarla. La primera, dicen, las posibilidades técni- 
cas que son solamente tres. Pues para dar mayor fuerza 

a su argumentacibn, lo que ustedes tendrían que hacer, 
precisamente, es recoger el texto que yo les propongo, por- 
que si no parece que ustedes ya tienen predeterminados 
quiénes van a ser esos tres. Si en verdad las posibilidades 
técnicas son tres, pues pongan ustedes que habrá tantas 
televisiones como posibilidades técnicas. Lo que ocurre es 
que resulta dificil decir eso cuando estamos aprobando 
unos principios que se entiende que están condicionados 
a un plan técnico que todavía no está aprobado. 

Por último, decía también el señor Bofill que no es so- 
lamente por razón de las posibilidades técnicas, sino por 
intentar hacer viable un procedimiento económico para 
las televisiones privadas, para que puedan ser viables. Yo 
tengo que decir que me extraña que haya países con me- 
nor nivel de desarrollo que el nuestro que puedan tener 
más de tres canales de televisión. Como decía anterior- 
mente el señor Ramallo, países como Venezuela, por 
ejemplo, o países con el mismo grado de desarrollo que 
España, Italia, que puedan tener más canales de televi- 
sión que los que podemos tener nosotros. Entiendo que 
detrás de todo eso se está encubriendo, naturalmente, y 
por ello son ustedes socialistas, una cierta razón de tute- 
lar las cosas. A nosotros nos parece mal esa tutela, por- 
que esas tutelas acaban convirtiéndose en inmensos INI 
que, en definitiva, acabamos pagando el resto de los es- 
pañoles. Dejen ustedes que haya muchos canales de tele- 
visión y no se preocupen si van a suspender pagos o van 
a quebrar o van a venderse; son temas que afectan a la 
iniciativa privada. No se obsesionen ustedes con que hay 
que crear un INI de la información, o que pueden desa- 
parecer muchas cadenas porque solamente hay posibili- 
dades para unas pocas, porque esos INI, vuelvo a repetir, 
acabamos pagándolos todos los españoles. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Camuñas. 
Tiene la palabra el señor Mardones. 

El señor MARDONES SEVILLA: Muy brevemente, se- 
ñor Presidente, porque estos aspectos ya los he venido co- 
mentando con el portavoz del partido Socialista, señor 
Bofill. 

De lo que él ha dicho puedo colegir que me quedan sólo 
unas reservas, compartiéndolas con las que ha dicho el 
portavoz del Partido Nacionalista Vasco en cuanto a esas 
competencias que pueden estar reconocidas para las co- 
munidades autónomas. Vuelvo a insistir que el plantea- 
miento de mi enmienda para que sea posible la existen- 
cia y la visión de una televisibn privada en el ámbito del 
archipiélago de Canarias (ejemplo de distancia máxima 
dentro del concepto de territorio nacional, es difícil que 
pueda ser salvado por la técnica), lo hacemos desde los si- 
guientes principios. 

Primero, de plena aceptación y ratificación de lo que se 
dice en los artículos l.", 2: y concretamente en el 3 ~ ,  es 
decir: servicio público esencial y concesión administrati- 
va como régimen de los mismos. Esta es la razón funda- 
mental que, al añadirse con la dificultad técnica, no sea 
óbice de lo que es un bien común o un servicio público 
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esencial que, constitucionalmente hablando, debe garan- 
tizarse a todos los ciudadanos españoles, para que los ciu- 
dadanos residentes en Canarias no estén privados de la 
asistencia de este servicio técnico. 

Ahora bien, si aquí puede colegirse que se remite esa po- 
sibilidad a las comunidades autónomas, hay que tener 
presente lo que dice el artículo 31 de la Ley 10/1982, del 
mes de agosto, que aprueba el Estatuto de Autonomía de 
Canarias, que señala competencias, concretamente en el 
punto uno de este citado artículo 31, cuando dice que 
compete a la Comunidad Autónoma de Canarias el de- 
sarrollo legislativo y ejecución del régimen de radiodifu- 
sión y televisión en los términos y casos establecidos en 
la ley reguladora del Estatuto jurídico de la Radio y de 

Pero yo voy más allá, porque me quiero situar, no en 
ese terreno de competencias, sino en el de este proyecto 
de ley con lo que comporta, que es lo que decíamos esta 
mañana, el marco jurídico de la definición de servicio pú- 
blico esencial y de concesiones administrativas como ré- 
gimen y, a partir de ahí, entrar en la dificultad de una 
cuestión técnica. Por tanto, no creo que en el área del ar- 
chipiélago canario, por su distancia, haya imposibilida- 
des de interferencias radioeléctricas en transmisiones 
hertzianas de televisión, cuando estamos tan distantes de 
esa parte del territorio nacional peninsular donde sí pue- 
den darse esa casuística de dejar un margen estrecho de 
libertad a los canales hertzianos. 

. la Televisión. 

Nada más y muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor 
Bofill. 

El señor BOFILL ABEILHE: Señor Presidente, empe- 
zaré, en primer lugar, por matizar algunas de las cuestio- 
nes que los representantes de los grupos parlamentarios 
han hecho en su turno de réplica. 

Para el Grupo Socialista fundamentalmente es progre- 
sista haber presentado la ley, oportunidad que el repre- 
sentante del grupo conservador reconocía, esta mañana, 
como un mérito del Gobierno que respalda el Grupo SO- 
ciaiista. Progresista es compartir el criterio con la confe- 
rencia de Ministros del Consejo de Europa, celebrada en 
Viena, de considerarla servicio público. Progresista es no 
pararse exclusivamente en aquellos derechos que asisten 
legítimamente a las empresas para proteger, además, el 
principio que asiste de aplicar un derecho, como es el de 
la libertad de recibir o de comunicar información a todos 
los ciudadanos españoles. 

No vale, señor Ramallo, como usted ha hecho, decir que 
hay un profesor que viene a matizar o descalificar, inclu- 
so, lo que es la sentencia del Tribunal Constitucional. Di- 
cho Tribunal tiene la misión, por la Constitución y por su  
propia Ley, de dirimir las controversias que con respecto 
a la constitucionalidad de las leyes se puedan presentar. 
Es a él a quien compete esa facultad. Pero, le diré más. 
El señor Ariño, al que usted ha citado, en un artículo em- 
pieza diciendo que la primera conclusión que hay que for- 
mular es el reconocimiento de este proyecto de ley como 

.m paso adelante, pequeño pero real, en la lucha por la li- 
bertad de expresión, por el que hay que congratularse. 

En estas sentencias del Tribunal Constitucional espa- 
ñol, señor Ramallo, también queda claramente puesto de 
manifiesto, señor Ysart, en uno de sus apartados, que no 
necesariamente la regulación de la televisión privada tie- 
ne que derivarse del artículo 20. Se lo voy a leer textual- 
mente para que no haya distintas interpretaciones, por- 
que usted se ha leído un apartado fuera del contexto. 

Dice textualmente: El examen de esos antecedentes y 
textos demuestra que en nuestro ordenamiento jurfdico 
se ha constitucionalizado el control parlamentario de la 
televisión pública estatal y que la llamada televisión pri- 
vada, en cuyo favor postula la sociedad Antena-3, no está 
necesariamente impuesta por el artículo 20 de la Consti- 
tución, no es una derivación necesaria del artículo 20. 
Mayor claridad, imposible. Le diré más. Estamos hacien- 
do un debate en el que todos los grupos -y el señor Es- 
pasa ha hecho especial hincapié en ello- parece que ha- 
yan tenido como motivo fundamental la oposición a una 
ley que, comparada, senor Espasa, señores de los grupos 
parlamentarios que han abundado en esta idea, con lo que 
son las leyes de nuestro ámbito cultural y político, coin- 
cide, con las diferencias lógicas de cada país, en los ele- 
mentos fundamentales, ya estén o hayan sido presenta- 
das por gobiernos conservadores, como pueda ser el caso 
de Alemania -gobierno cercano al senor Pérez Dobón 
ideológicamente-, que también contempla, en los inicios 
de los recursos que se están produciendo ante sentencias 
del Tribunal Constitucional, que se está produciendo un 
reconocimiento de que es un servicio público; hayan sido 
presentadas por otros gobiernos, Italia, lo estima como 
servicio público y contempla la figura de la concesión en 
cuanto a canales nacionales, no locales, efectivamente. En 
Francia tenemos el mismo caso, señor Ramallo. Aquí no 
se está haciendo nada distinto. 

¿Restrictiva esta ley y retrógrada? ¿Con respectoa qué? 
En Inglaterra, para poner un ejemplo contrario al extre- 
mo que exponía el señor Ramallo con anterioridad, sola- 
mente hay un canal de televisión privada, y eso es lo que 
tiene. España, incluso con esta legislación, está avanzan- 
do respecto a otros países que han regulado esta materia 
en el ámbito de la Comunidad Económica Europea. Por 
tanto, señorías, cuando hagamos este tipo de descalifica- 
ciones, cuando intentemos, de alguna manera, cercenar 
la importancia que la ley tiene y cómo protege los prin- 
cipios de libertad que asisten a los ciudadanos frente a 
cualquier consideración --como hacía el señor Camuñas 
hace un momentc+, de considerar el libre tráfico de las 
ideas como un libre tráfico de mercancías; cuando sea- 
mos capaces de comprender que esta ley está abordando 
con decisión y claridad una regulación, el desarrollo de 
una concepción indirecta de un servicio público, que am- 
para la libertad de los ciudadanos espafioles, estaremos 
más próximos de lo que parece, como lo estábamos hace 
unos años, a la hora de definirla, e insisto en ello. No sé 
si serán necesarios desde aquí nueve, diez o doce minutos 
para insistir en la importancia de la libertad de informa- 
ción, pero honra al Grupo Parlamentario Socialista que 
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así se haga y nos honra ser nosotros los que hayamos dado 
los pasos fundamentales. 

Quizás al seAor López de Lerma le parezca mal que se 
entre en el fondo de la cuestión porque haya algunas en- 
miendas de menor grado que, a lo mejor, le parezca que 
deben ser fundamentales. Aquí se está haciendo una opo- 
sición a una ley importante, que abre los límites de la li- 
bertad de información. Ha habido empeño, dentro de lo 
que habían sido las discusiones y los principios a través 
de los distintos debates, en que fueran recogidas. Tampo- 
co ha sido respondido. 

Estimo que lo que no podemos hacer es intentar desca- 
lificar o quitarle importancia a una ley diciendo que los 
socialistas están solos. ¿Están solos con respecto a qué, se- 
ñor Espasa? porque usted mismo dice que coincide con al- 
gunas cuestiones. iCon respecto a que esta mañana nos 
decía en su intervención cómo se aseguraban las televi- 
siones públicas, otro tipo de televisiones públicas, o cómo 
se aseguraba a las comunidades autónomas la posibilidad 
de desarrollo de los terceros canales? Que tomen la ini- 
ciativa. Ya le decía el otro día en Comisión que no sola- 
mente hay autonomías regidas por mayorías socialistas; 
que vengan a traerla, tienen su espacio. 

Por un lado, a usted le preocupa enormemente que la 
posibilidad de que se contemplen tres canales pueda cer- 
cenar las posibilidades de televisiones públicas. Por otro 
lado, le parece a usted que esto es demasiado poco, que 
habría que hacerlo más amplio, que la ley es restristiva. 
Insisto, ¿restrictiva con respecto a qué? Este proyecto de 
ley da un paso importante, abre cauces para la expresión, 
abre cauces para que se concrete el derecho a la libertad 
de comunicación y de información que asiste a los ciuda- 
danos. Quizá no agrade a los principios de otros Grupos, 
pero al calificarlo de moderno o retrógrado, progresista u 
obsoleto, habrá que hacerlo con referencia a lo que hay. 

Si lo comparamos con los Estados Unidos, con sus di- 
mpnsiones y con los Estados que tiene, también podría- 
mos hacer la misma comparación con respecto a las tele- 
visiones del Continente Europeo. Pero ésas no son cues- 
tiones que vengan a descalificar la importancia de este 
proyecto de ley. 

En este proyecto de ley se regulan canales de ámbito es- 
tatal. Y usted me permitirá no contestar, señor Olabarría 
-se lo digo con todo respeto-, a las preguntas que us- 
ted, posiblemente por su prurito de profesor, formula 
siempre al Grupo Parlamentario Socialista. Contempla el 
proyecto de ley la regulación de la gestión indirecta de 
los canales de televisión. Se fija el número de tres, que 
nos parece un número adecuado, con la responsabilidad, 
insisto, que se tiene de que los usuarios, en definitiva, los 
ciudadanos no vean frustrada la posibilidad de que lo que 
este proyecto regula al plasmar en la realidad el derecho 
que se deduce de la libertad que les corresponde. Hemos 
optado por la fórmula de tres, se dice textualmente. Y no 
se venga a decir que cómo se puede hacer esto o cómo se 
puede decidir que sean tres canales cuando no está el plan 
técnico aprobado. También se dice que ese plan técnico, 
que tiene unas características excesivamente complejas 
para los debates parlamentarios, tiene que ser aprobado 

por Ley. No hay precedentes con respecto a otros temas. 
No se compare con el Plan Energético Nacional, que vie- 
ne a señalar una serie de principios generales y no cues- 
tiones complejas y concretas que atañen a puntos excesi- 
vamente técnicos. 

Por tanto, señorías, el Grupo Parlamentario Socialista, 
cree que hay puntos de coincidencia importantes, y no en- 
tendemos en muchas ocasiones la postura de algunos Gru- 
pos parlamentarios -a los que estamos próximos en la 
concepción, y en la definición de que esto sea un servicio 
público esencial- que intentan decir que no hay acuer- 
do, que el Grupo Parlamentario se encuentra s610. El Gru- 
po Parlamentario se encuentra con la satisfacción, insis- 
to, de ampliar el marco de las libertades, con la satisfac- 
ción de poder decir desde aquí a todos los ciudadanos, 
aunque moleste al señor Lerma, que vamos a aprobar una 
ley que les va a permitir disfrutar de una comunicación 
por imágenes a la que aspiran, en la seguridad de que con 
esta ley - q u e  en definitiva, se enmarca dentro de las di- 
rectrices generales de las leyes de otros países del ámbito 
europeo- gracias al Gobierno de mayoría socialista la te- 
levisión privada por fin, pese a las posibilidades que han 
tenido otros grupos parlamentarios, puede ser y será den- 
tro de poco una realidad. 

Nada más y muchas gracias. . 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Bofill. 
Vamos a proceder a la votación de las enmiendas al ca- 

pítulo primero (El señor Calero Rodríguez pide la pa- 
labra.) 

LSeiior Calero? 

El seiíor CALERO RODRIGUEZ: Señor Presidente, ro- 
garía que se pusiesen los marcadores a cero para la vota- 
ción electrónica. 

El señor PRESIDENTE: Señorías, saquen las llaves de 

Sometemos a votación las enmiendas del señor Az- 

Comienza la votación. (Pausa.) 

los dispositivos de votación. (Pausa.) 

cárraga, del Grupo Parlamentario Mixto. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 224; a favor, 31; en contra, 116; abstencio- 
nes, 37, 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en- 

Se someten a votación las enmiendas del Grupo Parla- 

Comienza la votación. (Pausa.) 

miendas del señor Azcárraga. 

mentario Coalición Popular. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
toa emltldor, 226; a favor, 43; en contra, 119; abstencio- 
les, 24. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en- 
niendas del Grupo de Coalición Popular. 
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Sometemos a votación las enmiendas de la Agrupación 

Comienza la votación. (Pausa.) 
del PDP. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 221; a favor, 57; en contra, 159; abstencio- 
nes, cinco. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en- 

Se someten a votación las enmiendas del Grupo del 

Comienza la votación. (Pausa.) 

miendas de la Agrupación del PDP. 

CDS. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 225; a favor, 21; en contra, 160; abstenclo- 
nes, 44. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en- 

Sometemos a votación las enmiendas de la Agrupación 

Comienza la votación. (Pausa.) 

miendas del Grupo del CDS. 

de Izquierda Unida-Esquerra Catalana. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 227; a favor, 11; en contra, 160; abstencio- 
nes, 56. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en- 
miendas de la Agrupación de Izquierda Unida-Esquerra 
Catalana. 

Votamos las enmiendas del Grupo Parlamentario Vas- 
co (PNV). 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 228; a favor, 51; en contra, 166; abstencio- 
nes, 11. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en- 

Votamos a continuación las enmiendas del Grupo Par- 

Comienza la votación. (Pausa.) 

miendas del Grupo Parlamentario Vasco (PNV). 

lamentario Minoría Catalana. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 229; a favor, 55; en contra, 157; abstencio- 
nes, 17. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en- 

Votamos las enmiendas del señor Larrínaga, del Grupo 

Comienza la votación. (Pausa.) 

miendas del Grupo Parlamentario Minoría Catalana. 

Mixto. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 229; a favor, 56; en contra, 159; abstencio- 
nes, 14. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en- 

Votamos ahora las enmiendas del señor Camuñas. 
Comienza la votación. (Pausa.) 

miendas del señor Larrínaga. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 230; a favor, 61; en contra, 167; abstenclo- 
nes, dos. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en- 

Votamos a continuación las enmiendas del señor Mar- 

Comienza la votación. (Pausa.) 

miendas del señor Camuñas. 

dones. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 230; a favor, 66; en contra, 160; abstencio- 
nes, cuatro. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en- 
miendas del señor Mardones. 

Seguidamente se somete a votación el texto del dicta- 
men del capítulo primero, artículos 1." a 6.", ambos 
inclusive. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 183; a favor, 156; en contra, 25; abstencio- 
nes, dos. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el texto del 
dictamen del capítulo primero, artículos 1 ." a 6." 

Recuerdo a SS. SS. que, en el primer momento hábil 
para hacerlo posterior a las siete, se producirá la vota- 
ción de conjunto de la ley orgánica que ha sido objeto de 
debate esta mañana. 

Pasamos al debate del capítulo segundo: Enmiendas del capituio 
señor Azcárraga. Para su defensa, tiene la palabra S .  S. segundo 

El señor AZCARRAGA RODERO: Gracias, seíior Pre- 
sidente. 

Señorías, a este capítulo segundo, referido al régimen 
jurfdico de la concesion, tenemos presentadas 35 enmien- 
das, varias de las cuales pueden considerarse defendidas 
por estar directamente relacionadas con otras presenta- 
das -y defendidas- al capítulo primero. Por lo tanto, las 
que voy a defender se requieren, fundamentalmente, al 
propio contenido de este capítulo segundo. 

No se trata en este capítulo, señorías, de plantear obje- 
ciones conceptuales, como se ha podido hacer en el pri- 
mero, como podría ser, a nuestro entender, la incompati- 
bilidad entre la estructura del servicio público y un dere- 
cho fundamental que no es de prestación, a diferencia, 
por ejemplo, del derecho a la educación. Estas pudieran 
ser solamente objeciones menores. 

Nuestro rechazo al capítulo segundo y, por tanto, la 
presentación de estas enmiendas, se producen, como de- 
cía anteriormente, al propio contenido de este capítulo, 
es decir, a los poderes exorbitantes que se reserva el Go- 



- 4975 - 
CONGRESO 10 DE DICIEMBRE DE 1987.-NÚM. 77 

bierno y a las limitaciones intolerables a la libre comu- 
nicación de información. 

Por ejemplo, las enmiendas 21 y 22 se refieren al otor- 
gamiento de la concesión. Entendemos, señorías, que este 
otorgamiento de la concesión que se reserva el Gobierno 
es una injerencia. No casa, en manera alguna, con la sen- 
sibilidad democrática el que el Gobierno se reserve la ad- 
ministración de una libertad pública. Ello por varias ra- 
zones; por ejemplo, cuando la puesta en marcha de un ca- 
nal requiere tan altas inversiones, con la espada de Da- 
mocles encima, señorías, de que diez años después la con- 
cesión es posible que no se renueve, la debilidad de la ti- 
tularidad del derecho refuerza la dependencia respecto al 
concedente, en este caso respecto al Poder ejecutivo, que 
es quien concede la renovación de la concesión. 

El proyecto de ley, de otra parte, se mueve en terrenos, 
desde nuestro punto de vista, de una extraordinaria dis- 
crecionalidad y con bastante confusión. Por ejemplo, en 
el artículo 8.0, número 1, de este capítulo, se regulan de 
tal manera las condiciones para el otorgamiento de la 
concesión, con conceptos tan indeterminados como, por 
ejemplo, la viabilidad técnica y económica, previsiones 
para satisfacer en el conjunto de su programación las di- 
versas demandas y los plurales intereses del público, que 
se está realizando de esta forma lo que nunca debería ha- 
cerse en materia de derechos fundamentales. Nos parece 
enormemente grave emitir juicios de valor en materias 
tan absolutamente opinables, como hace el artículo 8.1 
de este proyecto de ley. De ahí, por tanto, nuestras en- 
miendas 22 y 23. El Gobierno, con la actual redacción de 
este artículo 8.1, da la impresión de que entiende que los 
ciudadanos de este pais son menores de edad y que, por 
tanto, es el Gobierno quien debe valorar cuáles son los in- 
tereses plurales de los individuos. 
Y yo me pregunto: ¿Qué pasa, señorías, si una cadena 

de televisión privada emite simplemente programas para 
er ocio, espectáculos deportivos, y alguna película? ¿Cuá- 
les son los plurales intereses del público? ¿Quién inspira 
al Gobierno esos intereses plurales del público? El plan- 
teamiento es tan absurdo, señorías -y perdónenme la ex- 
presión- que teóricamente, si esto se aplicara a la pren- 
sa, llevaría aparejado que sólo pudieran salir a la calle 
los diarios no especializados. 

La cuestión no es la garantía de los intereses plurales 
del público. Además, yo me niego, señorías, a que el Go- 
bierno me planteé qué es lo que me interesa a mí en el 
espacio privado: es decir, cuáles son mis intereses en el 
espacio privado, en mi casa o en mi tiempo de ocio. Me 
niego a que sea el Gobierno quien me plantee ese tipo de 
situaciones. La cuestibn es otra: se trata de establecer li- 
mitaciones a la programación para que no surjan cade- 
nas especializadas que hagan la competencia a Radiote- 
levisión Española. 

Por otro lado, señorías, cualquier intervención pública, 
si debe haberla, ha de hacerse con participación de la pro- 
pia sociedad. Por este motivo planteamos en nuestra en- 
mienda número 82 la creación del denominado consejo es- 
tatal para la televisión privada, cuyo contenido explicaré 
en el capitulo tercero. 

Señorías, e1,colmo de la regulación abusiva, que trata- 
mos de evitar a través de nuestras enmiendas, llega cuan- 
do el proyecto de ley ni siquiera se plantea que la conce- 
sión y, por ianto, las eventuales denegaciones, sean moti- 
vadas públicamente comparando unos proyectos con 
otros. Si estamos ante un derecho fundamental, la dene- 
gación a un solicitante deberá ser motivada pública- 
mente. 

En la enmienda número 21 introducimos una referen- 
cia que nos parece fundamental. Se trata del régimen de 
competencias, nuevamente de las comunidades autóno- 
mas, en un caso singular. Este desgraciado proyecto de 
ley parte de dos premisas que colocan al Gobierno en el 
reino de lo absurdo. A la vista de lo publicado, señorías, 
da la impresión, primero, de que la televisión vía satélite 
o por cable no existe porque no se regula en el proyecto. 
Luego vienen el señor Calviño o los vídeos comunitarios 
y se demuestra que la realidad es otra. Ahí está el primer 
error: que se niega el Inundo físico material por el hecho 
de negar su existencia en el HBoletín Oficial)). Hay un se- 
gundo aspecto: que se niega tamhién, señorías, la existen- 
cia de competencias de algunas comunidades autónomas, 
puesto que no se regulan en este proyecto de ley. 

La enmienda número 26 se presenta porque entende- 
mos que con la actual redacción no se garantiza el plura- 
lismo cultural y, en concreto, el pluralismo lingüístico. 
Señorías, nosotros no podemos admitir que la territoria- 
lización de emisiones no se acomode a las distintas comu- 
nidades autónomas que representan la expresión del plu- 
ralismo político. Entendemos que lo que es posible técni- 
camente ha de serlo también legalmente. Aunque técni- 
camente no sea posible de manera estricta que se territo- 
rialice coincidiendo estrictamente con las comunidades 
autónomas, no es menos cierto, señorías, que los progra- 
mas regionales de Televisión Española lo logran, que lo 
logran también las televisiones de las comunidades autó- 
nomas y que es posible también el oscurecimiento de zo- 
nas concretas. 

Por ello, si es posible técnicamente, mi pregunta, seño- 
rías, es por qué no es posible legalmente. 

Lo grave es que el proyecto de ley, en este artículo 8.0 
y otros, ha incurrido en una grave omisión o no ha sido 
consciente de algo: si existen otras lenguas oficiales dis- 
tintas del castellano, el primer deber de garantía de la ofi- 
cialidad lingüística incumbe a los espacios de lo público. 
Si estamos ante un servicio público que se regula en ré- 
gimen de concesión, la televisión necesariamente ha de 
manifestarse también en todo o en parte en las lenguas 
oficiabs distintas al castellano. (El señor Vicepresidente, 
Cranadoa Calero, ocupa la Resldencia.) Este es el senti- 
do de nuestra enmienda 26, que no es otro que dejar ab- 
solutamente claro que existe tal deber derivado de la co- 
oficialidad, garantizada no solamente en los estatutos de 
autonomía, sino en la propia Constitución. 

Las enmiendas 31 y 32 se refieren a las limitaciones 
que, de forma injustificada, se plantean a la libre empre- 
sa. Debo reconocer, señorías, y lo hago con gusto, que hay 
cuestiones en esta materia que, en el terreno puramente 
conceptual, se pueden defender por parte de quienes han 
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confeccionado el proyecto, por ejemplo, determinadas li- 
mitaciones que impidan la posición monopolística de las 
empresas de comunicación o de otro tipo. Hay limitacio- 
nes que entendemos son exorbitantes porque tal como 
está redactado el apartado c) del artículo 9.", y de ahí 
nuestra enmienda 31, creemos que estamos ante una gra- 
ve inconstitucionalidad: una sanción a una empresa se 
convierte también en sanción a otra por el hecho de que 
el 10 por ciento de sus acciones, por lo menos, estuvieran 
en manos de quienes también fueran accionistas de la pri- 
mera empresa; es decir, de la empresa primeramente san- 
cionada. Incomprensiblemente, la sanción a uno se con- 
vierte en sanción a otro. 

La enmienda 32 se plantea porque, señorías, una cosa 
es evitar el monopolio informativo, lo que nos parece 
correcto, y otra bien diferente es tratar de buscar empre- 
sas débiles o impedir que unas sociedades participen en 
otras. El planteamiento que se realiLa en el apartado d) 
del artículo 9: va contra la racionalidad y contra princi- 
pios elementales de economía de escala; aparte de que es 
un planteamiento inútil porque lo que no se impide es 
que dos o más concesionarias puedan crear productoras 
o agencias informativas, con lo que la pretensión de este 
apartado d) del artículo 9." deja de tener el más mínimo 
sentido. No entiendo, señorías, por qué es mejor -y la hi- 
pótesis que voy a plantear es posible- que una sola em- 
presa pueda llegar a controlar toda la información en 
prensa, y es rechazable que una empresa participe me- 
diante acciones -bastaría con dos- en otra de televisión. 

Señorías, a efectos meramente dialécticos, si el Gobier- 
no al menos ha visto con buenos ojos -y así se ha comen- 
tado- el fracasado proceso de fusión entre dos entidades 
bancarias, yo me pregunto: ¿Por qué es buena la concen- 
tración del capital financiero y es malo que una empresa 
concesionaria participe en otra? ¿Por qué regla de tres, se- 
ñorías, una productora de televisión, puede participar en 
todas las empresas concesionarias y, en cambio, una con- 
cesionaria no, siendo así que la primera podría controlar, 
efectivamente, a las empresas concesionarias? 

Nuestra enmienda 32 parte de diferenciar distintas au- 
torizaciones en razón no sólo del territorio sino también 
de precisar el concepto de control efectivo, ciñéndolo a la 
titularidad del 51 por ciento de las acciones y rechazan- 
do de esta forma un criterio tan amplio y ambiguo a la 
vez como el simple -y asf se plantea en el proyecto- de 
uparticipen mediante acciones» porque basta la titulari- 
dad de dos, para que se produzca la negativa. 

A la enmienda 33 me he referido al comienzo de mi ex- 
posición. El resto de las enmiendas las doy por defendi- 
das en los términos expresados en la justificación de las 
mismas y termino manifestando mi preocupación ante el 
contenido de este capítulo segundo. 

Fundamentalmente, señorías, entiendo que este capítu- 
lo segundo reúne tantas arbitrariedades y contenidos in- 
constitucionales que parece confeccionado para ser re- 
currido ante el Tribunal Constitucional. Yo acepto esa in- 
vitación que da la impresi6n que pretende el Gobierno y 
quiero anunciar en estos momentos que, si el proyecto de 
ley se aprueba con estos contenidos, el Grupo Parlamen- 

tario de Eusko Alkartasuna en el Parlamento vasco pro- 
moverá un recurso de inconstitucionalidad por cuatro ra- 
zones fundamentales: primero, por el ataque que supone 
a las competencias asumidas por la Comunidad Autóno- 
ma del País Vasco, según el artículo 19.3 del Estatuto de 
Autonomía de Guernica; segundo, por la limitación que 
supone de los derechos reconocidos en el artículo 20.1 de 
la Constitución; tercero, porque este proyecto de ley deja 
de regular la televisión vía satélite o por cable y un ejem- 
plo es el Canal 10 o los vídeos comunitarios; y cuarto, por 
no conceder el carácter de órganica a la ley. 

Muchas gracias, señorías. 

El señor VICEPRESIDENTE (Granados Calero): Mu- 
chas gracias, señor Azcárraga. 

Para la defensa de las enmiendas de la Agrupación de 
Diputados del PDP, tiene la palabra el señor Pérez Dobón. 

El señor PEREZ DOBON: Gracias, señor Presidente. 
Voy a hablar desde el escaño para ganar tiempo y por- 
que, una vez que hemos visto la suerte que han corrido 
las enmiendas al Capítulo 1, que es el punto de partida, 
el pilar fundamental de este proyecto de ley, con todos 
los respetos, creo que no procede entrar aquí en un aná- 
lisis o discusión teóricos sobre si la concesión debe tener 
más o menos requisitos, porque el marco de eso seria la 
discusión de una reforma de la Ley de Contratos del Es- 
tado o algo así. Desgraciadamente, dentro de este proyec- 
to de ley estos aspectos son secundarios porque falla lo 
principal. En opinión de mi Agrupacih, pasar a un aná- 
lisis pormenorizado de si hace falta un requisito más o 
menos, es secundario. 

Por ello, insistimos en que lo que no nos gusta es que 
aquí aparece exclusivamente el término concesión, lo cual 
está condicionado por lo que se ha decidido en relación 
con el Capítulo 1. Pese a lo que dijo en Comisión mi buen 
amigo, el señor López Riaño, entre concesión y autoriza- 
ción hay una gran diferencia. Que haya concesión aquí es 
congruente puesto que ustedes han eliminado ese derecho 
de los particulares, ese derecho de la sociedad que está 
contenido en el artículo 20 de la Constitución, del Capí- 
tulo 1 del proyecto de ley. No me extiendo en más argu- 
mentos, simplemente solicito que se sometan a votación 
las enmiendas en los términos que se expresan en la mo- 
tivación de las mismas. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Granados Calero): Mu- 
chas gracias, señor Pérez Dobón. 

Enmiendas presentadas por el Grupo de Minoría Cata- 
lana. Para su defensa, tiene la palabra el señor López de 
Lerma. 

El señor LOPEZ DE LERMA 1 LOPEZ: Señor Presiden- 
te, señorías, hemos presentado a este Título siete enmien- 
das, que son las números 281 a 287, que establecen dos 
tipos de otorgamiento de las concesiones -valga la re- 
dundancia-: Uno, para la emisión de programas con una 
cobertura estatal, que estaría lógicamente en manos del 
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Gobierno central; y, otro, para la emisión de programas 
con una cobertura autonómica, que estaría en manos del 
correspondiente gobierno autonómico. 

Esta enmienda, como no se les escapa a S S .  SS., es co- 
herente con la presentada al artículo 7.", que ya defendi- 
mos y ha sido votada, y se fundamenta en las razones ex- 
puestas en el anterior debate, es decir, en el correspon- 
diente al Capitulo 1 de este proyecto de ley. Sin embargo, 
esas enmiendas también se fundamentan en las senten- 
cias del Tribunal Constitucional, de 24 de mayo y 8 de ju- 
lio de 1982. Sentencias relativas a un conflicto de compe- 
tencias que se produjo en materia de radiodifusión, que 
fue saldado con la siguiente conclusión. El Tribunal Cons- 
titucional consideró que la competencia para otorgar con- 
cesiones en su propio ámbito corresponde a las comuni- 
dades autónomas. De ahf que la reserva estatal no se ex- 
tiende al otorgamiento de concesiones cuando éstas afec- 
tan únicamente al territorio de las comunidades autóno- 
mas, lo cual constituye la mejor prueba de que la supues- 
ta titularidad estatal del servicio no es, ni mucho menos, 
ilimitada ni excluyente, como interesadamente pretende 
el proyecto enviado por el Gobierno. 

¿Cuál es nuestra posición? ¿Qué pretendemos con estas 
enmiendas? Pretendemos el siguiente marco, para el con- 
junto del proyecto de ley por supuesto, pero a través de 
esas. enmiendas. Primero, queremos una ley orgánica que 
regule el ejercicio de libertades reconocidas y protegidas 
en el artfculo 20 de la Constitución. En concreto, la liber- 
tad de expresar y difundir libremente, mediante la tele- 
visión, los pensamientos, las ideas y las opiniones. Tam- 
bién perseguimos la de comunicar y recibir libremente in- 
formación veraz mediante la televisión. 

En segundo lugar, pretendemos también que esta ley 
posibilite el ejercicio de esos derechos mediante la tele- 
visión, cualquiera que sea la manera: por ondas, por ca- 
ble o por satélite. 

En tercer lugar, deseamos que esta ley arbitre ámbitos 
competenciales de autorización/concesión administrativa 
de esas emisoras televisivas. Cuando el ámbito sea esta- 
tal, el desarrollo y la aplicación corresponden al Gobier- 
no central. Cuando el ámbito sea autonómico o inferior 
al autonómico -comarcal,  municipal, supramunicipal-, 
el desarrollo y aplicación corresponden al Gobierno au- 
tonómico. 

Estos son los tres ejes de nuestra posición en este pro- 
yecto de ley, y asf de claro los exponemos. En esa direc- 
ción van todas nuestras enmiendas. Concretamente, la en- 
mienda ndmero 281, al artfculo 7."; la enmienda 283, al 
artículo 8.0, y la enmienda 286, al artículo 14. Las de- 
más enmiendas, señor Presidente, tratan de preservar la 
libertad comercial que existe en este país. Además, esa li- 
bertad está protegida como saben SS. SS., por la Cons- 
titución. 

Otras enmiendas tratan de uniformar porcentajes de 
producción para evitar tratamientos discriminatorios, se- 
gún la catalogación jurfdica de la emisora televisiva. Y, 
finalmente, otra en concreto pretende acomodar la ejecu- 
ci6n de esa futura ley al pluralismo institucional que 
corresponde a estas Cortes proteger y defender. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Granados Calero): Mu- 

En nombre del Grupo Parlamentario Vasco-PNV, tiene 
chas gracias, seiior López de Lerma. 

la palabra el señor Olabarrfa. 

El señor OLABARRIA MUNOZ: Señor Presidente, se- 
ñorfas, voy a ser breve (porque los argumentos empiezan 
a resultar repetitivos, sobre todo a los que hemos partici- 
pado y padecido, en algunos momentos, tantos trámites 
previos, como los de Ponencia, Comisión, etcétera) para 
indicar que si ustedes me hubiesen contestado a las pre- 
guntas que yo formulé en mi intervención anterior, yo hu- 
biese retirado la mayoría de las enmiendas que tenemos 
presentadas a este Capítulo. 

Quiero hacer una valoración polftica relativa a la ori- 
ginalidad del argumento dialéctico utilizado por el señor 
Bofill. No me ha querido contestar, aludiendo a mi pru- 
rito de profesor. Resulta una argumentación dialéctica un 
tanto paradójica. Yo le prometo al señor Bofill -puesto 
que no está presente se lo podrá transmitir cualquiera de 
los interpelantes- que estoy dispuesto a dimitir de mi 
condición de profesor si me proporciona respuesta pun- 
tual y satisfactoria a estos temas que voy a volver a plan- 
tear. Además, yo no vengo aquf como profesor porque soy 
un polftico novel, joven todavía. Vengo como alumno y 
con este tipo de argumentaciones uno empieza a apren- 
der cuál es la dinámica parlamentaria más adecuada para 
determinadas posiciones. 

En definitiva, nuestras argumentaciones respecto a es- 
tas enmiendas -y paso a la defensa puntual de ellas- ha- 
cen referencia al mantenimiento en cada una de nuestras 
enmiendas de las competencias que entendemos se deben 
reconocix expresamente en una ley a las comunidades au- 
tónomas que las ostenten. El debate competencial es do- 
ble, el cliscurso competencial es complejo, como habfa- 
mos comentado antes. Esta no es una atribución compe- 
tencial que esté incluida en el listado de competencias 
transferidas en concepto de exclusivas a las comunidades 
autónorn~as. Incluso la ubicación sistemática de esta atri- 
bución competencia1 en todos los estatutos de autonomfa 
se inciiuye en capftulos y artfculos diferentes. En el caso 
de Euskadi, en el artículo 10, el concepto de lista cerra- 
da y tipicidad de las competencias exclusivas, así como 
el artículo 19 -también con el carácter de competencia 
exclusiva-- transfiere la competencia en materia de tele- 
visióft. Ni televisión pública ni televisión privada. 

Estamos hablando aquí de una televisión -nosotros 
aceptamos la esencia y la naturaleza jurídica del proyec- 
to- de titialaridad estatal; es un servicio público estatal. 
Aunque recurriésemos a la interpretación restrictiva des- 
de una pcrspectiva autonómica, de que la referencia al Es- 
tatuto de  Autonomfa vasco y a otros estatutos de autono- 
mfa es sólo a la televisi6n pública, estamos realmente 
ante una teltvisión pública susceptible de adjudicación, 
pero publica en  su propia naturaleza jurfdica y en la pro- 
piedad patrimonial de sus bienes, en definitiva. 

Por estas raz,ones, nosotros mantenemos -salvo que 
haya respuesta puntual y satisfactoria y que mi condición 
de pmfesor no obstaculice que los portavoces en este mo- 
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mento ofrezcan una respuesta más concreta- una serie 
de enmiendas relativas a los artículos 7.1, 7.2 y 8.1, que 
tienen la misma justificación: defensa de lo previsto en 
los estatutos de autonomía en materia coinpetencial, 
siempre que ustedes no acepten que existen potestades le- 
gislativas en las referencias competenciales de distintos 
estatutos de autonomía, como es el de Euskadi. 

Si el artículo 19 concede potestades legislativas, que 
son las que confieren las competencias exclusivas, a mí 
me bastaría con una disposición final o adicional que re- 
serve la competencia con esta naturaleza de exclusiva y 
que confiera potestades legislativas. Si no es así, nuestro 
Grupo, estratégicamente, se ve obligado a presentar en- 
miendas puntuales, individuales, a todos aquellos artícu- 
los de este proyecto de ley que atribuyan competencias 
de naturaleza administrativa, ya sean al Gobierno, ya 
sean al Ministerio de Transportes, Turismo y Comunica- 
ciones e incluso algunas de las que se atribuyen al orga- 
nismo autónomo para la televisión. Por esta razón, noso- 
tros, cautelarmente y hasta que haya una respuesta más 
concreta y satisfactoria, mantenemos estas enmiendas en 
sus propios términos. Su justificación es la defensa de lo 
establecido en el Estatuto de Autonomía de Guernica. 

Hay otra enmienda, la que presentamos al artículo 8 en 
su letra e) que tiene una justificación diferente. Es una en- 
mienda que presentamos al margen del debate del discur- 
so competencia1 (es farragoso y tiene carácter técnico, 
pero yo sé que los ponentes socialistas entienden perfec- 
tamente mis argumentaciones) y se refiere a los criterios 
de valoración de la Administración en el momento de ad- 
judicar, en el ejercicio de su actividad, este bien que se 
regula. 

Nos preocupa como partido y como grupo nacionalista 
que entre estos criterios no se incluya el de emitir pro- 
gramas en lenguas oficiales, cooficiales en este caso, de 
las comunidades autónomas plurilingüísticas en las que 
dos lenguas son cooficiales, lenguas tan oficiales como la 
castellana en el resto del Estado, y emitir programas en 
pie de absoluta igualdad. Y nos preocupa más cuando el 
propio tenor literal del artículo 8." en su letra e) establece 
entre otros criterios, entre otras valoraciones a efectos de 
la adjudicación, que tal adjudicación atenderá a satisfa- 
cer, en el conjunto de su programación, a las diversas de- 
mandas y los plurales intereses del público. ¿Es que con- 
sideran ustedes que entre estas diversas demandas (Leque- 
rimientos ciudadanos, requerimientos sociales, podría- 
mos decir) no está la defensa y promoción de determina- 
das lenguas que son cooficiales en su comunidad cultu- 
ral, en las comunidades lingüísticas en las que se utili- 
zan? ¿Estiman ustedes que no existen mandatos consti- 
tucionales y mandatos de los estatutos de autoiiomía de 
promoción y defensa de estas lenguas, algunas en situa- 
ción precaria, en situación previa casi a la extinci,ón, que, 
yendo más allá del discurso político, requieren medidas 
de promoción o de fomento positivo? Este es el viejo dis- 
curso de las medidas de promoción entre hombres y mu- 
jeres, entre negros y blancos -para no ofender a las se- 
ñoras en esta Cámara-, las medidas de promocióin posi- 
tiva, específica, al no haber una situación previa de igual- 

dad. Pero no es éste el discurso que nos trae aquí. ¿No es- 
timan que esto se debe considerar entre los criterios de 
adjudicación? Resulta duro para un grupo nacionalista 
que esto no sea asumible ideológicamente por el grupo 
mayoritario. 

Me parece recordar que en Ponencia se nos dijo que la 
enmienda número 130 iba a ser aceptada por el Grupo So- 
cialista. Es la enmienda en la que nosotros incluimos la 
producción europea comunitaria entre la nacional y la ex- 
tranjera. Si es así, nosotros transaccionaríamos un texto 
o retiraríamos la enmienda. 

Nos resulta preocupante -y voy acabando con estas va- 
loraciones últimas- que en el artículo 14 del proyecto de 
ley, que hace referencia a la obligación de las sociedades 
concesionarias de difundir gratuitamente y con indica- 
ción de su origen comunicados y declaraciones que en 
cualquier momento el Gobierno estime necesarios en ra- 
zón de su interés público, que se utilice sólo la expresión 
«Gobierno». Si estamos hablando de un servicio público 
esencial de titularidad estatal, es decir, de titularidad del 
Estado y de las comunidades autónomas competentes, 
nos parece preocupante que no se haga referencia a co- 
munidades autónomas que ejercen la soberanía legislati- 
va en sus competencias exclusivas en pie de igualdad con 
el Estado, que ejercen competencias políticas propias, so- 
beranas, y que pueden demostrar un interés específico por 
emitir comunicadas por razones de interés público. 

Por último, para acabar esta intervención, nos parece 
preocupante también que en el artículo 15, sabiendo 
como saben los portavoces del Grupo Socialista que en de- 
terminadas comunidades autónomas hay normas electo- 
rales aprobadas por parlamentos autonómicos -y, en 
concreto, me refiero a las normas de elecciones a juntas 
generales, en la Comunidad Autónoma de Euskadi-, no 
se establezca la aplicación de las normas electorales vi- 
gentes en las comunidades autónomas en materia de di- 
fusión en los medios de comunicación de titularidad pú- 
blica objeto de concesión durante las campañas elec- 
torales. 

Si exigimos -y nosotros aceptamos el criterio funda- 
mental- que las emisoras objeto de concesión han de re- 
servar espacios electorales en virtud de lo dispuesto en la 
Ley Electoral General, cuando haya otras leyes de ámbi- 
to autonómico que regulen procedimientos electorales, 
también se tiene que cumplimentar el mandato expreso 
de estas leyes. 

Estas son las argumentaciones fundamentales relativas 
a este Capítulo. De nuevo, espero la respuesta del Grupo 
Socialista. Confío que si no se me contesta ello se deba a 
argumentos más sólidos que mi condición profesional. 

El señor VICEPRESIDENTE (Granados Calero): Mu- 
chas gracias, señor Olabarría. 

Enmiendas presentadas por el Diputado señor Larrína- 
ga. Tiene la palabra el señor Diputado para su defensa. 

El sefior LARRINACA APRAIZ: Voy a ser muy breve. 
Mi Grupo ha presentado unas doce enmiendas al Capítu- 
lo 11, pero tiene dos fundamentales al artículo 8." de las 
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cuales se derivan todas las demás por coherencia. Una pri- 
mera enmienda es de sustitución al apartado 1 .  Queremos 
sustituir la expresión «Gobiernou por uorganismo autó- 
nomou por entender que, tratándose de concesiones a la 
televisión privada es más oportuno que esas concesiones 
las realice el organismo autónomo que el propio Gobier- 
no. La elección de los vocales de ese organismo autóno- 
mo, según una enmienda que presentamos al artículo 27, 
debería configurarse en el Parlamento. Es decir, se trata- 
ría de un organismo cuyos vocales son nombrados por 
mayoría de tres quintos por el Parlamento, que es quien 
otorga las concesiones previstas. 

Nuestra segunda enmienda de adición al artículo 7." 
- e n  coherencia con lo expuesto hasta ahora, sobre todo 
en materia autonómica- pretende que las concesiones, 
en las comunidades autónomas que tienen competencias, 
las realicen organismos que han sido previamente apro- 
bados y definidos en las asambleas autónomas. Se trata, 
pues, de una enmienda coherente con todo lo que hemos 
dicho hasta ahora y que completa el texto. 

Las diez enmiendas que presentamos a este Capítulo no 
aportan nada nuevo. Se trata simplemente de enmiendas 
coherentes con el resto del Capítulo. 

E,I señor VICEPRESIDENTE (Granados Calero): Mu- 

Enmiendas del Grupo de Coalición Popular. Para su de- 
chas gracias, señor Larrínaga. 

fensa, tiene la palabra el señor Ramallo. 

El seiior RAMALLO GARCIA: Muchas gracias, señor 
Presidente. 

Voy a defender con toda brevedad nuestras enmiendas 
puesto que de poco sirve haber consumido toda la maña- 
na aquí para que luego en sólo diez o quince minutos se 
nos conteste a los esfuerzos que hemos hecho por mejo- 
rar con el permiso de la señora Pelayo, una ley que no nos 
gusta. 

El señor VICEPRESIDENTE (Granados Calero): Según 
el Reglamento, no se dispone de más tiempo, señor 
Ramallo. 

El señor RAMALLO CARCIA: Aparte de este argumen- 
to, que nos parece flojo pues hemos tenido tiempo en Po- 
nencia y en Comisión de haberlo tratado con más profun- 
didad -no en vano la Ley entró en esta Cámara el mes 
de abril-, quiero decir, señorías, que, en efecto -y tiene 
mucho que ver con la ley-, yo he reconocido que la Ley 
es un paso adelante. El señor Bofill así lo dice y lo pone 
en boca del profesor Arido. Un informe suyo, que es una 
buena aportación, dice que éste es un proyecto de ley 
como un paso adelante en la lucha por la libertad de ex- 
presión, por el que hay que congratularse. Lo que pasa es 
que el informe tiene un principio y un final. Su final dice 
que, en definitiva, hay que concluir afirmando que, tras 
el examen del proyecto de ley tan restrictivo, tan poco 
acorde con los progresos tecnológicos, tan lejano de la rea- 
lidad que se impone imperiosamente en todo el mundo l¡- 
bre, éste podría ciertamente rebautizarse como proyecto 

de ley para « estocalizar» la televisión privada. En honor 
a la cita, cuando se hace una cita hay que hacerla com- 
pleta porque, si no, ocurre que luego el autor se puede sen- 
tir naturalmente defraudado. 

Nuestras enmiendas, que van de la 215 a la 227, inten- 
tan corregir la calderilla del proyecto. Una vez estableci- 
do el concepto de televisión, eliminada la posibilidad de 
los múltiples canales que hoy la técnica puede consentir 
y eliminada la posibilidad de que esta ley regle no sólo la 
televisión por vía hertziana sino también por satélite y 
por cable, la realidad es que ustedes ponen los adornos a 
esta ley, y lo que intentarán, si no aquí en el Senado, es 
hacérsela asequible a aquellas personas que puedan ser- 
virse de ella. 

La enmienda 215, al artículo 7.1, es coherente con lo 
que hemos dicho en enmiendas anteriores. Con ella pre- 
tendemos sustituir la palabra uconcesión» por uautoriza- 
ciónn, que es por la que venimos luchando. 

La enmienda 216 al artículo 8: es de modificación. En 
ella desarrollamos las modificaciones que se quieren ha- 
cer por si el partido del Gobierno estima que en lo acce- 
sorio su ley se puede mejorar. En la letra c) decimos: «Pre- 
visión de las sociedades solicitantes para satisfacer los 
principios que deben inspirar su programación: ». Nos pa- 
rece oportuno traer aquí, aunque sea literalmente, cues- 
tiones que recoge el Ente Público Radiotelevisión Espa- 
ñola en lo que se refiere a este principio. Añadimos un 
apartado tercero nuevo que dice: «Contra los acuerdos de 
adjudicación, y sin perjuicio de la vía jurisdiccional con- 
tencioso-administrativa ordinaria, cabrá recurso de am- 
paro de la Ley de la Protección Jurisdiccional de los de- 
rechos fundamentales y, en su caso, recurso de amparo». 
Estimamos que la ley es excesivamente intervencionista, 
y que al concesionario se le deja muchas veces a merced 
del Estado. Es una garantía para esos futuros concesio- 
narios el que se acepte esta enmienda. 

La enmienda 2 17 se aclara en enmiendas posteriores, 
por lo que paso a la enmienda 219, al artículo 10. El ar- 
tículo 10 del proyecto de ley del Gobierno dice: «La con- 
cesión se otorgará por un plazo de diez años y podrá ser 
renovada por el Gobierno sucesivamente por períodos 
iguales.. A este artículo 10 nosotros hemos presentado 
dos enmniendas, una de supresión y, para caso de que no 
prosperara, otra alternativa. La alternativa dice: uLa au- 
torización se otorgará por un plazo de veinte años y po- 
drá ser renovada por el Gobierno sucesivamente por pe- 
ríodos de diez añosu. Mi Grupo entiende (tenemos en 
cuenta los datos que nos ha suministrado la Administra- 
ción) que la inversión que se tiene que hacer tiene la su- 
ficiente entidad como para dar a las concesiones un pe- 
ríodo de tiempo mayor. Si se viene alegando que es una 
ley estrecha para el concesionario, habrá que darle tam- 
bién un plazo para que pueda recuperar su inversión. De 
cualquier forma, son enmiendas que poco tienen que ver 
con el fundamento de la ley. 

La enmienda 220, al artículo 12, es de modificación. 
Pretendemos sustituir la expresión ra sociedades concesio- 
narias.. por la de *sociedades autorizadas.. El artículo 12 
en su punto número 6 dice: ULOS titulares de las conce- 
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siones deberán archivar durante un plazo de dos años, a 
contar desde la fecha de su primera emisión, todos los 
programas emitidos por las respectivas emisoras de tele: 
visión y registrar los datos relativos a tales programas, 
así como su origen y a las peculiaridades de la labor de 
produccih.. S. Nosotros modificamos el encabezamiento 
en el sentido de decir:  LOS titulares de las autorizacio- 
nes deberán archivar todos los programas emitidos de 
producción propia ... u ¿Por qué? Porque no queremos po- 
ner más lastre a unos concesionarios que bastante tienen 
con el corsé de la ley. 

El artículo 13 es el que se ocupa de poner un tope a la 
publicidad. Nosotros pedimos su supresión. El texto de la 
ley dice: uLa publicidad emitida por los titulares de las 
concesiones no podrá ser superior al 10 por ciento del to- 
tal de horas de la programación mensual* . Entendemos 
que debe dejarse en libertad a las propias concesionarias 
que emiten la publicidad que estimen por conveniente, 
pues será el mercado el que expulse del mismo a aquellas 
empresas -lo decimos con perfecto derecho a equivocar- 
nos- que al emitir más publicidad de la debida provo- 
quen que la gente no conecte a la cadena privada de te- 
levisión. No obstante, pensamos que éste es un tema de 
importancia y sabemos que incluso el partido del Gobier- 
no ya quería elevar este tope y estimarlo por año. 

Al artículo 14 hemos presentado una enmienda de mo- 
dificación en el siguiente sentido. Este artículo dice lo si- 
guiente: u Las sociedades concesionarias estarán obliga- 
das a difundir, gratuitamente y con indicación de su ori- 
gen, los comunicados y declaraciones que en cualquier 
momento el Gobierno estime necesarios en razón de su in- 
terés público.. Mi Grupo estima que no se debe decir 
u. . .  que en cualquier momento el Gobierno estime...*, sino 
que debe realizarse con el acuerdo del Consejo de Minis- 
tros. ¿Por qué? Para no estar supeditados -porque cree- 
mos que el Consejo de Ministros se puede reunir para una 
cuestión importante- a que diga cualquier cosa cuando 
quiera. Al final del artículo, hablamos de situaciones ex- 
cepcionales y no ude su interés público, solamente por- 
que entendemos que habiendo unas cadenas públicas de 
televisión, excepcionalmente serán las cadenas privadas 
las que den los comunicados del Gobierno. Pensamos que 
con las cadenas públicas sería suficiente. 

El artículo 15, que también había merecido enmiendas, 
ha desaparecido para venir luego como ley orgánica apar- 
te. De él nos ocuparemos después del debate de esta Ley. 

En cuanto al artículo 16 a este Capítulo ha merecido 
también una enmienda por parte de mi Grupo, la núme- 
ro 227. Tengo que decir, co.mo le pas6 esta mafiana a mi 
compañero de Grupo, que. hay un error. Se ha deslizado 
en la letra d) de la misma1 la palabra uconcesión~, cuan- 
do queríamos decir uaut~orizaciónr , Quiero reiterar que 
en este artículo que trata de cómo se extinguen las auto- 
rizaciones, nosotros habdamos de uautorizaciónu, no de 
uconcesión*. Son tantas veces las que en la ley se usan 
las palabras *autorización. y uconcesi6n*, que como ha 
ocurrido antes y ha sucedido ahora, cabe el error. 

Al número 3 del mismo artículo tenemos una enmien- 
da de fondo. En ella se exige para la adquisición de la au- 

torización el acuerdo del Consejo de Ministros, previo dic- 
tamen favorable del Consejo de Estado. Entendemos que 
es un principio de seguridad jurídica importante, que el 
Consejo de Estado está para materias como ésa y que se- 
ría conveniente, para garantía del propio Gobierno y de 
los concesionarios, que el acuerdo del Consejo de Minis- 
tros tuviera siempre el previo dictamen favorable del Con- 
sejo de Estado. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Granados Calero): Mu- 

Enmiendas del Grupo Parlamentario del CDS. Para su 
chas gracias, señor Ramallo. 

defensa, tiene la palabra el señor Ysart. 

El señor YSART ALCOVER: Señor Presidente, seño- 
rías, a este Capítulo 11 del proyecto de ley que regula la 
concesión de tres canales de iniciativa privada hemos pre- 
sentado veintiuna enmiendas referidas al puro sistema 
concesional, a las limitaciones que a las sociedades con- 
cesionarias se les impone, a las condiciones de emisión 
que incluso se determinan para estas posibles concesio- 
narias, al régimen de cuantificación o delimitación de la 
publicidad a través de dichos medios, y a lo que nosotros 
no dudamos en calificar de expropiación sin indemniza- 
ción, que se contiene en el artículo 14, tal como está plan- 
teado y que de manera mucho más grave y peligrosa, di- 
ría yo, estaba contenido en el artículo 15, que la mayorfa 
socialista en la Comisión hizo que se tramitara como ley 
orgánica aislada del contexto que ahora estamos es- 
tudiando. 

Señorías, nuestras discrepancias con este Capítulo 11 es- 
tán basadas en la incongruencia en que, desde nuestro 
punto de vista, ha caído el Gobierno y su Grupo Parla- 
mentario al elaborar esta Ley. Vamos a ver si consigo ex- 
plicarlo en pocas palabras. En su tenor literal, esta ley 
concesionaria de tres canales de televisión -insisto, en 
su tenor literal-, pensando de la mejor manera posible, 
suponiendo que no anida en su intención ningún deseo de 
recortar derechos, libertades, etcétera, debería ser poste- 
rior a una definición más amplia carente de todas estas 
limitaciones, ajena a todo reglamentismo, que se debía de 
haber hecho en la Ley ordenadora de las telecomunica- 
ciones, en la LOT. Ese hubiera sido un proceso en virtud 
del cual este proyecto de ley de régimen concesional no 
hubiera suscitado las críticas que está levantando. 

Si por un intento de operación de imagen, por un in- 
tento de capitalizar con otras tantas cuestiones la intro- 
ducción claramente positiva en España de canales de te- 
levisi6n de iniciativa privada, hubieran pensado ustedes 
con toda la amplitud y con toda la hermosura que permi- 
te el desarrollo de un derecho constitucional básico, como 
es la libertad de información, a través de todo tipo de ini- 
ciativas y medios, etcétera, en la LOT, y colgando de ese 
precepto de la LOT hubieran desarrollado el régimen pu- 
ramente concesional, porque en virtud de sus criterios po- 
líticos es lo que corresponde hacer tres canales de ám- 
bito nacional, a mf me parecería legitimo; no es nuestra 
opinión, pero me parecería perfectamente bien. Eso hu- 
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biera tenido una coherencia, y seguramente estaríamos 
hablando en otros términos bien diferentes. 

Pero no, pienso que ustedes han preferido pasar a la pe- 
queña historia que día a día hacemos como los introduc- 
tores de la televisión privada en España, y, en la medida 
que el gobierno les corresponde por decisión popular, es 
un mérito que durante el mandato de su partido la tele- 
visión privada se abra paso en Espafia. 

Por ello, no podemos dejamos atrapar por una especie 
de maniobra propagandística que probablemente nos 
vendrá a decir, dentro de muy poco, que estamos en con- 
tra de que haya televisiones privadas. 

No, señores socialistas; todo lo contrario. Lo que pre- 
tendo decir es que ustedes, al haber articulado el ejerci- 
cio de este derecho y de esta libertad de esta manera, es- 
tán siendo vfctimas de un acoso y de un aislamiento que 
seguramente no hubieran tenido de haber ido con la ver- 
dad por delante. Y la verdad por delante es, por ejemplo, 
que no se tiene de pie que, si hablamos de televisión pri- 
vada en general, como el titulo de esta ley habla, quera- 
mos reducir a tres canales y a las ondas hertzianas la po- 
sibilidad de introducir la televisión privada. 

Y de eso se deriva todo este Capítulo segundo, el régi- 
men concesional. No hay razón -y hay tratadistas de sus 
mismas filas que así lo avalan- para pensar que, en ám- 
bitos diferentes de las ondas hertzianas, sea necesaria la 
concesión administrativa, de la misma manera que otros 
servicios públicos, como por ejemplo el taxi, de titulari- 
dad municipal, no son ejercidos mediante concesión, sino 
mediante simple licencia, simple autorización. Y eso es 
así de claro. Y por eso no caemos en ninguna incongruen- 
cia cuando, defendiendo el principio de que éste es un ser- 
vicio público, sin perjuicio del derecho que todos los ciu- 
dadanos tienen amparados por la Constitución, pedimos 
que pueda simultanearse para el ámbito nacional la con- 
cesión, porque evidentemente es un bien escaso, tanto si 
son tres como si son siete o son veintinueve -eso lo dirá 
un plan técnico-. Sin embargo, para otros ámbitos será 
la pura autorización, la licencia, en pocas palabras. 
Y ¿quién concede la vfa libre, quién otorga las conce- 

siones según el proyecto de ley? El Gobierno, mediante el 
oportuno concurso público. Después, en algún lado se dice 
que a propuesta del Ministerio de Transportes. Y noso- 
tros pensamos, y creemos que pensamos bien, que éste si 
que es un tema semejante al que un compañero suyo, en 
época de los debates constitucionales, puso sobre la mesa 
desde este mismo lugar: socializar la información, pero 
socializar en el sentido de poner en manos de la sociedad 
toda la capacidad informativa que ella pueda generar. Y, 
coherentemente con eso, cuanta menos parte del Gobier- 
no haya controlado eso, mejor. 
Y, por ello, no pensamos que deba ser el Gobierno, o la 

cúspide de la Administraci6n, como decía el señor Mpez 
Riafio en Comisión, quien otorgue nada. 

En otros capítulos posteriores se recoge mejor quién ha 
de otorgar, pero evidentemente aquí ya nace el problema. 
Hay demasiadas limitaciones, porque esta ley de la ma- 
yorla socialista no necesitará reglamento seguramente; 
ella misma es un reglamento. Hay demasiadas limitacio- 

nes al ejercicio y a la responsabilidad que a estas sacie- 
dades concesionarias compete, limitaciones de toda índo- 
le que no cumple, como veremos en el articulo 12, la te- 
levisión pública; y me refiero a que el 40 por ciento de la 
programación sea de producción nacional, o que el 50 por 
ciento de las películas hayan de ser originarias de países 
comunitarios. Como es una limitación sin sentido estable- 
cer que la publicidad tenga un tope, y más mensual, tal 
como se acordó en Ponencia después de una especie de pe- 
queña transacción con una enmienda nuestra que lo pe- 
dfa anual. No tiene sentido que la publicidad no pueda re- 
basar un 10 por ciento mensual, digo, cuando es obvio 
que, por definición, la publicidad es algo estacional, y lo 
que en diciembre pudiera llegar a ser un 25 por ciento, 
en febrero muy probablemente no pase del 7 por ciento, 
porque es así la vida económica de la nación. Este exce- 
sivo reglamentismo lleva a algo que nos parece o que pre- 
supone una profunda desconfianza en la sensibilidad so- 
cial puramente informativa de los agentes que puedan in- 
tervenir en la prestación de este servicio de la televisión 
privada y lleva a lo que previene el artículo 14, cuando 
obliga a las sociedades concesionarias a difundir, gratui- 
tamente y con indicación de su origen, comunicados y de- 
claraciones que en cualquier momento el Gobierno esti- 
me necesarios en razón de su interés público. Es evidente 
que resulta dificil dialécticamente defender en mi lugar 
que la comunidad, a través de sus representantes legfti- 
mos, no tenga alguna capacidad para que, en caso de ca- 
tástrofes, en caso de eventos realmente singulares que re- 
quieran la llamada de alerta a la población civil, pueda 
instar la colaboración de los canales privados de televi- 
sión. La desconfianza que supone que ante esos posibles 
hechos no vayan a informar y a ponerse al servicio de ese 
interés general es tremenda; máxime cuando para cues- 
tiones realmente serias hay una legislación específica que 
contempla la intervención no sólo de estos tres canales, 
sino de todas las emisoras existentes hoy en el pafs, y eso 
ya está prevenido. ¿Por qué esa desconfianza? En térmi- 
nos puramente empresariales, esto es una expropiación 
sin indemnización. 

El señor VICEPRESIDENTE (Granados Calero): Vaya 
terminando, señor Ysart. 

El señor YSART ALCOVER: Termino, señor Presi- 
dente. 

Pienso, señorfas, que este capítulo segundo del proyec- 
to de ley es producto de esa especie de carril. por el que 
el partido que apoya al Gobierno, o el propio Gobierno, 
ha querido introducir la televisión privada en España. 
Como decfa, si, en vez de haber acudido a este sistema 
-que ,  probablemente, en términos de imagen pueda ser 
muy apetecible, aunque también es verdad que en térmi- 
nos de imagen algunas plumas les va a costar, lo digo co- 
loquialmente-, hubieran plasmado el principio nftida- 
mente en una ley general, como pueda ser la LOT, y aho- 
ra hubieran tenido ustedes la valentía de decir que esto 
es una ley puramente concesional de tres canales de ám- 
bito nacional, estarfamos hablando en otros términos. 
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Mientras eso no sea así -y no lo ha sido-, hemos de con- 
tinuar manifestando nuestra radical oposición. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Granados Calero): Mu- 
chas gracias, señor Ysart. 

Para la defensa de las enmiendas de la Agrupación Iz- 
quierda Unida-Esquerra Catalana, tiene la palabra el se- 
ñor Espasa. 

El señor ESPASA OLIVER: Señor Presidente, señoras 
y señores Diputados, izquierda Unida-Esquerra Catalana 
ha presentado una serie de enmiendas a este capítulo se- 
gundo del proyecto de ley, que trata del régimen jurídico 
de la concesión; enmiendas que podemos agrupar en tres 
rúbricas o en tres conceptos político-culturales funda- 
mentalmente. En primer lugar, el grupo de enmiendas a 
través del cual queremos intentar corregir lo que, en nues- 
tra opinión, es una excesiva gubernamentalización de la 
concesión. Ya hemos dicho al discutir el Capítulo prime- 
ro que estábamos de acuerdo en el criterio que se va a se- 
guir para las concesiones, pero consideramos que la for- 
ma en que se produce esta concesión, a través del orga- 
nismo que prevé el proyecto de ley, no es solamente pú- 
blica, sino que es estrictamente gubernamental. Nosotros 
proponemos otro mecanismo de concesión -ya lo expli- 
citaremos cuando tratemos otro capítulo- que garantiza 
el carácter público - e n  eso coincidimos con el Gobier- 
n w ,  pero que desgubernamentaliza la decisión. De he- 
cho, el organismo y el mecanismo de concesión de la con- 
cesión, perdonen la redundancia, al ser gubernamentali- 
zado para las concesiones privadas -actitud que la dere- 
cha critica y por la que pone el grito en el cielo-, signi- 
fica una caución política para la propia gubernamentali- 
zación de la televisión pública; y cuando me refiero a ex- 
cesiva gubernamentalizaci6n de la televisión pública, y 
no a su sentido estrictamente público, me estoy refirien- 
do y criticando implícitamente tanto a Televisión Espa- 
ñola como, en el caso que yo conozco, a TV-3 o Televisión 
de Cataluña; es decir, son televisiones que, siendo públi- 
cas, son excesivamente gubernamentales por el mecanis- 
mo de su constitución, por la composición de su organis- 
mo rector; y ahora, cuando hacemos lo mismo para las 
concesiones de la televisión privada, caemos en la misma 
trampa, trampa que la derecha critica desde una opción, 
pero que yo me permito poner de relieve desde la opción 
absolutamente contraria: al hacer ustedes esto con res- 
pecto a las concesiones del sector privado están legitiman- 
do, ua sensu contrario», la excesiva gubernamentaliza- 
ción de las televisiones públicas hoy existentes, Televisión 
Española y, al menos en lo que yo puedo conocer y tener 
un juicio crítico, político y cultural, TV-3 o Televisión de 
Cataluña. No es ahora el momento de entrar a discutir 
otras formas posibles de esta estructura. Ya lo haremos 
en el capítulo correspondiente. (El seíior Presidente ocu- 
pa la Presidencia.) 

El segundo bloque de enmiendas que hemos presenta- 
do a este capítulo va en la misma línea que la que ha sido 
anteriormente una de mis más importantes posturas crí- 

ticas al proyecto, que me han llevado a anunciar, a ins- 
tar, un recurso de inconstitucionalidad. Me estoy refirien- 
do al incremento de la producción cultural nacional, o es- 
pañola, y europea, en las cadenas concesionarias. En lí- 
neas generales, estoy de acuerdo con lo que se señala en 
el proyecto, pero nos parece insuficiente en un doble sen- 
tido, sobre todo en el sentido de entender -y de ahí nues- 
tra crítica frontal señalada anteriormente cuando me re- 
fería a los aspectos territoriales- por producción cultu- 
ral española, lleve la etiqueta que lleve -nacional, si us- 
tedes quieren-, la producción cultural de todas las na- 
ciones y nacionalidades del Estado español. En este sen- 
tido van nuestras enmiendas 386 y 387. Así, la enmienda 
387 seríala explícitamente, en contra de lo que señala el 
texto del Gobierno: «El 50 por ciento, al menos, de los es- 
pacios no nacionales deberá ser de producción originaria 
de los países de la Comunidad Europea o en lenguas ofi- 
ciales en el Estado español.. Lenguas oficiales en el Es- 
tado español. Por tanto, hay cuatro lenguas oficiales po- 
sibles a incluir en este cómputo total de emisión propia, 
cosa que no hace el proyecto, cosa que no hacen otras pro- 
puestas que parece que están sobre la mesa como enmien- 
das. Este es otro bloque de enmiendas que nosotros he- 
mos planteado a este capítulo. 

Finalmente, en un último grupo de enmiendas está la 
388, limitando posibles usos abusivos de la publicidad, 
entendiendo por tales la publicidad integrada mediante 
cortinillas o hechas por los propios participantes en los 
programas, mediante el patrocinio de programas, así 
como prohibiendo la publicidad directamente ideológica 
o política. Esta es una laguna que hemos encontrado en 
el proyecto de ley y por eso hemos planteado estas 
enmiendas. 

En este capítulo, tenemos también una reserva de tipo 
general; la he enunciado en el capítulo anterior, pero qui- 
zá el momento procesal más justo sea este Capítulo se- 
gundo, el del régimen jurídico de las concesiones. Se tra- 
ta de concesiones estatales y territoriales, no sólo de con- 
cesiones estatales, y, en la medida en que no son sólo con- 
cesiones estatales sino estatales y territoriales, ustedes in- 
vaden el artículo 149.27 de la Constitución española. Este 
es un segundo motivo de posible inconstitucionalidad; no 
es ya la invasión de competencias exclusivas en el ámbi- 
to cultural o lingüístico de determinadas Comunidades 
Autónomas, sino el entender que ésta debería ser una ley 
de bases y no una ley absolutamente reglamentista, cerra- 
da y detallada como es ésta, porque el régimen jurídico 
de la concesión, según el artículo 149.27 de la Constitu- 
ción, dice que, para este tipo de competencias, deberían 
dictarse normas básicas y no leyes absolutamente cerra- 
das y acabadas, como es el proyecto que estamos de- 
batiendo. 

Por todas estas razones, nosotros entendemos que de- 
bemos oponernos a este Capítulo segundo de la Ley. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Espasa. 
Tiene la palabra el señor Camuñas. 

El señor CAMUNAS SOLIS: Seílor Presidente, señoras 
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y señores Diputados, voy a defender mis enmiendas al Ca- 
pítulo segundo, que hacen referencia a los artículos 8." a 
16, ambos inclusive. 

Para ser lo más breve posible, voy a centrarme en las 
que considero de mayor importancia. Enmiendas 108, 
109, 110, 11 1 y 112, referentes al artículo 8." En la en- 
mienda 108 solicito la supresión de la letra a) del citado 
articulo, ya que entiendo que, en su artículo 20, nuestro 
texto constitucional protege expresamente los derechos a 
que hace mención dicho párrafo. Nos parece reiterativo 
y, en consecuencia, innecesario, que se diga que la adju- 
dicación del Gobierno atenderá a garantizar una expre- 
sión libre y pluralista de ideas y corrientes de opinión. Na- 
turalmente, entendemos que debe ser así, teniendo en 
cuenta que la Constitución, en su artículo 20, así nos lo 
manda. 

Con respecto a la letra b), solicito a la Cámara la apro- 
bación de la enmienda de supresión de la frase uY a las 
previsiones financieras durante todo el período de la con- 
cesión~. ¿Por qué digo esto, señorías? Porque pretender 
que una sociedad, cuya concesión es por 10 años, pueda 
tener una previsión financiera que sea susceptible de au- 
ditar, para otorgar o no la concesión, es -entiendo yo y 
lo digo sin ánimo de molestar- desconocer cómo prever 
las posibilidades de funcionamiento de una empresa y, 
pdr otra parte, exigir unos índices que en absoluto entien- 
do representativos, pues, si con ello lo que se quiere es me- 
dir unos índices de solvencia, ustedes saben muy bien que 
previsiones financieras a tan largo plazo carecen de sen- 
tido alguno y, por lo tanto, de fiabilidad. 

Hace muy pocas fechas, con motivo de la crisis bursá- 
til, uno de los fondos de pensiones más importantes del 
mundo, el Nomura, japonés, hablaba de que las previsio- 
nes financieras de dicho fondo se hacían por uno, dos y 
tres años, porque a más largo plazo el índice de error po- 
día ser superior al 50 por ciento. 
. En definitiva, solicitar planes y previsiones financieras 

para una empresa que pretende una concesión a un plazo 
de diez años, entiendo que es añadir una mayor arbitra- 
riedad para poder escoger la decisión que a uno más le 
conviene. Si aumentáramos ese plazo a veinte o treinta 
años, no servirían absolutamente de nada dichas previ- 
siones financieras y así podríamos elegir de la forma más 
subjetiva cuáles serían las previsiones de la empresa que 
más nos podrfan convenir para otorgarle la concesión. 

Por tanto, entiendo que del estudio de dichos índices 
no puede sacarse ningún juicio objetivo y serio y, por con- 
siguiente, como decía anteriormente, cuantos más años se 
pidan, más arbitrario puede ser el juicio, lo que trato de 
evitar al solicitar el voto afirmativo a la enmienda núme- 
ro 109. 

De igual manera podría defender la supresión de la le- 
tra c) del artículo 8.0, donde se exige una relación de los 
proyectos de programacibn durante diez años, lo cual nos 
parece absolutamente irrealizable y, permítanme que se 
lo diga, también nos parece una broma por parte del le- 
gislador. Para ello, baste este ejemplo que entiendo que 
es suficientemente representativo: los proyectos de pro- 
gramación de la televisi6n pública, que lleva casi treinta 

aíios de funcionamiento, son de tres meses, y estamos pi- 
diendo a quienes otorguemos la concesión proyectos de 
programación por diez años. Si la televisión pública ac- 
tual es incapaz de tener un proyecto superior a tres me- 
ses, señorías, nos parece una burla que se exija, por parte 
de los que defienden esta ley, a la iniciativa privada lo 
que el propio Gobierno esincapaz de exigir a un ente pú- 
blico. Creo, por tanto, que si ustedes mantuvieran el ar- 
tículo tal y como en este momento se nos presenta, sería 
de buena nota por parte del Gobierno que exigiera al ente 
público también la exhibición de su programación a diez 
años vista, pues, de lo contrario, exigir a los entes priva- 
dos lo que no pueden cumplir los entes públicos entiendo 
que es un abuso y, como todo abuso, claramente an- 
tidemocrático. 

Igualmente, respecto de la letra e) -y para no exten- 
derme en consideraciones que ya han sido reiteradas-, 
pido la supresión de la misma ante la imposibilidad de 
su cumplimiento. Señorías, como hacía referencia en al- 
guno de los párrafos anteriores, concretamente en uno de 
los párrafos del artículo 4/, valorar lo que es imposible 
valorar, no es más que otorgarse unas ventajas para ac- 
tuar de la forma más arbitraria, y no sé por qué, señorías, 
tengo la sensación de que lo que ustedes van a conseguir 
con todas esas trabas que intentan introducir en esta ley 
es ponérselo cada vez más difícil a sus amigos, porque, na- 
turalmente, pienso que ya hay una especie de predeter- 
minación a la hora de la concesión. 

En el artículo 9.", letra d), ustedes dicen que en ningún 
caso podrán ser concesionarias las sociedades titulares de 
otra concesión, así como las que participen mediante ac- 
ciones o controlen efectivamente a otra sociedad conce- 
sionaria. En nuestra enmienda número 113, pedimos que 
se suprima u... así como las que participen mediante ac- 
ciones...». No es que se intente impedir el sano espíritu 
que la ley se propone, que es luchar contra un frente mo- 
nopolístico en el mundo d e  la información televisada, por- 
que, como idea así planteada, apoyo ese principio, pero, 
señorías, intentar poner puertas o compuertas al merca- 
do, lo único que hará es favorecer la trastienda y la ocul- 
tación. Por muchos deseos que todos tengamos de evitar 
el monopolio en este frente informativo, lo que no va a po- 
der conseguir esta ley es limitar la libertad de contrata- 
ción, y lo que vamos a producir es, naturalmente, la apa- 
rición de testaferros, hombres de paja y fiduciarios y, 
cuando una propuesta resulta inútil en sí misma y no pro- 
duce los efectos que se pretenden, lo mejor es no hacerla. 

En el artículo 9." se nos dice igualmente que no podrán 
ser concesionarias las titulares de otra concesión; es de- 
cir, si hay tres concesiones, ua», ubm y ucn, ni «a»  puede 
participar en ubu, ni ubs en uc», ni U C D  en «a#;  pero nada 
impide que mañana una sociedad udu, por ejemplo, a tra- 
vés - o t r a  vez vuelvo a decirl- de personas interpues- 
tas, pueda tomar el control de *a», ubn y uc». En defini- 
tiva, creo que el sano propósito que inspira al artículo 9." 
no se va a cumplir. Y fíjense, ustedes, señorías, en el ho- 
rizonte de 1992, cuando va a existir la libre circulación 
de capitales dentro del Mercado Común. 
Yo tengo que decir que la única manera real de limitar 
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-digo nreal de limitan- la libre contratación es prohi- 
bir la televisión privada y que se defienda la tesis de la 
televisión única y pública. Ello es congruente. Pero como 
no parecer ser ése el supuesto en el que nos encontramos 
todos, con el único fin de evitar situaciones ridículas que 
tenderán a la trampa y a la ocultación, solicito que se su- 
prima la frase del artículo 9.0, letra d), que hace mención 
a las empresas concesionarias que participen mediante 
acciones. 

Y termino, señor Presidente. 
Enmienda 116, relativa al artículo 14. Ustedes nos ha- 

blan de la obligación a difundir gratuitamente las decla- 
raciones que en cualquier momento el Gobierno estime 
necesarias en razón de su interés público. Esto, desde mi 
punto de vista, también es abusivo. Porque obligar a una 
cadena privada a retransmitir noticias que el Gobierno, 
a su juicio, estime necesarias, me parece que es un claro 
abuso, y, por tanto, antidemocrático. Entiendo, señorías, 
que el Gobiernmo ya tiene en este país dos televisiones pú- 
blicas, Radio Nacional de España, Radiocadena Españo- 
la, la Agencia Efe, algunos canales autonómicos, radios 
privadas, incluso, en las que hay una participación im- 
portante, donde el Estado puede hacer valer su posición. 
Por esto, me daría vergüenza aprobar este artículo, y son- 
rojo ver que en nuestra democracia se piden más contro- 
les a una televisión privada que los que se piden en algu- 
nos países donde no existe la democracia y se ejerce la dic- 
tadura. Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Camuñas. El se- 
ñor Mardones tiene la palabra. 

El señor MARDONES SEVILLA: Con la venia, señor 
Presidente, señorías. A este capítulo, y una vez que en Co- 
misión dimos por retirada nuestra enmienda 366 por ha- 
ber sido asumida en una enmienda del Partido Naciona- 
lista Vasco que limitaba a dos años la custodia de archi- 
vo del material emitido por las televisiones privadas, nos 
queda viva, para defensa en este trámite de Pleno, la en- 
mienda 367 al articulo 13, que es plenamente coincidente 
con una enmienda que han presentado otros Grupos 
políticos ... 

El señor PRESIDENTE: Un momento, señor Mardones. 
Señorías, ruego guarden silencio y ocupen sus escaños. 
(Pausa.) Cuando quiera, señor Mardones. 

El señor MARDONES SEVILLA: Muchas gracias, se- 
ñor Presidente. Decía, señorías -y ha hablado en térmi- 
nos parecidos el portavoz del Grupo Popular, señor Ra- 
mallo- que nos estamos refiriendo, en el articulo trece, 
a la limitación de un diez por ciento del horario para la 
emisión de publicidad. 

Es bastante extraño que en regímenes comparables con 
el nuestro, en los cuales emiten televisiones privadas, con- 
cretamente Estados Unidos, no haya ninguna limitación. 
Incluso en una sociedad de economía libre de mercado, 
sobre todo cuando se dirige a la opinión pública, es muy 
libre de aburrir al respetable auditorio si quiere cargar 

la mano sobre la publicidad. Lo decimos porque estas em- 
presas, a través de las concesiones administrativas de te- 
levisión privada, no van a tener más recursos de ingresos 
para su financiación que la propia publicidad. 

Ya decíamos esta mañana, defendiendo nuestra en- 
mienda relativa al ámbito de la Comunidad Autónoma de 
Canarias, que allí, por razones de mercado, hay una serie 
de marcas distintas de las que se comercializan en el terri- 
torio peninsular. De ahí nuestra enmienda que pide la su- 
presión de esta limitación del diez por ciento. 

Si dentro del contexto de la ley no tenemos claro quién 
va a ser el órgano de la Administración, una vez que el 
Gobierno apruebe la sede administrativa de esa conce- 
sión, si, al mismo tiempo, la sociedad emisora que obten- 
ga la concesión va a estar en régimen de transparencia fis- 
cal, como es obligado, y va a tener que hacer su declara- 
ción de ingresos a la Hacienda Pública, sometida al Im- 
puesto de Sociedades, cualquiera que sea de ellos, me pa- 
rece una limitación, incluso para la captación de impues- 
to por parte del Erario público, ya que si aumenta la re- 
caudación por publicidad pagará más por el Impuesto de 
Sociedades, por beneficios gananciales, la sociedad que 
esté emitiendo más publicidad, la que capte en el merca- 
do libre los mayores compromisos o encargos de publici- 
dad. ¿Que a la hora de emitirse es densa y plúmbea su 
emisión de publicidad? Ese es el riesgo que corre. 

Cuando el Ministerio de Transporte o las distintas Ad- 
ministraciones públicas otorgan concesiones en razón del 
servicio público, por ejemplo en transportes, a nadie se le 
ha ocurrido limitar en la legislaci6n, respetándose el ca- 
rácter de servicio público del transporte de viajeros por 
carretera, la publicidad que un autobús puede llevar den- 
tro o fuera. El dueño de la concesión sabrá de qué color 
pinta el autobús, qué publicidad le pone dentro o fuera, 
si la extiende mucho o poco, o si la pone por encima o 
por debajo de la carrocería. Esa es una limitación de ellos, 
como el tipo de sillones, si le pone con un anuncio o si el 
conductor lleva una camiseta como el usponsor>D de un 
equipo de fútbol. No es una cuestión de causa mayor. Es 
una cuestión técnica y no se me alcanzan las razones por 
las cuales el proyecto de ley del Gobierno trata de limitar 
con el diez por ciento la publicidad que puede emitir, 
cuando ni siquiera se ha regulado para las emisoras de ra- 
dio privadas. Allá ellos con lo agradable y atractivo que 
hagan al oyente de asiduidad de conectar la frecuencia 
con sus programas, si ponen más palabra hablada, más 
música o más anuncios de propaganda. A fin de cuentas 
es su fuente de ingresos. 

Nosotros, por un principio de racionalidad, hemos pre- 
sentado nuestra enmienda solicitando la supresión de este 
límite. 

Nada más y muchas gracias. 

VOTACION DE TOTALIDAD: 

- DEL PROYECTO DE LEY ORGANICA DE REFOR- 
MA DEL CODIGO PENAL EN MATERIA DE TRA- 
FICO ILEGAL DE DROGAS 
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El seíior PRESIDENTE: De acuerdo con lo anunciado, 
vamos a interrumpir el debate de este proyecto de ley 
para proceder a la votación de conjunto del proyecto de 
ley orgánica de reforma del Código Penal en materia de 
tráfico ilegal de drogas. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 240; a favor, 200; en Contra, tres; abstencio- 
nes, 37. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado en su vota- 
ción de conjunto el proyecto de ley orgánica de reforma 
del Código Penal en materia de tráfico ilegal de drogas. 

DECLARACION INSTITUCIONAL: 

- SOBRE LA FIRMA DEL TRATADO DE ELIMINA- 
CION DE MISILES DE ALCANCE INTERMEDIO 

VIETICA 
ENTRE LOS ESTADOS UNIDOS Y LA UNION SO- 

El señor PRESIDENTE: De acuerdo con los Grupos 
Parlamentarios, se somete al Pleno la siguiente declara- 
cidn institucional: 

aEl Congreso de los Diputados, ante la firma del Tra- 
tado de eliminación de misiles de alcance intermedio, rea- 
lizada en Washington entre los Estados Unidos de Amé- 
rica y la Unión Soviética, muestra su profunda satisfac- 
ción y confía en su pronta entrada en vigor. 

Este acuerdo, que inicia un principio de auténtico de- 
sarme nuclear, abre, asimismo, una etapa de mayor cer- 
tidumbre, confianza y flexibilidad en el plano internacio- 
nal, lo que debe traducirse en una mayor seguridad para 
todos. 

.El nuevo clima de confianza a que da lugar, sin duda, 
el acuerdo alcanzado permitirá avanzar en la reducción 
de armas nucleares de otro tipo, al tiempo que hace cada 
vez más necesario conseguir la estabilidad convencional 
en Europa a más bajos niveles, así como una global y su- 
ficientemente verificable erradicación de las armas quí- 
micas. 

Este acuerdo histórico reafirma, con un acto concreto, 
el proceso de distensión, facilita su profundización en el 
futuro y favorece la consolidación del proceso de disten- 
sión en Europa. 

Con todo ello se ratifica la posición del Parlamento es- 
pañol de apoyo a la seguridad, a la cooperación y a la sal- 
vaguarda de los derechos humanos. ID 

¿Aprueba el Pleno esta declaración? (Asentimiento. 
Aplausos.) Queda aprobada por asentimiento. 

DICTAMENES DE COMISION SOBRE INICIATIVAS 
LEGISLATIVAS: 

- PROYECTO DE LEY SOBRE TELEVISION PRIVA- 
DA (Contínusci6n) 

El señor PRESIDENTE: Reanudamos el debate del 
proyecto de ley sobre Televisión Privada. {Turno en con- 
tra? (Pausa.) El señor López Riaño tiene la palabra. (El 
señor Vicepresidente, Torres Boursault, ocupa la Pre- 
sidencia.) 

El señor LOPEZ RIAÑO: Gracias, señor Presidente. 
Llegado este momento del debate, señorías, yo tengo la 

impresión de que se nos escapan algunos aspectos de ex- 
traordinario interés, y es debido quizás al planteamiento 
de los discursos de oposición, lo digo con toda sinceridad 
y franqueza. 

Qué pocas palabras hemos dedicado al tiempo en que 
esta decisi6n política del Gobierno de la Nación se expo- 
ne a la Cámara. En qué momento político se presenta esta 
Ley. Qué poca atención hemos dedicado a los destinata- 
rios últimos del proyecto, es decir, a la sociedad. Hemos 
estado, por virtud del método que sigue la oposición en 
este asunto, en lo que algún diputado ha dicho: estar so- 
los los del Grupo Socialista en la Cámara. 
Yo creo, señorías, que más de alguno de ustedes está 

más solo, y no vale confundir con una imagen, aunque ha- 
blemos de televisión, esa soledad. Hay un fuego entrecru- 
zado, contradictorio en las ideas, que demuestra que la so- 
ledad del partido socialista en este debate es, cuando me- 
nos, muy compartida por otros Grupos. 20 me va a decir 
quizá el representante de Izquierda Unida que coincide 
con lo que hemos oído al representante de Coalición Po- 
pular? ¿O me van a decir los señores portavoces del Par- 
tido Nacionalista Vasco o Minoría Catalana que coinci- 
den con lo que dice el partido del CDS o con Coalición Po- 
pular? (El señor CALERO RODRICUEZ: ¿Por qué no?) 

Vamos a establecer una clarificación del debate, quizá 
sea importantísimo; quizá sea importantísimo marcar al- 
gunas ideas iniciales para introducirnos desde el primer 
capítulo a este segundo capítulo. A mí me parece que el 
hilo conductor no puede ser otro que lo que llamamos pro- 
gresismo y defensa de la libertad. {Pero quién es más pro- 
gresista, el que cuando queremos aproximarnos a un con- 
senso-huye hacia la ausencia de un modelo efectivo? 
¿Quién es más progresista, quien renunciando al diseño 
utópico de una tecnología absolutamente avanzada y 
exorbitante, ésa sí que exorbitante, o quien tiene que 
construir desde este momento históricd un reto hacia el 
futuro? 

{Cómo se caracterizan fuera de aquí los Gobierno que 
decimos progresistas porque han defendido la libertad? 
Porque son mucho más conscientes, señorías, a lo mejor 
que nosotros en nuestra joven democracia, del hecho que 
significa o de la importancia que tiene el hecho de asu- 
mir retos, el hecho de desarrollarlos y el hecho de valorar 
en qué momento y con qué proyección de futuro se hacen. 

Decíamos en la Comisión, donde hubo un debate, que 
no quería el Grupo Socialista, como decía Dante al prin- 
cipio de la #Divina Comedia., encontrarse en mitad del 
camino con una selva, en este caso no oscura, sino llena 
de imágenes. No queremos una sociedad inmersa entre 
los cables: queremos un futuro progresista, tecnológico, 
pero para saber qué camino hay que seguir hay que sa- 
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ber también recordar de dónde venimos. Venimos de una 
televisión pública del sistema anterior, que era una tele- 
visión no solamente monopolística en lo económico o en 
lo político, sino sobre todo en lo cultural. i Y  vamos hacia 
dónde? Leí hace poco unos trabajos de un equipo de Har- 
vard, presidido por el profesor Burrhus Kinner. Sostiene 
el profesor que hay que buscar la tecnología de la con- 
ducta humana. 

Fíjense SS. SS. hacia dónde ya se apunta el valor de 
este discurso. Y, entre tanto, una sociedad como la nues- 
tra, iqué pretende hacer, por vía de una decisión política 
de su Gobierno, en el momento actual? Yo me alegro de 
que dos grupos políticos de la Cámara, que tienen voca- 
ción de gobernar en el futuro, reconozcan que éste es un 
reto importante abierto por mi Grupo. Lo ha dicho el se- 
ñor Ramallo, de Coalición Popular, y lo ha ratificado el 
señor Ysart, del CDS. Me alegro de que ese discurso mí- 
nimo se haya producido desde aquí, porque habrá una so- 
ciedad que nos pregunte qué estamos haciendo hoy aquí 
y qué estamos debatiendo realmente aquí, y qué modelo 
de progreso hacia el futuro deseamos. Porque, señorías, 
no lo voy a iniciar, no soy quién, pero hay un trasfondo 
cultural en este tema de la televisión que quizá no ha aflo- 
rado por la inercia de los discursos de oposición. Y es Iás- 
tima que no aflore, que para enfrentarnos a ese futuro te- 
nemos un Estado democrático, organizado, constitucio- 
nalizado, primero para el gobierno, que no puede plan- 
tear ninguna iniciativa que no contemple el mandato de 
la Constitución. Los señores de la oposición llevan horas 
exigiendo, y concretamente el señor Ysart con gran insis- 
tencia, que recojamos, como si eso resolviese el tema, la 
definición que contiene el artículo 20 de la Constitución. 
iPero después de diez años de vida parlamentaria es ne- 
cesario recoger los artículos de la Constitución en cada 
ley que producimos? i0 es el espíritu de la Constitución 
lo que hay que respetar? 

Señorías, desde una televisión pública este Gobierno 
inicia por primera vez la salida en contra de ese mono- 
polio. Saben SS. SS. cómo yo me siento integrado con mi 
mayoría, pero saben también el respeto que les tehgo a 
las minorías, y por ese respeto les voy a recordar el único 
voto particular que hubo en la sentencia del Tribunal 
Constitucional; el del profesor Rubio Llorente. Y decía el 
profesor Rubio Llorente que lo que él no veía claro era 
que pudiese mantenerse en nuestra Constitución el mo- 
nopolio de la televisión pública. 

Pues bien, admitamos que es este Gobierno el que, ade- 
más de recoger los espíritus que se traducen en la parte 
mayoritaria de los redactores de esa sentencia, primero, 
respeto al pluralismo, corrientes de opinión - c ó m o  me 
agrada el t é rminw,  que se reconocen en el proyecto de 
ley para su libertad de expresión; segundo, servicio pú- 
blico de interés general; no lo dice el Partido Socialista, 
es algo que debemos asumir todos, porque lo dice el Tri- 
bunal Constitucional de nuestra nación, que ése sí, espe- 
ro yo, señores del CDS y de otros grupos, que reconozcan 
que asume la Constitución e interpreta nuestra Constitu- 
ción. Y ese Tribunal nos da esos elementos para salir ha- 
cia el futuro y salir a una mayor libertad, que pone en 

marcha un partido que en medios de comunicación (ex- 
cepto esa insistencia de que la televisión pública, cosa que 
en el corazón de ustedes no reside, puede ser en una de- 
mocracia manipulada en esos términos por nadie, porque 
son conflictos que la democracia no tolera, no absorbe con 
facilidad) no es precisamente el más agraciado en su par- 
ticipación en industrias o editoriales periodísticas. 

Hemos hecho política, queridos señores Diputados, con 
muy poca intervención en los medios de comunicación. 
Hemos hecho lo que hemos hecho con medios de inter- 
vención plurales, pero realmente críticos hacia el partido 
socialista. Y tiene cierto honor, y hay que resaltarlo, que 
ese partido abra también la puerta al pluralismo de la te- 
levisión. Queremos sencillamente algo tan simple como 
que los ciudadanos de este país puedan elegir, con su acto 
de voluntad, unas versiones diferentes y distintas de cómo 
entendemos nuestra propia sociedad. (Varios señores DI- 
PUTADOS: ¡Muy bien, muy bien!) 

Me van u permitir que les diga que ese reto no se pue- 
de ni se debe -podrán otros desde la oposición, pero no 
podemos hacerlo nosotros- asumir de cualquier mane- 
ra. Tenemos que construirlo constitucionalmente, jurídi- 
camente, políticamente y, sobre todo, cultural y social- 
mente. Ese es el reto que hemos tenido antes de traer este 
proyecto de ley, por primera vez en esta dimensión y ante 
la Cámara. Y lo hemos hecho pensando, señor portavoz 
del CDS, que nuestro Estado no es un Estado amorfo. Yo 
comprendo que llegar al modelo del Estado amorfo pue- 
de ser entrañable, incluso grato. Pero mire, vamos a po- 
ner las cosas donde están. 

Cuando el proyecto habla de Gobierno, habla del Go- 
bierno de la nación. Y yo no he dicho que sea la cúspide 
de nada ese Gobierno. He dicho que forma parte integran- 
te de dos dimensiones: la administrativa y la política. Y 
ese Gobierno no es que quiera, es que debe traer esta con- 
figuración a la Cámara tal y como figura en el proyecto. 
Tiene forzosamente que configurar esto si se ha definido 
como servicio público de interés general, como una con- 
cesión administrativa. Lo que sucede es que SS. SS., en 
ese juego entrecruzado de ideas no suficientemente ma- 
duradas -y lo digo porque cuando uno escapa a la aproxi- 
mación que se le ofrece tiene, como decía Burrhus, el sín- 
drome de la huida y no el de la reflexión-, deben admi- 
tir que si es una concesión administrativa tiene que ser 
regulada por ley y tiene que haber órganos de la Admi- 
nistración y del poder que concedan ese derecho; ese de- 
recho que tiene una especialidad muy interesante y una 
garantía para los ciudadanos. Porque yo no veo en la Ad- 
ministración la contragarantía de los ciudadanos. Es que 
yo no comparto que la sociedad civil tenga sentido por- 
que se enfrente al Estado. Yo creo que muchos ciudada- 
nos en nuestro país, y con razón, entienden que uno de 
los refugios que les queda es la existencia de una Admi- 
nistración democrática, es decir, que los poderes y los go- 
biernos nazcan de la democracia. Yo creo que no es que 
desconfíen de lo que ellos han hecho y han elegido; es que, 
quizá -y por ahí estaría la crítica-, funcione mejor o 
peor. Pero nuestros ciudadanos no ponen en duda este 
tipo de instituciones ¿consagradas desde dónde? Desde el 
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liberalismo progresista que SS. SS. no alcanzan a asumir. 
Porque en el espíritu de huida se les produce la confusión 
¿de qué? Modelo del Grupo Popular. 
Y voy a las enmiendas. El Grupo Popular ha dicho en 

esta Cámara lo siguiente: primero, que este proyecto de 
ley es un paso adelante -ya se lo he agradecido, señor Ra- 
mallo-; efectivamente coincidimos en la universidad, de 
lo que tengo un grato recuerdo porque siempre a esa edad 
el recuerdo es grato (Risas.), pero dice que lo hacemos 
para las personas que están esperando el proyecto. (Ru- 
mores.) No, señor Ramallo, este proyecto se hace confor- 
me a los principios elementales en toda democracia occi- 
dental del Derecho Administrativo. Se hace una vez que 
se reconoce que hay un Tribunal Constitucional que ha re- 
suelto algunos de los aspectos básicos, y el desarrollo que 
producimos a continuación es tan modesto -como decía 
un insigne representante de nuestro Gobierno- que no 
hay que inventar nada. Las concesiones en nuestro siste- 
ma, como en cualquier sistema del mundo occidental, es- 
tán construidas, como sabe muy bien S. S., desde Hau- 
riou, Duquit, Mayer o desde Farneletti. Lo dijimos en la 
Comisión en algo que fue más que un debate. 

No renuncien, señores de la oposición de la derecha, a 
esa conquista de liberalismo progresista. Porque no se 
puede sostener un discurso que es múltiple. Ayer mismo 
un ,Diputado de ideologfa conservadora decía desde esta 
tribuna que exigía se le repusiera al Estado no sé qué con- 
flicto entre personas - e n  ese debate intervino también el 
señor Ramallc+, y hoy, sin embargo, se está diciendo que 
el Estado y la Administración son «versus» la sociedad ci- 
vil. Pongámonos de acuerdo para interpretar a SS. SS., 
porque el modelo del Partido Socialista, cuando menos, 
es un modelo nítido. 

Pero hay un problema en esta cuestión que a mí me sus- 
cita un tremendo interés. Los Grupos nacionalistas han 
anunciado aquí algo que me preocupa sencillamente 
como Diputado interviniente: sus recursos de anticonsti- 
tucionalidad o de constitucionalidad. ¿Qué se puede de- 
cir? Esa es una actividad legítima de cada Grupo. Es una 
reflexión que no corresponde a quien presenta el proyec- 
to. Es una reflexión que tiene que resolver su propio dis- 
curso interno de responsabilidad. 

¿Cómo lo veo yo?, me puede decir S. S .  Pues mire us- 
ted, en cuanto a estos tres canales, que son tres porque si 
fuese uno -mire qué simple- sería monopolio y lo pro- 
hibe la ConstitucMn, si fuesen dos sería ya admisible, pero 
si son tres es porque se han hecho esos estudios a los que 
hicimos referencia en la Comisión, y entienden que la ci- 
fra tiene una 16gica interna que hay que respetar, alguien 
puede levantarse y decir: que sean cuatro o que sean cin- 
co. Pero el Gobierno en su estudio y los conocimientos que 
tenemos de nuestra sociedad aconsejan que sea así. Se 
puede estar en contra, pero admitan que hay una lógica 
interna. A partir de ahí, icómo lo veo? Pues, a su reitera- 
da pregunta, le contesto que creo que la cultura en nues- 
tro país debe de ser una cultura universal. Que todos los 
ciudadanos de nuestro país, respecto de la cultura, se en- 
cuentren con las menores fronteras posibles; fronteras ad- 
ministrativas o de cualquier orden. Que, precisamente, 

porque tiene voluntad de ser universal, tiene que respe- 
tar las culturas autóctonas, tiene que desarrollar un mo- 
delo de futuro en que eso sea armonizable, no desde una 
perspectiva de sistemática confrontación. 

A mí me gustaría que la pregunta que usted me formu- 
la, señor Diputado del Grupo Vasco, don Emilio Ola- 
barría, se la hicieran también ustedes. Desde luego, los 
ciudadanos vascos, como los catalanes, están en plano de 
igualdad. Pueden concurrir al concurso, pueden partici- 
par en este reto como cualquier ciudadano. Eso es obvio. 
Pero yo no sé si aquí, como sucede en otras cuestiones de 
la Constitución, hay un marco más general. Hablaban us- 
tedes de lo de la economía. Hay instituciones oriundas del 
País Vasco, económicas o financieras, que están en toda 
la sociedad española, y se ven gratamente, como una se- 
guridad y un esfuerzo. 

La pregunta es: ¿Qué pasaría si ahora hiciéramos otra 
ley? Porque, en definitiva, lo que señalan SS. SS. es otra 
ley. No la ley de a quién va destinada la libertad de emi- 
sión, no la ley de la veracidad o de la libertad para reci- 
bir información. Ustedes lo que quieren plantear con su 
sugerencia es un hecho muy sencillo, es que se fije aquí 
quiénes pueden conceder este derecho. Pues este proyec- 
to cree que como está actuando sobre un servicio público 
esencial, cuya titularidad, según el Tribunal Constitucio- 
nal, corresponde al Estado, y como a partir de esa defini- 
ción el Derecho administrativo y el no administrativo de 
nuestra comunidad nacional exige un desarrollo determi- 
nado, eso es lo que pone en marcha. A partir de ahí, la re- 
flexión cultural, porque también hay un derecho ajeno a 
preguntarse qué se pretende en otras opciones. Cuando es- 
tén reflejadas, plasmadas en una iniciativa, este Diputa- 
do podrfa darles una opinión. En este momento, desde 
luego, sería una inoportunidad, yo diría un quebranto 
constitucional al que, aun siendo de origen gallego, no me 
atravería a preguntarle, señor Olabarría, ¿y usted qué 
haria? 

El señor Azcárraga, para ir concluyendo, ha definido 
poderes exorbitantes, discrecionalidad exagerada en el 
proyecto. ¿Consideramos a los ciudadanos menores de 
edad? No. Los que nos votan son mayores de edad. Que 
le parece excesivo el control de los programas y que se nie- 
ga a que el Gobierno le diga cómo debe ser informado, 
vale como sugerencia, pero permítame que se lo explique 
con toda franqueza y sinceridad. Lo que contiene el Ca- 
pítulo segundo son las garantías para el ejercicio de un de- 
recho importantísirno. 
Y ahora le pregunto: ¿Que intervención va a hacer el 

Grupo Socialista -que no admite esos consejos parla- 
mentarios, y ya diremos por qué-, qué intervención pue- 
de hacer el Gobierno una vez concedida la emisora? ¿Me 
quieren decir qué intervención, excepto esperar que se 
cumpla su plazo y que se cumplan las condiciones? Pero, 
claro, es que esa garantía no la exigimos porque sean 
ellas, la exigimos porque su tarea va a ir hacia la sacie- 
dad. Exigimos, en nombre de los ciudadanos, que sean es- 
tables, coherentes con la Constitución, que defiendan el 
pluralismo, que hagan una tarea en la medida que pue- 
dan -tarea compleja, porque hay aspectos comercia- 
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les-; pero no queremos que renuncien a una estabilidad 
previa para afrontar un reto. Reto que, por cierto, en el 
resto de las naciones europeas viene de vuelta después de 
un pluralismo exacerbado, no en cuanto a las ideas, sino 
en cuanto a las unidades, que fueron objeto, por ejemplo 
en Italia, de reciente rectificación. Porque la sociedad de- 
mocrática tiene esas ventajas, que rectifica democrática- 
mente cuando se equivoca. (Por qué no aceptamos todos 
en consenso que ha habido algunas naciones de nuestro 
entorno que se han equivocado y han rectificado? ¿Por 
qué no creamos un modelo que sea operativo en Europa, 
que sea fácil de negociar? ¿Respecto de qué? Porque no 
es sólo la imagen, es la producción, es la capacidad de 
creación de tecnología que encierra este proyecto. Pero sa- 
bemos todos que eso necesita una garantía y una solidez 
desde el principiio, que no es un capricho del Gobierno 
exigir que las empresas sean las más serias que hubiere 
en el país y que tengan una participación interna obvia- 
mente plural. Ya se desarrollará en el capítulo siguiente. 
Pero aquí estamos exigiendo algo que no queremos exigir 
después. Alguien ha dicho -y no compartimos esa tesis-: 
si se hunden, que se hundan, después ya funcionará el 
mercado como sea. Pues no, ésa no es nuestra filosofía. 
Pero no nuestra filosofía política, es que no es nuestra fi- 
losofía asumir de esa manera el reto del futuro para nues- 
tra sociedad. Y como no es ése el método que el Partido 
Socialista diseña, no vamos a entrar en esa cuestión. 

El senor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Le 
ruego que vaya concluyendo, senor López Riaño. 

El señor LOPEZ RIAÑO: Sí, señor Presidente. Sólo 
quiero significar que por la izquierda, señor Espasa, res- 
petuosa y cariñosamente se lo digo, sí ha expresado un 
modelo. Yo he tenido la percepción, señor Espasa, de que 
usted, dentro de su modesta minoría, ha aportado otro 
modele. Ya lo he dicho que por allí (Senalando los esca- 
ños de la derecha.) no veía más que una confusión en esa 
huida hacia el reto de la aproximación. Está el modelo 
del Partido Socialista. En usted he visto un modelo. Lo 
que pasa es que usted decía que en un momento determi- 
nado la izquierda compartió unas tesis. Esto no interesa 
a nadie, si bien yo le diría que, efectivamente, está bien 
visto, pero la salida de esa situación es distinta. Le voy a 
explicar cómo la veo yo, por si pudiéramos coincidir en 
la réplica. 

Usted mantiene un modelo que a mí me parece que 
ofrece algunas garantías importantes para determinados 
sectores de la sociedad. Yo creo que esas garantías, que 
son firmes y sensatas, van a subsistir. Creo que van a sub- 
sistir porque tienen la calidad de lo que tiene sentido. 
Pero si usted lo amplía más en su discurso, ya no me pa- 
rece de la izquierda que usted obviamente representa en 
su programa electoral. Me parece que hay una tradición 
de un cierto federalismo local. Es un concepto que se ma- 
nejó en España en un momento determinado de nuestra 
historia, pero no me parece que sea la salida por la que 
deba optar el Partido que tiene la responsabilidad de di- 
rigir al conjunto de la sociedad. 

Queda ahí, pues, mi referencia a un modelo lleno de dig- 
nidad, pero me parece que ese reto sí se plantearía como 
un reto anticonstitucional, si su desarrollo es como yo lo 
he entendido. 

Y para concluir, señoras y señores Diputados, y con el 
agradecimiento al señor Presidente, me resta recordar 
que estar sólo cuando se sabe exactamente por qué y a 
dónde se va no es preocupante para la sociedad. De aquí 
a otros trámites parlamentarios, señorías, seguimos 
abiertos a la reflexión, siempre y cuando -y es el único 
requisito previc- seamos capaces de distinguir cuál es el 
modelo alternativo para el conjunto de la sociedad espa- 
ñóla, que es como el Gobierno, entiendo yo, ha traído aquí 
este proyecto y que es como yo he asumido, en nombre 
de mi Grupo, esta defensa. 

Muchas gracias, señor Presidente. (Aplausos. Varios se- 
ñores DIPUTADOS: Las enmiendas.) 

Perdón, señor Presidente, se me había olvidado lo que 
parecería una pieza de oro de la aproximación, que son 
las enmiendas transaccionales que ofrece mi Grupo des- 
pués de una reflexión que va en la línea de, efectivamen- 
te, apoyar más la producción nacional y establecer unos 
criterios de participación en los programas de las produc- 
ciones originales españolas y propias. 

Esta reflexión se ha producido, en la primera de las en- 
miendas, al artículo 12, número 3, que se presenta como 
transaccional del Grupo Socialista con las enmien- 
das 386, de Izquierda Unida, y 254, del Grupo Mixto, 
PDP. Lo mismo sucede con la enmienda transaccional al 
artículo 12.4 en relación con las enmiendas 387, de Iz- 
quierda Unida, y 22 1 ,  de Coalición Popular, respecto del 
porcentaje referido a las películas comerciales. 

Al artículo 13 se propone una nueva redacción, median- 
te la enmienda 324, del Grupo del CDS. Con esas enmien- 
das transaccionales, entendemos que asumimos una seria 
reflexión que han hecho algunas de SS. SS. respecto del 
contenido de los programas de producción de la futura te- 
levisión privada en España. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Gra- 
cias, señor López Riaño. Le rogaría se sirva facilitar a la 
Presidencia el texto de las enmiendas. 

¿Turno de réplica? (Pausa.) Tiene la palabra el señor 
Azcárraga. 

El señor AZCARRACA RODERO: Gracias, señor Presi- 
dente, seré muy breve. 

Quiero agradecer al señor López Riaño el tono de su in- 
tervención en la réplica. Ha comenzado S .  S .  diciendo que 
en todo el debate, la oposición ha prestado poca atención 
a los verdaderos destinatarios del proyecto que son los 
ciudadanos. Señor López Riaño, yo considero lo contra- 
rio. En mi caso, y entiendo que también en el del conjun- 
to de la oposición, porque se presta verdadero interés a 
los destinatarios de este proyecto, que son los ciudada- 
nos, es por lo que se han presentado las enmiendas a este 
proyecto de ley. Fundamentalmente, vuelvo a repetir, las 
hemos presentado porque entendemos que el Gobierno se 
reserva unas exorbitantes injerencias en el desarrollo de 
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este proyecto de ley, que se plantea, principalmente, en 
los términos que he comentado en mi primera inter- 
vención. 

Vuelvo a preguntar, señor López Riaño, señorías, algo 
que usted me ha recordado en su réplica: ¿Quién es el Go- 
bierno para valorar los intereses plurales de los ciudada- 
nos de este país? Yo entiendo que ustedes los consideran 
menores de edad, ya sé que los que les votan a ustedes y 
a nosotros son mayores de edad, pero ustedes con la e- 
dacción de este proyecto y, al menos de este artículo, es- 
tán considerando que los ciudadanos son menores de edad 
y son ustedes - e l  Gobiern- quienes tienen que decir 
cuáles son los intereses plurales de esos ciudadanos. Yo, 
señor Mpez Riaño, me niego a que sea el Gobierno quien 
me diga cuáles son mis intereses. 

Quiero manifestar una vez más que los controles que 
se reserva el Gobierno son numerosos y, en definitiva, se- 
ñorías, me ratifico en lo dicho al final de mi intervencióin 
anterior: Si este proyecto de ley se aprueba con estos con- 
tenidos, el Grupo Parlamentario de Eusko Alkartasuna del 
Parlamento Vasco va a promover un recurso de anticons- 
titucionalidad, no solamente, como dice usted, porque 
sean los tres canales únicamente los que se pongan en fun- 
cionamiento y no más -y entiendo que la técnica posibi- 
lidad más-, sino por otras razones, que son tan impor- 
tantes como éstas, que he comentado anteriormente y voy 
a repetirlas: Primero, porque este proyecto de ley, en el 
capítulo primero, en e1 segundo y creo que en el conjunto 
de todos ellos, supone un ataque frontal a las competen- 
cias que tienen asumidas las comunidades autónomas, y 
en este caso concreto, la vasca: segundo, porque la redac- 
ci6n de estos artículos supone una limitación a los dere- 
chos fundamentales reconocidos en el artículo 20.1 de la 
Constitución; tercero, porque esta ley -es curioso- re- 
gula unas cosas y no regula otras. No regula la televisión 
vía satélite o por cable, y un ejemplo es el Canal-10 o los 
propios videos comunitarios; y en cuarto lugar, señor L6- 
pez Riaiío, porque esta ley no concede el carácter de or- 
gánica que nosotros entendemos que debe tener. 

ir 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Gra- 
cias, señor Arzárraga. Tiene la palabra el señor Pérez 
Dobón . 
El seiior PEREZ DOBON: Muchas gracias, señor Presi- 

dente. No voy a hacer uso de un turno de dúplica estric- 
ta, porque tampoco puse especial énfasis en la defensa de 
las enmiendas a este capítulo, por estimar que no es el 
meollo del' proyecto de ley que estamos considerando. 
Ahora bien, creo que es I6gico manifestar ahora el crite- 
rio de la Agrupación de Diputados del PDP en relación 
con las enmiendas transaccionales. 

Nuestra Agrupación siempre ha sido partidaria de una 
interpretación muy flexible del precepto reglamentario, 
pero en este caso no tenemos más remedio que no dar 
nuestro voto favorable a esa tramitación de la enmienda 
transaccional, porque no son enmiendas que lleven a cabo 
una transacción. Es decir, se utilizan en general enmien- 

das de otros grupos para un enganche formal e introdu- 
cir en el texto modificaciones de alcance, desde la óptica 
socialista, que no añaden nada. 

Por consiguiente, nosotros no vamos a apoyar la trami- 
tación de estas enmiendas, porque es diffcil hablar de 
transigir, cuando naturalmente el Partido Socialista se 
muestra intransigente, cuando no ha habido una negocia- 
ción sobre enmiendas que afecten al fondo del proyecto 
de ley y cuando antes se ha visto con malos ojos, con res- 
pecto a la propuesta de la oposición, todo aquello que se 
refería a ser instransigente en la defensa del artículo 20 
de la Constitución. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Gra- 

El señor López de Lerma tiene la palabra. 
cias, señor Pérez Dobón. 

El semr LOPEZ DE LERMA 1 LOPEZ: Gracias, señor 
Presiden te. 

El señor López Riaño, en su amable réplica, nos ha di- 
cho que el hilo conductor de este proyecto de ley que él 
defiende es el progresismo, por un lado, y la defensa de 
la libertad por otro. Y para demostrarlo -y ha sido el eje 
de su intervención- nos dice que este Gobierno socialis- 
ta es el Gobierno que saca adelante una ley de televisión 
privada. 

Esto es cierto. No me duelen prendas reconocer que este 
Gobierno es el que ha anunciado una libertad televisiva 
y el que la practica mediante un proyecto de ley que ha 
enviado a este Congreso de los Diputados. Por tanto, el 
mérito, en parte, es de este Gobierno. Digo en parte, por- 
que el Gobierno no ha hecho otra cosa que plasmar en un 
proyecto legislativo algo que era una demanda, cada vez 
mayor, de la sociedad española, y este Gobierno, sin anun- 
ciarlo en los programas electorales, pero reconociendo esa 
realidad, articula un proyecto legislativo. Sin embargo, 
lo cierto es que a partir de esta afirmación que -repit- 
no me duelen prendas reconocer, uno se pregunta, y hay 
que preguntar, cómo regula eso ese Gobierno a través de 
este proyecto concreto. 

Lo primero que vemos es que la televisión sigue siendo 
propiedad del Estado. En segundo lugar, vemos que sólo 
habrá tres canales privados de televisión, que no serán de 
ámbito estatal y, además, en régimen de concesión admi- 
nistrativa. Y, en tercer lugar, vemos que esos canales, que 
van a ser autorizados en su momento, van a ser controla- 
dos y fiscalizados por un organismo autónomo llamado 
.para la Televisión Privadan, con lo cual aquello de que 
uquien se mueva, no sale en la foton va a ser que uquien 
5e mueva, SU concesión empieza a ser dudosan. Con ello, 
ese régimen de libertades, al que ha hecho referencia el 
señor López Riaño, diciendo que a través de este proyec- 
to de ley vamos más allá - q u e  es verdad-, uno tiene, 
:amo mínimo que ponerlo en duda, no desde la concep- 
ción del proyecto, sino desde el contenido concreto, des- 
de la articulación concreta del mismo. 

El señor Mpez Riaño, con acierto, nos decía a todos 
aquf esta tarde: Habrá una sociedad que nos va a pregun- 
tar ¿qué hacen ustedes hoy aquí? Sefiores Diputados, ¿qué 
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hacemos nosotros aquí, hoy, y hacia dónde vamos? Y es 
cierto, habrá esa sociedad, que ha sido la que ha impul- 
sado este proyecto, que nos preguntará qué proyecto van 
a aprobar ustedes, hacía dónde va el proyecto y qué po- 
sibilita ese proyecto. Pero esa misma sociedad, señor Ló- 
pez Riaño, se va a preguntar: ¿cómo es posible que en este 
país haya diversidad de medios de comunicación por es- 
crito, es decir, periódicos, haya diversidad y pluralidad 
de revistas, haya semanarios locales, publicaciones loca- 
les, comarcales, de ámbito autonómico, cómo es posible 
-va a preguntarse esa sociedad- que haya pluralidad y 
diversidad de emisoras de radio: emisoras de ámbito es- 
tatal, emisoras de ámbito autonómico, emisoras de ám- 
bito local y,  al lado de estos dos medios de comunicaei6n 
e información, como son la prensa y la radio, este poten- 
te medio que es la televisión, el más moderno de todos, 
sólo tenga, a partir de hoy, tres canales televisivos priva- 
dos de ámbito estatal? 

Esa sociedad a la que usted pretende servir -y yo tam- 
bién, señor López Riaño-, se va a preguntar: (cómo es 
posible que yo pueda conectar con varias emisoras de ra- 
dio, incluso la local, y a mí, en mi municipio, me prohí- 
ban -porque esta ley lo anuncia públicamente y de ma- 
nera manifiesta- que tenga una televisi6n privada o pú- 
blica, es igual, de ámbito municipal? Esa sociedad a la 
que usted se ha referido diciendo: señores Diputados, esa 
sociedad nos va a preguntar qué hacemos hoy aquí y ha- 
cia dónde vamos, también se va a preguntar cómo existe 
libertad de prensa, cómo existe libertad de radio, liber- 
tad de creación de medios de prensa y de medios de ra- 
dio, si resulta que la libertad de televisión es sólo la cor- 
tita, le pequeñita, la de tres emisoras privadas de te- 
levisión. 

La sociedad no lo va a entender, y nosotros tampoco lo 
entendemos. Por ello, nosotros, señor López Riaño, com- 
prendiendo su mensaje y el contenido de su intervención, 
y agradeciendo el tono que siempre emplea en sus inter- 
venciones, hemos de manifestar claramente que, si bien 
reconocemos que por primera vez en este país va a salir 
adelante un proyecto de ley que regulará, de alguna ma- 
nera, la televisión privada, sin embargo, tenemos que de- 
cir que éste no es nuestro proyecto de ley, que este pro- 
yecto de ley queda corto en ese reto del maiiana que us- 
ted menciona - q u e  es ya de presente- de comunicacio- 
nes y de tecnología y ,  por tanto, señor López Riaño, nues- 
tra discrepancia se manifiesta no en los principios gene- 
rales de libertad, sino en cómo articulamos y arbitramos 
esa libertad. 

Nada más y muchas gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Gra- 

Tiene la palabra el señor Olabarría. 

El señor OLABARRIA MUÑOZ: Gracias, señor Pre- 
sidente. 

Señor López Riaño, yo le he escuchado con atención y 
con delectación. Verdaderamente su oratoria y elocuen- 
cia es de las que producen delectación estética y uno se 

cias, señor López de Lerma. 

deja llevar por su vena poética y pierde incluso capaci- 
dad de concentración, lo cual en estos trámites en los que 
hay debate dialéctico sistemático es peligroso. No obstan- 
te he llegado a tiempo para captar ciertos conceptos de 
su larga intervención que me parecen preocupantes. 

Usted me ha preguntado expresamente qué haría yo, 
respondiendo a una pregunta previa que yo le hacía, ha- 
ciendo honor a su origen gallego. Me parece un recurso 
dialéctico respetable. Yo le voy a responder, no volviendo 
a reproducir mi pregunta, sino diciéndole lo que no ha- 
ría. No le voy a dar satisfacción íntegra le voy a respon- 
der lo que yo no haría. Lo que yo no haría sería dejar en 
esta nebulosa, en esta ambigüedad, que no sé calificar po- 
líticamente si de consciente o inconsciente, la concreción 
consensuada, que es lo que yo pido, de determinados con- 
tenidos competenciales de difícil interpretación desde 
una perspectiva de técnica jurídica, desde una perspecti- 
va hermenéutica, como son los relativos a la televisión 
privada, por ejemplo. 

No está claro en el bloque de constitucionalidad ni en 
la propia Constitución ni en los estatutos de autonomía 
cuáles son los niveles de asunción de competencias de de- 
terminadas comunidades autónomas, porque, además, se 
reconocen distintos niveIes de asunción de competencias. 

¿Qué es lo que no haría yo? Mantener este problema, 
esta discusión, esta ambigüedad, de forma permanente y 
no intentar buscar criterios consensuados, criterios de in- 
terpretación de las normas, cuandoéstas son difusas, que 
son los que realmente pueden llevarnos a una ley consen- 
suada de esta trascendencia. ¿Qué es lo que haría yo, en 
definitiva? Intentar consensuar con ustedes cuál es el ni- 
vel de asunción de competencias que reconoce, por ejem- 
plo, para la Comunidad Autónomas del País Vasco el ar- 
tículo 19 de su Estatuto de autonomía. 

Usted me dice que esto produce quebranto constitucio- 
nal. Le agradeceré que en la réplica pueda usted matizar 
mejor qué tipo de quebranto constitucional puede provo- 
car consensuar criterios de interpretación de normas, de 
atribución de competencias, cuando estas normas son atí- 
picas, porque tienen una ubicación sistemática diferente 
y porque su contenido no es similar a las competencias re- 
conocidas como exclusivas en los artfculos décimos de los 
estatutos de autonomía. Esto no puede provocar ningún 
tipo de quebranto constitucional. De todas formas, yo le 
agradezco el nivel de concreción y la justificación de su 
respuesta, porque es algo superior a la de su compañero 
Pedro Bofill, que aludía sencillamente a mi condición pro- 
fesional; es algo muy de agradecer. 

Ha dicho usted otras cosas que merecerían un debate 
mucho más amplio que el que posibilita este trámite par- 
lamentario. Ha hecho unas alusiones a la universalidad 
de la cultura que en términos abstractos, en términos me- 
tafísicos, son fáciles de asumir. La superación de las fron- 
teras culturales, la universalidad conceptual de la cultu- 
ra es un desiderátum que todos podemos asumir. Pero hay 
que matizar más estas cuestiones, señor Mpez Riaño. Una 
universalidad de la cultura, ¿cómo? ¿Basada en la lengua 
inglesa, por ejemplo? ¿Basada en la metacultura de los 
países anglosajones, en el inconsciente colectivo de los 
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países anglosajones? ¿O, para el Estado espanol, una uni- 
versalidad de la cultura castellana con el inconsciente co- 
lectivo español, con todas las matizaciones que respecto 
a este concepto cabe hacer? ¿En lengua castellana? ¿Cuál 
es su concepto de la universalidad de la cultura? ¿Parte 
esta universalización del respeto a las culturas autócto- 
nas, a las lenguas, muchas en precaria situación, de nues- 
tras comunidades, de nuestras nacionalidades, en un Es- 
tado plurinacional como éste? 

Estas son cuestiones importantes a las que no se les 
puede dar carpetazo con cuatro alusiones simbólicas, cua- 
tro evocaciones poéticas, que todos agradecemos Iógica- 
mente, dada la farragosidad de estos trámites, pero que 
requieren ser mucho más concretas. 

Por último, señor López Riaño, respondiendo a sus pre- 
guntas con otras, es decir, qué tipo de quebranto consti- 
tucional puede suponer consensuar criterios de competen- 
cias no fácilmente interpretables desde una perspectiva 
hermenéutica, y por otra parte, cuál es su concepto de uni- 
versalidad de la cultura, puesto que esto está entroncado 
necesariamente en la propia configuración que de la te- 
levisión privada estamos haciendo en esta ley, intuyo que 
su concepción de la universalidad de la cultura difiere 
sustancialmente, frontalmente, de la mía, por cuestiones 
que se deducen del articulado de la ley. Por ejemplo, la 
no consideración de la utilización, en las empresas adju- 
dicatarias, de las lenguas de comunidades autónomas co- 
oficiales, en cuanto a los criterios a valorar por la Admi- 
nistración para la adjudicación, el no respeto de las nor- 
mas electorales de determinadas comunidades autóno- 
mas específicas, como el ejemplo que yo le ponía de la ley 
electoral a juntas generales en Euskadi, etcétera. Por esta 
preocupación que yo induzco de los contenidos tácitos de 
esta ley, le agradecería mayor concreción en estas refe- 
rencias a la universalidad de la cultura. 

En definitiva, señor López Riaño -y acabo con esto, se- 
nor Presidente, mi intervención-, y aunque no sea galle- 
go voy a recurrir a su propia sistemática dialéctica, su 
pregunta queda de alguna forma contestada y propuesta 
para debate con estas otras dos que yo le hago de forma 
especial y concreta. 

Gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Gra- 

Tiene la palabra el señor Larrínaga. 
cias, señor Olabarría. 

El señor LARRINAGA APRAIZ: En realidad no voy a 
hacer uso de mi turno de réplica, porque creo que no he 
sido respondido por el señor López Riaño, y simplemente 
me voy a limitar a recordar cuál era el sentido de mis dos 
bloques de enmiendas a este capítulo. 

En un primer bloque de enmiendas yo planteaba que 
sea el organismo autónomo el que realice las concesiones 
en materia de televisión privada y.no el Gobierno. En un 
segundo bloque de enmiendas planteaba que en el caso 
de las comunidades autónomas fueran los parlamentos 
los que establecieran cuáles tenían que ser los organismos 
que realizaran estas concesiones. 

El primer bloque de enmiendas se justificaba porque 
nosotros entendemos que lo que propone el Gobierno en 
su proyecto de ley, y que además se refuerza con deter- 
minadas enmiendas transaccionales que se han propues- 
to, es una gubernamentalización excesiva del proyecto. El 
segundo bloque de enmiendas era, evidentemente, cohe- 
rente con lo que he venido exponiendo hasta ahora. Yo es- 
peraba de alguna forma que el señor López Riaño siguie- 
ra con la coherencia del discurso que está haciendo su 
Grupo. (El señor Presidente ocupa la Presidencia.) Evi- 
dentemente no le estoy pidiendo que diga si deben ser los 
parlamentos autónomos los que establezcan, en el caso de 
las comunidades autónomas, cuáles son los organismos 
competentes en materia de concesión de las televisiones 
autónomas y locales, ya sean públicas o privadas, pero sí 
me hubiera gustado que hubieran seguido desarrollando 
el discurso que me ha parecido escuchar y entender en la 
primera parte, es decir, en el desarrollo del primer 
capítulo. 

Entiendo que ha habido una ruptura del discurso, y por 
tanto creo que algo pasa en materia de televisión privada 
en el ámbito local, que algo pasa en materia de televisión 
privada o pública en el ámbito autonómico que no se aca- 
ba de aclarar a lo largo de este debate parlamentario. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Larríriaga. 
Tiene la palabra el señor Ramallo. 

El señor RAMALLO GARCIA: Con la venia, señor 
Presidente. 

Con toda cordialidad para con mi condiscípulo de De- 
recho, agradecerle sus palabras y referirme primeramen- 
te a las enmiendas que ha presentado y a la referencia 
que ha hecho al consenso. 

Mi Grupo Parlamentario hubiera querido que esta ley 
hubiera sido producto de un consenso. Pero, senor López 
Riaño, no se puede considerar consenso el anuncio el vier- 
nes pasado, por el portavoz de su grupo, de unas enmien- 
das transaccionales que se nos han mandado ayer, que 
son muy parciales y que en nada afectan a lo que es con- 
sustancial con lo que aquí se está debatiendo. Son en- 
miendas que tienden a mejorar indudablemente un tex- 
to, pero el texto de ustedes; son enmiendas que tienden 
-como hemos dicho y sin ánimo de ofender- a mejorar 
la calderilla del proyecto, pero no lo que es la moneda 
gruesa, y así no se puede aproximar nadie al consenso. 

Ustedes lo que han querido hacer es un contrato de ad- 
hesión quc se diría en Derecho Mercantil, y la verdad es 
que cuando se hizo la Constitución del consenso, el con- 
senso d o m o  usted sabe bien- no se producía de esta 
manera; el consenso era fruto de muchas reuniones, el 
consenso era fruto también de aproximaciones y de dejar 
los grupos en el camino muchas de sus pretensiones 
políticas. 

Hoy ustedes, con legítimo derecho, pero no sé si histó- 
ricamente tendrá justificación, pretenden imponer con su 
mayoría, legítimamente obtenida, un concepto de una ley 
para la televisión privada que nosotros, desde luego, no 
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podemos compartir. Por eso, haciendo honor al cambio 
de impresiones que ayer mantuvimos los portavoces de 
los diferentes grupos parlamentarios, acordamos el que 
no era de recibo el admitir hoy a trámite estas enmien- 
das transaccionales, porque la transacción es de su pro- 
pia ley, de ustedes y para ustedes. De poco nos sirven las 
enmiendas que ustedes aquí hoy traen. 

Queda el trámite del Senado. Abran ustedes la puerta 
de la ley de par en par e intenten hacer, de verdad, un con- 
senso para una ley que sea reflejo de una Constitución que 
fue producto del consenso en el que ustedes participaron, 
pero que les ha tocado desarrollarla desde una mayoría, 
y a veces en las mayorías ocurren esas cosas; v lo digo sin 
ningún ánimo de molestar, sino porque simplemente las 
cosas son como son. 

Se preguntaba S. S .  por el momento en que se presenta 
esta ley. Esta mañana decía que se presenta, después de 
haberla debatido en totalidad a finales de mayor, justa- 
mente el 10 de diciembre de 1987. Y ésa es la fecha en la 
que estamos y los conceptos de progresismo y de libertad 
hay que traerlos hoy aquí, y no la doctrina del Tribunal 
Constitucional, que indudablemente nosotros respeta- 
mos, pero que no podemos compartir, porque estimamos 
que técnicamente se ha avanzado mucho y porque tam- 
bién decimos que el Tribunal Constitucional, en efecto, no 
se ha pronunciado sobre el fondo y que sería conveniente 
que se pronunciara, porque así, a lo mejor, tendríamos 
más elementos de juicio ahora. 

Lo que ha ocurrido es que esta ley les ha dejado a us- 
tedes solos y quieren obtener un consenso para argumen- 
tar ante la sociedad que esta ley es producto de un con- 
senso, cuando no hay tal consenso. 

Por desgracia para la ley, y yo creo que también para 
su grupo -y lo digo con todo respe tw,  esta ley de la Te- 
levisión privada es la ley de la soledad para el Grupo So- 
cialista. Es cierto que el grupo del señor Espasa no pien- 
sa lo mismo que el mío; es cierto, ciertísimo. Pero es lo 
mismo, porque tengo que decir que ustedes no han con- 
seguido concitar el ánimo de toda la Cámara en derredor 
de su proyecto. Y eso es así. 

¿Quién es más progresista? Que opinen desde la calle. 
Yo creo que no se es progresista por decir se es progre- 
sista o no; se es porque se da el progreso y el progreso se 
da utilizando los medios que hay en la sociedad y utili- 
zándolos al máximo. 

(Qué se está debatiendo aquí? Se ha dicho, con acierto, 
que una ley que es como escribir en el-agua, porque des- 
de fuera se nos está sobrepasando tecnológicamente. 

Quisiera contestar brevemente, dentro del tiempo que 
tengo, a algo que dijo usted en la Comisión y que hoy se 
ha dicho aquí también. Agradezco su intervención porque 
es una intervención de altura, no como la suerte de ban- 
derillas de antes, y aprovecho para decir que, en efecto, 
el tiempo reglamentario es el que se da, pero se ha con- 
testado a todos los portavoces en tropel; se podía haber 
contestado uno a uno y el tiempo hubiera sido mucho más 
y la ley merecía la pena. Nosotros decíamos queremos de- 
batirla en Pleno, de pie, y no en Comisión, sentados. 

Con todo respeto, señor López Riaño, creo que usted 

confunde términos jurídicos y que hay una confusión que 
yo creo que es importante y digna de mejor causa. Por 
ejemplo, me sorprende la distinción que usted hace entre 
Gobierno como acción política y como ente sometido al 
Derecho administrativo. Tal diferencia, si es como se dijo 
así en Comisión -y está en el ((Diario de Sesiones»- es 
inexistente. Ni Hauriou, a quien usted ha citado, gran 
maestro del Derecho Administrativo y constitucionalista, 
con su sabiduría, consiguió precisar estos dos niveles de 
gobierno, que el señor López Riaño nos ha ofrecido aquí 
y yo quiero entender que nos ofreció también en Co- 
mision. 

Desde luego, en el campo de televisión, menos que en 
ningún otro se da esta diferenciación. Resulta -yo creo- 
increíble oír a estas alturas, y después de lo que llevamos 
visto en televisión española, que el Gobierno de la nación 
- e s t e  Gobierno y el anterior gobierno, cualquier gobier- 
no- se va a comportar aquí como institución en la tele- 
visión y no como fuerza política. Eso sería que la virtud 
estaba por encima del poder y todos sabemos que eso es 
difícil, por eso queremos limitarlo. 

Respecto a la distinción entre autorización y concesión, 
tengo que decirle que creo que tiene usted una confusión 
mental. Yo creo que hay una confusión aún mayor. La dis- 
tinción esencial entre autorización y concesión (y sigue 
siendo antes y después de Farneletti, con permiso del se- 
ñor Farneletti) es la existencia o no de un derecho previo 
de los particulares a llevar a cabo una determinada 
actividad. 

La autorización supone, como no podía ser menos, el re- 
conocimiento por el ordenamiento jurídico de un ámbito 
de acción propia de los particulares frente a la concesión 
que, naturalmente, supone justamente la reserva al Esta- 
do, a la titularidad pública en general, que no otra cosa 
es la reserva al Estado, de aquella actividad que se con- 
cede. En el caso que nos ocupa estamos claramente ante 
un derecho preexistente de carácter muy especial; es de- 
cir, el derecho que la Constitución concede al individuo, 
a la sociedad y no al Estado, a difundir libremente la in- 
formación en tanto en cuanto le viene otorgado al ciuda- 
dano por la propia Constitución Española. 

Estamos sencillamente ante un derecho fundamental; 
derecho fundamental que se predica, senor López Riaño, 
no de todos los ciudadanos, como yo creo con todo respe- 
to que usted erróneamente cree, sino de cada ciudadano 
en particular. Lo único que ocurre es que como no todos 
los ciudadanos pueden ejercitarlo al mismo tiempo resul- 
ta, evidentemente, necesario reglamentar su uso median- 
te un plan de frecuencia, de asignación de ésta con carác- 
ter temporal. Eso es lo que nosotros pedimos. 

Ninguna ley puede declarar de titularidad estatal ni so- 
meter a un régimen concesional a los medios de comuni- 
cación que suponen el ejercicio de una libertad fundamen- 
tal. De ahí nuestra primera intervención de esta manana. 
Unicamente podrá dejar en manos de la Administración 
el establecimiento de una serie de controles externos, que 
es lo que hemos venido diciendo; nunca afectando al con- 
tenido esencial del derecho -y esto hay que remarcarlo 
mucho- de modo que cumplidos éstos, es decir los con- 
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troles externos, cualquier particular pueda obtener auto- 
rización para ejercer lo que constitucionalmente le es re- 
conocido y con los solos límites de una reglamentación re- 
ferida a aspectos puramente técnicos. 

Esa prohibición general que a usted tanto le extraña y 
que le hace decirnos que es más progresista la concesión 
que la autorización, no supone en abstracto desconocer el 
derecho preexistente, sino, evidentemente, todo lo contra- 
rio, porque la prohibición se refiere al ejercicio, no a la 
titularidad del derecho -ahí está la distinción fundamen- 
tal- y es ese ejercicio, por el carácter reglamentado de 
la frecuencia, el que requiere una autorización previa. 

Se prohibe el ejercicio ‘sin autorización de un derecho 
ya existente y reconocido. La prohibición no alcanza al 
caso particular en forma definitiva, es sólo al acto admi- 
nistrativo que contiene la negociación de la autorización, 
naturalmente reglamentado y referida únicamente a as- 
pectos técnicos, el que le da ese Significado. 

En definitiva, y con esto termino señor Presidente, no- 
sotros entendemos -lo dijimos esta mañana- y aprove- 
cho la intervención cordial y constructiva del señor L6- 
pez Riaño y aun defendiendo sus puntos de vista como yo 
defiendo los de mi Grupo, que en un país como España, 
en que el 70 por ciento de la información está nacionali- 
zada, decir hoy lo que dice el Grupo Socialista aquí sobre 
la libertad de información me parece que es desconocer 
el artículo 9 . ~ ,  2 ,  de la Constitución que dice: «Correspon- 
de a los poderes públicos promover las condiciones para 
que la libertad y la igualdad del individuo y de los gru- 
pos en que se integran sean reales y efectivas; remover 
los obstáculos que impidan o dificulten su plenitud...». Yo 
digo, y lo decía el señor Jiménez de Parga, que sin liber- 
tad de radio y sin libertad de televisión la libre expresión 
y difusión de pensamientos, ideas y opiniones resulta gra- 
vemente reducida con la consiguiente desfiguración del 
contenido esencial de ese derecho. 

Esto es lo que mi Grupo viene diciendo. Quizá la con- 
fusión venga porque nosotros no queremos hablar de te- 
levisión privada por contraposición a pública. Nosotros 
queremos hablar, señor López Riaño, señoras y señores 
Diputados, señor Presidente, de televisión libre que creo 
que es lo que deberíamos establecer. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Ramallo. 
El señor Ysart tiene la palabra. 

El señor YSART ALCOVER: Muchas gracias, señor 
Presiden te. 

Señor López Riaño, chistes sobre la ubicación política 
de cada grupo, no. No tiene el más mínimo rigor intelec- 
tual que usted pretenda confundirnos con la derecha (Ru- 
mores.), apoyándose, sin embargo, en nuestra argumen- 
tación del artículo 1 .Y (sí, señores socialistas) para demos- 
trar que no están tan solos. Chistes de ésos, no, señor L6- 
pez Riaño; yo no los he hecho con usted. Primer punto. 

Segundo punto, señor López Riaño. Dante tampoco 
creo que aquí pinte demasiado. Me parece también justo 
decir -y con el mismo rigor intelectual que yo  le pido a 
usted se lo digo- que pienso que no hay grandes diferen- 

cias de concepción de sociedad entre quienes aquí nos sen- 
tamos. Creo eso, señor López Riaño. Seguramente casi to- 
dos coincidimos en gran medida en lo que debe ser o es 
la sociedad española de nuestros días. 

Hay una cosa en la que no estoy seguro que coincida- 
mos y es el papel que en esa sociedad cumple a la infor- 
mación. Señor López Riaño, todo sería muy correcto des- 
de el punto de vista administrativista en esta Ley si no es- 
tuviéramos hablando de información, y, señor López Ria- 
ño, lo que para nosotros y para mucha otra gente es muy 
claro es que la información, en un contexto político, es 
contrapoder y que es muy, muy peligroso que quien ejer- 
ce el poder político por antonomasia, quien lo adminis- 
tra, o lo que usted quiera, que es fundamentalmente el Go- 
bierno de la nación, tenga la más mínima posibilidad de 
rozar el mundo de la información. Por eso es por lo que 
nosotros nos oponemos a ello, no por una geopolítica rara 
que usted ha intentado ahí dibujar, y lo ha hecho en dos 
ocasiones, que yo personalmente, en nombre de mi gru- 
po, me niego rotundamente a admitir como chiste, inclu- 
so, con toda cordialidad se lo digo, ni por un rigor inte- 
lectual mínimo, señor López Riaño. 

Paso a un tercer punto. No es utopía hablar de otros sis- 
temas de transporte. Señor López Riaño, esa utopía, ese 
mundo que no me acuerdo como lo llamó, pero hacía re- 
ferencia a los satélites, es hoy tan realidad como que tie- 
ne usted videos, televisoras, por hablar en plata, por ha- 
cer normal lo que es normal en la calle, en Cataluña, tie- 
ne más de cien; tiene usted dos cables en Elche, por ejem- 
plo y va a tener a partir de no sé qué día de enero un ca- 
nal por satélite. ¿Dónde está el futuro? Eso es presente, 
señor López Riaño; no juguemos con la utopía o con las 
cosas imposibles, es presente. 

Para concluir, señor López Riaño, una pequeña nota so- 
bre su propuesta transaccional. El día que este proyecto 
de ley pasó velozmente -no por mi culpa precisamente- 
el trámite de Comisión, dije textualmente y además a us- 
ted personalmente, que en nuestra opinión estábamos allí 
en el momento oportuno para debatir e intentar algún 
tipo de aproximación, que es para lo que aquí estamos. 
Me parece más útil hacerlo aquí de cara a todo el mundo 
que nos quiera oír, que en reuniones bilaterales la sema- 
na que viene. De cualquier manera, concluí, ustedes eli- 
gen el procedimiento. He citado textualmente el «Diario 
de Sesiones» de la Comisión. 

Bueno, eligieron un procedimiento en el que no ha ha- 
bido reunión bilateral para discutir nada, sino para en- 
tregarnos ayer unos folios con una advertencia: esto va- 
mos a plantear y como hay cosas que habéis defendido vo- 
sotros se supone que os interese. De cualquier forma, lo 
incluiremos en el Senado por nuestra parte. 
Yo, señor López RiaAo, señores de la mayoría, no voy 

a darles a ustedes clases de política (Varios senores DI- 
PUTADOS: No, no.) porque ustedes hacen política muy 
bien, lo que me van a conceder, señores tan locuaces, es 
por lo menos la pequeña prudencia de no hacerles a us- 
tedes su política y evidentemente no ofrecer la imagen de 
que han consensuado un solo punto con nosotros. No lo 
han hecho, señores de la mayoría: es más, en una de las 
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dos enmiendas en las que ustedes nos citan como «con- 
sensuadores)) no tenemos absolutamente nada que ver 
con ella, no sé por qué nos han incluido. Sí en esta de la 
publicidad, pero como estoy convencido, como ustedes 
avisaron, que la introducirán en el Senado, quédense us- 
tedes con la operación de imagen que a lo mejor es bueno 
no estar solos. 

Muchas gracias, señor López Riano, señores, señor 
Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Ysart. 
El señor Espasa tiene la palabra. 

El señor ESPASA OLIVER: Señor Presidente, señoras 
y señores Diputados, señor López Riaño, con su cálido 
verbo nos ha llevado casi al éxtasis del progresismo (Ru- 
mores.), pero de lo que se dice a lo que se hace en los he- 
chos, a veces hay un buen trecho. 

Usted ha dicho, y esto es cierto nadie lo niega: este Go- 
bierno trae la televisión privada. Usted ha dicho, este Go- 
bierno trae la televisión privada desde la concepción del 
espacio televisivo como espacio público, y nos ha recono- 
cido a algunos grupos de esta Cámara -al 'menos al mío, 
al que yo represento-, que en esto coincidimos con usted. 

A partir de aquí, señor López Riaño, se acaban las coin- 
cidencias y su pretendido, excelso y progresista discurso 
no concuerda con los hechos, porque ustedes traen la te- 
levisión privada, sí, pero en detrimento de la televisión 
pública existente y de la que pueda existir en el futuro. 

Esta es una polémica que ya hemos tenido en otros ca- 
pítulos, y que yo no quisiera reabrir aquí, pero sí quiero 
puntualizar para acotar sus discursos que ustedes traen 
la televisión privada, nosotros no estamos en contra de 
ello, lo he dicho una y mil veces; pero de lo que sí esta- 
mos en contra es de que sea en detrimento de otras tele- 
visiones públicas, de ampliar la oferta de televisión pú- 
blica. Esto no resulta muy progresista por parte de un 
partido socialista. Reconocer el pluralismo, sí, pero si este 
reconocimiento va en detrimento del espacio público te- 
levisivo, no resulta ya tan progresista. 

Como han dicho otros oradores, señor López Riaño, 
cuando dentro de muy pocos días tendremos una televi- 
sión privada que emitirá al margen de la legalidad vigen- 
te en nuestro país, o al menos de esta Ley, si tenemos más 
de noventa emisiones de televisión local de vocación pú- 
blica en Cataluña -aquí tengo el vídeo donde se pueden 
contemplar-, muchas de ellas dependientes de equipos 
de gobierno municipales, otras de entidades culturales sin 
ánimo de lucro, que se definen como públicas y que se- 
gún esta Ley van a desaparecer a instancia de parte, a ins- 
tancia de los recipiendarios de la Comisión, estas televi- 
siones, este pluralismo informativo existente ya, real y del 
área pública, va a desaparecer gracias a su generosa y pro- 
gresista aportación. Me parece una pobre aportación al 
pluralismo, al pluralismo que sólo se basa en sociedades 
anónimas comerciales, únicamente en unas cuantas, y pa- 
rece ser, como hemos dicho varios oradores, en función 
de trajes previamente tallados y previamente tomadas las 
medidas. 

Para terminar y no alargarme (no por haber utilizado 
a tribuna quiero extenderme más que lo han hecho otros 
Iradores) sí quisiera entrar en otro tema que me ha preo- 
:upado muchísimo y que me ha causado una pobre im- 
x-esión por su parte, señor López Riaño. No he entendi- 
ilo quizá y quisiera haberme equivocado, pero cuando us- 
red ha abogado por una cultura universal, yo no sé a qué 
se estaba refiriendo cuando decía que habíamos de supe- 
rar ciertos localismos y hablaba de una cultura universal. 
No sé si en estos momentos usted estaba pensando en fun- 
:ión del vehículo o de la lengua de esa cultura y que, en 
Función de esto, era más universal una lengua que otra. 
Supongo que no iba usted por ahí, porque en este caso, 
si hubiéramos de cuantificar la universalidad de las len- 
guas por el número de los que las hablan, al menos dos 
D tres están por delante de la que ahora usted y yo esta- 
mos utilizando, y sería un pobre provincianismo utilizar 
Este argumento. 

Después usted ha querido personalizar -y le quiero re- 
cordar que he sido yo el primero en sacar esta cuestión- 
sólo en los grupos nacionalistas al tratar el tema de la in- 
vasión competencial, cultural y lingüística de determina- 
das comunidades autónomas por parte de esta Ley. 

Le quiero recordar, seíior López Riaño, que he sido yo 
e l  primero en anunciar esta posición y que esta posición 
no es exclusiva de los nacionalistas; esta posición va mu- 
cho más allá del nacionalismo que defiende un grupo y 
un partido como al que yo pertenezco, que me ha llevado 
a anunciar este recurso de inconstitucionalidad que va- 
mos a promover desde el Parlamento de Cataluna y para 
el que probablemente auguro una amplísima mayoría, 
caso de que no sea unanimidad -y si no tiempo al tiem- 
po- y cuando hablo de unanimidad, me refiero a un gru- 
po parlamentario afín al suyo, que también forma parte 
de este Parlamento, y que muchas veces ha visto cómo de- 
cisiones que tomaba allí, después aquí no eran respeta- 
das en el mismo sentido político. Ya veremos qué sucede. 

Usted ha reconocido que yo apuntaba un cierto mode- 
lo, aunque en seguida ha dicho que le parecía un poco an- 
ticuado, que es el que había tenido la izquierda pero que 
ya no es el que conviene ahora, y me ha dicho que quizá 
estaba anclado en un cierto federalismo local. Señor Ló- 
pez Riano, yo de lecturas federalizantes y de federalismo 
nada de nada. Yo creo que hay que reforzar y profundi- 
zar en la Constitución y en los Estatutos que tenemos; nos 
quedan muchos años por delante con esta Constitución y 
con estos Estatutos. Por tanto, de seudofederalismos y de 
falsos federalismos, el que le habla, en absoluto está por 
esa labor, pero eso no me impide defender con toda ve- 
hemencia y con toda contundencia el espacio cultural au- 
tónomo que representan determinadas comunidades au- 
tónomas que responden a realidades históricas preexis- 
tentes a la Constitución española y al Estado democráti- 
co que entre todos nos hemos dotado. Este proyecto de 
ley, por persona interpuesta, a través de las concesiona- 
rias privadas y de la delimitación gubernamental de cier- 
tos espacios territoriales -lo he dicho y lo vuelvo a repe- 
tir- puede reabrir, en nombre de falsos universalismos 
culturales, guerras culturales y linguísticas en nuestro es- 
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tado que no deberían en ningún caso reabrirse. Se es tan 
universal hablando una lengua que utilizan 300 millones 
como hablando una lengua que utilizan cinco, seis o siete 
millones de personas. Creo que esta cuestión, que no ha 
sido nunca de cantidad, sino de calidad, es la que hace 
que uno, siendo muy de su tierra, de su país y de su pa- 
tria sea, por eso mismo, auténticamente universal y au- 
ténticamente internacionalista. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Espasa. 
Tiene la palabra el señor Camuñas. 

El señor CAMUNAS SOLIS: Muchas gracias, señor 
Presidente. 

En primer lugar, quiero tranquilizar al señor López 
Riaño y al señor Ysart cuando planteaban quién estaba 
más sólo. No se preocupen, hay alguien que está más sólo 
que ustedes en esta Cámara y,  por lo menos, espero que 
ese título sí me lo reconozcan. (Risas.) 

He escuchado la brillante pieza oratoria del señor Ló- 
pez Riaño y, como brillante, desde luego poco concreta, 
porque no hay nada menos brillante que la concreción. 
Por eso le voy a obligar al señor López Riaño a que quizá 
sea un poco menos brillante y algo más concreto preci- 
sándole dos cuestiones sobre las que si en verdad me con- 
vence, yo retiraría las enmiendas. 

Quiero decirle al señor López Riaño si puede justificar 
o razonar por qué pueden desaparecer periódicos, radios, 
semanarios, hundirse, como yo lo expresaba anteriormen- 
te, y no televisiones privadas que sean objeto de esta con- 
cesión. En segundo lugar, si usted o el señor Bofill pue- 
den explicarme por qué se pide una relación de proyectos 
de programación de diez años para las televisiones priva- 
das objeto de la concesión cuando la televisión pública es- 
pañola solamente tiene relación de programas a tres me- 
ses. Eso es lo que digo que me parece un abuso y, si us- 
tedes no modifican esa enmienda, habrá que pedir que la 
televisión pública nos presente una relación de progra- 
mas de diez años para que actúen en consecuencia con 
las futuras televisiones privadas. 

El señor López Riaño ha construido una brillante pie- 
za oratoria socialista -a mí es uno de los Diputados que 
más me gusta escuchar en esta Cámara-; yo le felicito 
por su pieza oratoria, porque en definitiva lo que ha ve- 
nido usted a reconocer es que tienen miedo de cómo pue- 
de actuar el mercado. Entonces, como tienen miedo a la 
forma de actuar del mercado, quieren construir una tele- 
visión tutelada, que me parece bien y congruente con su- 
posición, pero ésa no es la televisión en libertad que que- 
remos defender el resto de los grupos parlamentarios que 
conforman esta Cámara. Parece mentira, señor López Ria- 
ño y permítame usted esta broma, que habiendo estado 
tanto tiempo en la oposición el Partido Socialista tenga 
duda de quién es más progresista y más conservador. Us- 
ted lo sabe muy bien. Siempre es más progresista la opo- 
sición (Risas.), no hay nadie que defienda más el conser- 
vadurismo que el establecimiento, ustedes son el estable- 
cimiento hoy en día y ustedes hacen la ley del establcci- 
miento, una ley naturalmente conservadora, aunque no- 

sotros seamos de otro signo. Por tanto, son ustedes los que 
hoy son menos progresistas que el resto de los Grupos Par- 
lamentarios, porque usted sabe muy bien que para obte- 
ner esa síntesis es necesaria la antítesis. 

Para terminar, señor López Riaño, tengo que decirle 
que creo sinceramente, como el resto de los grupos par- 
lamentarios, que no es el momento de transar, porque 
transar en este momento significaría o daría la sensación 
de que hemos llegado a algún tipo de consenso. El con- 
senso podríamos alcanzarlo como producto de que llegá- 
ramos a un acuerdo sobre los temas sustanciales de esta 
ley y no sobre los temas accesorios sobre los que ustedes 
proponen la transacción. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: El señor López Riaño tiene la 
palabra. 

El señor LOPEZ RIANO: Si me permite el señor Presi- 
dente, para no confundir precisamente a los grupos y no 
ser objeto posteriormente de este tipo de rectificaciones, 
voy a seguir el orden de mi intervención dirigiéndome a 
los representantes de los grupos que han hecho uso de la 
palabra según los veo situados en la Cámara. 

Señor Ramallo, señor Calero, yo, .que no voy a ser bri- 
llante, ni creo serlo, creo que habría que atender más a 
mis ideas que a las formas, pero eso será un defecto per- 
sonal. Sin ser ilustrado en materia administrativa pero 
habiendo compartido el mismo curso de Derecho admi- 
nistrativo que el señor Ramallo, distingo perfectamente 
el siguiente punto que paso a explicarle simplificadamen- 
te. El acto político en virtud del cual el Gobierno de la na- 
ción en un Consejo de Ministros decide que presenta aquí 
este proyecto de ley es un acto político sometido al Dere- 
cho constitucional, porque lo que se pregunta ahí, señor 
Ramallo, es si ese Gobierno puede tomar esa decisión, y 
es doctrina sabida y consabida. Sin embargo, cuando el 
Gobierno tiene que atender -y tiene el deber de hacer- 
lo- y fijar los límites de uso del dominio público, que es 
de toda la comunidad, cuya titularidad corresponde al Es- 
tado, el Gobierno tiene que hacer actos que, después, tie- 
nen consecuencias administrativas. Nos llevaría toda la 
tarde distinguir algo tan fácil como que el Gobierno de 
una nación, de cualquier nación democrática, eso sí, tie- 
ne una vertiente que está regulada o tiene legitimidad por 
el Derecho constitucional, y tiene otra vertiente que po- 
see virtualidad en el derecho administrativo. 

¿Por qué, señor Ramallo, no hemos podido coincidir? 
Porque todo lo que es derecha o centro -ya no lo se, cuan- 
do llegue su momento lo calificaremos-, todos los repre- 
sentantes han dicho que están de acuerdo en la concesión; 
han dicho algo tan sencillo y tan poco brillante como que 
están de acuerdo con nosotros en que la fórmula de resol- 
ver este asunto es por vía de la concesión administrativa, 
y usted lleva dos meses intentando convencer, no sé si a 
la derecha o al centro, ya llegaremos ahí, de que no es 
una concesión administrativa, señor Ramallo, que es una 
autorización o una licencia, y asiente usted con la cabe- 
za. Mire, creo que las autorizaciones son de peor valor, 
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porque son revocables. A una compañía que tenga que en- 
frentarse a este reto yo prefiero dar la solidez de una con- 
cesión administrativa y, al mismo tiempo, fijarle unos 
plazos y unos contenidos y, eso sí, la posibilidad de re- 
versión si su conducta es antisocial, por no entrar en más 
cuestiones, y dejar aparte el tema de la licencia: licencia 
de armas, licencia de conducción, que es algo que la Ad- 
ministración puede revocar con más facilidad, señor Ra- 
mallo. ¿Por qué no se pone de acuerdo con el resto de los 
grupos? Aproximándonos en esa cuestión, señor Ramallo, 
habríamos coincidido en algo que usted verá después en 
el desarrollo de esta ley. Podíamos haber coincidido ex- 
cepto en eso que ustedes se obstinan en mantener, en pie- 
zas claves de este proyecto. No ha sido posible. 

Señor Azcárraga, ciertamente me dice usted ¿por qué 
los periódicos pueden desaparecer? ¿Por qué se estable- 
cen tres canales? ¿Por qué se somete a este gubernamen- 
talismo? Yo no sé por qué el Tribunal Constitucional en 
uno de sus considerandos, en las dos sentencias dirigidas 
a la comunidad catalana y a la comunidad vasca estable- 
ció el criterio de que los tratados internacionales en esta 
materia tienen importancia, no solamente la de televi- 
sión, observen ustedes este matiz, sino también en la ra- 
dio. N o  sucede con los periódicos. Este Estado no tiene 
que firmar ningún tratado internacional, no tiene que in- 
tervenir en conexiones internacionales en Europa para 
que un periódico se manifieste en España. ¿Por qué esta 
materia tiene una trascendencia superior en ese sentido? 
Es un servicid público esencial y,  lo digo de nuevo irepe- 
timos otra vez el discurso? Lo tiene porque todas las co- 
munidades civilizadas, sean de derechas o de izquierdas, 
coinciden en este punto: que el hombre en su conjunto tie- 
ne que enfrentarse a ese reto con racionalidad. Tiene que 
enfrentarse con racionalidad porque estamos jugando no 
sólo con la incidencia social, sino vaya usted a saber con 
qué, de cara al futuro, si esa libertad se entiende en los 
términos con que lo ha hecho algún portavoz de la 
derecha. 

Señor Ysart, de verdad lamento que le haya podido mo- 
lestar. Le voy a decir una cosa: si ustedes, a la contra del 
señor Ramallo, hubiesen coincidido con nosotros en no 
hacer aquí un discurso en el que -eso sí que no es un chis- 
te- se diga que este portavoz defiende un proyecto inter- 
vencionista, que desconoce el artículo 20 de la Constitu- 
ción, que no atiende a la libertad de expresión de los ciu- 
dadanos, que pretende conculcar una cultura a través de 
.su poder, si no hubiese tenido ese discurso, también ha- 
bríamos coincidido, porque en lo sustancial, en lo de la 
concesión usted está de acuerdo con nosotros. 

Respecto a que ha habido negociación o no la ha habi- 
do, recuerdo -y no es un chiste, señor Ysart- que en una 
reunión de radio común alguien y no fuy yo, dijo: estas 
cosas se discuten en los bares. Usted recordará que mal 
me sentó a mí, como a cualquier Diputado de esta Cáma- 
ra, que se dijese, por quien fuese, que esto se estaba dis- 
cutiendo en los bares. Creo que aquí, dentro del Parla- 
mento, se ha hablado. Se ha hablado en la Comisión Cons- 
titucional y en los despachos parlamentarios, que no son 
la calle y que representan, legítimamente, la continuidad 

de nuestra individual y colectiva representación. Ustedes 
estuvieron de acuerdo en una cosa, que yo sepa: en acep- 
tar estas enmiendas transaccionales, ¿sabe usted por qué 
no lo ha hecho, señor Ysart? Y me preocupa, a mí sí que 
me preocupa, porque eso es peor que el rodillo. Usted ha 
dicho que ustedes nunca aceptarían, por la imagen, un 
juego con nosotros; lo ha dicho usted, señor Ysart. (Va- 
rios señores DIPUTADOS: ¡Muy bien! Aplausos.) Eso, 
desde ahí, es peor y causa peor efecto, ya verá como'sí, 
que ese famoso rodillo de la oposición, que es la respon- 
sabilidad de la mayoría y no otra cosa, en defensa de su 
proyecto. 

Señor Lerma, le agradezco mucho el tono de su inter- 
vención. Me parece positivo -con negociación o no, por- 
que eso ya no depende de mis palabras- en todo caso, el 
trabajo común por una sociedad progresista y libre; no 
me cabe la menor duda, aunque no sé qué método habre- 
mos de seguir, para que esa colaboración pueda ser útil, 
pero le anuncio, lo mismo que al señor Olabarría dos cues- 
tiones nada brillantes. He leído las sentencias del Tribu- 
nal y vamos a ver si están de acuerdo conmigo: en la que 
se refiere a la Comunidad catalana, el Tribunal Constitu- 
cional dice en su fallo que la Comunidad catalana podrá 
hacer concesiones, pero lo somete, como recordará, al 
considerando último de la sentencia, donde se habla de 
esa difícil lectura, que dice el señor Olabarría; para mí 
también lo es y le confieso que no hay nada de brillantez. 
Es difícil la lectura de la estructura de nuestro Estado, es 
muy difícil y yo propendo ideológicamente a superar esas 
pequeñas causas de enfrentamiento por una coordinación 
o cooperación, llámenlo como quieran, que resuelva asun- 
tos con eficacia y con sentido común, y, desde luego, lo 
que dice esa sentencia del Tribunal Constitucional que se 
refiere a la Comunidad catalana, cuando le llega el turno 
a la Comunidad vasca, señor Olabarría, sabe usted muy 
bien que ahí el Tribunal Constitucional distingue y dice 
que la titularidad corresponde al Estado y, sin embargo, 
otras cuestiones de tipo concesión o tramitación de la con- 
cesión dependen de la Comunidad. 

Pero es que hay más sentencias y yo no se las voy a aflo- 
rar. Permítame que en eso siga siendo de mi tierra. Uste- 
des han dicho que van a ejercitar sus derechos por esa 
vía. Personalmente yo, y creo que mi grupo, preferiría 
otra, pero hay más en esa materia, y hay formas de resol- 
verlo. A lo que mi grupo está abierto es a la reflexión ob- 
via entre personas civilizadas para encontrar un acuerdo 
jsobre qué? Sobre la universalidad de la cultura ¡por fa- 
vor! Yo deseo que, por el juego de la libertad del conjun- 
to de los ciudadanos de mi nación, un día tenga la ape- 
tencia sincera de escuchar una película en euskera o en 
catalán. Si hubiese tenido oportunidad en mi vida, desde 
luego lo hubiese hecho o lo hubiese puesto en marcha. N o  
hav ninguna reducción por parte del Grupo Socialista res- 
pecto de ese criterio de universalidad; pero lo que creo es 
que la auténtica universalización de la cultura es no po- 
nerle ningún tipo de frontera, ningún tipo de enmarque, 
sea de la naturaleza que sea. En ese sentido, que se ex- 
panda la cultura de ustedes, respecto de la cultura de 
otras Autonomías en mi país, de verdad, seria mi deseo y 
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creo que el del Grupo Socialista, por su cultura genuina 
y básica en esta materia. Y, desde luego, creo que este pro- 
yecto no permitiría nunca que una sociedad concesiona- 
ria agrediera la cultura de ninguna Comunidad. Y para 
eso -y habrá coincidencias discutibles en los siguientes 
títulos- sería necesario tener claro que no es el consejo 
u organismos intermediarios lo más adecuado. 

¿Por qué no dejamos que lo que se haga mal o bien pue- 
da ser exigido por esta Cámara, a través de una gestión 
directa, en el marco constitucional y legal del Gobierno, 
que trae el proyecto y sus consecuencias políticas, cuyo 
control va a ser siempre de todos nosotros, y también, por 
supuesto, de ustedes? A lo mejor no habría que plantear- 
se las cosas con esa frontalidad. 

Por último, señor Espasa (Volviéndose hacia el señor 
Espasa.), de sus manifestaciones he de decir -a algunas 
cosas ya le he contestad- que siempre estamos con lo 
brillante y lo que me parece que no es tan brillante es que 
en un momento determinado hagamos un debate sobre lo 
que son los valores de la izquierda o los valores de la de- 
recha. Desde luego, no me refería a lo que ha dicho us- 
ted: a la imposibilidad de tratar con respecto a usted el 
tema catalán, lo que, por lo visto, es compartido por otros 
señores de otras minorías. No; me refería a algo más pro- 
fundo. Lo que usted quiere decir en su modelo es que de 
alguna forma se llegaría más lejos formalizando la parti- 
cipación del pluralismo en España por la vía que usted 
propone. Y yo lo que le he dicho respetuosamente es que 
creo que el proyecto, que es un proyecto inteligente, no 
va a modificar la realidad que sea verdaderamente posi- 
tiva, no la va a modificar. De hecho, está funcionando: no 
conozco muy bien el tema en Cataluña, pero está funcio- 
nando. Me dicen mis compañeros de Cataluña que está 
funcionando con normalidad en una situación quizá de 
un relativo precario en alguno de sus aspectos. Pero lo 
que le he querido decir es que su modelo no me conducía 
al final a una solución, porque, ¿quién controlaba o con- 
trola todo ese movimiento? Si es, como usted dice, cier- 
tamente espontaneísta y d q d e  la base, de alguna ma- 
nera.. . 

El señor PRESIDENTE: Perdón, señor López Riaño, 
está la Cámara pendiente de su intervención. No le vuel- 
va la espalda. (Rumores.) 

El señor LOPEZ RIAÑO: En todo'caso, se la tendría 
que volver al señor Espasa. (Rumores.) Y,  como decíamos 
en la Ley Orgánica del Poder Judicial, no somos bifrontes 
como los secretarios judiciales. (Rumores. Risas.) 

Perdóneme, señor Espasa. No es cuestión de brillantez. 
Creo que le entiendo muy bien y quizá quepa reflexionar 
sobre esas grandes cuestiones de la izquierda en otro 
momento. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor López Riaño. 
Vamos a proceder a las votaciones. 
A las enmiendas vigentes a este Capítulo segundo se han 

presentado enmiendas transaccionales a las números 386, 
de la Agrupación de Izquierda Unida-Esquerra Catalán; 

254, de la Agrupación del PDP; 387, de la Agrupación de 
Izquierda Unida-Esquerra Catalana; 22 1, del Grupo de 
Coalición Popular: y 324, del Grupo Parlamentario del 
CDS. 

¿Existe inconveniente por parte de algún grupo parla- 
mentario para la admisión a trámite de estas enmiendas? 
(El aeñor Calero Rodríguez pide la palabra.) 

El senor Calero tiene la palabra. 

El señor CALERO RODRICUEZ: Señor Presidente, a lo 
largo de los discursos de réplica, los distintos portavoces 
de los diferentes grupos parlamentarios han anunciado 
que nos v a m a  a oponer a la tramitación de las enmien- 
das transaccionales en cuanto que no son producto de una 
verdadera negociación, sino han sido calificados por casi 
todos como auténticos contratos de adhesión. Por tanto, 
este grupo parlamentario se opone a la tramitación de las 
enmiendas transaccionales. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Calero. 
Vamos, entonces, a proceder a la votación de las en- 

En primer lugar,- votamos las enmiendas del senor 

Comienza la votación. (Pausa.) 

miendas. 

Azcárraga. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 240; a favor, 77; en contra, 157; abstencio- 
nes, seis. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en- 

Votamos a continuación las enmiendas de la Agrupa- 

Comienza la votación. (Pausa.) 

miendas del señor Azcárraga. 

ción del PDP. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 243; a favor, 73; en contra, 159; abstencio- 
nes, 11.  

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en- 

Votamos a continuación las enmiendas del Grupo de la 

Comienza la votación. (Pausa.) 

miendas de la Agrupación del PDP. 

Minoría Catalana. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 245; a favor, 86; en contra, 157; abstencio- 
nes, dos. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en- 

Votamos a continuación las enmiendas del Grupo Vas- 

Comienza la votación. (Pausa.) 

miendas del Grupo de la Minoría Catalana. 

co (PNV). 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 244; a favor, 83; en contra, 157; abstencio- 
nes, cuatro. 
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El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en- 

Votamos a continuación las enmiendas del señor Larrí- 

Comienza la votación. (Pausa.) 

miendas del Grupo Parlamentario Vasco (PNV). 

naga. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 244; a favor, 85; en contra, 156; abstencio- 
nes, tres. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en- 

Votamos a continuación las enmiendas de l  Grupo de 

comienza la votación. (Pausa.) 

miendas del señor Larrínaga. 

Coalición Popular. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 244; a favor, 71; en contra, 161; abstencio- 
nes, doce. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en- 

Votamos las enmiendas del Grupo del CDS. 
Comienza la votación. (Pausa.) 

miendas del Grupo de  Coalición Popular. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 244; a favor, 37; en contra, 160; abstencio- 
nes, 47. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en- 
miendas del Grupo del CDS. 

A continuación, someternos a votación las enmiendas 
de la Agrupación de Izquierda Unida-Esquerra Catalana. 
Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 244; a favor, 27; en contra, 158; abstencio- 
nes, 59. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en- 
miendas de la Agrupación de Izquierda Unida-Esquerra 
Catalana. 

Votamos seguidamente las enmiendas del scñor Ca- 
muñas. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 244; a favor, 71; en contra, 157; abstencio- 
nes, 16. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en- 

Finalmente votamos las cnmiendas del señor Mar- 

comienza la votación. (Pausa.) 

miendas del señor Camuñas. 

dones. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 231; a favor, 71; en contra, 157; abstencio- 
nes, tres. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en- 
miendas del señor Mardones. 

Se somete seguidamente a votación el Capítulo segun- 
do, que comprende los artículos 7." al 15 del dictamen, 
ambos inclusive. 

comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 197; a favor, 160; en contra, 34; abstencio- 
nes. tres. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el Capítulo 
segundo del dicta,men de la Comisión. 

El Pleno se reunirá nuevamente el miércoles día 16, a 
las nueve de la mañana. 

Se levanta la sesión. 

Eran las nueve y cuarenta y cinco minutos de la noche. 



Imprime RIVADENEYRA. S. A .  - MADRID 

Cuesta de San Vicente. 28 y 36 

Teléfono 247-23-00.-28008 Madrid 

Dcpórltü 1-1: M. 12.580 - 1961 


